
LEY ADUANERA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Honorable Asamblea, la Comisión de Hacienda y Crédito
Público ha entregado a esta Presidencia un dictamen relati-
vo a la minuta que reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley Aduanera, devuelta por la Cámara de
Senadores para los efectos del artículo 72 inciso e) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Hay una minuta explicativa, un resumen de la minuta que
se ha distribuido y que precisa las características del dicta-
men de la comisión. En virtud de que se ha reproducido y
se está distribuyendo entre los diputados, es de primera lec-
tura.

Consulte la Secretaría a la Asamblea en votación económi-
ca, si se le dispensa la segunda lectura y se pone a discu-
sión y votación de inmediato.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si se le dispensa la segunda
lectura y se pone a discusión y votación de inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa. Se le dispensa la se-
gunda lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Co-
misiones Hacienda y Crédito Publico.

HONORABLE ASAMBLEA

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el pasado 13 de noviembre de 2002, le fue tur-
nada a esta Colegisladora la Minuta de la H. Cámara de Se-

nadores con Proyecto de “Decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de Ley Aduanera”, la cual a
su vez fue remitida al día siguiente a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público para su estudio y dictamen.

Esta Comisión que suscribe, de conformidad a los artículos
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se abocó al análisis de la Minuta ela-
borada por las Comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Estudios Legislativos de la Colegisladora.

De esta manera y conforme a los resultados de las delibe-
raciones y el análisis realizado por los miembros de esta
Comisión de Hacienda y Crédito Público reunidos en Ple-
no, se presenta a esta Honorable Asamblea el siguiente

DICTAMEN

CONSIDERACIONES DE LA COMISION

El trabajo de la Colegisladora, coincide en lo fundamental
con las propuestas contempladas en el Dictamen aprobado
por esta Soberanía, si bien durante el proceso de revisión,
los Senadores consideraron necesario eliminar algunas
propuestas y realizar precisiones que, en lo sustantivo, en-
riquecen el sentido de las modificaciones que se están rea-
lizando los citados ordenamientos.

Los cambios que la Colegisladora incorporó en la presente
Minuta y de la cual, esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público estima son aceptables en sus términos generales
son:

En el artículo 15, fracción V, se especifica que el plazo de-
be computarse en días hábiles y no naturales.

En el artículo 181, el monto de las multas se sitúa entre
$1,000.00 y $1,500.00, toda vez que en los términos actua-
les éstas se consideran gravosas.

Se mantiene en los términos vigentes el artículo 89, relati -
vo a la rectificación de datos del pedimento.
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Se estima necesario mantener la redacción vigente del artí-
culo 201 y no adicionar el último párrafo relativo al desti -
no de los recursos que se obtienen por concepto de multas.

En ese tenor, la que Dictamina se permite someter a la con-
sideración de esta Honorable Cámara de Diputados, la
aprobación del siguiente

DECRETO QUE  REFORMA, ADICIONA 
Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES 

DE LA LEY ADUANERA

ARTICULO PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos
3, primero y segundo párrafos; 4, primer párrafo; 5, primer
párrafo; 7; 14, último párrafo; 14-A, primero y segundo pá-
rrafos; 14-B, primer párrafo; 15, primer párrafo, fracciones
II, III, V, en su segundo párrafo, VI, en su segundo párrafo
y último párrafo del artículo; 16-B, último párrafo; 26, pri-
mer párrafo y fracción V; 28, primero y tercer párrafos; 36,
fracción I, segundo párrafo; 38, primero y segundo párra-
fos; 48, primer párrafo; 59, fracciones I, primer párrafo y
IV; 100, segundo y quinto párrafos; 108, fracción III; 109,
segundo párrafo; 144, fracciones VIII, IX, XI, XXVI y
XXX; 144-A, primer párrafo; 145, fracciones I, en su pri-
mer párrafo, II, III y tercer párrafo del artículo; 151, frac-
ción II; 157; 158; 159, fracción II; 160, fracción VI, en su
segundo párrafo y VII; 178, fracción III; 181, primer pá-
rrafo; 184, fracciones I y IX; 185, primer párrafo y frac-
ciones I y VIII; 185-A; 185-B; 186, fracciones VII, XIV y
XX; 187, fracciones I, VI y XII; 194; se ADICIONAN los
artículos 2, con las fracciones XI y XII; 4, fracción II, con
un inciso e); 14-C; 14-D; 15, con una fracción VIII; 20, con
las fracciones VII y VIII; 29, fracción ll, inciso b) con un
segundo párrafo; 32, con un segundo párrafo, pasando los
actuales segundo y tercer párrafos a ser tercero y cuarto pá-
rrafos, respectivamente; 36, con un segundo y último pá-
rrafos al artículo, pasando los actuales segundo, tercero,
cuarto y quinto párrafos a ser tercero, cuarto, quinto y sex-
to párrafos, respectivamente; 56, fracción I, con un último
párrafo; 90, con un Apartado F; 98, con una fracción VI y
un último párrafo al artículo; 100-A; 100-B; 101-A; 103,
con un quinto párrafo; 109, con un cuarto párrafo; Capítu-
lo VII, denominado “Recinto Fiscalizado Estratégico” al
Título IV con los artículos 135-A; 135-B; 135-C y 135-D;
144, con las fracciones XXXI y XXXII; 144-A, con un ter-
cer párrafo, pasando los actuales tercero, cuarto y quinto
párrafos, a ser cuarto, quinto y sexto párrafos, respectiva-
mente; 145, con una fracción IV; 162, con una fracción
XII; 177, con una fracción III; 180-A; 184, con las fraccio-
nes XVII y XVIII; 185, con la fracción XIV; 186, con las

fracciones XXI, XXII y XXIII; 187, con las fracciones
XIII, XIV y XV; y se DEROGA el artículo 151, último pá-
rrafo de la Ley Aduanera, para quedar de la siguiente ma-
nera:

ARTICULO 2... 

XI. Mermas, los efectos que se consumen o pierden en el
desarrollo de los procesos productivos y cuya integración
al producto no pueda comprobarse.

XII. Desperdicios, los residuos de las mercancías después
del proceso al que sean sometidas; los envases y materiales
de empaque que se hubieran importado como un todo con
las mercancías importadas temporalmente; así como aque-
llas que se encuentren rotas, desgastadas, obsoletas o inuti-
lizables y las que no puedan ser utilizadas para el fin con el
que fueron importadas temporalmente. 

ARTICULO 3. Las funciones relativas a la entrada de
mercancías al territorio nacional o a la salida del mismo
son facultades exclusivas de las autoridades aduaneras. 

Los funcionarios y empleados públicos federales y loca-
les, en la esfera de sus respectivas competencias, deberán
auxiliar a las autoridades aduaneras en el desempeño de
sus funciones cuando éstas lo soliciten y estarán obliga-
dos a denunciar los hechos de que tengan conocimiento
sobre presuntas infracciones a esta Ley y hacer entrega de
las mercancías objeto de las mismas, si obran en su poder.
Las autoridades aduaneras, migratorias, sanitarias, de co-
municaciones, de marina, y otras, ejercerán sus atribucio-
nes en forma coordinada y colaborarán recíprocamente en
el desempeño de las mismas.

...

ARTICULO 4. Las personas que operen o administren
puertos de altura, aeropuertos internacionales o presten los
servicios auxiliares de terminales ferroviarias de pasajeros
y de carga, deberán cumplir con los lineamientos que de-
terminen las autoridades aduaneras para el control, vigilan-
cia y seguridad del recinto fiscal y de las mercancías de co-
mercio exterior, para lo cual estarán obligadas a:

...

II.... 



e) De sistemas automatizados para el control de las entra-
das y salidas del recinto fiscal de personas, mercancías y
medios de transporte, así como los demás medios de con-
trol, autorizados previamente por las autoridades aduane-
ras.

ARTICULO 5. El monto de las multas y cantidades en
moneda nacional establecidas en esta Ley, se actualizará en
los términos del artículo 70 del Código Fiscal de la Fede-
ración.

...

ARTICULO 7. Las empresas aéreas, marítimas y ferro-
viarias que efectúen el transporte internacional de pasaje-
ros, deberán transmitir electrónicamente al Servicio de Ad-
ministración Tributaria, la información relativa a los
pasajeros, tripulación y medios de transporte, en los térmi-
nos y con la oportunidad que señale el Servicio de Admi-
nistración Tributaria mediante reglas.

Las empresas que presten el servicio de transporte interna-
cional de carga que transporten mercancías explosivas y ar-
mas de fuego, deberán dar aviso a las autoridades aduane-
ras por lo menos con veinticuatro horas de anticipación al
arribo al territorio nacional de dichas mercancías. En estos
casos, las autoridades aduaneras deberán informar a las au-
toridades militares de tal circunstancia, con el objeto de
que estas últimas determinen las medidas de seguridad que,
en su caso, procedan durante el tiempo en que dichas mer-
cancías se encuentren en el país.

ARTICULO 14...

Al término de la concesión o de su prórroga, las obras, ins-
talaciones y adaptaciones efectuadas dentro del recinto fis-
cal, así como el equipo destinado a la prestación de los ser-
vicios de que se trate, pasarán en el estado en que se
encuentren a ser propiedad del Gobierno Federal, sin el pa-
go de contraprestación alguna para el concesionario.

ARTICULO 14-A. Los particulares que tengan el uso o
goce de un inmueble colindante con un recinto fiscal o de
un inmueble ubicado dentro o colindante a un recinto por-
tuario, tratándose de aduanas marítimas, fronterizas, inte-
riores de tráfico ferroviario o aéreo, podrán solicitar al Ser-
vicio de Administración Tributaria la autorización para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia de
mercancías, en cuyo caso el inmueble donde se presten di-
chos servicios se denominará recinto fiscalizado. 

Para obtener las autorizaciones a que se refiere el párrafo
anterior, se deberá acreditar ser persona moral constituida
de conformidad con las leyes mexicanas, su solvencia eco-
nómica, su capacidad técnica, administrativa y financiera
en la prestación de los servicios de manejo y almacenaje de
mercancías, así como la de sus accionistas y estar al co-
rriente en sus obligaciones fiscales, y anexar a su solicitud,
copia de la documentación con la que acrediten el legal uso
o goce del inmueble en el que se prestarán los servicios, el
programa de inversión y demás documentos que establez-
ca el Servicio de Administración Tributaria mediante re-
glas para acreditar que el solicitante cumple las condicio-
nes requeridas.

...

ARTICULO 14-B. Los particulares que obtengan la con-
cesión o autorización para prestar los servicios de manejo,
almacenaje y custodia de mercancías en los recintos fisca-
lizados, conforme a los artículos anteriores, deberán cum-
plir con las obligaciones establecidas en esta Ley y mante-
ner los medios de control que señale el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas, así como efec-
tuar el pago del aprovechamiento a que se refiere la frac-
ción VII, del artículo 15 de esta Ley, el cual deberá ente-
rarse independientemente del aprovechamiento o derecho
al que, en su caso, estén obligados a pagar por el uso, goce
o aprovechamiento de los inmuebles del dominio público.

...

ARTICULO 14-C. El Servicio de Administración Tribu-
taria podrá autorizar a las personas morales constituidas
conforme a la legislación mexicana para prestar los servi-
cios de carga, descarga y maniobras de mercancías en el
recinto fiscal. Las empresas que deseen prestar estos servi-
cios deberán solicitar la autorización y cumplir los requisi-
tos y condiciones que señale el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas. 

Las empresas autorizadas deberán cumplir con los linea-
mientos que determine el Servicio de Administración Tri-
butaria mediante reglas para el control, vigilancia y seguri-
dad del recinto fiscal y de las mercancías de comercio
exterior. 

ARTICULO 14-D. Las personas que tengan el uso o goce
de un inmueble dentro o colindante con un recinto fiscal,
fiscalizado o recinto portuario, tratándose de aduanas ma-
rítimas, fronterizas, interiores de tráfico ferroviario o
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aéreo, podrán solicitar al Servicio de Administración Tri-
butaria la habilitación de dicho inmueble en forma exclusi-
va para la introducción de mercancías bajo el régimen de
recinto fiscalizado estratégico y la autorización para su ad-
ministración. El inmueble habilitado se denominará recin-
to fiscalizado estratégico.

Para que proceda la autorización a que se refiere este artí-
culo, se deberá acreditar ser persona moral constituida de
conformidad con las leyes mexicanas, su solvencia econó-
mica, su capacidad técnica, administrativa y financiera, así
como la de sus accionistas, estar al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, y cumplir con los re-
quisitos que señale el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas. A la solicitud deberán anexar el
programa de inversión, la documentación con la que acre-
dite el legal uso o goce del inmueble, que el inmueble cum-
ple con requisitos de seguridad, control, vías de acceso y
demás condiciones que determine el Servicio de Adminis-
tración Tributaria mediante reglas.

La autorización se podrá otorgar hasta por un plazo de
veinte años, el cual podrá prorrogarse a solicitud del inte-
resado hasta por un plazo igual, siempre que la solicitud se
presente durante los últimos dos años de la autorización y
se sigan cumpliendo los requisitos previstos para su otor-
gamiento, así como de las obligaciones derivadas de la
misma. En ningún caso, el plazo original de vigencia o de
la prórroga de la autorización será mayor a aquél por el que
el autorizado tenga el legal uso o goce del inmueble.

Las personas que obtengan la autorización a que se refiere
este artículo, serán responsables de administrar, supervisar
y controlar dicho recinto fiscalizado, cumpliendo con los
lineamientos que determine el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas, para el control, vigilancia y se-
guridad del recinto fiscalizado y de las mercancías de co-
mercio exterior, sin perjuicio del ejercicio de facultades de
la autoridad aduanera; poner a disposición de las autorida-
des aduaneras las instalaciones previamente aprobadas por
dichas autoridades para las funciones propias del despacho
de mercancías, y las demás que deriven de esta Ley, así co-
mo cubrir los gastos que implique el mantenimiento de di-
chas instalaciones; adquirir, instalar y poner a disposición
de las autoridades aduaneras el equipo que se requiera pa-
ra agilizar el despacho aduanero y los sistemas automatiza-
dos para el control de las mercancías, personas y vehículos
que ingresen o se retiren del recinto fiscalizado.

Las personas que obtengan la autorización a que se refiere
este artículo, no estarán sujetas al pago del aprovecha-
miento a que se refiere el artículo 15, fracción VII de esta
Ley.

El Servicio de Administración Tributaria cancelará la auto-
rización a que se refiere este artículo conforme al procedi-
miento previsto en el artículo 144-A de esta Ley, a quienes
dejen de cumplir los requisitos previstos para el otorga-
miento de la autorización, incumplan con las obligaciones
previstas en esta Ley o la autorización o incurran en algu-
na causal de cancelación establecida en esta Ley o en la au-
torización, tomando las medidas necesarias en relación con
la operación de los particulares que cuenten con autoriza-
ción para destinar mercancías al régimen de recinto fiscali-
zado estratégico.

ARTICULO 15. Los particulares que obtengan concesión
o autorización para prestar los servicios de manejo, alma-
cenaje y custodia de mercancías de comercio exterior, de-
berán cumplir con los lineamentos que determinen las au-
toridades aduaneras para el control, vigilancia y seguridad
del recinto fiscalizado y de las mercancías de comercio ex-
terior, así como con lo siguiente:

...

II. Destinar instalaciones para el reconocimiento aduanero
de las mercancías, a las que únicamente tendrá acceso el
personal que autoricen las autoridades aduaneras. Dichas
instalaciones deberán reunir las especificaciones que seña-
le el Servicio de Administración Tributaria y demás pre-
vistas en las disposiciones legales aplicables. Podrán cons-
truirse instalaciones comunes a varios almacenes para
efectuar el citado reconocimiento.

III. Contar con cámaras de circuito cerrado de televisión,
un sistema electrónico que permita el enlace con el del Ser-
vicio de Administración Tributaria, en el que lleve el con-
trol de inventarios, mediante un registro simultáneo de las
operaciones realizadas, así como de las mercancías que hu-
bieran causado abandono a favor del Fisco Federal. Me-
diante dicho sistema se deberá dar aviso a las autoridades
aduaneras de la violación, daño o extravío de los bultos al-
macenados, así como de las mercancías que hubieran cau-
sado abandono. El Servicio de Administración Tributaria,
mediante reglas establecerá los lineamientos para llevar a



cabo el enlace de dicho sistema, así como los medios de
control que aseguren el correcto manejo de la mercancía.

... 

V...

Los plazos a que se refiere esta fracción se computarán en
días hábiles a partir del día siguiente a aquél en que el al-
macén reciba las mercancías, independientemente de que
hayan sido objeto de transferencia o transbordo. Tratándo-
se de importaciones que se efectúen por vía marítima o aé-
rea, el plazo se computará a partir del día en que el consig-
natario reciba la comunicación de que las mercancías han
entrado al almacén.

... 

VI...

En los casos de transferencia de mercancías a que se refie-
re esta fracción, cuando el almacén que permita la transfe-
rencia haya efectuado la desconsolidación de las mercancí-
as, los cargos por desconsolidación no podrán exceder del
monto de los cargos que cobre el almacén respecto de las
mercancías que sean objeto de desconsolidación y que per-
manezcan en dicho almacén. La transferencia y la descon-
solidación únicamente procederán cuando se cumpla con
los requisitos y controles que para tales efectos señale el
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas.
No procederá el cobro de cargos adicionales por el solo he-
cho de permitir la transferencia de mercancías.

... 

VIII. Guardar absoluta reserva de la información relativa a
las mercancías que se encuentren en depósito ante la adua-
na y sólo la podrá proporcionar a las autoridades aduane-
ras.

...

Procederá la revocación de la concesión o la cancelación
de la autorización conforme al procedimiento previsto en el
artículo 144-A de esta Ley, cuando se incumpla en más de
dos ocasiones con alguna de las obligaciones establecidas
en el primer párrafo y en las fracciones II, III, IV, V y VI
de este artículo, en las fracciones VII y VIII del artículo 26
de esta Ley.

ARTICULO 16-B...

Las personas que obtengan la autorización en los términos
de este artículo, estarán obligadas a pagar en las oficinas
autorizadas, mensualmente, en los primeros doce días del
mes siguiente a aquél al que corresponda el pago, un apro-
vechamiento de $100.00 por la prevalidación del pedimen-
to para la importación temporal de cada remolque, semire-
molque y portacontenedor, misma que amparará su legal
estancia por el plazo que establece el artículo 106, fracción
I de esta Ley. El aprovechamiento será aportado a un fidei-
comiso público para el programa de mejoramiento de los
medios de informática y de control de las autoridades adua-
neras.

ARTICULO 20...

VII. Transmitir electrónicamente a las autoridades aduane-
ras y a los titulares de los recintos fiscalizados la informa-
ción relativa a la mercancía que transportan antes de su
arribo al territorio nacional, en los términos y condiciones
que establezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas. 

VIII. Comunicar a los consignatarios de los documentos de
transporte, el arribo e ingreso de las mercancías a los re-
cintos fiscalizados en los términos que establezca el Servi-
cio de Administración Tributaria mediante reglas.

...

ARTICULO 26. Las personas que hayan obtenido conce-
sión o autorización para almacenar mercancías en depósito
ante la aduana tendrán las obligaciones que a continuación
se mencionan, además de las señaladas en la concesión o
autorización respectiva:

... 

V.  Devolver los contenedores, en los que se encontraban
mercancías que hubieran causado abandono a favor del
Fisco Federal, a sus propietarios o arrendatarios sin que
pueda exigirse pago alguno por concepto de almacenaje de
dichos contenedores.

... 

ARTICULO 28. El Fisco Federal responderá por el valor
de las mercancías que, depositadas en los recintos fiscales
y bajo la custodia de las autoridades aduaneras, se extravíen,
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destruyan o queden inutilizables por causas imputables a
las autoridades aduaneras, así como por los créditos fisca-
les pagados en relación con las mismas. El personal adua-
nero encargado del manejo y custodia de las mercancías se-
rá responsable por los mismos conceptos, ante el Fisco
Federal.

...

Las personas que hayan obtenido concesión o autorización
para prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia
de mercancías, responderán directamente ante el Fisco Fe-
deral por el importe de los créditos fiscales que correspon-
da pagar por las mercancías extraviadas y ante los intere-
sados por el valor que tenían dichas mercancías al
momento de su depósito ante la aduana. Asimismo, res-
ponderán directamente ante el Fisco Federal por el impor-
te de los créditos fiscales que corresponda pagar por las
mercancías que hubiesen entregado sin cumplir con los re-
quisitos que establece la Ley o cuando incurran en infrac-
ciones o delitos relacionados con la introducción, extrac-
ción, manejo, almacenaje o custodia de mercancías de
comercio exterior, así como por el valor de dichas mercan-
cías, tratándose de mercancías embargadas o que hubieran
causado abandono.

...

ARTICULO 29...

I...

II...

a)... 

b)... 

Los plazos a que se refiere este inciso, serán de hasta 45 dí-
as, en aquellos casos en que se cuente con instalaciones pa-
ra el mantenimiento y conservación de las mercancías que
se trate.

... 

ARTICULO 32...

Tratándose de mercancías explosivas, inflamables, conta-
minantes o corrosivas, así como de mercancías perecederas
o de fácil descomposición y de animales vivos, el plazo pa-

ra retirar las mercancías a que se refiere el párrafo anterior
será de tres días.

...

ARTICULO 36...

I...

En el caso de mercancías susceptibles de ser identificadas
individualmente, deberán indicarse los números de serie,
parte, marca, modelo o, en su defecto, las especificaciones
técnicas o comerciales necesarias para identificar las mer-
cancías y distinguirlas de otras similares, cuando dichos
datos existan, así como la información a que se refiere el
inciso g). Esta información podrá consignarse en el pedi-
mento, en la factura, en el documento de embarque o en re-
lación anexa que señale el número de pedimento corres-
pondiente, firmada por el importador, agente o apoderado
aduanal. No obstante lo anterior, las maquiladoras o las
empresas con programas de exportación autorizados por la
Secretaría de Economía, no estarán obligadas a identificar
las mercancías cuando realicen importaciones temporales,
siempre que los productos importados sean componentes,
insumos y artículos semiterminados, previstos en el pro-
grama que corresponda, cuando estas empresas opten por
cambiar al régimen de importación definitiva deberán
cumplir con la obligación de citar los números de serie de
las mercancías que hubieren importado temporalmente.

...

Para los efectos de las fracciones I y II de este artículo, el
Servicio de Administración Tributaria podrá requerir que
al pedimento o factura, tratándose de pedimentos consoli-
dados, se acompañe la documentación aduanera que se re-
quiera de conformidad con los acuerdos internacionales
suscritos por México.

...

Tratándose del cumplimiento de regulaciones y restriccio-
nes no arancelarias en materia de sanidad animal y vegetal,
la misma deberá verificarse en el recinto fiscal o fiscaliza-
do de las aduanas que señale el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas.

ARTICULO 38. El despacho de las mercancías deberá
efectuarse mediante el empleo de un sistema electrónico
con grabación simultánea en medios magnéticos, en los



términos que el Servicio de Administración Tributaria es-
tablezca mediante reglas. Las operaciones grabadas en los
medios magnéticos en los que aparezca la firma electróni-
ca avanzada y el código de validación generado por la
aduana, se considerará que fueron efectuados por el agente
aduanal, por el mandatario autorizado o por el apoderado
aduanal a quien corresponda dicha firma, salvo prueba en
contrario.

El empleo de la firma electrónica avanzada que correspon-
da a cada uno de los agentes aduanales, mandatarios auto-
rizados y apoderados aduanales, equivaldrá a la firma au-
tógrafa de éstos.

...

ARTICULO 48. Para resolver las consultas que presenten
los importadores, exportadores y agentes o apoderados
aduanales sobre la correcta clasificación arancelaria a que
se refiere el artículo 47 de esta Ley, las autoridades adua-
neras escucharán previamente la opinión del Consejo de
Clasificación Arancelaria, el cual estará integrado por la
autoridad aduanera y los peritos que propongan las confe-
deraciones, cámaras y asociaciones industriales e institu-
ciones académicas. El Servicio de Administración Tributa-
ria establecerá mediante reglas la conformación y las
normas de operación del Consejo. Los dictámenes técnicos
emitidos por el Consejo y respecto de los cuales el Servi -
cio de Administración Tributaria se apoye para emitir sus
resoluciones, deberán publicarse como criterios de clasifi-
cación arancelaria dentro de los 30 días siguientes a aquel
en que la autoridad hubiere emitido la resolución. 

...

ARTICULO 56...

I...

Cuando el Servicio de Administración Tributaria autorice
instalaciones especiales para llevar a cabo operaciones adi-
cionales al manejo, almacenaje y custodia de mercancías
de comercio exterior en recintos fiscalizados, la fecha a
que se refiere esta fracción será en la que las mercancías se
presenten ante las autoridades aduaneras para su despacho,
excepto tratándose de las regulaciones y restricciones no
arancelarias expedidas en materia de sanidad animal y ve-
getal, salud pública, medio ambiente y seguridad nacional,

en cuyo caso serán aplicables las que rijan en la fecha que
corresponda conforme a los incisos anteriores.

...

ARTICULO 59...

I. Llevar los sistemas de control de inventarios en forma
automatizada, que mantengan en todo momento el registro
actualizado de los datos de control de las mercancías de co-
mercio exterior, mismos que deberán estar a disposición de
la autoridad aduanera.

... 

IV. Estar inscritos en el Padrón de Importadores y, en su ca-
so, en el Padrón de Importadores de Sectores Específicos
que están a cargo del Servicio de Administración Tributa-
ria, para lo cual deberán encontrarse al corriente en el cum-
plimiento de sus obligaciones fiscales, así como acreditar
ante las autoridades aduaneras que se encuentran inscritos
en el Registro Federal de Contribuyentes y cumplir con los
demás requisitos que establezca el Reglamento y los que
establezca el Servicio de Administración Tributaria me-
diante reglas. 

...

ARTICULO 90...

F. Recinto fiscalizado estratégico.

ARTICULO 98...

VI. El importador deberá registrar ante el Servicio de Ad-
ministración Tributaria a los agentes o apoderados aduana-
les y transportistas designados que operarán bajo este es-
quema.

...

En el caso de que el pedimento presentado para el despa-
cho de las mercancías de las empresas a que se refiere el
presente artículo contenga datos inexactos, el agente o apo-
derado aduanal podrá rectificar los campos que a continua-
ción se señalan, siempre que se presente el pedimento de
rectificación, dentro del plazo a que se refiere el Regla-
mento.
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a) Número de la secuencia de la fracción en el pedimento.

b) Fracción arancelaria.

c) Clave de la unidad de medida de comercialización seña-
lada en la factura correspondiente.

d) Cantidad de mercancía conforme a la unidad de medida
de comercialización.

e) Clave correspondiente a la unidad de medida de aplica-
ción de la TIGIE.

f) Cantidad correspondiente conforme a la unidad de medi-
da de la TIGIE.

g) Descripción de las mercancías.

h) Importe de precio unitario de la mercancía.

i) Marcas, números de identificación y cantidad total de
bultos.

ARTICULO 100...

La inscripción en el registro del despacho de mercancías de
las empresas deberá ser renovada anualmente por los im-
portadores, mediante la presentación de un aviso dentro de
los 30 días anteriores a que venza la vigencia de su regis-
tro, siempre que se acredite que continúan cumpliendo con
los requisitos señalados en este artículo.

...

En ningún caso procederá la renovación de la inscripción o
la autorización de una nueva inscripción, cuando al impor-
tador se le hubiere suspendido previamente del registro de
empresas para el procedimiento de revisión en origen de
mercancías en tres ocasiones.

...

ARTICULO 100-A. El Servicio de Administración Tribu-
taria podrá autorizar la inscripción en el registro de empre-
sas certificadas, a las personas morales que cumplan con
los siguientes requisitos:

I. Que estén constituidas conforme a la legislación mexica-
na;

II. Que se encuentren al corriente en el cumplimiento de
sus obligaciones fiscales; 

III. Que hayan dictaminado sus estados financieros para
efectos fiscales durante los últimos cinco años, o cuando la
fecha de su constitución no sea anterior a cinco años, hu-
bieran dictaminado sus estados financieros para efectos fis-
cales por los ejercicios transcurridos desde su constitución;

IV. Que demuestren el nivel de cumplimiento de sus obli-
gaciones aduaneras en los términos que determine el Ser-
vicio de Administración Tributaria mediante reglas;

V. Que designen a los agentes o apoderados aduanales au-
torizados para promover sus operaciones de comercio ex-
terior. Tratándose de agentes aduanales, la designación y,
en su caso, revocación deberán efectuarse en los términos
del artículo 59 de esta Ley, y

VI. Que designen a las empresas transportistas autorizadas
para efectuar el traslado de las mercancías de comercio ex-
terior, señalando su denominación, clave del Registro Fe-
deral de Contribuyentes y domicilio fiscal.

Para obtener la autorización prevista en el párrafo anterior,
los interesados deberán presentar solicitud ante el Servicio
de Administración Tributaria, acompañando la documenta-
ción que se establezca en reglas, con la cual se acredite el
cumplimiento de los requisitos necesarios para su obten-
ción.

La inscripción en el registro de empresas certificadas de-
berá ser renovada anualmente por las empresas, dentro de
los 30 días anteriores a que venza el plazo de vigencia de
su registro, mediante la presentación de una solicitud,
siempre que se acredite que continúan cumpliendo con los
requisitos señalados para su inscripción. La resolución de-
berá emitirse en un plazo no mayor a 30 días a partir de la
fecha de recepción de la solicitud. Transcurrido dicho pla-
zo sin que se notifique la resolución que corresponda, se
entenderá que la misma es favorable.

En ningún caso procederá la renovación de la inscripción o
la autorización de una nueva inscripción, cuando a la em-
presa le hubiera sido cancelada su autorización para estar
inscrita en el registro de empresas certificadas, dentro de
los cinco años anteriores.

ARTICULO 100-B. Las personas morales inscritas en el
registro de empresas certificadas a que se refiere el artículo



100-A de esta Ley, tendrán derecho a las siguientes facili-
dades administrativas para el despacho aduanero de las
mercancías:

I. Optar por promover el despacho aduanero de mercancí-
as ante cualquier aduana, no obstante que el Servicio de
Administración Tributaria señale aduanas específicas para
practicar el despacho de determinado tipo de mercancías,
en los términos de la fracción I del artículo 144 de la Ley;

II. Las que establezca el Servicio de Administración Tribu-
taria mediante reglas, para la agilización del despacho
aduanero de las mercancías;

III. El despacho a domicilio a la exportación de acuerdo
con los lineamientos que emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria mediante reglas;

IV. En la inscripción y ampliación en los padrones de sec-
tores específicos;

V.  Considerar como desperdicios los materiales que ya
manufacturados en el país sean rechazados por control de
calidad, así como los que se consideran obsoletos por avan-
ces tecnológicos;

VI.  Las relativas a la rectificación de los datos contenidos
en la documentación aduanera, reducción de multas y el
cumplimiento en forma espontánea de sus obligaciones de-
rivadas del despacho aduanero, en los términos y condicio-
nes que establezca el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas;

VII. Otras medidas de simplificación y fortalecimiento de
la seguridad jurídica previstas en esta Ley o que establezca
mediante reglas el Servicio de Administración Tributaria.

ARTICULO 101-A. Las mercancías que hayan sido im-
portadas temporalmente por las empresas certificadas a
que se refiere el artículo 100-A de esta Ley, podrán regula-
rizarlas cuando haya transcurrido el plazo de importación
temporal, importándolas definitivamente, previo pago de
las contribuciones y cuotas compensatorias que correspon-
dan con las actualizaciones y recargos calculados en los
términos de los artículos 17-A y 21 del Código Fiscal de la
Federación, a partir del mes en que las mercancías se im-
portaron temporalmente y hasta que se efectúe el pago, así
como efectuar el pago de la multa prevista en el artículo
183, fracción II, primer párrafo de la Ley y previo cumpli-

miento de las demás obligaciones en materia de regulacio-
nes y restricciones no arancelarias.

No podrán ser regularizadas las mercancías en los siguien-
tes casos:

I. Cuando se trate de mercancías que determine el Servicio
de Administración Tributaria mediante reglas.

II. Cuando la omisión sea descubierta por las autoridades
fiscales o la omisión se pretenda corregir por el contribu-
yente después de que las autoridades aduaneras hubieran
notificado una orden de visita domiciliaria, o haya media-
do requerimiento o cualquiera otra gestión notificada por
las mismas, tendientes a la comprobación del cumplimien-
to de las disposiciones fiscales.

ARTICULO 103...

Las maquiladoras o empresas con programa de exportación
autorizado por la Secretaría de Economía que hubieran re-
tornado al extranjero los productos resultantes de los pro-
cesos de transformación, elaboración o reparación, podrán
retornar dichos productos a territorio nacional cuando ha-
yan sido rechazados por las razones señaladas en este artí-
culo, al amparo de su programa. En este caso, únicamente
se pagará el impuesto general de importación que corres-
ponda al valor de las materias primas o mercancías extran-
jeras que originalmente fueron importadas temporalmente
al amparo del programa, de acuerdo con los porcentajes de
incorporación en el producto que fue retornado, cuando se
efectúe el cambio de régimen a la importación definitiva.
El Servicio de Administración Tributaria establecerá me-
diante reglas las mercancías que pueden sujetarse a lo dis-
puesto en este párrafo y los requisitos de control.

ARTICULO 108...

III. Por la vigencia del programa de maquila o de exporta-
ción, en los siguientes casos:

...

ARTICULO 109...

Los contribuyentes a que se refiere este artículo, podrán
convertir la importación temporal en definitiva, siempre
que paguen las cuotas compensatorias vigentes al momen-
to del cambio de régimen, el impuesto general de importa-
ción actualizado en los términos del artículo 17-A del
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Código Fiscal de la Federación, a partir del mes en que las
mercancías se importaron temporalmente y hasta que se
efectúe el cambio de régimen.

...

Para los efectos del párrafo anterior, las empresas con pro-
gramas de maquila o de exportación, podrán transferir los
desperdicios de las mercancías que hubieran importado
temporalmente, a otras maquiladoras o empresas con pro-
gramas de exportación, que vayan a llevar a cabo los pro-
cesos de transformación, elaboración o reparación, o reali-
zar el retorno de dichas mercancías, siempre que tramiten
un pedimento de exportación por el desperdicio o material
obsoleto a nombre de la persona que realice la transferen-
cia, y conjuntamente se tramite un pedimento de importa-
ción temporal a nombre de la empresa que recibe las mer-
cancías, cumpliendo con los requisitos que señale el
Servicio de Administración Tributaria.

Capítulo VII

Recinto Fiscalizado Estratégico

ARTICULO 135-A. Las personas que tengan el uso o go-
ce de inmuebles ubicados dentro del recinto fiscalizado es-
tratégico habilitado en los términos del artículo 14-D de es-
ta Ley, podrán solicitar la autorización para destinar
mercancías al régimen de recinto fiscalizado estratégico.
No podrán obtener la autorización a que se refiere este ar-
tículo, las personas que cuenten con la autorización para
administrar el recinto fiscalizado estratégico. 

Para que proceda la autorización a que se refiere este artí-
culo, se deberá acreditar ser persona moral constituida de
conformidad con las leyes mexicanas, su solvencia econó-
mica, su capacidad técnica, administrativa y financiera, así
como la de sus accionistas, estar al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, y cumplir con los re-
quisitos que señale el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas.

La autorización se podrá otorgar hasta por un plazo de
veinte años, el cual podrá prorrogarse a solicitud del inte-
resado hasta por un plazo igual, siempre que la solicitud se
presente durante los últimos dos años de la autorización y
se sigan cumpliendo los requisitos previstos para su otor-
gamiento, así como de las obligaciones derivadas de la
misma. En ningún caso, el plazo original de vigencia o de

la prórroga de la autorización será mayor a aquél por el que
el autorizado tenga el legal uso o goce del inmueble.

Las personas que obtengan la autorización a que se refiere
este artículo, deberán adoptar las medidas necesarias y
cumplir con los lineamientos que determine el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas, para el control,
vigilancia y seguridad del recinto fiscalizado y de las mer-
cancías de comercio exterior y deberán contar con los sis-
temas que permitan el enlace y la transmisión automatiza-
da de la información relativa a las mercancías. La
transmisión de la información se deberá efectuar en los tér-
minos que señale el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas.

Quienes obtengan la autorización a que se refiere este artí -
culo, deberán cumplir con las obligaciones y tendrán las
mismas responsabilidades que las previstas en los artículos
15, 26 y demás relativos de esta Ley para quienes cuenten
con autorización o concesión para el manejo, almacenaje y
custodia de mercancías en depósito ante la aduana. El Ser-
vicio de Administración Tributaria mediante reglas podrá
otorgar las facilidades necesarias.

El Servicio de Administración Tributaria cancelará la auto-
rización a que se refiere este artículo conforme al procedi-
miento previsto en el artículo 144-A de esta Ley, a quienes
dejen de cumplir los requisitos previstos para el otorga-
miento de la autorización, incumplan con las obligaciones
previstas en esta Ley o la autorización o incurran en algu-
na causal de cancelación establecida en esta Ley o en la au-
torización.

ARTICULO 135-B. El régimen de recinto fiscalizado es-
tratégico consiste en la introducción, por tiempo limitado,
de mercancías extranjeras, nacionales o nacionalizadas, a
los recintos fiscalizados estratégicos, para ser objeto de
manejo, almacenaje, custodia, exhibición, venta, distribu-
ción, elaboración, transformación o reparación y se sujeta-
rá a lo siguiente:

I.  No se pagarán los impuestos al comercio exterior ni las
cuotas compensatorias, salvo tratándose de mercancías ex-
tranjeras, en los casos previstos en el artículo 63-A de esta
Ley.

II. No estarán sujetas al cumplimiento de las regulaciones
y restricciones no arancelarias y normas oficiales mexica-
nas, excepto las expedidas en materia de sanidad animal y



vegetal, salud pública, medio ambiente y seguridad nacio-
nal.

III. Las mermas resultantes de los procesos de elaboración,
transformación o reparación no causarán contribución al-
guna ni cuotas compensatorias.

IV. Los desperdicios no retornados no causarán contribu-
ciones siempre que se demuestre que han sido destruidos
cumpliendo con las disposiciones de control que para tales
efectos establezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas.

Para destinar las mercancías al régimen de recinto fiscali-
zado estratégico, se deberá tramitar el pedimento respecti-
vo o efectuar el registro a través de medios electrónicos
que señale el Servicio de Administración Tributaria me-
diante reglas, determinando las contribuciones y cuotas
compensatorias que correspondan.

A partir de la fecha en que las mercancías nacionales o na-
cionalizadas queden bajo este régimen, se entenderán ex-
portadas definitivamente.

ARTICULO 135-C. Las mercancías extranjeras que se in-
troduzcan a este régimen podrán permanecer en los recin-
tos fiscalizados por un tiempo limitado de hasta dos años,
salvo en los siguientes casos, en los que el plazo será no
mayor al previsto en la Ley del Impuesto sobre la Renta pa-
ra su depreciación:

I.  Maquinaria, equipo, herramientas, instrumentos, moldes
y refacciones destinados al proceso productivo;

II. Equipos y aparatos para el control de la contaminación;
para la investigación o capacitación, de seguridad indus-
trial, de telecomunicación y cómputo, de laboratorio, de
medición, de prueba de productos y control de calidad; así
como aquellos que intervengan en el manejo de materiales
relacionados directamente con los bienes objeto de elabo-
ración, transformación o reparación y otros vinculados con
el proceso productivo.

III. Equipo para el desarrollo administrativo.

ARTICULO 135-D. Las mercancías que se introduzcan al
régimen de recinto fiscalizado estratégico podrán retirarse
de dicho recinto para:

I. Importarse definitivamente, si son de procedencia ex-
tranjera.

II. Exportarse definitivamente, si son de procedencia na-
cional.

III. Retornarse al extranjero las de esa procedencia o rein-
corporarse al mercado las de origen nacional, cuando los
beneficiarios se desistan de este régimen.

IV. Importarse temporalmente por maquiladoras o por em-
presas con programas de exportación autorizados por la Se-
cretaría de Economía.

V. Destinarse al régimen de depósito fiscal.

Durante el plazo de vigencia del régimen, las mercancías
podrán retirarse para su importación cumpliendo con las
disposiciones que determine el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas.

Las mercancías sujetas a este régimen se podrán transferir
de un inmueble ubicados dentro del recinto fiscalizado a
otro ubicado dentro del mismo recinto, o a otro recinto fis-
calizado habilitado en los términos del artículo 14-D de es-
ta Ley, siempre que se cumplan con las formalidades que
para tales efectos establezca el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas.

Los productos resultantes de los procesos de elaboración,
transformación o reparación que retornen al extranjero da-
rán lugar al pago del impuesto general de exportación.

Las personas que hayan obtenido la autorización a que se
refiere el artículo 135-A de esta Ley, responderán directa-
mente ante el Fisco Federal por el importe de los créditos
fiscales que corresponda pagar por las mercancías que se-
an retiradas del recinto fiscalizado sin cumplir con las obli-
gaciones y formalidades que para tales se requieran o
cuando incurran en infracciones o delitos relacionados con
la introducción, extracción, manejo, almacenaje o custodia
de las mercancías. Dicha responsabilidad comprenderá el
pago de los impuestos al comercio exterior y de las demás
contribuciones, así como de las cuotas compensatorias que
en su caso se causen, y sus accesorios, así como las multas
aplicables. Las personas que hayan obtenido la autoriza-
ción a que se refiere el artículo 14-D de esta Ley, serán res-
ponsables solidarios en los mismos términos y condicio-
nes.
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ARTICULO 144...

VIII. Fijar los lineamientos para las operaciones de carga,
descarga, manejo de mercancías de comercio exterior y pa-
ra la circulación de vehículos dentro de los recintos fisca-
les y fiscalizados y señalar dentro de dichos recintos las
áreas restringidas para el uso de aparatos de telefonía celu-
lar, o cualquier otro medio de comunicación; así como ejer-
cer en forma exclusiva el control y vigilancia sobre la en-
trada y salida de mercancías y personas en dichos lugares,
en los aeropuertos y puertos marítimos autorizados para el
tráfico internacional y en las aduanas fronterizas.

IX. Inspeccionar y vigilar permanentemente en forma ex-
clusiva, el manejo, transporte o tenencia de las mercancías
en los recintos fiscales y fiscalizados.

... 

XI. Verificar en forma exclusiva durante su transporte, la
legal importación o tenencia de mercancías de procedencia
extranjera en todo el territorio nacional, para lo cual podrá
apoyarse en el dictamen aduanero a que se refiere el artí -
culo 43 de esta Ley.

...

XXVI. Dar a conocer la información contenida en los pe-
dimentos, a las Cámaras y Asociaciones Industriales agru-
padas por la Confederación, en términos de la Ley de Cá-
maras Empresariales y sus Confederaciones, que participen
con el Servicio de Administración Tributaria en el Progra-
ma de Control Aduanero y Fiscalización por Sector Indus-
trial. Asimismo, podrá dar a conocer a los contribuyentes
la información de los pedimentos de las operaciones que
hayan efectuado.

... 

XXX. Ordenar y practicar el embargo precautorio en los
términos del Código Fiscal de la Federación, de las canti-
dades en efectivo, en cheques nacionales o extranjeros, ór-
denes de pago o cualquier otro documento por cobrar o una
combinación de ellos, superiores al equivalente en la mo-
neda o monedas de que se trate, a diez mil dólares de los
Estados Unidos de América, cuando se omita declararlas a
las autoridades aduaneras, al entrar o salir del territorio na-
cional, conforme a lo dispuesto en el artículo 9o. de esta
Ley.

XXXI. Promover la enajenación para la exportación de las
mercancías que hayan pasado a propiedad del Fisco Federal,
mediante licitaciones internacionales. En los casos a que se
refiere la fracción II del artículo 145 de esta Ley.

XXXII. Las demás que sean necesarias para hacer efecti-
vas las facultades a que este precepto se refiere.

ARTICULO 144-A. El Servicio de Administración Tribu-
taria podrá revocar las concesiones o cancelar las autoriza-
ciones otorgadas en los términos de esta Ley, por cualquie-
ra de las siguientes causas:

...

La autoridad aduanera, podrá levantar provisionalmente la
suspensión a que se refiere el párrafo anterior, cuando la
suspensión afecte la operación aduanera o de comercio ex-
terior del país, hasta en tanto se adopten las medidas nece-
sarias para resolver dicha situación.

...

ARTICULO 145...

I.  Que el producto de la enajenación sea suficiente para cu-
brir los gastos relacionados con el almacenamiento, trasla-
do y demás que sean necesarios para efectuar el destino de
las mercancías. La diferencia deberá invertirse en Certifi-
cados de la Tesorería, a fin de que en los supuestos de dic-
tarse alguna resolución posterior o de los señalados en los
artículos 28 y 34 de esta Ley, se disponga la aplicación del
producto y rendimientos citados, conforme proceda.

...

II. Que en la enajenación de las mercancías se eviten per-
juicios a los sectores de la economía, la seguridad nacional,
la salud pública, y el medio ambiente, para lo cual se po-
drán enajenar para su exportación.

III. Las mercancías y sus envases podrán tener los sellos y
marcas que las identifiquen como propiedad del Fisco Fe-
deral y no estarán sujetas a requisitos adicionales.

IV. En su caso, destruir la mercancía.

...



El Servicio de Administración Tributaria podrá asignar las
mercancías a que se refiere este artículo para uso del pro-
pio Servicio o bien para otras dependencias del Gobierno
Federal, entidades paraestatales, entidades federativas,
Distrito Federal y municipios, así como a los poderes Le-
gislativo y Judicial. En este caso no se requerirá la opinión
previa del Consejo. El Servicio de Administración Tributa-
ria deberá enviar mensualmente un reporte de las asigna-
ciones al Consejo y a la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión y en periodo de receso a la
Comisión Permanente. También podrá donarlas a las per-
sonas morales con fines no lucrativos autorizadas para re-
cibir donativos deducibles en los términos de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, previa opinión del Consejo esta-
blecido en este artículo.

...

ARTICULO 151...

II. Cuando se trate de mercancías de importación o expor-
tación prohibida o sujeta a las regulaciones y restricciones
no arancelarias a que se refiere la fracción II, del artículo
176 de esta Ley y no se acredite su cumplimiento o sin
acreditar el cumplimiento de las normas oficiales mexica-
nas o, en su caso, se omita el pago de cuotas compensato-
rias. Tratándose de las normas oficiales mexicanas de in-
formación comercial, sólo procederá el embargo cuando el
incumplimiento se detecte en el ejercicio de visitas domi-
ciliarias o verificación de mercancías en transporte. 

...

Ultimo párrafo (se deroga).

ARTICULO 157. Tratándose de mercancías perecederas,
de fácil descomposición o deterioro, de animales vivos o
de automóviles y camiones, que sean objeto de embargo
precautorio y que dentro de los diez días siguientes a su
embargo, o de los cuarenta y cinco tratándose de automó-
viles y camiones no se hubiere comprobado su legal estan-
cia o tenencia en el país, el Servicio de Administración Tri-
butaria podrá proceder a su destrucción, donación,
asignación o venta, cuyo producto se invertirá en Certifi -
cados de la Tesorería de la Federación a fin de que al dic-
tarse la resolución correspondiente, se disponga la aplica-
ción del producto y rendimientos citados, conforme
proceda. Lo dispuesto en este artículo también será aplica-
ble tratándose de las mercancías a que se refiere el artículo
151, fracciones VI y VII de esta Ley cuando, dentro de los

diez días siguientes a su embargo, no se hubieran desvir-
tuado los supuestos que hayan dado lugar al embargo pre-
cautorio o no se hubiera acreditado que el valor declarado
fue determinado de conformidad con el Título III, Capítu-
lo III, Sección Primera de esta Ley.

Cuando la resolución definitiva ordene la devolución de las
mercancías y la autoridad aduanera haya comunicado al
particular que existe imposibilidad para devolver las mis-
mas, el particular podrá optar por solicitar la entrega de un
bien sustituto con valor similar, salvo que se trate de mer-
cancías perecederas, de fácil descomposición, de animales
vivos o de las mercancías a que se refiere el artículo 151,
fraccionesVI y VII de esta Ley, o el valor del bien, actuali-
zado conforme lo establece el párrafo siguiente. 

En el caso de que el Servicio de Administración Tributaria
haya procedido a la destrucción, donación, asignación o
venta de la mercancía, la resolución definitiva que ordene
la devolución de la misma, considerará el valor determina-
do en la clasificación arancelaria, cotización y avalúo prac-
ticado por la autoridad aduanera competente con motivo
del procedimiento administrativo en materia aduanera, ac-
tualizándolo en los términos establecidos en el artículo 17-
A del Código Fiscal de la Federación hasta que se dicte la
resolución que autoriza el pago.

El particular que obtenga una resolución administrativa o
judicial firme, que ordene la devolución o el pago del va-
lor de la mercancía o, en su caso, que declare la nulidad de
la resolución que determinó que la mercancía pasó a pro-
piedad del Fisco Federal, podrá solicitar al Servicio de Ad-
ministración Tributaria la devolución de la mercancía, o
en su caso, el pago del valor de la mercancía, dentro del
plazo de dos años, de acuerdo con lo establecido en este
artículo.

Tratándose de las mercancías a que se refiere el artículo
151, fracciones VI y VII de esta Ley, la resolución defini-
tiva que ordene la devolución del valor de las mercancías,
considerará el valor declarado en el pedimento, adicionado
con el coeficiente de utilidad a que se refiere el artículo 90
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que corresponda
conforme al giro de actividades del interesado.

ARTICULO 158. Las autoridades aduaneras, con motivo
del ejercicio de sus facultades de comprobación, procede-
rán a la retención de las mercancías o de los medios de
transporte, en los siguientes casos:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002697



Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados698

I. Cuando con motivo del reconocimiento aduanero, se-
gundo reconocimiento o verificación de mercancía en
transporte, no se presente el documento en el que conste el
depósito efectuado en la cuenta aduanera de garantía en el
caso de que el valor declarado sea inferior al precio esti-
mado.

II. Cuando con motivo del reconocimiento aduanero o se-
gundo reconocimiento, no se acredite el cumplimiento de
normas oficiales mexicanas de información comercial.

Asimismo, procederá la retención de los medios de trans-
porte de las mercancías que hubieran ocasionado daños en
los recintos fiscales, en este supuesto las mercancías no se-
rán objeto de retención.

Las autoridades aduaneras en el acta de retención que para
tal efecto se levante, harán constar la fundamentación y
motivación que dan lugar a la retención de la mercancía o
de los medios de transporte, debiendo señalarse al intere-
sado que tiene un plazo de quince días, para que presente
la garantía a que se refiere el artículo 36, fracción I, inciso
e) de esta Ley, o de treinta días para que dé cumplimiento
a las normas oficiales mexicanas de información comercial
o se garanticen o paguen los daños causados al recinto fis-
cal por el medio de transporte, apercibiéndolo que de no
hacerlo, la mercancía o el medio de transporte, según co-
rresponda, pasarán a propiedad del Fisco Federal, sin que
para ello se requiera notificación de resolución alguna. Los
plazos señalados en este párrafo se computarán a partir del
día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación del
acta de retención.

ARTICULO 159...

II.  No haber sido condenado por sentencia ejecutoriada
por delito doloso y en el caso de haber sido agente o apo-
derado aduanal, su patente o autorización no hubieran sido
canceladas.

...

ARTICULO 160...

VI...

Para ser mandatario de agente aduanal se requiere contar
con poder notarial y con experiencia aduanera mayor a dos
años, aprobar el examen que, mediante reglas determine el
Servicio de Administración Tributaria y que solamente

promueva el despacho en representación de un agente
aduanal.

... 

VII. Realizar los actos que le correspondan conforme a es-
ta Ley en el despacho de las mercancías, empleando el sis-
tema electrónico y la firma electrónica avanzada que le
asigne el Servicio de Administración Tributaria.

...

ARTICULO 162...

XII. Presentar aviso al Servicio de Administración Tributa-
ria, dentro de los quince días siguientes a aquél en que
constituya una sociedad de las previstas en la fracción II
del artículo 163 de esta Ley.

ARTICULO 177. ...

III. Durante el plazo a que se refiere el artículo 108, frac-
ción I de esta ley, la maquiladora o empresa con programa
de exportación autorizado por la Secretaría de Economía
que hubiera efectuado la importación temporal, no acredi-
ten que las mercancías fueron retornadas al extranjero, se
destinaron a otro régimen aduanero o que se encuentran en
el domicilio en el cual se llevará a cabo el proceso para su
elaboración, transformación o reparación manifestado en
su programa.

... 

ARTICULO 178. ...

III. Multa del 70% al 100% del valor comercial de las mer-
cancías, cuando su importación o exportación esté prohibi-
da o cuando las maquiladoras y empresas con programa au-
torizado por la Secretaría de Economía realicen las
importaciones temporales a que se refiere la fracción III.

... 

ARTICULO 180-A. Cometen la infracción de uso indebi-
do de funciones dentro del recinto fiscal, quienes realicen
cualquier diligencia o actuación dentro de los recintos fis-
cales o fiscalizados, sin autorización expresa de las autori-
dades aduaneras. 



ARTICULO 181. Se impondrá una multa de $1,000.00 a
$1,500.00, sin actualización, a quien cometa la infracción
a que se refieren los artículos 180 y 180-A de esta ley.

...

ARTICULO 184. ...

I.  Omitan presentar a las autoridades aduaneras, o lo hagan
en forma extemporánea, los documentos que amparen las
mercancías que importen o exporten, que transporten o que
almacenen, los pedimentos, facturas, copias de las cons-
tancias de exportación, declaraciones, manifiestos o guías
de carga, avisos, relaciones de mercancías y equipaje, au-
torizaciones, así como el documento en que conste la ga-
rantía a que se refiere el artículo 36, fracción I, inciso e) de
esta ley en los casos en que la ley imponga tales obligacio-
nes.

... 

IX. Omitan transmitir electrónicamente la siguiente infor-
mación:

a) La relativa a cada pasajero, tripulante y medio de trans-
porte a que se refiere el primer párrafo del artículo 7o. de
esta ley.

b)  La relativa a las mercancías que por cada medio de
transporte vayan a arribar a territorio nacional a que se re-
fiere la fracción VII del artículo 20 de esta Ley.

... 

XVII. Omitan presentar el aviso a que se refiere la fracción
XII del artículo 162 de esta ley.

XVIII. Omitan presentar la documentación aduanera a que
se refiere el segundo párrafo, del artículo 36 de esta ley.

ARTICULO 185. Se aplicarán las siguientes multas a
quienes cometan las infracciones relacionadas con las obli-
gaciones de presentar documentación y declaraciones, así
como de transmisión electrónica de la información, previs-
tas en el artículo 184 de esta ley:

I. Multa de $2,000.00 a $3,000.00, en caso de omisión a las
mencionadas en las fracciones I, II y XVIII. Las multas se

reducirán al 50% cuando la presentación sea extemporá-
nea. 

... 

VIII. Multa de $40,000.00 a $60,000.00, en el caso de la
transmisión electrónica señalada en la fracción IX, por la
omisión de cada pasajero, tripulante o medio de transporte
que arribe a territorio nacional, a que se refiere el inciso a)
y por la omisión relativa a la mercancía por cada medio de
transporte a que se refiere el inciso b). La multa se reduci-
rá en un 50%, en el caso de que la transmisión electrónica
sea extemporánea, incompleta o contenga información in-
correcta.

... 

XIV. Multa de $10,000.00 a $15,000.00, a la señalada en la
fracción XVII, por cada periodo de 15 días o fracción que
transcurra desde la fecha en que se debió presentar el avi-
so y hasta que el mismo se presente.

ARTICULO 185-A. Comete la infracción relacionada con
la obligación de llevar los sistemas de control de inventa-
rios, quienes no cumplan con lo dispuesto en la fracción I
del artículo 59 de esta ley.

ARTICULO 185-B. Se aplicará una multa de $10,000.00
a $20,000.00 a quienes cometan la infracción relacionada
con la obligación de llevar los sistemas de control de in-
ventarios prevista en el artículo 185-A de esta ley.

ARTICULO 186. ...

VII. Las personas que hubieren obtenido concesión o auto-
rización para almacenar mercancías cuando las entreguen
sin cumplir con las obligaciones establecidas en las frac-
ciones VI y VII del artículo 26 de esta ley.

... 

XIV. Las personas que hubieran obtenido concesión o au-
torización para prestar los servicios de manejo, almacenaje
y custodia de mercancías de comercio exterior, cuando no
cumplan con alguna de las obligaciones previstas en el pri-
mer párrafo y en las fracciones I a VI y VIII y los linea-
mientos a que se refiere el primer párrafo del artículo 15 y
en la fracción III del artículo 26 de esta ley.

... 
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XX. Cuando las personas que operen o administren puertos
de altura, aeropuertos internacionales o que presten los
servicios auxiliares de terminales ferroviarias de pasajeros
y de carga, no cumplan con alguna de las obligaciones a
que se refiere el artículo 4o. de esta ley.

XXI. Las empresas que hubieran obtenido autorización pa-
ra prestar los servicios de carga, descarga y maniobras de
mercancías de comercio exterior en recintos fiscales, cuan-
do no cumplan con los lineamientos a que se refiere el se-
gundo párrafo del artículo 14-C de esta ley.

XXII. Quienes efectúen la transferencia o desconsolida-
ción de mercancías sin cumplir con los requisitos y condi-
ciones aplicables.

XXIII. Las personas que hubieran obtenido la autorización
a que se refiere el artículo 14-D o 135-A, cuando no cum-
plan con alguna de las obligaciones previstas en la ley o en
la autorización respectiva.

ARTICULO 187. ...

I.  Multa de $4,000.00 a $5,500.00, a las señaladas en las
fracciones I, II, IV, V, Xl, XXI y XXII.

... 

VI.  Multa de $40,000.00 a $60,000.00, a la señalada en la
fracción VIII.

... 

XII. Multa de $250,000.00 a $400,000.00, a la señalada en
la fracción XX, por cada periodo de 20 días o fracción que
transcurra desde la fecha en que se debió dar cumplimien-
to a la obligación y hasta que la misma se cumpla.

XIII. Multa equivalente del 80% al 100% de las contribu-
ciones y cuotas compensatorias que se hubieran omitido,
cuando no se haya cubierto lo que correspondía pagar o del
30% al 50% del valor comercial de las mercancías si están
exentas o se trata de retorno al extranjero, a la señalada en
la fracción VII. En el caso de reincidencia, la sanción con-
sistirá en la suspensión provisional del recinto fiscalizado
por un plazo de dos a treinta días.

XIV. Multa de $40,000.00 a $60,000.00, a la señalada en la
fracción XIV. En el caso de reincidencia, la sanción con-

sistirá en la suspensión provisional del recinto fiscalizado
por un plazo de dos a treinta días.

XV. Multa de $500,000.00 a $1,000,000.00 a la señalada
en la fracción XXIII.

Tratándose de los plazos de suspensión provisional a que
se refieren las fracciones XIII y XIV de este artículo, el ti-
tular del recinto fiscalizado únicamente podrá concluir las
operaciones que tuviera iniciadas a la fecha en que le sea
notificada la orden de suspensión, sin que durante dicho
plazo pueda iniciar nuevas operaciones.

ARTICULO 194. A quienes omitan enterar las contribu-
ciones y aprovechamientos a que se refieren los artículos
15, fracción VII, 16-A, último párrafo, 16-B, último párra-
fo, 21, fracción IV y 120, penúltimo párrafo de esta ley
dentro de los plazos señalados en los mismos, se les apli-
cará una multa del 10% al 20% del monto del pago omiti -
do, cuando la infracción sea detectada por la autoridad
aduanera, sin perjuicio de las demás sanciones que resulten
aplicables.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
DE LA LEY ADUANERA.

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor el
día 1o. de enero del 2003, excepto por lo que se refiere a:

I.  La modificación al artículo 5o. de la Ley Aduanera, en-
trará en vigor en la fecha que entren en vigor las modifica-
ciones al artículo 70 del Código Fiscal de la Federación, re-
lativas a la actualización de multas.

II. La adición del artículo 14-C a la Ley Aduanera, entrará
en vigor a los 90 días siguientes a aquel en que el Servicio
de Administración Tributaria publique los requisitos, con-
diciones y lineamientos en las reglas de carácter general.

III. La modificación al artículo 48, primer párrafo, de la
Ley Aduanera entrará en vigor el 1o. de abril del 2003. 

IV. Las adiciones a los artículos 14-D, 135-A, 135-B, 135-
C y 135-D de la Ley Aduanera, entrarán en vigor en 180
días siguientes a su publicación.

Artículo Segundo. En relación con las reformas, adiciones
y derogaciones, a que se refiere este Decreto se estará a lo
siguiente:



I. Por los aprovechamientos a que se refieren los artículos
16-A y 16-B de la Ley Aduanera, que se hubieran pagado
sin haber sido actualizados en el mes de julio del 2002 en
los términos del artículo 17-B del Código Fiscal de la Fe-
deración, no se exigirán las diferencias que correspondan
por dicha actualización. Respecto de los mencionados
aprovechamientos no se efectuará en el mes de enero del
2003, la actualización prevista en el artículo 5o. de la Ley
Aduanera. Lo dispuesto en este artículo en ningún caso da-
rá lugar a la devolución de los aprovechamientos pagados.

II. Los titulares de las concesiones y autorizaciones para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia de
las mercancías de comercio exterior, podrán cumplir con la
obligación de contar con las cámaras de circuito cerrado de
video para el control, seguridad y vigilancia de las mer-
cancías, a que se refiere la fracción III del artículo 15 de la
Ley Aduanera, a más tardar el 30 de junio del 2003.

III. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 100-A,
fracción III de esta ley, las empresas que con anterioridad
al 1o. de enero de 2003 no hubieran dictaminado sus esta-
dos financieros para efectos fiscales, podrán tener por cum-
plido el requisito previsto en dicha disposición legal, si hu-
bieran presentado el aviso para dictaminar sus estados
financieros del ejercicio de 2002, conforme a lo previsto en
el artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación, o bien,
si presentan dicho aviso por el ejercicio fiscal de 2003 y
siempre que continúen dictaminando sus estados financie-
ros para efectos fiscales por todos los ejercicios subse-
cuentes.

IV. Los agentes aduanales que con anterioridad al 1o. de
enero del 2003, hubieran constituido sociedades en los tér-
minos de la fracción II del artículo 163 de la Ley Aduane-
ra, deberán presentar el aviso a que se refiere la fracción
XII del artículo 162 de la misma ley, en un plazo no mayor
a 30 días contados a partir de la fecha en que entre en vi-
gor la presente ley. En el caso de que dicho aviso no sea
presentado en el plazo señalado, se aplicará una multa de
$10,000.00 a $15,000.00 por cada periodo de 15 días o
fracción que transcurra desde la fecha en que se deba pre-
sentar el aviso y hasta que el mismo se presente.

V. El apoderado o representante de agente aduanal que con-
tara con este nombramiento con anterioridad al 1o. de ene-
ro de 2001, podrá ser mandatario de agente aduanal, con-
servando sus derechos, sin que le sea aplicable lo
establecido en la fracción VI, segundo párrafo, del artículo
160 de esta ley.

VI. Respecto del fideicomiso público para el Programa de
Mejoramiento de los Medios de informática y de Control
de las Autoridades Aduaneras, establecido en los artículos
16-A y 16-B de esta ley, la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público deberá rendir, dentro del Informe Trimestral
sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública, los ingresos y egresos realizados por dicho
fideicomiso en el periodo señalado. Asimismo, enviará las
reglas de operación que operen para dicho fideicomiso.

Artículo Tercero. El Ejecutivo Federal, por conducto, de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, enviará al
Congreso de la Unión, un informe trimestral en el que se
detallen los recursos que se recauden por las autoridades
aduaneras, incluyendo el monto de lo recaudado y el desti-
no que se le ha dado a dichos recursos. Además, anual-
mente deberá enviar al Congreso de la Unión, un programa
anual de inversiones.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión.— México, DF, a 13 de diciem-
bre de 2002.— Diputados: Enrique Alonso Aguilar Borre-
go, Francisco Agundis Arias, Manuel Añorve Baños,
Miguel Arizpe Jiménez, Julio Castellanos Ramírez, Flo-
rentino Castro López, Jorge A. Chávez Presa, Enrique Oc-
tavio De la Madrid Cordero, Francisco de Jesús De Silva
Ruiz, Abelardo Escobar Prieto, Roberto Javier Fuentes
Domínguez, Francisco J. García Cabeza de Vaca, Mirosla-
va García Suárez, Julián Hernández Santillán, Diego Alon-
so Hinojosa Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez, Os-
car Guillermo Levín Coppel, Rosalinda López Hernández,
José Antonio Magallanes Rodríguez, José Manuel Minja-
res Jiménez, César Alejandro Monraz Sustaita, Humberto
Muñoz Vargas, José Narro Céspedes, Luis Alberto Pazos
de la Torre, Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz,
Arturo San Miguel Cantú, Antonio Silva Beltrán Reyes,
José Luis Ugalde Montes, José Francisco Yunes Zorrilla y
Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se va a proceder a la discusión en lo general y en lo parti-
cular de los artículos a los que hubo observaciones de la
colegisladora. Es en: el artículo 15 fracción V, en el artícu-
lo 181, en el artículo 89 y en el artículo 201.

Le ruego al diputado Omar Fayad pase a nombre de la co-
misión a explicar la minuta.
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El diputado Omar Fayad Meneses:

Gracias, señora Presidenta; amigas y amigos diputados:

El trabajo de nuestra colegisladora coincidió casi en su to-
talidad y en lo fundamental con las propuestas contempla-
das en el dictamen que fue aprobado y durante el proceso
de revisión, nuestros amigos senadores consideraron nece-
sario eliminar algunas propuestas y realizar algunas preci-
siones, hacer algunas puntualizaciones que creemos pue-
den enriquecer el sentido del dictamen que fue enviado por
nosotros.

En esta virtud les comento los cambios y precisiones que
hizo nuestra colegisladora:

En el artículo 15. Que se refiere a plazos de las mercancías
en los depósitos fiscales, se cambió el término de “días na-
turales” por “días hábiles”. Con lo que estamos completa-
mente de acuerdo.

En el caso del artículo 181. Que se refiere a multas por cir-
culación indebida dentro de los recintos fiscales, las multas
que existían anteriormente a la reforma planteada por enci-
ma de los 4 mil pesos y que originalmente se había pensa-
do podría aumentar esta multa hasta 15 mil o de 15 a 30 mil
pesos, la colegisladora después de un análisis pensó que no
solamente no debieran subir, sino que había que bajar esta
multa y la multa la establece nuestra colegisladora entre 1
mil y 1 mil 500 pesos, con lo que la Comisión de Hacien-
da está completamente de acuerdo.

En el caso del artículo 89. Relativo a la rectificación de los
pedimentos decidió nuestra colegisladora, respetar el texto
enviado por nosotros los diputados y mantener en sus tér-
minos el artículo 89.

Y en el caso del artículo 201, que se refiere al importe de
las multas que se impongan de conformidad con las dispo-
siciones de la ley y que éstas se destinen al mantenimien-
to, reparación y ampliación de las instalaciones de las
aduanas, así como para contratar, capacitar e impulsar la
productividad del personal aduanero, la colegisladora pen-
só que debía eliminarse esta propuesta, en el razonamiento
y debido a que ya existe un fideicomiso para la moderniza-
ción aduanera, que se establece en esta propia ley y que
contempla nuestra legislación vigente y que a través de él
se obtienen los recursos precisamente para la moderniza-
ción, consideramos prudente aceptar la propuesta de la co-
legisladora.

En suma éstas serían simplemente las puntualizaciones
realizadas con las que la Comisión de Hacienda ha dicta-
minado ya, favorablemente aceptar el texto que nos propo-
ne la colegisladora. 

Es cuanto, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

Entiendo entonces que aceptaron íntegramente, correcto.
Gracias.

Consulte la Secretaría si hay oradores en pro o en contra.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Se consulta a los diputados si hay oradores en pro o en con-
tra del dictamen.

No hay, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Consulte si está suficientemente discutido...

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se consulta a la Asamblea si considera que está suficiente-
mente discutido el proyecto de dictamen presentado por la
comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa. Suficientemente dis-
cutido.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

En consecuencia, se somete a votación el dictamen de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público que dictamina la
minuta con observaciones de la colegisladora, en torno a
las reformas a la Ley Aduanera y que se refiere al artículo
15 fracción V, al artículo 181 en su encabezado, al artículo
89 en el párrafo de los contribuyentes podrán rectificar los
datos contenidos, etcétera, como se encuentra en el dicta-



men y en su inciso segundo y en la eliminación del artícu-
lo 201, tal y como lo señala el dictamen.

Abra el sistema de votación electrónico hasta por cinco...
Sí, diputado Omar Fayad. 

Activen el sonido en la curul del diputado Omar Fayad.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde su curul):

Nada más para precisar que el artículo 89, señora Presi-
denta, se mantiene en los términos que le envió esta Cá-
mara de Diputados a nuestra colegisladora, es decir no su-
fre modificación alguna.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Omar Fayad, el artículo 89, la propuesta que
planteó el Senado de la República no fue admitida por la
Cámara de Diputados.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde su curul):

El Senado no envía la modificación, por eso queda en sus
términos.

El artículo 89 ya estaba aprobado por esta Cámara, el Se-
nado no realiza modificaciones, o por lo menos no están en
la minuta, por eso queda en sus términos, señora Presiden-
ta. Está aprobada en sus términos.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Bien. Los datos de la síntesis que nos entregaron generaron
una confusión. Yo le rogaría a la Secretaría pueda verificar
con el diputado Omar Fayad la minuta, para que no haya
confusión.

Activen el sonido en la curul del diputado Omar Fayad.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde su curul):

Si me permite, quisiera poder hacer uso de la tribuna para
hacer la aclaración respectiva de este asunto, señora Presi-
denta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Por favor.

El diputado Omar Fayad Meneses: 

Gracias, señora Presidenta; compañeras y compañeros di-
putados: 

Lo que ocurre es que se ha distribuido a todos ustedes un
cuadro comparativo de las reformas planteadas por la cole-
gisladora y que creo que en estos momentos ya todos uste-
des cuentan con él. Este cuadro comparativo por un error
de la comisión se distribuyó en los términos de la informa-
ción que se había compartido durante la madrugada con la
colegisladora, de lo que pudieran ser las reformas a esta
ley; sin embargo, el documento que realmente importa
para efectos de las precisiones hechas aquí al pleno es el
que nos envía la Cámara de Senadores, que tengo una copia
fiel del original en mis manos y en la cual ya no incluyen
este artículo 89, con lo que nosotros estamos totalmente de
acuerdo.

Si ustedes ven, tanto el corrido que aparece en el exordio
de esta minuta como en el propio texto de la minuta que en-
vía el Senado, ya no está el texto del artículo 89.

Perdonen por la confusión, pero yo creo que con esta pre-
cisión queda perfectamente claro que el artículo 89 no es
modificado ni tocado por la colegisladora y por lo tanto se
queda como esta soberanía lo había aprobado y enviado al
Senado para los efectos conducentes.

Es cuanto, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Apreciamos la precisión del diputado Omar Fayad.

Consulto si hay alguna confusión en el pleno sobre el tema.

No habiendo nadie que haga uso de la palabra, queda claro
que el sentido de la votación que se va a recoger en este
momento, es exclusivamente sobre los artículos planteados
por la minuta del Senado.

Para que no haya ninguna confusión del registro del senti-
do de la votación, señalaríamos:

El texto que se fue de la Cámara de Diputados a la Cáma-
ra de Senadores, en la fracción V del artículo 15, decía:
“los plazos a que se refiere esta fracción se computarán en
días naturales a partir del día siguiente a que... etcétera”.
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La minuta del Senado dice: 

“Artículo 15. Fracción V. Los plazos a que se refiere esta
fracción se computarán en días hábiles a partir del día si-
guiente, etcétera.”

Esta reforma de la minuta fue aceptada por la comisión y
es la que votaríamos en un momento.

Artículo 181, decía, de la Cámara de Diputados, el texto
que se remitió: artículo 181. “Se impondrá una multa de 15
mil a 30 mil a quien cometa la infracción a que se refieren
los artículos 180 y 180-A de esta ley”.

El artículo 181 que nos devuelve el Senado, dice: “Se im-
pondrá una multa de 1 mil a 1 mil 500 sin actualización, a
quien cometa la infracción a que se refieren los artículos
180 y 180-A de esta ley”, y fue aceptada por el dictamen
esta observación de la colegisladora.

En el artículo 189 no venía ninguna modificación en la mi-
nuta, no procede votarlo, queda como se fue, el dictamen
de aquí, y el artículo 201 del dictamen que se fue hacia la
Cámara de Senadores, la minuta que recibimos y lo que es-
tamos votando, lo elimina.

Con estas precisiones, le ruego a la Secretaría abra el siste-
ma de registro electrónico, hasta por cinco minutos, para
votar la minuta de la Cámara de Senadores en torno a la
Ley Aduanera.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior, ábrase el sistema electrónico para
proceder a la votación de los artículos que ha hecho refe-
rencia la Presidencia en los términos que mandó la cole-
gisladora, Cámara de Senadores.

Se informa a la Presidencia, que se emitieron 411 votos en
pro, cero en contra y cuatro abstenciones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobado por 411 votos la minuta remitida por la cole-
gisladora.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
Ley Aduanera, pasa al Ejecutivo para los efectos cons-
titucionales.

LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

El siguiente tema que deseo plantearles, atendiendo la so-
licitud de las comisiones involucradas, es la segunda lectu-
ra del dictamen con proyecto de decreto, por el que se ex-
pide la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable y se
reforman y adicionan la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente; la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal y la Ley de Premios, Es-
tímulos y Recompensas Civiles.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
lectura al dictamen.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Se le dispensa la lectura.

«Escudo.— LVIII Legislatura.— Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería y de
Medio Ambiente y Recursos Naturales fue turnada, el 21
de noviembre del 2002 para su estudio y dictamen, la mi-
nuta con proyecto de decreto que expide la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, y reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, y la Ley de Premios, Estí-
mulos y Recompensas Civiles. 

Con fundamento en las facultades que confieren los artícu-
los 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y por los artículos 39, 45, numeral 6 in-
cisos e), f) y g) y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por los artículos 57, 60 párrafo primero, 87, 88, 93,
135 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno



Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a estas Comisiones corresponde el despacho de la
minuta del Senado en comento, por lo que somete a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea el presente dicta-
men, a partir de los siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 18 de octubre del año 2001, la Senadora Glo-
ria Lavara Mejía, a nombre del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México (PVEM), presentó una
Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma y Adicio-
na diversos artículos de la Ley Forestal. 

2. Con fecha de 25 de abril del 2002, el Senador Germán
Sierra Sánchez a nombre de los integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, pre-
sentó la iniciativa de Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

3. El 31 de octubre del año en curso, el Senador Rómulo de
Jesús Campuzano González, a nombre catorce Senadores
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
(PAN) en esta misma Cámara, presentó otra Iniciativa con
Proyecto de Ley Forestal y con enmiendas a otras tres le-
yes (Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les). 

4. Los Grupos Parlamentarios del Senado, sus Comisiones
dictaminadoras de las iniciativas en comento, así como el
Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales y la Comisión Nacional Fo-
restal, a fin de conocer la opinión de los sectores social,
privado y público de los tres ordenes de gobierno, de pro-
pietarios de monte y productores, industriales, comercian-
tes, plantadores, certificadores y técnicos forestales; de
asociaciones y academias de profesionales forestales y or-
ganizaciones no gubernamentales especializadas en asun-
tos silvícolas y ambientales, así como de organizaciones de
campesinos y ejidatarios, pueblos y comunidades indíge-
nas y cámaras empresariales, organizaron de forma inde-
pendiente Foros de Consulta Pública y Análisis de las Ini-
ciativas de Ley que se comentan. 

5. La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
apoyada por los Gobiernos de los Estados de Michoacán,
Chihuahua y Chiapas, así como con la participación de la
Comisión de Agricultura y Ganadería, anticipándose al

proceso legislativo que en su caso le pudiera corresponder
como colegisladora organizó tres foros regionales de con-
sulta pública para recabar propuestas de las autoridades de
los tres órdenes de gobierno y del público interesado en el
sector forestal. 

6. Con fundamentó en los artículos 39 y 45 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos y del artículo 63 de su Reglamento para el Gobierno
Interior, así como con el resultado de todas estas consultas
y labores de consenso, las Comisiones Legislativas del Se-
nado y de la Cámara de Diputados involucradas en la ma-
teria, los Grupos Parlamentarios del PRI, PAN, PRD y
PVEM del Senado, y el Poder Ejecutivo Federal a través de
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
de la Comisión Nacional Forestal, celebraron diversas
mesas de trabajo para discutir, analizar, y proponer un dic-
tamen unánime, mismo que se sometió a consideración del
Pleno de la Cámara de Senadores. El dictamen fue aproba-
do en lo general por todos los grupos parlamentarios y mo-
dificado en lo particular a petición expresa de Senadores.

A partir de estos antecedentes, los miembros de las Comi-
siones Unidas que suscriben el presente dictamen, exponen
las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

1. En la minuta del Senado, se observa la atención a varios
enunciados del Artículo 27 Constitucional. 

"Artículo 27. La Nación tendrá en todo tiempo el derecho
de imponer a la propiedad privada las modalidades que dic-
te el interés publico, así como el de regular, en beneficio
social, el aprovechamiento de los elementos naturales sus-
ceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribu-
ción equitativa de la riqueza publica, cuidar de su conser-
vación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el
mejoramiento de las condiciones de vida de la población
rural y urbana. En consecuencia, se dictaran las medidas
necesarias para ordenar los asentamientos humanos y esta-
blecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de
tierras, aguas y bosques, a efecto de ...; para el desarrollo
de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agri-
cultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás
actividades económicas en el medio rural, y para evitar la
destrucción de los elementos naturales y los daños que la
propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. 

"IV... 
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"En ningún caso las sociedades de esta clase (mercantiles
por acciones) podrán tener en propiedad tierras dedicadas a
actividades agrícolas, ganaderas o forestales en mayor ex-
tensión que la respectiva equivalente a veinticinco veces
los limites señalados en la fracción XV de este articulo... 

"VII... 

"La Ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vi-
da comunitaria de los ejidos y comunidades, protegerá la
tierra para el asentamiento humano y regulará el aprove-
chamiento de tierras, bosques y aguas de uso común y la
provisión de acciones de fomento necesarias para elevar el
nivel de vida de sus pobladores. 

"XV. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos
los latifundios. 

"Para los efectos de la equivalencia se computará una hec-
tárea de riego por dos de temporal, por cuatro de agostade-
ro de buena calidad y por ocho de bosque, monte o agosta-
dero en terrenos áridos. 

"XX. El estado promoverá las condiciones para el desarro-
llo rural integral, con el propósito de generar empleo y ga-
rantizar a la población campesina el bienestar y su partici-
pación e incorporación en el desarrollo nacional, y
fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el opti-
mo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos,
créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica.

2. La minuta propone la creación de un ordenamiento "ge-
neral", desde el punto de vista que prevea la concurrencia
de la Federación y de los Estados en la regulación del sec-
tor forestal, ya que siendo los bosques y selvas algunos de
los tantos aspectos que se comprenden en el ramo ecológi-
co-ambiental, se está en presencia de la hipótesis que pre-
vé el artículo 73 fracción XXIX-G Constitucional, que
versa: 

"Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

XXIX-G. Para expedir Leyes que establezcan la concu-
rrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los esta-
dos y municipios, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, en materia de protección al ambiente y de
preservación y restauración del equilibrio ecológico;"

3. El Título Primero, relativo a "Disposiciones Generales",
comprende cuatro capítulos torales: 

I. Objeto de la Ley; 

II. Terminología; 

III. Utilidad Pública; y 

IV. Supletoriedad.

4. El Título Segundo, "De la Organización y Administración
del Sector Público Forestal", reviste la mayor importancia,
en tanto que distribuye funciones, responsabilidades y atri-
buciones entre los tres ordenes de gobierno, y porque deli-
nea los organismos a los que se les asigna la tarea institucio-
nal de coordinar las políticas del sector forestal. 

Este título se divide en cuatro capítulos: 

I. Del Servicio Nacional Forestal; 

II. De las Autoridades en Materia Forestal; 

III. Del Sector Público Federal Forestal; y 

IV. De la Coordinación Institucional;

5. En el proyecto de decreto contenido en la minuta se de-
ja en claro que el objeto del Servicio Nacional Forestal, es
la coordinación integral del sector público forestal, respe-
tando las disposiciones constitucionales o legales que re-
gulan las atribuciones y facultades de las autoridades que
lo integren, por ello la coordinación se llevará a cabo me-
diante convenios generales y específicos; y se conformará
por los titulares de SEMARNAT, quien lo presidirá; de la
SEDENA; SAGARPA; los Gobernadores de las Entidades
Federativas y el Jefe del Gobierno del Distrito Federal; el
Titular de la CONAFOR; el Titular de la PROFEPA y los
Titulares de las dependencias o entidades que tengan a su
cargo la atención de las distintas actividades o materias re-
lacionadas con el sector forestal. 

Para la atención y coordinación de las distintas materias del
sector forestal el Servicio Nacional Forestal contará, al me-
nos, con los siguientes grupos de trabajo: 

a. Inspección y vigilancia forestal; 

b. Protección e incendios forestales; 



c. Gestión administrativa y descentralización forestal; 

d. Sistemas de información; y 

e. Comercio y fomento económico.

A la luz de los principios estructurales vigentes, los varia-
dos programas y dependencias forestales se hallan disper-
sos; y de que en consecuencia, ya es hora de que la Ley les
provea de unidad y les exija la formación de ventanillas
únicas para los diversos usuarios. 

6. Las atribuciones conferidas a la Federación, Entidades
Federativas y Municipios, se clasifican en cinco grupos: 

Generales; 

De Fomento; 

Inspección y Vigilancia; 

Actos de Autoridad; y 

Diversas. 

En todos los sentidos se respalda la propuesta relativa a que
las Legislaturas de los Estados o la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal, puedan expedir Leyes o decretos en
materia forestal, con base en la misma concurrencia pre-
vista en la Constitución. 

En lo concerniente a la estructura del Sector Público Fede-
ral Forestal, prevista en el Capítulo III de este mismo Títu-
lo, se concentran en la SEMARNAT los actos de autoridad
que correspondan a la Federación. 

Con respecto a la CONAFOR, la minuta busca que por ley
ésta cuente con la infraestructura administrativa y persona-
lidad jurídica de operación cuyo objetivo sea desarrollar,
favorecer e impulsar las actividades, productivas, de pro-
tección, conservación y de restauración en materia forestal. 

7. Con la minuta, se crea la figura de las Promotorías de
Desarrollo Forestal en el medio rural. La idea en la crea-
ción de éstas, es que las instituciones se acerquen a los bos-
ques y selvas, donde existen graves problemas de tala clan-
destina, improductividad y marginación. 

8. En el Título Tercero, "De la Política Nacional en Mate-
ria Forestal", se acomete la regulación de ocho aspectos bá-
sicos en los capítulos de criterios e instrumentos de la po-
lítica forestal nacional: 

Planeación del Desarrollo Forestal; 

Sistema Nacional de Información Forestal; 

Inventario Nacional Forestal; 

Zonificación Forestal; 

Registro Forestal Nacional; 

Normas Oficiales Mexicanas; y 

Sistema Nacional de Gestión Forestal;

9. El Título Cuarto, "Del Manejo y Aprovechamiento Sus-
tentable de los Recursos Forestales", se compone de cuatro
grandes rubros: De las Autorizaciones para el Aprovecha-
miento de los Recursos Forestales; Del Aprovechamiento y
Uso de los Recursos Forestales; Del Manejo Forestal Sus-
tentable y Corresponsable; y Del Transporte, Almacena-
miento y Transformación de los Recursos Forestales. 

Este Título es el más extenso del proyecto de decreto con-
tenido en la minuta, ya que su objeto tiene que ver con la
manera en que la autoridad autoriza y requisita las distintas
actividades que se relacionan con los recursos forestales. 

En el caso de las autorizaciones para aprovechamientos fo-
restales de suelos naturales, se plantea que opere la negati-
va tácita, es decir, que en el caso de que la autoridad no
conteste una solicitud en el tiempo fijado por la Ley, se en-
tenderá que dicha petición fue negada. 

Dentro de otras actividades que se pretende sujetar a auto-
rización por parte de la SEMARNAT, están las relativas al
cambio de uso de suelo en terrenos forestales, por excep-
ción; aprovechamiento de recursos maderables en terrenos
forestales y preferentemente forestales; establecimiento de
plantaciones forestales comerciales en superficies mayores
de 800 hectáreas, excepto aquéllas en terrenos forestales
temporales; y colecta y usos con fines comerciales o de in-
vestigación de los recursos genéticos. 
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Cabe destacar que en este sentido, el proyecto de decreto
contenido en la minuta del Senado, representa un avance
sustancial en la materia, ya que exenta a las plantaciones
forestales comerciales menores de 800 hectáreas de solici-
tud de autorización, exceptúa a aquellas que se realicen en
terrenos temporales, y mantiene en un régimen especial a
los recursos forestales no maderables, dejando los procedi-
mientos para su aprovechamiento en un nivel normativo y
reglamentario. 

10. Se observa también en la minuta que con un afán des-
centralizador, las autorizaciones a las que se refieren los
primeros tres casos anteriormente mencionados, podrán ser
realizadas por las autoridades competentes de las entidades
federativas, en los términos de los mecanismos de coordi-
nación previstos en la Ley. 

11. En este capítulo también se contienen algunas disposi-
ciones relativas a las hipótesis de suspensión, extinción,
nulidad, revocación y caducidad, previa audiencia que se
conceda a los interesados para que rindan pruebas y ale-
guen lo que a su derecho convenga, conforme a los proce-
dimientos establecidos en el Reglamento de la presente
Ley. Además, se estipula que queda prohibido a los titula-
res de las autorizaciones adelantar el plan de corta autori -
zado en el programa de manejo o alterar en forma alguna
el calendario aprobado, salvo que existan causas económi-
cas, meteorológicas y sanitarias, fehacientemente demos-
tradas ante la autoridad. 

12. Con el objeto dar cumplimiento a la pasada reforma
constitucional en materia de derechos y cultura indígenas,
se obliga a las autoridades a establecer los procedimientos
y mecanismos necesarios, para que los títulos o documen-
tos en los que consten las autorizaciones, sean traducidos a
las lenguas de los solicitantes o titulares de aprovecha-
mientos forestales pertenecientes a pueblos indígenas, o
bien, para asegurar que les sea interpretado su contenido;
para recabar el parecer de los representantes de dichas co-
munidades cuando una autorización pueda afectar el hábi-
tat de alguna comunidad indígena; y para que se verifique
que los aprovechamientos de recursos forestales se realicen
garantizando los derechos que la Ley les reconozca. 

13. Tratándose del aprovechamiento de recursos forestales
maderables, en selvas tropicales mayores a 20 hectáreas, en
aprovechamientos de especies forestales de difícil regene-
ración, y en áreas naturales protegidas la autoridad reque-
rirá la presentación de una manifestación de impacto am-

biental, en los términos de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. 

14. Adicionalmente, la propuesta sugiere que con el fin de
que las entidades federativas participen en los procesos de
análisis de solicitudes de aprovechamiento, se prevea que
la autoridad o los interesados soliciten al Consejo Estatal
de que se trate, opiniones y observaciones técnicas respec-
to de las solicitudes de autorización de aprovechamiento de
recursos forestales maderables o de forestación, previa-
mente a que sean resueltas. El Consejo correspondiente
contará con diez días naturales para emitir su opinión.
Transcurrido dicho término, se entenderá que no hay obje-
ción alguna para la expedición de la autorización. 

15. Como se había mencionado, el proyecto propone que
cuando se trate de plantaciones forestales comerciales en
terrenos forestales temporales o en predios con superficies
menores o iguales a 800 hectáreas, únicamente requerirán
de un aviso por escrito del interesado a la SEMARNAT, y
solamente se prohibirán cuando se compruebe mediante
estudios específicos que no se pone en riesgo la biodiversi-
dad; o cuando se demuestre mediante estudios específicos
que la vegetación nativa tenga poco valor comercial o bio-
diversidad y se juzgue conveniente promover plantaciones
de especies provenientes de otros lugares que se adapten a
la zona e inclusive favorezcan la fauna y los bienes y ser-
vicios ambientales. 

16. En este mismo sentido, el aprovechamiento de recursos
no maderables únicamente requerirá de un aviso por escri-
to a la autoridad competente, dejándose al Reglamento y a
las Normas Oficiales Mexicanas establecer los requisitos y
casos en que se requerirá autorización y/o presentación de
programas de manejo simplificado. 

17. En contrasentido, la colecta y uso de recursos biológi-
cos forestales con fines de utilización en investigación y/o
biotecnología requieren de autorización. En estos casos se
deberán reconocer los derechos de propietarios forestales
de los pueblos indígenas y comunidades tradicionales a la
propiedad, conocimiento y uso de las variedades locales.
Además, cuando se pretenda aprovechar los conocimientos
de las comunidades indígenas sobre los recursos biológicos
forestales, deberá reconocerse la propiedad del conoci-
miento de los pueblos indígenas. Al mismo tiempo que la
CONAFOR deberá promover y apoyar el conocimiento
biológico tradicional de las comunidades indígenas y eji-
dos, así como el fomento y el manejo sustentable de los ár-
boles, arbustos y hierbas para la autosuficiencia y para el



mercado, de los productos de las especies útiles, incluyen-
do medicinas, alimentos, materiales para la construcción,
leña combustible, forrajes de uso doméstico, fibras, acei-
tes, gomas, venenos, estimulantes, saborizantes, coloran-
tes, insecticidas, ornamentales, aromatizantes, artesanales
y melíferas. 

18. Para el proyecto de decreto, uno de los ejes del manejo
forestal sustentable son los servicios técnicos forestales, es
decir, los relacionados con la elaboración de los programas
de manejo forestal para el aprovechamiento de recursos
maderables y no maderables; la dirección, evaluación, con-
trol y ejecución de los mismos; la elaboración de los infor-
mes periódicos de evaluación; la formulación de informes
de marqueo; la asesoría técnica y capacitación a los titula-
res del aprovechamiento forestal o forestación, para trans-
ferirles conocimientos, tareas y responsabilidades; los es-
tudios técnicos justificativos de cambio de uso de suelo de
terrenos forestales; la planeación y organización de las ta-
reas de zonificación forestal, reforestación, restauración,
prevención y combate de incendios, plagas y enfermedades
forestales, así como de compatibilidad de usos agropecua-
rios con los forestales. 

19. De suyo importante resulta el proyecto en cuanto a pro-
mover la Certificación del buen manejo forestal, como me-
dio para acreditar el adecuado manejo, mejorar la protec-
ción de los ecosistemas forestales y facilitar el acceso a
mercados nacionales e internacionales preocupados por el
futuro de los recursos forestales. En el contexto de los dis-
tintos capítulos del proyecto de decreto, se incorpora la re-
ferencia a los criterios internacionales para medir los es-
tándares de certificación. 

Uno de los fines de la Certificación es la sensibilización de
los compradores finales nacionales e internacionales de
productos forestales para la adquisición responsable en ba-
se, no sólo en precio y calidad, sino en la sustentabilidad de
los recursos forestales; y de esta forma coadyuvar a com-
batir la madera proveniente de la tala clandestina y la so-
breexplotación. 

20. En lo relativo a los controles para el transporte persiste
como asunto de competencia federal, sin perjuicio de la co-
ordinación de los tres niveles de gobierno. Tratándose de la
instalación y funcionamiento de centros de almacenamien-
to y transformación, la Federación deberá opinar antes que
los municipios expidan las licencias de funcionamiento co-
rrespondientes. 

21. Con el Título Quinto, relativo a las "Medidas de Con-
servación Forestal", se busca contar con una herramienta
jurídica para preservar los recursos forestales, los suelos y
demás recursos asociados a lo forestal. 

En cuanto al cambio de uso del suelo en terrenos foresta-
les, se requiere autorización por excepción, previa opinión
técnica de los miembros del Consejo Estatal Forestal de
que se trate y con base en los estudios técnicos justificati-
vos que demuestren que no se compromete la biodiversi-
dad, ni se provocará la erosión de los suelos, el deterioro de
la calidad del agua o la disminución en su captación; y que
los usos alternativos del suelo que se propongan sean más
productivos a largo plazo. Se propone que se nieguen las
autorizaciones de cambio de uso de suelo en un terreno in-
cendiado sin que hayan pasado 20 años, a menos que se
acredite fehacientemente que el ecosistema se ha regenera-
do totalmente. 

22. En materia de sanidad y la aplicación de medidas de sa-
neamiento, se establece un sistema permanente de evalua-
ción y alerta temprana de la condición sanitaria de los te-
rrenos forestales, y se promueven los programas de
investigación necesarios para resolver los problema fitosa-
nitarios forestales. Para todo ello se busca considerar las la-
bores coordinadas en el marco del Sistema de Investiga-
ciones para el Desarrollo Rural Sustentable. 

23. El delicado tema de los incendios forestales se regula a
partir de atribuir a la SEMARNAT la facultad de dictar las
normas oficiales mexicanas que deberán regir en la pre-
vención, combate y control de los mismos, para evaluar los
daños, restaurar las áreas afectadas y establecer los proce-
sos de seguimiento. En el ataque operativo a los incendios
se prevé que la autoridad municipal deberá atender el com-
bate y control en primera instancia; y en el caso de que los
mismos superen su capacidad operativa de respuesta, se
acudirá a la instancia estatal. Si ésta resultarse insuficiente,
la CONAFOR actuará de acuerdo con los programas y pro-
cedimientos respectivos. En el Servicio Nacional Forestal
se definirán los mecanismos de coordinación pertinentes
con el Sistema Nacional de Protección Civil; y las legisla-
ciones locales establecerán los mecanismos de coordina-
ción entre la entidad y los municipios en la materia. 

24. En cuanto a conservación y restauración se refiere, la
Federación, escuchando la opinión de los Consejos y to-
mando en cuenta los requerimientos de recuperación en zo-
nas degradadas y las condiciones socioeconómicas de los
habitantes de las mismas, promoverá la elaboración y apli-
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cación de programas e instrumentos económicos que se re-
quieran para fomentar las labores de regeneración de los
recursos forestales y las cuencas hídricas. 

25. Un tema de gran interés ha sido el relacionado con las
vedas forestales, que antaño crearon más problemas que
soluciones para la conservación de los recursos forestales.
Sin embargo, y estimando que en determinados casos es
necesario poner limitaciones al uso y aprovechamiento de
los mismos por razones de interés público, se prevén vedas
cuando éstas constituyan justificadamente modalidades pa-
ra el manejo de los recursos forestales comprendidos en las
declaratorias de áreas naturales protegidas; formen parte de
las acciones o condiciones establecidas para las áreas que
se declaren como de zonas de restauración ecológica; o
tengan como finalidad la conservación, repoblación, pro-
pagación, diseminación, aclimatación, o refugio de espe-
cies forestales endémicas, amenazadas, en peligro de ex-
tinción o sujetas a protección especial. 

26. Además, se contempla que la reforestación que se rea-
lice con propósitos de conservación y restauración, las ac-
tividades de forestación y las prácticas de agrosilvicultura
en terrenos degradados de vocación forestal no requerirán
de autorización y solamente estarán sujetas a las normas
oficiales mexicanas, en lo referente a no causar un impac-
to negativo sobre la biodiversidad. Añadido a ello, los tres
órdenes de gobierno impulsarán la reforestación con espe-
cies forestales autóctonas o nativas, y la SEMARNAT ex-
pedirá la norma oficial mexicana que defina las especies de
vegetación forestal exótica, que por sus características bio-
lógicas afecten los procesos o patrones de distribución fo-
restal de la vegetación forestal nativa en terrenos forestales
y preferentemente forestales. 

27. El Título Sexto, "Del Fomento al Desarrollo Forestal",
se divide en cuatro partes sustantivas: Instrumentos Eco-
nómicos; Infraestructura; Investigación; y de la Cultura,
Educación y Capacitación. 

28. Acerca de los incentivos de tipo económico, se deja
asentado que las medidas públicas conducentes deberán
asegurar su eficacia, selectividad y transparencia y podrán
considerar el establecimiento y vinculación de cualquier
mecanismo normativo o administrativo de carácter fiscal,
financiero y de mercado establecidos en otras Leyes, in-
cluyendo los estímulos fiscales, los créditos, las fianzas,
los seguros, los fondos y los fideicomisos, así como las au-
torizaciones en materia forestal, cuando atiendan o posibi-

liten la realización de los propósitos y objetivos prioritarios
de promoción y desarrollo forestal. 

En ese mismo tenor se promueve que la Federación esta-
blezca estímulos fiscales y genere los instrumentos crediti-
cios adecuados para el financiamiento de la actividad fo-
restal, incluyendo tasas de interés preferencial. Para
reducir los riesgos asociados a la producción forestal, se
establecerán los instrumentos adecuados para el asegura-
miento a largo plazo de la misma. 

Dentro de los incentivos económicos se podrá crear un bo-
no que acredite la conservación del recurso forestal por el
Fondo Forestal Mexicano de acuerdo a la disponibilidad de
recursos, a fin de retribuir a los propietarios o poseedores
de terrenos forestales por los bienes y servicios ambienta-
les generados. 

Como mecanismo de fomento, el Fondo Forestal Mexica-
no será el instrumento para promover la conservación, in-
cremento, aprovechamiento sustentable y restauración de
los recursos forestales y sus recursos asociados facilitando
el acceso a los servicios financieros en el mercado, impul-
sando proyectos que contribuyan a la integración y compe-
titividad de la cadena productiva y desarrollando los meca-
nismos de cobro y pago de bienes y servicios ambientales. 

Se deja al Reglamento, es decir al Ejecutivo, definir la in-
tegración y naturaleza jurídica que más convenga al fun-
cionamiento eficiente del Fondo, ya sea como entidad es-
trictamente pública o mixta en la que participen los
particulares. 

29. En cuanto a la infraestructura, se estipula a rango de
Ley que los tres ordenes de gobierno habrán de impulsar
obras de electrificación; hidráulicas; de conservación de
suelos y aguas; construcción y mantenimiento de caminos
forestales; torres para la detección y combate de incendios
forestales; y las demás que se determinen como de utilidad
e interés público. 

Aunado a ello, las autoridades competentes vigilarán que la
construcción de redes de electricidad, obras hidráulicas y
caminos en terrenos forestales causen el menor daño a los
ecosistemas forestales, respetando la densidad de la red de
caminos y brechas forestales. 

30. De aprobarse la minuta, el sector público deberá coor-
dinar los esfuerzos y acciones que en materia de investiga-
ción, desarrollo, innovación y transferencia tecnológica



requiera el sector productivo e industrial forestal del país,
con la opinión del los Consejos Forestales que correspon-
dan. 

Adicionalmente, en la formulación y coordinación de la
política de investigación forestal y el Programa Nacional
de Investigación y Desarrollo Tecnológico Forestal del
país, se deberán considerar las propuestas de Entidades Pa-
raestatales, Gobiernos de las Entidades, Consejos Estatales
de Ciencia y Tecnología, dependencias, institutos, institu-
ciones de educación superior, así como de los sectores pro-
ductivo e industrial. 

31. El Título Séptimo, intitulado "De la Participación So-
cial en Materia Forestal", se compone de dos capítulos: Del
Derecho a la Información, la Participación y Concertación
Social en Materia Forestal y De los Consejos Forestales. 

En el primero de ellos se destaca que toda persona tendrá
derecho a que las autoridades en materia forestal pongan a
su disposición la información que les soliciten en los tér-
minos previstos por las Leyes; lo que viene a ser con-
gruente con la nueva Ley de Transparencia y Acceso a la
Información Gubernamental; y responde a los propósitos
del Sistema Nacional de Información Forestal incluido en
el proyecto de decreto. 

32. El Título Octavo, "De los Medios de Control, Vigilan-
cia y Sanción Forestales", comienza estableciendo que la
prevención y vigilancia forestal, estará a cargo de la SE-
MARNAT por conducto de la PROFEPA, y tendrá como
función primordial la salvaguarda y patrullaje de los recur-
sos y ecosistemas forestales, así como la prevención de in-
fracciones administrativas del orden forestal. 

33. En cuanto a los artículos SEGUNDO, TERCERO y
CUARTO de la minuta, por los cuales se reforman la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral y la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les respectivamente, se consideran congruentes con el
proyecto de decreto de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, ya que se adecuan las funciones atribui-
das a la SEMARNAT en materia forestal y se establece el
premio nacional forestal a nivel de ley. 

Como resultado de lo anterior, las Comisiones Unidas de
Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Agricultura y
Ganadería, permiten someter a la consideración del Pleno

de esta Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión
el siguiente: 

"DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENE-
RAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE
Y SE REFORMAN Y ADICIONAN LA LEY GENERAL
DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN
AL AMBIENTE, LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMI-
NISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y LA LEY DE
PREMIOS, ESTÍMULOS Y RECOMPENSAS CIVILES" 

ARTICULO PRIMERO. Se expide la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable: 

TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

CAPITULO I. 
Del Objeto y Aplicación de la Ley 

ARTICULO 1. La presente Ley es reglamentaria del Ar-
tículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, sus disposiciones son de orden e interés públi -
co y de observancia general en todo el territorio nacional,
y tiene por objeto regular y fomentar la conservación, pro-
tección, restauración, producción, ordenación, el cultivo,
manejo y aprovechamiento de los ecosistemas forestales
del país y sus recursos, así como distribuir las competen-
cias que en materia forestal correspondan a la Federación,
los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, bajo el
principio de concurrencia previsto en el artículo 73 frac-
ción XXIX inciso G de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, con el fin de propiciar el des-
arrollo forestal sustentable. Cuando se trate de recursos
forestales cuya propiedad corresponda a los pueblos y co-
munidades indígenas se observará lo dispuesto por el artí-
culo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

ARTICULO 2. Son objetivos generales de esta Ley: 

I. Contribuir al desarrollo social, económico, ecológico y
ambiental del país, mediante el manejo integral sustentable
de los recursos forestales, así como de las cuencas y eco-
sistemas hidrológico-forestales, sin perjuicio de lo previsto
en otros ordenamientos; 

II. Impulsar la silvicultura y el aprovechamiento de los re-
cursos forestales, para que contribuyan con bienes y servi-
cios que aseguren el mejoramiento del nivel de vida de los
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mexicanos, especialmente el de los propietarios y poblado-
res forestales; 

III. Desarrollar los bienes y servicios ambientales y prote-
ger, mantener y aumentar la biodiversidad que brindan los
recursos forestales; 

IV. Promover la organización, capacidad operativa, inte-
gralidad y profesionalización de las instituciones públicas
de la Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios,
para el desarrollo forestal sustentable; y 

V. Respetar el derecho al uso y disfrute preferente de los re-
cursos forestales de los lugares que ocupan y habitan las
comunidades indígenas, en los términos del artículo 2 frac-
ción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y demás normatividad aplicable.

ARTICULO 3. Son objetivos específicos de esta Ley: 

I. Definir los criterios de la política forestal, describiendo
sus instrumentos de aplicación y evaluación; 

II. Regular la protección, conservación y restauración de
los ecosistemas y recursos forestales, así como la ordena-
ción y el manejo forestal; 

III. Desarrollar criterios e indicadores para el manejo fo-
restal sustentable; 

IV. Fortalecer la contribución de la actividad forestal a la
conservación del medio ambiente y la preservación del
equilibrio ecológico; 

V. Fortalecer y ampliar la participación de la producción
forestal en el crecimiento económico nacional; 

VI. Promover una efectiva incorporación de la actividad
forestal en el desarrollo rural; 

VII. Coadyuvar en la ordenación y rehabilitación de las
cuencas hidrológico forestales; 

VIII. Recuperar y desarrollar bosques en terrenos preferen-
temente forestales, para que cumplan con la función de
conservar suelos y aguas, además de dinamizar el desarro-
llo rural; 

IX. Fortalecer y mejorar los servicios técnico forestales; 

X. Regular el aprovechamiento y uso de los recursos fo-
restales maderables y no maderables; 

XI. Promover y consolidar las áreas forestales permanen-
tes, impulsando su delimitación y manejo sostenible, evi-
tando que el cambio de uso de suelo con fines agropecua-
rios o de cualquier otra índole afecte su permanencia y
potencialidad; 

XII. Compatibilizar las actividades de pastoreo y agrícolas
en terrenos forestales y preferentemente forestales; 

XIII. Regular las auditorías técnicas preventivas forestales; 

XIV. Estimular las certificaciones forestales y de bienes y
servicios ambientales, tomando en consideración los linea-
mientos internacionales correspondientes; 

XV. Regular la prevención, combate y control de incendios
forestales, así como de las plagas y enfermedades foresta-
les; 

XVI. Promover y regular las forestaciones con propósito
comercial; 

XVII. Regular el transporte, almacenamiento y transfor-
mación de las materias primas forestales, así como la vigi-
lancia de estas actividades; 

XVIII. Promover que los productos forestales procedan de
bosques manejados sustentablemente a través de la certifi-
cación forestal; 

XIX. Propiciar la productividad en toda la cadena forestal; 

XX. Apoyar la organización y desarrollo de los propieta-
rios forestales y a mejorar sus prácticas silvícolas; 

XXI. Regular el fomento de actividades que protejan la
biodiversidad de los bosques productivos mediante prácti-
cas silvícolas más sustentables; 

XXII. Promover acciones con fines de conservación y res-
tauración de suelos; 

XXIII. Contribuir al desarrollo socioeconómico de los
pueblos y comunidades indígenas, así como de ejidatarios,
comuneros, cooperativas, pequeños propietarios y demás
poseedores de recursos forestales; 



XXIV. Promover la capacitación para el manejo sustenta-
ble de los recursos forestales; 

XXV. Desarrollar y fortalecer la capacidad institucional en
un esquema de descentralización, desconcentración y par-
ticipación social; 

XXVI. Promover la ventanilla única de atención institucio-
nal eficiente para los usuarios del sector forestal; 

XXVII. Dotar de mecanismos de coordinación, concerta-
ción y cooperación a las instituciones del sector forestal,
así como con otras instancias afines; 

XXVIII. Mejorar la efectividad del sistema integral fores-
tal en los ámbitos nacional, regional, estatal y municipal; 

XXIX. Garantizar la participación de la sociedad, inclu-
yendo a los pueblos y comunidades indígenas, en la apli-
cación, evaluación y seguimiento de la política forestal; 

XXX. Promover instrumentos económicos para fomentar
el desarrollo forestal; 

XXXI. Impulsar el desarrollo de la empresa social forestal
y comunal en los pueblos y comunidades indígenas; y 

XXXII. Fomentar la cultura, educación, capacitación, in-
vestigación y desarrollo tecnológico forestal.

ARTICULO 4. Se declara de utilidad pública: 

I. La conservación, protección y restauración de los ecosis-
temas forestales y sus elementos, así como de las cuencas
hidrológico-forestales; y 

II. La ejecución de obras destinadas a la conservación, pro-
tección y/o generación de bienes y servicios ambientales.

ARTICULO 5. La propiedad de los recursos forestales
comprendidos dentro del territorio nacional corresponde a
los ejidos, las comunidades, pueblos y comunidades indí-
genas, personas físicas o morales, la Federación, los Esta-
dos, el Distrito Federal y los Municipios que sean propie-
tarios de los terrenos donde aquellos se ubiquen. Los
procedimientos establecidos por esta Ley no alterarán el ré-
gimen de propiedad de dichos terrenos. 

ARTICULO 6. En lo no previsto en esta Ley, se aplicarán
en forma supletoria y en lo conducente, las disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente. 

CAPITULO II. 
De la Terminología empleada en esta Ley 

ARTICULO 7. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por: 

I. Aprovechamiento forestal: La extracción realizada en los
términos de esta Ley, de los recursos forestales del medio
en que se encuentren, incluyendo los maderables y los no
maderables; 

II. Áreas de Protección Forestal: Comprende los espacios
forestales o boscosos colindantes a la zona federal y de
influencia de nacimientos, corrientes, cursos y cuerpos
de agua, o la faja de terreno inmediata a los cuerpos de
propiedad particular, en la extensión que en cada caso fije
la autoridad, de acuerdo con el reglamento de esta Ley; 

III. Áreas Forestales Permanentes: Tierras de uso común
que la asamblea ejidal o comunal dedica exclusivamente a
la actividad forestal sustentable; 

IV. Auditoría Técnica Preventiva: La evaluación que reali-
za el personal autorizado para promover e inducir el cum-
plimiento de lo establecido en los programas de manejo,
estudios técnicos en ejecución y demás actos previstos en
la Ley y otras disposiciones legales aplicables, respecto al
aprovechamiento forestal; 

V. Cambio de uso del suelo en terreno forestal: La remo-
ción total o parcial de la vegetación de los terrenos foresta-
les para destinarlos a actividades no forestales; 

VI. Centro de almacenamiento: Lugar donde se depositan
temporalmente materias primas forestales para su conser-
vación y posterior traslado; 

VII. Centro de transformación: Instalación industrial o ar-
tesanal, fija o móvil, donde por procesos físicos, mecánicos
o químicos se elaboran productos derivados de materias
primas forestales; 

VIII. Comisión: La Comisión Nacional Forestal; 
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IX. Consejo: El Consejo Nacional Forestal; 

X. Conservación forestal: El mantenimiento de las condi-
ciones que propician la persistencia y evolución de un eco-
sistema forestal natural o inducido, sin degradación del
mismo ni pérdida de sus funciones; 

XI. Cuenca hidrológico-forestal: La unidad de espacio físi-
co de planeación y desarrollo, que comprende el territorio
donde se encuentran los ecosistemas forestales y donde el
agua fluye por diversos cauces y converge en un cauce co-
mún, constituyendo el componente básico de la región fo-
restal, que a su vez se divide en subcuencas y microcuen-
cas; 

XII. Ecosistema Forestal: La unidad funcional básica de
interacción de los recursos forestales entre sí y de éstos con
el ambiente, en un espacio y tiempo determinados; 

XIII. Empresa Social Forestal: Organización productiva de
comunidades o ejidos con áreas forestales permanentes y
bajo programa de manejo forestal, para la producción, di-
versificación y transformación con capacidad agraria y em-
presarial; 

XIV. Fondo: El Fondo Forestal Mexicano; 

XV. Forestación: El establecimiento y desarrollo de vege-
tación forestal en terrenos preferentemente forestales o
temporalmente forestales con propósitos de conservación,
restauración o producción comercial; 

XVI. Manejo forestal: El proceso que comprende el con-
junto de acciones y procedimientos que tienen por objeto la
ordenación, el cultivo, la protección, la conservación, la
restauración y el aprovechamiento de los recursos foresta-
les de un ecosistema forestal, considerando los principios
ecológicos respetando la integralidad funcional e interde-
pendencia de recursos y sin que merme la capacidad pro-
ductiva de los ecosistemas y recursos existentes en la mis-
ma; 

XVII. Materias primas forestales: Los productos del apro-
vechamiento de los recursos forestales que no han sufrido
procesos de transformación hasta el segundo grado; 

XVIII. Ordenación forestal: La organización económica de
un área forestal tomando en cuenta sus características sil-
vícolas, que implica la división espacial y temporal de las
actividades del manejo forestal; 

XIX. Plantación forestal comercial: El establecimiento,
cultivo y manejo de vegetación forestal en terrenos tempo-
ralmente forestales o preferentemente forestales, cuyo ob-
jetivo principal es la producción de materias primas fores-
tales destinadas a su industrialización y/o comercia-
lización; 

XX. Producto forestal maderable: El bien obtenido del re-
sultado de un proceso de transformación de materias pri-
mas maderables, con otra denominación, nuevas caracte-
rísticas y un uso final distinto; 

XXI. Programa de manejo forestal: El instrumento técnico
de planeación y seguimiento que describe las acciones y
procedimientos de manejo forestal sustentable; 

XXII. Programa de manejo de plantación forestal comer-
cial: El instrumento técnico de planeación y seguimiento
que describe las acciones y procedimientos de manejo fo-
restal relativo a la plantación forestal comercial; 

XXIII. Recursos asociados: Las especies silvestres anima-
les y vegetales, así como el agua, que coexisten en relación
de interdependencia con los recursos forestales; 

XXIV. Recursos biológicos forestales: Comprende las es-
pecies y variedades de plantas, animales y microorganis-
mos de los ecosistemas forestales y su biodiversidad y en
especial aquéllas de interés científico, biotecnológico o co-
mercial; 

XXV. Recursos forestales: La vegetación de los ecosiste-
mas forestales, sus servicios, productos y residuos, así co-
mo los suelos de los terrenos forestales y preferentemente
forestales; 

XXVI. Recursos forestales maderables: Los constituidos por
vegetación leñosa susceptibles de aprovechamiento o uso; 

XXVII. Recursos forestales no maderables: La parte no le-
ñosa de la vegetación de un ecosistema forestal, y son sus-
ceptibles de aprovechamiento o uso, incluyendo líquenes,
musgos, hongos y resinas, así como los suelos de terrenos
forestales y preferentemente forestales; 

XXVIII. Recursos genéticos forestales: Semillas y órganos
de la vegetación forestal que existen en los diferentes eco-
sistemas y de los cuales dependen los factores hereditarios
y la reproducción y que reciben el nombre genérico de ger-
moplasma forestal; 



XXIX. Reforestación: Establecimiento inducido de vegeta-
ción forestal en terrenos forestales; 

XXX. Registro: El Registro Forestal Nacional; 

XXXI. Reglamento: El Reglamento de la presente Ley; 

XXXII. Rendimiento sostenido: La producción que puede
generar un área forestal en forma persistente, sin merma de
su capacidad productiva; 

XXXIII. Restauración forestal: El conjunto de actividades
tendentes a la rehabilitación de un ecosistema forestal de-
gradado, para recuperar parcial o totalmente las funciones
originales del mismo y mantener las condiciones que pro-
picien su persistencia y evolución; 

XXXIV. Saneamiento forestal: Las acciones técnicas enca-
minadas a combatir y controlar plagas y enfermedades fo-
restales; 

XXXV. Sanidad forestal: Lineamientos, medidas y restric-
ciones para la detección, control y combate de plagas y en-
fermedades forestales; 

XXXVI. Secretaría: La Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales; 

XXXVII. Servicios ambientales: Los que brindan los eco-
sistemas forestales de manera natural o por medio del ma-
nejo sustentable de los recursos forestales, tales como: la
provisión del agua en calidad y cantidad; la captura de car-
bono, de contaminantes y componentes naturales; la gene-
ración de oxígeno; el amortiguamiento del impacto de los
fenómenos naturales; la modulación o regulación climáti-
ca; la protección de la biodiversidad, de los ecosistemas y
formas de vida; la protección y recuperación de suelos; el
paisaje y la recreación, entre otros; 

XXXVIII. Servicios técnicos forestales: Las actividades
realizadas para la planificación y ejecución de la silvicul-
tura, el manejo forestal y la asesoría y capacitación a los
propietarios o poseedores de recursos forestales para su
gestión; 

XXXIX. Silvicultura: La teoría y práctica de controlar el
establecimiento, composición, constitución, crecimiento y
desarrollo de los ecosistemas forestales para la continua
producción de bienes y servicios; 

XL. Terreno forestal: El que está cubierto por vegetación
forestal; 

XLI. Terreno preferentemente forestal: Aquél que habien-
do estado, en la actualidad no se encuentra cubierto por ve-
getación forestal, pero por sus condiciones de clima, suelo
y topografía resulte más apto para el uso forestal que para
otros usos alternativos, excluyendo aquellos ya urbaniza-
dos; 

XLII. Terreno temporalmente forestal: Las superficies
agropecuarias que se dediquen temporalmente al cultivo
forestal mediante plantaciones forestales comerciales. La
consideración de terreno forestal temporal se mantendrá
durante un período de tiempo no inferior al turno de la
plantación; 

XLIII. Unidad de manejo forestal: Territorio cuyas condi-
ciones físicas, ambientales, sociales y económicas guardan
cierta similitud para fines de ordenación, manejo forestal
sustentable y conservación de los recursos; 

XLIV. Uso doméstico: El aprovechamiento, sin propósitos
comerciales, de los recursos forestales extraídos del medio
natural en el que se encuentran, para usos rituales o satis-
facer las necesidades de energía calorífica, vivienda, ape-
ros de labranza y otros usos en la satisfacción de sus nece-
sidades básicas en el medio rural; 

XLV. Vegetación forestal: El conjunto de plantas y hongos
que crecen y se desarrollan en forma natural, formando
bosques, selvas, zonas áridas y semiáridas, y otros ecosis-
temas, dando lugar al desarrollo y convivencia equilibrada
de otros recursos y procesos naturales; 

XLVI. Vegetación exótica: Conjunto de plantas arbóreas,
arbustivas o crasas ajenas a los ecosistemas naturales; 

XLVII. Ventanilla única: El sistema administrativo que re-
úne al mayor número posible de las dependencias y entida-
des del sector público forestal, tanto federal, estatal como
municipal, para la atención integral de los distintos usua-
rios del sector; 

XLVIII. Visita de Inspección: La supervisión que realiza el
personal autorizado para verificar que el aprovechamiento,
manejo, transporte, almacenamiento y transformación de
recursos forestales, se ajuste a la Ley y demás disposicio-
nes legales aplicables.
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TITULO SEGUNDO 
DE LA ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN

DEL SECTOR PUBLICO FORESTAL 

CAPITULO I. 
Del Servicio Nacional Forestal 

ARTÍCULO 8. La Federación, las Entidades Federativas y
los Municipios establecerán las bases de coordinación para
la integración y funcionamiento del Servicio Nacional Fo-
restal, el cual tiene por objeto la conjunción de esfuerzos,
instancias, instrumentos, políticas, servicios y acciones ins-
titucionales para la atención eficiente y concertada del sec-
tor forestal. 

El objeto del Servicio Nacional Forestal se cumplirá con
estricto apego a las disposiciones constitucionales o lega-
les que regulen las atribuciones y facultades de las autori-
dades que lo integren, por ello la coordinación se llevará a
cabo mediante convenios generales y específicos. 

ARTÍCULO 9. El Servicio Nacional Forestal se confor-
mará por: 

I. El Titular de la Secretaría, quien lo presidirá; 

II El Secretario de la Defensa Nacional; 

III. El Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación; 

IV. Los Gobernadores de las Entidades Federativas y el Je-
fe del Gobierno del Distrito Federal; 

V. El Titular de la Comisión; 

VI. El Titular de la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente; y 

VII. Los Titulares de las dependencias o entidades que ten-
gan a su cargo la atención de las distintas actividades o ma-
terias relacionadas con el sector forestal.

Para la atención y coordinación de las distintas materias del
sector forestal el Servicio Nacional Forestal contará, al me-
nos, con los siguientes grupos de trabajo: 

a. Inspección y vigilancia forestal; 

b. Protección e incendios forestales; 

c. Gestión administrativa y descentralización forestal; 

d. Sistemas de información; y 

e. Comercio y fomento económico.

El Reglamento del Servicio Nacional Forestal establecerá
su integración y funcionamiento, así como el de los grupos
de trabajo. 

ARTÍCULO 10. Los recursos humanos, financieros y ma-
teriales que se requieran para el cumplimiento del objeto
del Servicio Nacional Forestal, quedarán bajo la absoluta
responsabilidad jurídica y administrativa de las partes que
lo integran o, en su caso, de los particulares con los cuales
se establezcan mecanismos de concertación. En todo caso
la aportación voluntaria de dichos recursos no implicará la
transferencia de los mismos. 

CAPITULO II. 
De la Distribución de Competencias en Materia Forestal 

Artículo 11. La Federación, los Estados, el Distrito Fede-
ral y los Municipios ejercerán sus atribuciones en materia
forestal de conformidad con la distribución de competen-
cias prevista en esta Ley y en otros ordenamientos legales. 

Sección 1. 
De las Atribuciones de la Federación 

ARTICULO 12. Son atribuciones de la Federación: 

I. Formular y conducir la política nacional en materia de
desarrollo forestal sustentable; 

II. Diseñar, organizar y aplicar los instrumentos de política
forestal previstos en esta Ley, garantizando una adecuada
coordinación entre la Federación, las entidades federativas y
los municipios, en el marco del Servicio Nacional Forestal; 

III. Elaborar, coordinar y aplicar los programas a que se re-
fiere esta Ley en materia forestal, en los ámbitos nacional
y regional, tanto de proyección sexenal, así como de más
largo plazo; 

IV. Aplicar y promover, en coordinación con las entidades
federativas y los municipios, el establecimiento de sistemas y



esquemas de ventanilla única para la atención eficiente de
los diversos usuarios; 

V. Realizar el Inventario Nacional Forestal y de Suelos y
determinar los criterios e indicadores para el desarrollo, di-
seño y actualización de los inventarios correspondientes a
las entidades; 

VI. Llevar a cabo la zonificación forestal del país; 

VII. Diseñar, organizar y administrar el Registro Forestal
Nacional; 

VIII. Emitir normas para la reforestación en zonas de con-
servación y restauración y vigilar su cumplimiento; 

IX. Elaborar y expedir normas oficiales mexicanas en ma-
teria forestal y vigilar su cumplimiento; 

X. Elaborar y adoptar metodologías, tomando en conside-
ración, en su caso, parámetros internacionales, para la va-
loración de los bienes y servicios ambientales; 

XI. Establecer las bases e instrumentos para promover un
mercado de bienes y servicios ambientales, así como para
promover la compensación por los bienes y servicios am-
bientales que prestan los ecosistemas forestales; 

XII. Generar mecanismos para impulsar la participación
directa de los propietarios y poseedores de los recursos fo-
restales en la protección, vigilancia, ordenación, aprove-
chamiento, cultivo, transformación y comercialización de
los mismos; 

XIII. Celebrar acuerdos de coordinación, cooperación y
concertación en materia forestal nacional e internacional; 

XIV. Diseñar, desarrollar, aplicar y propiciar, en coordina-
ción con las dependencias y entidades federales competen-
tes, los instrumentos económicos para promover el des-
arrollo forestal; 

XV. Promover el Fondo Forestal Mexicano; 

XVI. Coordinar las acciones de prevención y combate de
incendios forestales, así como elaborar y aplicar el Progra-
ma Nacional de Prevención de Incendios Forestales, con la
participación que corresponda a los Estados, Distrito Fede-
ral, Municipios y al Sistema Nacional de Protección Civil; 

XVII. Deslindar, poseer y administrar los terrenos nacio-
nales forestales; 

XVIII. Establecer medidas de sanidad y ejecutar las accio-
nes de saneamiento forestales; 

XIX. Promover el uso de prácticas, métodos y tecnologías
que conlleven a un manejo forestal sustentable; 

XX. Promover el desarrollo y fortalecimiento de las orga-
nizaciones de productores forestales; 

XXI. Promover e invertir en el mejoramiento de la infraes-
tructura en las regiones forestales; 

XXII. Coadyuvar con los agentes de las cadenas producti-
vas forestales en coordinación en la defensa del sector fo-
restal en materia de comercio internacional, la promoción
de las exportaciones y el mejoramiento del mercado inter-
no; 

XXIII. Llevar a cabo las visitas de inspección y labores de
vigilancia forestales; 

XXIV. Desarrollar las auditorías técnicas preventivas a las
que se refiere esta Ley; 

XXV. Regular, expedir y validar la acreditación de la legal
procedencia de las materias primas forestales y productos
maderables, y vigilar y promover, en el ámbito de su com-
petencia, el cumplimiento de esta Ley; 

XXVI. Imponer medidas de seguridad y sanciones a las in-
fracciones que se cometan en materia forestal; 

XXVII. Participar en programas integrales de prevención y
combate a la extracción y tala clandestina junto con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios, en
el marco del Servicio Nacional Forestal; 

XXVIII. Definir y aplicar las regulaciones del uso del sue-
lo en terrenos forestales y preferentemente forestales; 

XXIX. Expedir, por excepción, las autorizaciones de cam-
bio de uso del suelo de los terrenos forestales, así como
controlar y vigilar el uso del suelo forestal; 

XXX. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al
Ejecutivo Federal el establecimiento, modificación o le-
vantamiento de vedas forestales; 
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XXXI. Expedir las autorizaciones para el aprovechamien-
to de los recursos forestales y de las plantaciones forestales
comerciales, así como de los métodos de marqueo; 

XXXII. Recibir los avisos de plantaciones forestales co-
merciales y de aprovechamiento de recursos forestales no
maderables; 

XXXIII. Regular, controlar y evaluar la prestación de los
servicios técnicos forestales; 

XXXIV. Regular el transporte de materias primas foresta-
les, así como de productos y subproductos forestales; 

XXXV. Expedir los avisos y permisos según corresponda
para el combate y control de plagas y enfermedades fores-
tales, así como los certificados y demás documentación fi-
tosanitaria para la exportación e importación de recursos
forestales; 

XXXVI. Expedir los permisos previos para el funciona-
miento de centros de almacenamiento y transformación de
materias primas forestales, sin perjuicio de las atribuciones
que correspondan a las autoridades locales; y 

XXXVII. Los demás que esta Ley y otros ordenamientos
aplicables le confieren.

Sección 2. 
De las Atribuciones de los Estados y del Distrito Federal 

ARTICULO 13. Corresponde a las entidades federativas,
de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las Leyes
locales en la materia, las siguientes atribuciones: 

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la polí-
tica forestal nacional, la política forestal en las entidades
federativas; 

II. Aplicar los criterios de política forestal previstos en es-
ta Ley y en las Leyes locales en la materia; 

III. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Servicio
Nacional Forestal; 

IV. Elaborar, coordinar y aplicar los programas relativos al
sector forestal de la entidad, con proyección sexenal y con
visión de más largo plazo, vinculándolos con los progra-

mas nacionales y regionales, así como con su respectivo
Plan Estatal de Desarrollo; 

V. Participar en la elaboración de los programas forestales
regionales de largo plazo, de ámbito interestatal o por
cuencas hidrológico-forestales; 

VI. Impulsar en el ámbito de su jurisdicción el estableci-
miento de sistemas y esquemas de ventanilla única para la
atención eficiente de los usuarios del sector, con la partici-
pación de la Federación y de los Municipios; 

VII. Elaborar, monitorear y mantener actualizado el Inven-
tario Estatal Forestal y de Suelos, bajo los principios, crite-
rios y lineamientos que se establezcan para el Inventario
Nacional Forestal y de Suelos; 

VIII. Integrar el Sistema Estatal de Información Forestal e
incorporar su contenido al Sistema Nacional de Informa-
ción Forestal; 

IX. Compilar y procesar la información sobre uso domes-
tico de los recursos forestales e incorporarla al Sistema Es-
tatal de Información Forestal; 

X. Promover los bienes y servicios ambientales de los eco-
sistemas forestales; 

XI. Impulsar la participación directa de los propietarios y
poseedores de los recursos forestales en la protección, con-
servación, restauración, vigilancia, ordenación, aprovecha-
miento, cultivo, transformación y comercialización de los
mismos; 

XII. Promover, en coordinación con la Federación, progra-
mas y proyectos de educación, capacitación, investigación
y cultura forestal, acordes con el programa nacional res-
pectivo; 

XIII. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en materia forestal; 

XIV. Regular el uso del fuego en las actividades relaciona-
das con las actividades agropecuarias o de otra índole, que
pudieran afectar los ecosistemas forestales; 

XV. Llevar a cabo acciones de prevención, capacitación y
combate de incendios forestales, en congruencia con el
programa nacional respectivo; 



XVI. Promover y participar en la restauración de los eco-
sistemas forestales afectados por incendio; 

XVII. Impulsar programas de mejoramiento genético fo-
restal; 

XVIII. Realizar y supervisar las labores de conservación,
protección y restauración de los terrenos estatales foresta-
les; 

XIX. Elaborar y aplicar programas de reforestación y fo-
restación en zonas degradadas que no sean competencia de
la Federación, así como llevar a cabo acciones de protec-
ción y mantenimiento de las zonas reforestadas o foresta-
das; 

XX. Llevar a cabo, en coordinación con la Federación, ac-
ciones de saneamiento de los ecosistemas forestales, den-
tro de su ámbito territorial de competencia; 

XXI. Prestar asesoría y capacitación en prácticas y méto-
dos que conlleven un manejo forestal sustentable; 

XXII. Asesorar y capacitar a los propietarios y poseedores
forestales en la elaboración y ejecución de programas de
manejo forestal, y de plantaciones forestales comerciales,
así como en la diversificación de las actividades forestales; 

XXIII. Asesorar y orientar a ejidatarios, comuneros, pe-
queños propietarios, comunidades indígenas y otros pro-
ductores forestales en el desarrollo de su organización, así
como en la creación de empresas sociales forestales, propi-
ciando la integración de cadenas productivas y los siste-
mas-producto del sector; 

XXIV. Brindar atención, de forma coordinada con la Fede-
ración y los municipios, a los asuntos relacionados con la
conservación y mejoramiento del hábitat natural de los
pueblos y comunidades indígenas; 

XXV. Diseñar, desarrollar y aplicar instrumentos económi-
cos para promover el desarrollo forestal de la entidad, de
conformidad con esta Ley y la política nacional forestal; 

XXVI. Promover e invertir en el mejoramiento de la in-
fraestructura en las áreas forestales de la entidad; 

XXVII. Fortalecer y ampliar la participación de la produc-
ción forestal en el crecimiento económico estatal; 

XXVIII. Participar de conformidad con los acuerdos y con-
venios que se celebren con la Federación, en la inspección
y vigilancia forestal en la entidad, así como en las acciones
de prevención y combate a la extracción ilegal y la tala
clandestina de los recursos forestales; 

XXIX. Hacer del conocimiento de las autoridades compe-
tentes, y en su caso denunciar, las infracciones o delitos
que se cometan en materia forestal; 

XXX. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al
Ejecutivo Federal a través de la Secretaría, el estableci-
miento, modificación o levantamiento de vedas; 

XXXI. Elaborar estudios para en su caso recomendar a la
Federación el establecimiento de restricciones a la foresta-
ción y reforestación en su territorio; y 

XXXII. La atención de los demás asuntos que en materia
de desarrollo forestal sustentable les conceda esta Ley u
otros ordenamientos, y que no estén expresamente otorga-
dos a la Federación o a los Municipios.

ARTICULO 14. Los Congresos de los Estados, con arre-
glo a sus respectivas Constituciones y la Asamblea Legis-
lativa del Distrito Federal, con arreglo a su Estatuto de Go-
bierno, expedirán las disposiciones legales que sean
necesarias para regular las materias de su competencia pre-
vistas en esta Ley. 

Sección 3. 
De las Atribuciones de los Municipios 

ARTICULO 15. Corresponden a los Gobiernos de los Mu-
nicipios, de conformidad con esta Ley y las Leyes locales
en la materia, las siguientes atribuciones: 

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la polí-
tica nacional y estatal, la política forestal del municipio; 

II. Aplicar los criterios de política forestal previstos en es-
ta Ley y en las Leyes locales en bienes y zonas de jurisdic-
ción municipal, en las materias que no estén expresamente
reservadas a la Federación o a los Estados; 

III. Apoyar a la Federación y al Gobierno de la Entidad, en
la adopción y consolidación del Servicio Nacional Fores-
tal; 
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IV. Participar en el ámbito de sus atribuciones, en el esta-
blecimiento de sistemas y esquemas de ventanilla única de
atención eficiente para los usuarios del sector; 

V. Coadyuvar con el Gobierno de la Entidad en la realiza-
ción y actualización del Inventario Estatal Forestal y de
Suelos; 

VI. Participar, en coordinación con la Federación en la zo-
nificación forestal, comprendiendo las áreas forestales per-
manentes de su ámbito territorial; 

VII. Promover programas y proyectos de educación, capa-
citación, investigación y cultura forestal; 

VIII. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en materia forestal; 

IX. Expedir, previo a su instalación las licencias o permi-
sos, para el establecimiento de centros de almacenamiento
o transformación de materias primas forestales en el ámbi-
to de su competencia, considerando los criterios de políti-
ca forestal establecidos en esta Ley; 

X. Diseñar, desarrollar y aplicar incentivos para promover
el desarrollo forestal, de conformidad con esta Ley y los li-
neamientos de la política forestal del país; 

XI. Participar y coadyuvar en las acciones de prevención y
combate de incendios forestales en coordinación con los
gobiernos federal y estatal, y participar en la atención, en
general, de las emergencias y contingencias forestales, de
acuerdo con los programas de protección civil; 

XII. Participar en la planeación y ejecución de la reforesta-
ción, forestación, restauración de suelos y conservación de
los bienes y servicios ambientales forestales, dentro de su
ámbito territorial de competencia; 

XIII. Desarrollar y apoyar viveros y programas de produc-
ción de plantas; 

XIV. Llevar a cabo, en coordinación con el Gobierno de la
Entidad, acciones de saneamiento en los ecosistemas fo-
restales dentro de su ámbito de competencia; 

XV. Promover la construcción y mantenimiento de la in-
fraestructura en las áreas forestales del municipio; 

XVI. Promover la participación de organismos públicos,
privados y no gubernamentales en proyectos de apoyo di-
recto al desarrollo forestal sustentable; 

XVII. Participar, de conformidad con los acuerdos y con-
venios que se celebren con los gobiernos federal y de las
entidades federativas, en la vigilancia forestal en el muni-
cipio; 

XVIII. Hacer del conocimiento a las autoridades compe-
tentes, y en su caso denunciar, las infracciones o delitos
que se cometan en materia forestal; 

XIX. Participar y coadyuvar en los programas integrales de
prevención y combate a la extracción ilegal y a la tala clan-
destina con la Federación y el gobierno de la entidad; 

XX. Regular y vigilar la disposición final de residuos pro-
venientes de la extracción de materias primas forestales en
los términos establecidos en esta Ley; y 

XXI. La atención de los demás asuntos que en materia de
desarrollo forestal sustentable les conceda esta Ley u otros
ordenamientos.

CAPITULO III. 
Del Sector Público Federal Forestal 

Sección 1. 
De las Atribuciones de la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales en 
Materia Forestal 

ARTICULO 16. La Secretaría ejercerá las siguientes atri-
buciones: 

I. Formular y conducir la política nacional de desarrollo fo-
restal sustentable y asegurar su congruencia con la política
ambiental y de recursos naturales nacional, así como las re-
lacionadas con el desarrollo rural; 

II. Diseñar los instrumentos de política forestal previstos
en esta Ley y operar los que correspondan a su competen-
cia; 

III. Elaborar el Programa Estratégico Forestal Nacional,
con la participación de la Comisión en las materias de su
competencia; 



IV. Conducir el Servicio Nacional Forestal, como instru-
mento de integración de las dependencias y entidades pú-
blicas vinculadas con la atención del sector forestal; 

V. Diseñar y definir en el ámbito de su competencia, estí-
mulos e incentivos económicos en materia forestal y los li-
neamientos para su aplicación y evaluación; 

VI. Regular Establecer, integrar, operar y mantener actua-
lizado el Registro Forestal Nacional, así como expedir los
certificados de inscripción previstos en las disposiciones
jurídicas aplicables; 

VII. Llevar el registro y cuidar la conservación de los ár-
boles históricos y notables del país; 

VIII. Emitir, normas oficiales mexicanas en materia fores-
tal y vigilar su cumplimiento; 

IX. Establecer los lineamientos para elaborar e integrar el
Sistema Nacional de Información Forestal; 

X. Regular la integración, monitoreo y actualización del
Inventario Nacional Forestal y de Suelos y coordinar el di-
seño del mismo; 

XI. Establecer los criterios, metodología y procedimientos
para la integración, organización y actualización de la zo-
nificación; 

XII. Definir las metodologías para la valoración de los
bienes y servicios ambientales de los ecosistemas foresta-
les; 

XIII. Definir instrumentos para promover un mercado de
bienes y servicios ambientales; 

XIV. Definir mecanismos de compensación por los bienes
y servicios ambientales que prestan los ecosistemas fores-
tales; 

XV. Deslindar, poseer y administrar los terrenos nacionales
forestales; 

XVI. Establecer las medidas de sanidad forestal; 

XVII. Llevar a cabo la inspección y vigilancia forestales; 

XVIII. Promover la participación y coordinación de las au-
toridades competentes, propietarios, poseedores y habitan-

tes de las zonas forestales, como los transportistas, comer-
ciantes e industrializadores de materias primas forestales,
en materia de vigilancia; 

XIX. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al
Ejecutivo Federal el establecimiento, modificación o le-
vantamiento de vedas forestales; 

XX. Expedir, por excepción las autorizaciones de cambio
de uso de suelo de los terrenos forestales; 

XXI. Imponer medidas de seguridad y sancionar a las in-
fracciones que se cometan en materia forestal, así como ha-
cer del conocimiento y en su caso denunciar los delitos en
dicha materia a las autoridades competentes; 

XXII. Otorgar, prorrogar, modificar, revocar, suspender o
anular todos los permisos, autorizaciones, certificados y li-
cencias, así como recibir los avisos de plantaciones fores-
tales comerciales y para el aprovechamiento de recursos
forestales no maderables; 

XXIII. Ejercer todos los actos de autoridad relativos a la
aplicación de la política de aprovechamiento sustentable,
conservación, protección restauración de los recursos fo-
restales y de los suelos, que esta ley prevea; 

XXIV. Regular, expedir y validar la documentación con la
que se acredite la legal procedencia de las materias primas
y productos forestales; 

XXV. Regular el transporte de materias primas productos y
subproductos forestales; 

XXVI. Expedir los certificados y demás documentación fi-
tosanitaria para la exportación e importación de materias
primas y productos forestales; 

XXVII. Intervenir en foros internacionales respecto de las
materias competencia de la Secretaría con la participación
que corresponda a la Secretaría de Relaciones Exteriores y
proponer a ésta la celebración de tratados y acuerdos inter-
nacionales en tales materias; y 

XXVIII. Las demás que le confieran la presente Ley, el Re-
glamento y otras disposiciones legales.
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Sección 2. 
De la Comisión Nacional Forestal 

ARTÍCULO 17. La Comisión Nacional Forestal, es un or-
ganismo público descentralizado de la Administración Pú-
blica Federal, con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pios. La coordinación sectorial de la Comisión corresponde
a la Secretaría, de conformidad con las disposiciones jurí-
dicas aplicables. 

El objeto de la Comisión será desarrollar, favorecer e im-
pulsar las actividades productivas, de protección, conser-
vación y de restauración en materia forestal, que conforme
a la presente Ley se declaran como una área prioritaria del
desarrollo, así como participar en la formulación de los
planes y programas y en la aplicación de la política de des-
arrollo forestal sustentable y sus instrumentos. 

ARTÍCULO 18 La Comisión tendrá su domicilio en la zo-
na metropolitana de la ciudad de Guadalajara, Jalisco, pu-
diendo establecer delegaciones o gerencias regionales, es-
tatales, así como representaciones en el extranjero que sean
necesarias para cumplir con su objeto conforme a sus re-
querimientos y disponibilidad presupuestal. 

ARTÍCULO 19. El patrimonio de la Comisión estará inte-
grado por: 

I. Los bienes muebles e inmuebles, así como los derechos
y obligaciones que le transmitan la Federación, las Entida-
des Federativas, los municipios o cualquier otra entidad
pública; 

II. Las donaciones, herencias, legados, y aportaciones que
otorguen particulares o cualquier institución pública o pri-
vada, nacional o internacional; 

III. Las adquisiciones, créditos, préstamos y cooperaciones
técnicas en numerario o en especie, que obtenga de cual-
quier dependencia o entidad pública, institución privada u
organismos nacionales o internacionales, de conformidad
con las disposiciones jurídicas aplicables; 

IV. Las acciones, derechos o productos que por cualquiera
título adquiera; 

V. Los recursos que le sean asignados anualmente confor-
me al Presupuesto de Egresos de al Federación correspon-
diente; y 

VI. Los ingresos que obtenga por: 

a) Los subsidios que los Gobiernos Federal, de las Entida-
des Federativas, y Municipales le otorguen o destinen; 

b) Los fondos que se obtengan para el financiamiento de
programas específicos; 

c) Los ingresos que obtenga por los servicios que preste y
por las actividades que realice; 

d) Los recursos que se obtengan por la comercialización de
sus obras literarias, derechos y demás que correspondan, y 

e) Los demás bienes, derechos y aprovechamientos que le
fijen las Leyes y reglamentos o que provengan de otros
fondos o aportaciones.

ARTÍCULO 20. La Comisión tendrá como órgano de go-
bierno a una Junta de Gobierno, que será la máxima auto-
ridad del organismo y estará integrada por los titulares de
las Secretarías de la Defensa Nacional; Hacienda y Crédi-
to Público; Desarrollo Social; Medio Ambiente y Recursos
Naturales; Economía; Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación; Reforma Agraria y Turismo,
así como de la Comisión Nacional del Agua. La Junta será
presidida por el titular de la Secretaría. 

Los miembros de la Junta de Gobierno gozarán de voz y
voto en las sesiones de la misma. Por cada integrante de
este órgano colegiado deberá nombrar un suplente con nivel
jerárquico de Subsecretario; en el caso de la Comisión Na-
cional del Agua, deberá tener nivel de Subdirector General. 

ARTÍCULO 21. La Comisión estará a cargo de un Direc-
tor General quien será designado por el Titular del Poder
Ejecutivo Federal, debiendo recaer tal nombramiento en
persona que reúna los requisitos previstos en la Ley Fede-
ral de las Entidades Paraestatales. 

El Director General representará legalmente a la Comisión
en el cumplimiento de su objeto, adscribirá las unidades ad-
ministrativas de la misma, administrará sus bienes, expedirá
sus manuales, tramitará ante las dependencias competentes
el ejercicio del presupuesto aprobado, delegará facultades en
el ámbito de su competencia y tendrá las demás atribuciones
que le confieran las disposiciones legales o reglamentarias,
así como el Estatuto Orgánico de la Comisión. 



El Estatuto Orgánico de la Comisión determinará las bases
de la organización, así como las facultades y funciones que
corresponda a las unidades administrativas que integren el
organismo. 

ARTÍCULO 22. La Comisión tendrá a su cargo la ejecu-
ción de las atribuciones que la presente Ley le confiere, así
como todas aquellas que sean necesarias para poder cum-
plir con su objeto. 

Para ello la Comisión ejercerá las siguientes atribuciones: 

I. Participar en la formulación y aplicación de la política
nacional de desarrollo forestal sustentable; 

II. Organizar y aplicar los instrumentos de política forestal
previstos en la presente Ley; 

III. Participar en la elaboración del programa forestal de
carácter estratégico con visión de largo plazo; 

IV. Diseñar, instrumentar y operar en el ámbito de su com-
petencia, estímulos, incentivos e instrumentos económicos
en materia forestal; 

V. Coadyuvar con la Secretaría en la adopción y fortaleci-
miento del Servicio Nacional Forestal; 

VI. Integrar, monitorear y mantener actualizado el Inventa-
rio Nacional Forestal y de Suelos así como participar en el
diseño del mismo; 

VII. Elaborar, integrar, organizar y mantener actualizada la
zonificación de los terrenos forestales y preferentemente
forestales, con base en el ordenamiento ecológico del terri-
torio y en los criterios, metodología y procedimientos que
para tal efecto establezca la Secretaría; 

VIII. Elaborar e integrar, bajo los lineamientos que deter-
mine la Secretaría, el Sistema Nacional de Información Fo-
restal para incorporarlo en el Sistema Nacional de Infor-
mación Ambiental y de los Recursos Naturales, y a los
sistemas de información estadísticos y de información ge-
ográfica y documental; 

IX. Participar en la elaboración de normas oficiales mexi-
canas respecto de las actividades del sector forestal y en su
vigilancia y cumplimiento; 

X. Proponer la valoración de los bienes y servicios am-
bientales de los ecosistemas forestales, conforme a las me-
todologías definidas por la Secretaría; 

XI. Coadyuvar en la definición y promoción de mercados
de bienes y servicios ambientales; 

XII. Participar en la definición de mecanismos de compen-
sación por los bienes y servicios ambientales que prestan
los ecosistemas forestales; 

XIII. Coordinarse con las dependencias o entidades de la
Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios, a fin
de que el desarrollo forestal sustentable obedezca a políti-
cas y criterios integradores, para lo cual podrá suscribir los
acuerdos y convenios que sean necesarios; 

XIV. Promover el desarrollo forestal sustentable y de los
recursos asociados para que incidan en el mejoramiento de
la calidad de vida de los propietarios o poseedores de te-
rrenos forestales o de preferentemente forestales y de sus
comunidades; 

XV. Apoyar la ejecución de programas de bienes y servi-
cios ambientales que generen los recursos forestales; 

XVI. Ejecutar y promover programas productivos, de res-
tauración, de protección, de conservación y de aprovecha-
miento sustentable de los ecosistemas forestales y de los
suelos en terrenos forestales o preferentemente forestales; 

XVII. Fomentar y favorecer la cadena productiva forestal y
de sus recursos asociados, impulsando actividades forestales
diversificadas e integradas, así como la exportación de pro-
ductos forestales procesados y semiprocesados; 

XVIII. Coordinar con las autoridades estatales y municipa-
les, los programas y acciones que coadyuven con los pue-
blos y comunidades indígenas en la conservación y mejo-
ramiento de su lugar de residencia y a preservar la
integridad de sus tierras, promoviendo el desarrollo susten-
table de las mismas, con base en programas educativos de
contenido forestal; 

XIX. Impulsar la participación directa de los propietarios y
poseedores de los recursos forestales en la protección, vi-
gilancia, ordenación, aprovechamiento, cultivo, transfor-
mación y comercialización de los mismos; 
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XX. Constituirse en enlace con otras dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal y con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios,
para la ejecución de programas de prevención y combate
de incendios forestales; 

XXI. Brindar asesoría y capacitación a los pueblos y co-
munidades indígenas, para que éstos puedan organizarse
para la producción y aprovechamientos forestales en los
términos previstos por esta ley y de acuerdo con sus usos y
costumbres cuando así proceda; 

XXII. Ejecutar y promover los programas productivos, de
restauración, de conservación y de aprovechamiento sus-
tentable de suelos y sus ecosistemas; 

XXIII. Promover, asesorar, capacitar y evaluar la presta-
ción de los servicios técnicos forestales; 

XXIV. Realizar actividades de investigación y desarrollo
tecnológico y de cultura, capacitación y educación en ma-
teria forestal así como formular y coordinar la política de
investigación forestal y de desarrollo tecnológico; 

XXV. Diseñar y ejecutar programas de prevención, protec-
ción, conservación, y restauración de los recursos y suelos
forestales; 

XXVI. Desarrollar las auditorías técnicas preventivas a que
se refiere la presente Ley; 

XXVII. Coadyuvar con los agentes de las cadenas produc-
tivas forestales en la defensa del sector en materia de co-
mercio internacional, la promoción de exportaciones y el
mejoramiento del mercado interno; 

XXVIII. Efectuar campañas de difusión sobre el desarrollo
forestal sustentable; 

XXIX. Diseñar, proponer, desarrollar, evaluar y dar segui-
miento a las políticas y estrategias de cooperación y finan-
ciamiento; 

XXX. Dirigir, promover y coordinar los programas institu-
cionales de plantaciones forestales comerciales y de des-
arrollo forestal; 

XXXI. Participar, en el ámbito de su competencia, en la
política de manejo y aprovechamiento sustentable de la

fauna silvestre que habita en zonas forestales o preferente-
mente forestales, así como del aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos forestales y sus recursos asociados; 

XXXII. Proponer y evaluar los sistemas y procedimientos
relativos a la prestación de los servicios técnicos forestales,
así como instrumentar, operar y llevar el seguimiento de
los mismos; 

XXXIII. Intervenir en foros y mecanismos de cooperación
y financiamiento en los temas de su competencia; 

XXXIV. Proteger y conservar los recursos genéticos fores-
tales; 

XXXV. Formular, coordinar y evaluar los programas y ac-
ciones de saneamiento forestal, así como diagnosticar, pre-
venir, combatir y controlar las plagas y enfermedades fo-
restales; 

XXXVI. Impulsar y transferir funciones y recursos hacia
los gobiernos de los estados y municipios en materia fores-
tal; 

XXXVII. Promover el Servicio Civil de Carrera; 

XXXVIII. Impulsar el uso de tecnología de la información
en los tramites a su cargo; y 

XXXIX. Las demás que le señale la presente Ley, el Re-
glamento y demás disposiciones legales aplicables.

Sección 3. 
De las Promotorías de Desarrollo Forestal 

ARTICULO 23. El sector público forestal impulsará las
promotorías de desarrollo forestal, las cuales podrán esta-
blecerse como parte integrante de los Distritos de Desarro-
llo Rural ú otras estructuras ya establecidas en las entida-
des federativas. 

Sus tareas comprenderán la difusión de las políticas de
desarrollo forestal y de los apoyos institucionales que sean
destinados al sector; promover la organización de los pro-
ductores y sectores social y privado; promover la partici-
pación activa del sector forestal en las acciones institucio-
nales y sectoriales; procurar la oportunidad en la atención
a los propietarios, poseedores y titulares de autorizaciones
de aprovechamientos forestales; y cumplir con las respon-



sabilidades que se les asignen a fin de acercar la acción pú-
blica al ámbito rural forestal. 

CAPITULO IV. 
De la Coordinación Institucional 

ARTICULO 24. La Federación, a través de la Secretaría y
de la Comisión, podrá suscribir convenios o acuerdos de
coordinación, con el objeto de que los gobiernos del Dis-
trito Federal o de los estados, con la participación, en su ca-
so, de municipios, en el ámbito territorial de su competen-
cia asuman las siguientes funciones: 

I. Impulsar la vinculación interinstitucional en el marco del
Servicio Nacional Forestal y de los sistemas y esquemas de
ventanilla única para la atención eficiente de los usuarios
del sector; 

II. Programar y operar las tareas de prevención, detección
y combate de incendios forestales en la entidad, así como
los de control de plagas y enfermedades; 

III. Inspección y vigilancia forestales; 

IV. Imponer medidas de seguridad y las sanciones a las in-
fracciones que se cometan en materia forestal; 

V. Requerir la acreditación de la legal procedencia de las
materias primas forestales; 

VI. Otorgar los permisos y avisos para el combate y con-
trol de plagas y enfermedades; 

VII. Recibir los avisos de aprovechamiento de recursos fo-
restales maderables, no maderables, de forestación, y los
de plantaciones forestales comerciales; 

VIII. Autorizar el cambio de uso del suelo de los terrenos
de uso forestal; 

IX. Autorizar el aprovechamiento de los recursos foresta-
les maderables y no maderables y de plantaciones foresta-
les comerciales; 

X. Dictaminar, autorizar y evaluar los programas de mane-
jo forestal, así como evaluar y asistir a los servicios técni-
co forestales; o 

XI. Evaluar el impacto ambiental de las obras o actividades
forestales a que se refiere el artículo 28 de la Ley General

del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Am-
biente.

ARTICULO 25. En la celebración de convenios o acuer-
dos de coordinación, se tomará en consideración que los
gobiernos de los Estados, del Distrito Federal y de los mu-
nicipios en su caso, cuenten con los medios necesarios, el
personal capacitado, los recursos materiales y financieros,
así como la estructura institucional específica para el des-
arrollo de las funciones que soliciten asumir. 

Asimismo, los convenios y acuerdos deberán ajustarse, en
lo conducente, a las bases previstas en las Leyes General
de Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente; y en la
Ley de Planeación; y se basarán en los principios de con-
gruencia del Servicio Nacional Forestal. 

ARTICULO 26. Se preverá que en el seguimiento y eva-
luación de los resultados que se obtengan por la ejecución
de los convenios y acuerdos a que se refiere este capítulo,
intervenga el Consejo Estatal Forestal correspondiente. 

La Secretaría, y la Comisión por acuerdo de ésta, dará se-
guimiento y evaluará el cumplimiento de los compromisos
que se asuman en los instrumentos a que se refiere este ca-
pítulo. 

ARTICULO 27. De acuerdo con lo previsto en la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación, se coordinará con la Secretaría y con la partici-
pación de la Comisión, en su caso, para el cumplimiento de
los objetivos del Servicio Nacional Forestal previstos en la
presente Ley y, particularmente, en los siguientes aspectos: 

I. En el fomento de las investigaciones agro-silvo-pastori-
les, en la conservación de los bosques y en la promoción de
reforestaciones y de plantaciones agro-forestales; 

II. Participar en la Comisión Intersecretarial y en los siste-
mas y servicios especializados afines establecidos en la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable; 

III. Vincular a los Distritos de Desarrollo Rural con las
Promotorías de Desarrollo Forestal, en la atención de los
propietarios y poseedores forestales; 

IV. Respecto del establecimiento de sistemas y esquemas
de ventanilla única de atención eficiente a los usuarios del
sector forestal; 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002725



Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados726

V. Estabilizar la frontera agrícola y aumentar la productivi-
dad del componente agropecuario de las áreas arboladas y
de las áreas colindantes a los bosques bajo aprovechamien-
to forestal y áreas naturales protegidas; 

VI. Apoyar a la mujer del medio rural de los territorios fo-
restales en proyectos relacionados con leña combustible
(manejo, plantaciones y estufas ahorradoras), componentes
forestales para el traspatio, cosecha de agua y sobre labo-
res silvícolas; 

VII. Incorporar el componente forestal y el de conserva-
ción de suelos en los espacios agropecuarios, especialmen-
te los terrenos de ladera; 

VIII. En la reconversión del sistema roza-tumba-quema; y 

IX. En el manejo integral de las cuencas hidrológico-fores-
tales.

ARTICULO 28. En términos de lo establecido en el pri-
mer párrafo del articulo anterior, la Comisión Nacional del
Agua y la Comisión Federal de Electricidad también esta-
blecerán coordinación con la Secretaría y la Comisión, a
fin de desarrollar acciones y presupuestos tendientes al ma-
nejo integral de las cuencas, así como para promover la re-
forestación de zonas geográficas con vocación natural que
beneficien la recarga de cuencas y acuíferos, en la valora-
ción de los bienes y servicios ambientales de los bosques y
selvas en las cuencas hidrológico-forestales y participar en
la atención de desastres o emergencias naturales. 

Del mismo modo, la Comisión y la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas, se coordinarán para la aten-
ción de los programas afines en materia forestal dentro de
las áreas naturales protegidas, de acuerdo con la política
nacional en la materia. 

TITULO TERCERO 
DE LA POLITICA NACIONAL EN 

MATERIA FORESTAL 

CAPITULO I. 
De los Criterios de la Política Nacional 

en Materia Forestal 

ARTICULO 29. El desarrollo forestal sustentable se con-
sidera un área prioritaria del desarrollo nacional, y por tan-

to, tendrán ese carácter las actividades públicas o privadas
que se le relacionen. 

ARTICULO 30. La política nacional en materia forestal
deberá promover el fomento y la adecuada planeación de
un desarrollo forestal sustentable, entendido éste como un
proceso evaluable y medible mediante criterios e indicado-
res de carácter ambiental, silvícola, económico y social que
tienda a alcanzar una productividad óptima y sostenida de
los recursos forestales sin comprometer el rendimiento,
equilibrio e integridad de los ecosistemas forestales, que
mejore el ingreso y la calidad de vida de las personas que
participan en la actividad forestal y promueva la genera-
ción de valor agregado en las regiones forestales, diversifi-
cando las alternativas productivas y creando fuentes de em-
pleo en el sector. 

Por tanto, la política en materia forestal sustentable que
desarrolle el Ejecutivo Federal, deberá observar los si-
guientes principios rectores: 

I. Lograr que el aprovechamiento sustentable de los eco-
sistemas forestales sea fuente permanente de ingresos y
mejores condiciones de vida para sus propietarios o posee-
dores, generando una oferta suficiente para la demanda so-
cial, industrial y la exportación, así como fortalecer la ca-
pacidad productiva de los ecosistemas; 

II. Fortalecer las capacidades de decisión, acción y fomen-
to de las comunidades ante las autoridades y otros agentes
productivos, de manera que puedan ejercer su derecho a
proteger, conservar y aprovechar los ecosistemas foresta-
les, de acuerdo con sus conocimientos, experiencias y tra-
diciones; 

III. Dar atención integral y cercana a los usuarios, propie-
tarios y poseedores forestales, en el marco del Servicio Na-
cional Forestal; 

IV. Diseñar y establecer instrumentos de mercado, fiscales,
financieros y jurídico regulatorios, orientados a inducir
comportamientos productivos y de consumo sobre los re-
cursos forestales, y darle transparencia a la actividad fores-
tal; 

V. Asegurar la permanencia y calidad de los bienes y ser-
vicios ambientales, derivados de los procesos ecológicos,
asumiendo en programas, proyectos, normas y procedi-
mientos la interdependencia de los elementos naturales que
conforman los recursos susceptibles de aprovechamiento



como parte integral de los ecosistemas, a fin de establecer
procesos de gestión y formas de manejo integral de los re-
cursos naturales; 

VI. Desarrollar mecanismos y procedimientos que reco-
nozcan el valor de los bienes y servicios ambientales que
proporcionan los ecosistemas forestales, con el propósito
de la que la sociedad asuma el costo de su conservación; 

VII. Crear mecanismos económicos para compensar, apo-
yar o estimular a los propietarios y poseedores de los re-
cursos forestales por la generación de los bienes y servicios
ambientales, considerando a éstos como bienes públicos,
para garantizar la biodiversidad y la sustentabilidad de la
vida humana; 

VIII. Vigilar que la capacidad de transformación de la in-
dustria forestal existente sea congruente con el volumen
autorizado en los permisos de aprovechamiento expedidos,
considerando las importaciones del extranjero y de otras
entidades; y 

IX. Consolidar una cultura forestal que garantice el cuida-
do, preservación y aprovechamiento sustentable de los re-
cursos forestales y sus bienes y servicios ambientales, así
como su valoración económica, social y de seguridad que
se proyecte en actitudes, conductas y hábitos de consumo.

ARTICULO 31. En la planeación y realización de accio-
nes a cargo de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, conforme a sus respectivas esferas
de competencia, así como en el ejercicio de las atribucio-
nes que las Leyes confieren a las autoridades de la Federa-
ción, de las Entidades o de los Municipios, para regular,
promover, restringir, prohibir, orientar y en general inducir
las acciones de los particulares en los campos social, am-
biental y económico, se observarán, por parte de las auto-
ridades competentes, los criterios obligatorios de política
forestal. 

ARTICULO 32. Son criterios obligatorios de política fo-
restal de carácter social, los siguientes: 

I. El respeto al conocimiento de la naturaleza, cultura y tra-
diciones de los pueblos y comunidades indígenas y su par-
ticipación directa en la elaboración y ejecución de los pro-
gramas forestales de las áreas en que habiten, en
concordancia con la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y
otros ordenamientos; 

II. La incorporación efectiva de los propietarios forestales
y sus organizaciones en la silvicultura, producción, indus-
tria y comercio de los productos forestales, la diversifica-
ción o uso múltiple y los bienes y servicios ambientales; 

III. La participación activa por parte de propietarios de pre-
dios o de industrias forestales en los procesos de promo-
ción de certificación del manejo forestal y de la cadena
productiva; 

IV. La participación de las organizaciones sociales y priva-
das e instituciones públicas en la conservación, protección,
restauración y aprovechamiento de los ecosistemas fores-
tales y sus recursos; 

V. El impulso al mejoramiento de la calidad, capacidad y
condición de los recursos humanos a través de la moderni-
zación e incremento de los medios para la educación, la ca-
pacitación, la generación de mayores oportunidades de em-
pleo en actividades productivas como de servicios; y 

VI. La regulación y aprovechamiento de los recursos y te-
rrenos forestales, deben ser objeto de atención de las nece-
sidades sociales, económicas, ecológicas y culturales de las
generaciones presentes y futuras.

ARTICULO 33. Son criterios obligatorios de política fo-
restal de carácter ambiental y silvícola, los siguientes: 

I. Orientarse hacia el mejoramiento ambiental del territorio
nacional a través de la gestión de las actividades forestales,
para que contribuyan a la manutención del capital genético
y la biodiversidad, la calidad del entorno de los centros
de población y vías de comunicación y que, del mismo
modo, conlleve la defensa de los suelos y cursos de agua,
la disminución de la contaminación y la provisión de espa-
cios suficientes para la recreación; 

II. La sanidad y vitalidad de los ecosistemas forestales; 

III. El uso sustentable de los ecosistemas forestales y el es-
tablecimiento de plantaciones forestales comerciales; 

IV. La estabilización del uso del suelo forestal a través de
acciones que impidan el cambio en su utilización, promo-
viendo las áreas forestales permanentes; 

V. La protección, conservación, restauración y aprovecha-
miento de los recursos forestales a fin de evitar la erosión
o degradación del suelo; 
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VI. La utilización del suelo forestal debe hacerse de mane-
ra que éste mantenga su integridad física y su capacidad
productiva, controlando en todo caso los procesos de ero-
sión y degradación; 

VII. La integración regional del manejo forestal, tomando
como base preferentemente las cuencas hidrológico-fores-
tales; 

VIII. La captación, protección y conservación de los recur-
sos hídricos y la capacidad de recarga de los acuíferos; 

IX. La contribución a la fijación de carbono y liberación de
oxígeno; 

X. La conservación de la biodiversidad de los ecosistemas
forestales, así como la prevención y combate al robo y ex-
tracción ilegal de aquellos, especialmente en las comuni-
dades indígenas; 

XI. La conservación prioritaria de las especies endémicas,
amenazadas, en peligro de extinción o sujetas a protección
especial; 

XII. La protección de los recursos forestales a través del
combate al tráfico o apropiación ilegal de materias primas
y de especies; 

XIII. La recuperación al uso forestal de los terrenos pre-
ferentemente forestales, para incrementar la frontera fo -
restal; y 

XIV. El uso de especies compatibles con las nativas y con
la persistencia de los ecosistemas forestales.

ARTICULO 34. Son criterios obligatorios de política fo-
restal de carácter económico, los siguientes: 

I. Ampliar y fortalecer la participación de la producción fo-
restal en el crecimiento económico nacional; 

II. El desarrollo de infraestructura; 

III. El fomento al desarrollo constante y diversificado de la
industria forestal, creando condiciones favorables para la
inversión de grandes, medianos, pequeños y micro empre-
sas, a fin de asegurar una oferta creciente de productos pa-
ra el consumo interno y el mercado exterior; 

IV. El fomento a la integración de cadenas productivas y
comerciales; 

V. Promover el desarrollo de una planta industrial con las
características necesarias para aprovechar los recursos fo-
restales que componen los ecosistemas, así como la ade-
cuada potencialidad de los mismos; 

VI. La plena utilización de los ecosistemas forestales me-
diante su cultivo y la de los suelos de vocación forestal a
través de la forestación, a fin de dar satisfacción en el lar-
go plazo de las necesidades de madera por parte de la in-
dustria y de la población, y de otros productos o subpro-
ductos que se obtengan de los bosques; 

VII. Fomentar la investigación, el desarrollo y transferen-
cia tecnológica en materia forestal; 

VIII. El mantenimiento e incremento de la producción y
productividad de los ecosistemas forestales; 

IX. La aplicación de mecanismos de asistencia financiera,
organización y asociación; 

X. El combate al contrabando y a la competencia desleal; 

XI. La diversificación productiva en el aprovechamiento
de los recursos forestales y sus recursos asociados; 

XII. El apoyo económico y otorgamiento de incentivos a
los proyectos de inversión forestal; 

XIII. La valoración de los bienes y servicios ambientales; 

XIV. El apoyo, estímulo y compensación de los efectos eco-
nómicos del largo plazo de formación del recurso forestal y
del costo de los bienes y servicios ambientales; y 

XV. La realización de las obras o actividades públicas o
privadas que por ellas mismas puedan provocar deterioro
severo de los recursos forestales, debe incluir acciones
equivalentes de regeneración, restauración y restableci-
miento de los mismos.

CAPITULO II. 
De los Instrumentos de la Política Forestal 

ARTICULO 35. Son instrumentos de la política nacional
en materia forestal, los siguientes: 



I. La Planeación del Desarrollo Forestal; 

II. El Sistema Nacional de Información Forestal; 

III. El Inventario Nacional Forestal y de Suelos; 

IV. La Zonificación Forestal; 

V. El Registro Forestal Nacional; 

VI. Las Normas Oficiales Mexicanas en materia Forestal;
y el 

VII. Sistema Nacional de Gestión Forestal.

En el diseño, elaboración, aplicación, evaluación y segui-
miento de los instrumentos de política forestal, se deberán
observar los objetivos y criterios de política forestal y de-
más disposiciones previstas en esta Ley. 

El Ejecutivo Federal promoverá la participación de la so-
ciedad en la planeación, aplicación y evaluación de los ins-
trumentos de política forestal, conforme a lo previsto en el
Título Séptimo de la presente Ley. 

Sección 1. 
De la Planeación del Desarrollo Forestal 

ARTICULO 36. La planeación del desarrollo forestal co-
mo instrumento para el diseño y ejecución de la política fo-
restal, deberá comprender dos vertientes: 

I. De proyección correspondiente a los periodos constitu-
cionales que correspondan a las administraciones, confor-
me a lo previsto en la Ley de Planeación para los progra-
mas sectoriales, institucionales y especiales; y 

II. De proyección de más largo plazo, por 25 años o más,
por lo que la Secretaría y la Comisión elaborarán el Pro-
grama Estratégico Forestal Nacional, en el ámbito de sus
respectivas competencias. Dicho programa deberá ser
aprobado por la Secretaría y en él se indicarán los objeti-
vos, estrategias y líneas de acción prioritarias.

El Programa Estratégico de largo plazo, los programas ins-
titucionales y, en su caso, especiales, deberán ser revisados
cada dos años. 

Los programas que elaboren los gobiernos de las Entidades
Federativas, con visión de corto y largo alcance, indicarán

los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, to-
mando en cuenta los criterios e instrumentos de la política
nacional forestal y buscando congruencia con los progra-
mas nacionales. 

ARTICULO 37. En la planeación del desarrollo forestal se
elaborarán programas regionales, atendiendo la geografía
de las cuencas, subcuencas y microcuencas hidrológico-fo-
restales y considerando particularmente la situación que
guarden los ecosistemas forestales y los suelos. La Secre-
taría y la Comisión promoverán que los gobiernos de las
Entidades Federativas, se coordinen a efecto de participar
en la elaboración de dichos programas y garanticen la par-
ticipación de los interesados. 

ARTÍCULO 38. El Ejecutivo Federal incorporará en sus
informes anuales que debe rendir ante el Congreso de la
Unión, un informe sobre el estado que guarda el sector fo-
restal. 

Las Leyes locales estipularán los procedimientos de rendi-
ción de cuentas del Ejecutivo de la Entidad a la Legislatu-
ra respectiva. 

Los gobiernos de las Entidades Federativas y de los muni-
cipios, informarán anualmente a la Secretaría y a la Comi-
sión los resultados obtenidos, en términos de los convenios
o acuerdos de coordinación celebrados. 

Sección 2. 
Del Sistema Nacional de Información Forestal 

ARTICULO 39. La Secretaría regulará, emitirá las normas,
procedimientos  y  metodología,  a fin de que la Comisión
integre el Sistema Nacional de Información Forestal, el
cual tendrá por objeto registrar, integrar, organizar, actuali-
zar y difundir la información relacionada con la materia fo-
restal, que estará disponible al público para su consulta y
que se integrará al Sistema Nacional de Información Am-
biental y de Recursos Naturales y se articulará en lo con-
ducente con el Sistema Nacional de Información para el
Desarrollo Rural. 

ARTICULO 40. Mediante el Sistema Nacional de Infor-
mación Forestal, se deberá integrar de forma homogénea
toda la información en materia forestal, incluyendo: 

I. La contenida en el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos y en los inventarios forestales y de suelos de las en-
tidades federativas; 
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II. La contenida en la Zonificación Forestal; 

III. La contenida en el Registro Forestal Nacional; 

IV. Sobre las evaluaciones de plantaciones forestales co-
merciales y reforestación con propósitos de restauración y
conservación; 

V. Sobre el uso y conocimiento de los recursos forestales,
incluyendo información sobre uso doméstico y conoci-
miento tradicional; 

VI. Sobre los acuerdos y convenios en materia forestal, y
la relativa a mecanismos y tratados de coordinación o coo-
peración nacional e internacional; 

VII. La información económica de la actividad forestal; 

VIII. Sobre investigaciones y desarrollo tecnológico; 

IX. Sobre organizaciones e instituciones de los sectores so-
cial y privado, así como de organismos públicos naciona-
les e internacionales relacionados con este sector; y 

X. Las demás que se consideren estratégicas para la plane-
ación y evaluación del desarrollo forestal sustentable.

Las autoridades federales, estatales y municipales deberán
proporcionar al Sistema Nacional de Información Forestal,
la información que recaben en el cumplimiento de sus atri-
buciones. 

ARTICULO 41. Para la integración de la información al
Sistema Nacional de Información Forestal, la Secretaría
deberá crear normas, procedimientos y metodologías que
garanticen la compatibilidad y la responsabilidad de la in-
formación generada y de las autoridades involucradas en
dicho proceso. 

ARTICULO 42. La Secretaría y la Comisión promoverán
la creación de los Sistemas Estatales de Información Fo-
restal. Los gobiernos de las entidades federativas, al inte-
grar su Sistema Estatal de Información Forestal deberán to-
mar en cuenta las normas, procedimientos y metodologías
que se siguieron para la integración del Sistema Nacional
de Información Forestal, a fin de hacerlo compatible con
éste. 

ARTICULO 43. Toda persona tendrá derecho a que las
autoridades en materia forestal pongan a su disposición la

información forestal que les soliciten, en los términos pre-
vistos por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental. 

Sección 3. 
Del Inventario Nacional Forestal y de Suelos 

ARTICULO 44. La Secretaría regulará los procedimien-
tos y metodología a fin de que la Comisión integre el In-
ventario Nacional Forestal y de Suelos, el cual deberá rela-
cionar de manera organizada y sistemática los datos
estadísticos y contables de los bienes y servicios ambienta-
les. 

ARTICULO 45. El Inventario Nacional Forestal y de Sue-
los deberá comprender la siguiente información: 

I. La superficie y localización de terrenos forestales y pre-
ferentemente forestales con que cuenta el país, con el pro -
pósito de integrar su información estadística y elaborar su
cartografía, en sus distintos niveles de ordenación y ma-
nejo; 

II. Los terrenos forestales temporales, su superficie y loca-
lización; 

III. Los tipos de vegetación forestal y de suelos, su locali-
zación, formaciones y clases, con tendencias y proyeccio-
nes que permitan clasificar y delimitar el estado actual de
la degradación, así como las zonas de conservación, pro-
tección, restauración y producción forestal, en relación con
las cuencas hidrológicas-forestales, las regiones ecológicas,
las áreas forestales permanentes y las áreas naturales pro-
tegidas; 

IV. La dinámica de cambio de la vegetación forestal del pa-
ís, que permita conocer y evaluar las tasas de deforestación
y las tasas de degradación y disturbio, registrando sus cau-
sas principales; 

V. La cuantificación de los recursos forestales, que incluya
la valoración de los bienes y servicios ambientales que ge-
neren los ecosistemas forestales, así como los impactos que
se ocasionen en los mismos; 

VI. Los criterios e indicadores de sustentabilidad y degra-
dación de los ecosistemas forestales; 

VII. Los inventarios sobre la infraestructura forestal exis-
tente; y 



VIII. Los demás datos que señale el reglamento de esta
Ley.

ARTICULO 46. Los datos comprendidos en el Inventario
Nacional Forestal y de Suelos serán la base para: 

I. La formulación, ejecución, control y seguimiento de pro-
gramas y acciones en materia forestal; 

II. El cálculo del volumen de madera o biomasa forestal en
pie, su incremento y el volumen de corta o aprovecha-
miento potencial; 

III. La integración de la zonificación forestal, la ordenación
forestal y el ordenamiento ecológico del territorio; y 

IV. La evaluación y seguimiento de los planes a largo, me-
diano y corto plazo.

En el Reglamento de la presente Ley se determinarán los
criterios, metodología y procedimientos para la integra-
ción, organización, actualización y monitoreo de los datos
que deberá contener el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos. 

ARTICULO 47. En la formulación del Inventario Nacio-
nal Forestal y de Suelos y de la zonificación forestal, se de-
berán considerar los siguientes criterios: 

I. La delimitación por cuencas y subcuencas hidrológico-
forestales; 

II. La naturaleza, características, diversidad de los ecosis-
temas o tipos de vegetación forestales existentes en el te-
rritorio nacional; 

III. La vocación de los terrenos forestales y preferente-
mente forestales; y 

IV. Los desequilibrios existentes en los ecosistemas por
efecto de las actividades económicas o de otras actividades
humanas o fenómenos naturales.

Sección 4. 
De la Zonificación Forestal 

ARTICULO 48. La zonificación forestal es el instrumen-
to en el cual se identifican, agrupan y ordenan los terrenos
forestales y preferentemente forestales dentro de las cuen-
cas, subcuencas y microcuencas hidrológico-forestales, por

funciones y subfunciones biológicas, ambientales, socioe-
conómicas, recreativas, protectoras y restauradoras, con fi-
nes de manejo y con el objeto de propiciar una mejor ad-
ministración y contribuir al desarrollo forestal sustentable. 

ARTICULO 49. La Comisión deberá llevar a cabo la zo-
nificación con base en el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos y en los programas de ordenamiento ecológico, y lo
someterá a la aprobación de la Secretaría. 

ARTICULO 50. En el Reglamento de la presente Ley se
determinarán los criterios, metodología y procedimientos
para la integración, organización y actualización de la zo-
nificación; los cuales deberán considerar los mecanismos
necesarios para tomar en consideración la participación,
opinión y propuesta comunitaria de los propietarios de los
predios forestales y agropecuarios. 

Dicha zonificación deberá publicarse en el Diario Oficial
de la Federación. 

Sección 5. 
Del Registro Forestal Nacional 

ARTICULO 51. La Secretaría establecerá, integrará, or-
ganizará y mantendrá actualizado el Registro Forestal Na-
cional. 

El Registro Forestal Nacional será público y en él se ins-
cribirán: 

I. Los programas de manejo forestal y los programas de
manejo de plantaciones forestales comerciales, sus autori-
zaciones, modificaciones y cancelaciones, así como los do-
cumentos incorporados a la solicitud respectiva; 

II. Los avisos de forestación, así como sus modificaciones
o cancelaciones; 

III. Las autorizaciones de cambio de uso de suelo de los te-
rrenos forestales; 

IV. Los datos para la identificación de los prestadores de
servicios técnicos forestales y auditores técnico forestales; 

V. Los decretos que establezcan áreas naturales protegidas
que incluyan terrenos forestales o preferentemente foresta-
les; 
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VI. Los decretos que establezcan zonas de restauración en
terrenos forestales; 

VII. Los decretos que establezcan vedas forestales; 

VIII. Los actos de transferencia de dominio, uso, usufruc-
to o prestación de servicios que involucren recursos fores-
tales, programas de manejo forestal, de manejo de planta-
ciones forestales comerciales y avisos de forestación; 

IX. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de al-
macenamiento y transformación de materias primas fores-
tales; y 

X. Los demás actos y documentos que se señalen en el re-
glamento de esta Ley.

ARTICULO 52. El Registro está obligado a proporcionar
la información a todo solicitante, sin más exigencia que su
previa identificación, y el pago de los derechos que corres-
pondan, en los términos de las disposiciones legales apli-
cables. 

ARTICULO 53. El Reglamento correspondiente determi-
nará los procedimientos para la inscripción y otorgamiento
de constancias de actos y documentos inscritos en el Re-
gistro. 

ARTICULO 54. En el marco de los principios de coordi-
nación que establece esta Ley, el Registro Agrario Nacio-
nal estará obligado a dar parte al Registro, en los plazos
que fije el Reglamento respectivo, de los actos previstos en
el presente capítulo y que a aquél le corresponda inscribir.
El Registro buscará asimismo la coordinación necesaria
con los registros públicos de la propiedad, establecidos por
los gobiernos de los estados, el Distrito Federal o por los
Municipios en su caso, a fin de que éstos den parte a aquél
de los actos que realicen y se relacionen con cualquiera de
los enunciados en el artículo 51. 

Sección 6. De las Normas Oficiales Mexicanas en Materia
Forestal 

ARTICULO 55. La Secretaría emitirá normas oficiales
mexicanas en materia forestal y de suelos, en los términos
establecidos en la Ley Federal de Metrología y Normaliza-
ción, que tengan por objeto: 

I. Establecer los requisitos, especificaciones, condiciones,
procedimientos, metas, parámetros y límites permisibles

que deberán observarse en cuencas, regiones, ecosistemas
o zonas, en aprovechamiento de recursos forestales, en el
desarrollo de actividades económicas, en el uso y destino
de bienes, en insumos y en procesos; 

II. Considerar las condiciones necesarias para el bienestar
de la población y la conservación, protección, producción,
aprovechamiento o restauración de los recursos forestales
y de sus ecosistemas; 

III. Estimular o inducir a los agentes económicos para reo-
rientar sus procesos y tecnologías a la permanencia de las
masas forestales, al aumento de su productividad a través
del mejoramiento de las prácticas silvícolas y al desarrollo
forestal sustentable; 

IV. Otorgar certidumbre a largo plazo a la inversión e in-
ducir a los agentes económicos a asumir los costos de la
afectación forestal y ambiental que ocasionen; 

V. Regular los procesos de aprovechamiento, almacena-
miento, transporte, transformación y comercialización de
los recursos forestales así como la prestación de los servi-
cios técnicos; 

VI. Fomentar actividades de producción primaria, transfor-
mación y comercialización forestal en un marco de compe-
tencia, eficiencia y sustentabilidad; 

VII. Establecer la relación de productos cuya utilización
deba prohibirse en las actividades forestales; 

VIII. Prevenir o mitigar la erosión del suelo, así como lo
relativo a la conservación o restauración del mismo; 

IX. Regular los sistemas, métodos, servicios y mecanismos
relativos a la prevención, combate y control de incendios
forestales, y al uso del fuego en terrenos forestales o prefe-
rentemente forestales; y 

X. Los demás que la presente Ley le señale.

Sección 7. 
Del Sistema Nacional de Gestión Forestal 

ARTICULO 56. La Secretaría integrará el Sistema Nacio-
nal de Gestión Forestal, partiendo de los programas de ma-
nejo inscritos en el Registro Forestal Nacional, con el ob-
jeto de llevar el control, la evaluación y el seguimiento de



los programas de manejo forestal, forestación y otras acti-
vidades silvícolas que se lleven a cabo en el país, así como
de aquellos referentes al análisis de la situación de los eco-
sistemas forestales en el ámbito nacional. 

ARTICULO 57. Con base en el Sistema Nacional de In-
formación Forestal, la Secretaría deberá elaborar, publicar
y difundir un informe bianual sobre la situación del sector
forestal, así como las medidas que se adoptarán para rever-
tir los procesos de degradación de los recursos forestales,
rezagos y avances de los componentes ambientales, socia-
les y económicos, con la información que para tal efecto
proporcionen la Comisión y otras dependencias o entida-
des. 

TITULO CUARTO 
DEL MANEJO Y APROVECHAMIENTO SUSTEN-

TABLE DE LOS RECURSOS FORESTALES 

CAPITULO I. 
De las Autorizaciones para el Aprovechamiento de los

Recursos Forestales 

ARTICULO 58. Corresponderá a la Secretaría otorgar las
siguientes autorizaciones: 

I. Cambio de uso de suelo en terrenos forestales, por ex-
cepción; 

II. Aprovechamiento de recursos maderables en terrenos
forestales y preferentemente forestales; 

III. Establecimiento de plantaciones forestales comerciales
en superficies mayores de 800 hectáreas, excepto aquéllas
en terrenos forestales temporales; y 

IV. Colecta y usos con fines comerciales o de investigación
de los recursos genéticos.

Las autorizaciones a las que se refieren las fracciones I, II
y III de este artículo, podrán ser realizadas por las autori-
dades competentes de las entidades federativas, en los tér-
minos de los mecanismos de coordinación previstos en la
presente Ley. 

En tratándose de plantaciones forestales comerciales, se es-
tará a lo dispuesto en los artículos 85, 86, 87 y relativos de

esta Ley, las cuales recibirán tratamientos de desregulación
administrativa y fomento. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

a) Bosque nativo: El que se desarrolla por acción de la na-
turaleza, sin que medie ninguna participación humana; 

b) Plantación forestal comercial: son los predios en los cua-
les se desarrolla la siembra de especies forestales madera-
bles para su comercialización.

ARTICULO 59. Previamente a las autorizaciones para el
aprovechamiento de los recursos forestales, la Secretaría
deberá comunicar las solicitudes respectivas a los Consejos
Estatales que corresponda, para los efectos de lo previsto
en el artículo 75 de esta Ley, sin que ello implique suspen-
der o interrumpir los plazos señalados en la presente Ley
para emitir las autorizaciones correspondientes, de acuerdo
a los términos y condiciones previstos en el Reglamento. 

ARTICULO 60. Las autorizaciones para el aprovecha-
miento de los recursos forestales tendrán una vigencia co-
rrespondiente al ciclo de corta, pudiendo refrendarse, cuan-
tas veces sea necesario para lograr los objetivos del
programa de manejo respectivo y hasta el término de la vi -
gencia del mismo. 

ARTICULO 61. En caso de transmisión de la propiedad o
de los derechos de uso o usufructo sobre terrenos foresta-
les o preferentemente forestales, los transmitentes deberán
declarar bajo protesta de decir verdad, circunstancia que el
notario público ante quien se celebre la transmisión hará
constar en el documento en que se formalice la misma, si
existe autorización de cambio de uso del suelo, programa
de manejo forestal y de suelos, programa de manejo de
plantación forestal comercial o aviso de plantación forestal
comercial. En caso afirmativo, los notarios deberán notifi -
car del acto que se celebre al Registro Forestal Nacional en
un plazo de treinta días naturales, contados a partir del
otorgamiento de la escritura correspondiente. En caso de
los actos que se lleven a cabo ante el Registro Agrario Na-
cional, éste deberá notificar de los mismos al Registro Fo-
restal Nacional en el mismo plazo. 

Los adquirentes de la propiedad o de derechos de uso o
usufructo sobre terrenos forestales o preferentemente fo-
restales, sobre los cuales exista aviso, autorización o pro-
grama de manejo en los términos de esta Ley, deberán
cumplir con los términos de los avisos y programas de
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manejo a que se refiere la presente así como con las condi-
cionantes en materia de manejo forestal o de impacto am-
biental respectivas, sin perjuicio de poder solicitar la mo-
dificación o la cancelación correspondiente en los términos
de la presente Ley. 

Los titulares de los derechos de propiedad, uso o usufructo
de terrenos en donde exista un área de protección deberán
hacerlo del conocimiento del adquirente, del fedatario o
autoridad, ante quien se vaya a realizar el acto de transmi-
sión de estos derechos y deberá hacerse constar esta situa-
ción en la escritura correspondiente. 

Los derechos de aprovechamiento podrán ser cedidos en
todo o en parte a favor de terceras personas. Cuando se tra-
te del supuesto a que se refiere el artículo 76 la transferen-
cia de los derechos derivados de la autorización sólo podrá
surtir efectos una vez que la Secretaría haya emitido dicta-
men sobre su procedencia. 

ARTICULO 62. Los titulares de los aprovechamientos fo-
restales y de plantaciones forestales comerciales estarán
obligados a: 

I. Firmar el programa de manejo; 

II. Coadyuvar en la elaboración del estudio de ordenación
forestal de la Unidad de Manejo forestal a la que pertenez-
ca su predio; 

III. Reforestar, conservar y restaurar los suelos y, en gene-
ral, a ejecutar las acciones de conformidad con lo previsto
en el programa de manejo autorizado; 

IV. Aprovechar los recursos forestales de acuerdo con la
posibilidad y el plan de cortas establecidos en la autoriza-
ción; 

V. Inducir la recuperación natural y, en caso de que no se
establezca ésta, reforestar las áreas aprovechadas de con-
formidad con lo señalado en el programa de manejo; 

VI. Solicitar autorización para modificar el programa de
manejo; 

VII. Presentar avisos de plantaciones forestales comercia-
les, en su caso; 

VIII. Acreditar la legal procedencia de las materias primas
forestales; 

IX. Presentar informes periódicos, en su caso avalados por
el responsable técnico sobre la ejecución, desarrollo y
cumplimiento del programa de manejo forestal. La perio-
dicidad de la presentación de dichos informes se establece-
rá en el Reglamento y en la autorización correspondiente; 

X. Dar aviso inmediato a la Secretaría cuando detecten la
presencia de plagas y enfermedades en su predio y ejecutar
los trabajos de saneamiento forestal que determine el pro-
grama de manejo y las recomendaciones de la Comisión; 

XI. Llevar un libro para registrar el movimiento de sus pro-
ductos, cuyas características serán fijadas por la Secretaría; 

XII. Ejecutar trabajos para prevenir, combatir y controlar
incendios forestales en los términos de la presente Ley; y 

XIII. Las demás establecidas en la presente Ley y su Re-
glamento.

ARTICULO 63. Las autorizaciones en materia forestal
sólo se otorgarán a los propietarios de los terrenos y a las
personas legalmente facultadas para poseerlos y usufruc-
tuarlos. 

Cuando la solicitud de una autorización en materia forestal
sobre terrenos propiedad de un ejido, comunidad o comu-
nidad indígena sea presentada por un tercero, éste deberá
acreditar el consentimiento del núcleo agrario mediante el
acuerdo de asamblea que lo autorice, de conformidad con
la Ley Agraria. 

ARTICULO 64. El manejo del aprovechamiento de los re-
cursos forestales estará a cargo del titular del aprovecha-
miento. En el caso de que éste decida contratar a un pres-
tador de servicios técnicos forestales, dicho prestador será
responsable solidario con el titular. 

ARTICULO 65. La Secretaría suspenderá las autorizacio-
nes de aprovechamiento forestal en los siguientes casos: 

I. Por resolución de autoridad judicial o jurisdiccional
competente; 

II. Cuando exista conflicto respecto de la propiedad o po-
sesión ante alguna autoridad o instancia competente; 
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III. Cuando se detecten irregularidades graves en el cum-
plimiento del programa de manejo, que pongan en riesgo el
recurso forestal; 

IV. Cuando la Secretaría imponga medidas provisionales
de sanidad, remediación, conservación, restauración y
mitigación de impactos adversos a los ecosistemas fores-
tales; y 

V. En los demás casos previstos en esta Ley, su Reglamen-
to, las normas oficiales mexicanas y demás disposiciones
que de ella emanen.

La suspensión a que se refiere este artículo solo surtirá
efectos respecto de la ejecución del programa de manejo
respectivo, siempre y cuando no tenga efectos negativos en
la protección del recurso o el mismo no pueda ser modifi-
cado. 

La suspensión se hará en los términos, condiciones y pla-
zos que se establezcan en el Reglamento de la presente
Ley. 

ARTICULO 66. Las autorizaciones de aprovechamiento
forestal se extinguen por cualquiera de las causas siguien-
tes: 

I. Vencimiento del término por el que se hayan otorgado; 

II. Renuncia del titular; 

III. Muerte del titular, salvo que exista designación expre-
sa de beneficiarios o, en caso de personas morales, por di-
solución o liquidación; 

IV. Desaparición de su finalidad o del recurso objeto de la
autorización; 

V. Nulidad, revocación y caducidad; 

VI. Cuando en la superficie autorizada para el aprovecha-
miento se decreten áreas o vedas forestales en los términos
previstos en la presente Ley, y 

VII. Cualquiera otra prevista en las Leyes o en la autoriza-
ción misma, que hagan imposible o inconveniente su con-
tinuación.

ARTICULO 67. Son causas de nulidad de las autorizacio-
nes de aprovechamiento forestal: 

I. Cuando el objeto de la autorización se ejecute en contra-
vención a disposiciones de orden público o las contenidas
en la presente Ley, su Reglamento, las normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones que de ella emanen; 

II. Cuando se haya otorgado sustentándose en datos falsos
o erróneos proporcionados por el titular; 

III. Cuando se hayan expedido en violación a las disposi-
ciones de esta Ley, su Reglamento, las normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones que de ella emanen, o
cuando una vez otorgadas se acredite que no se actualiza-
ron los supuestos y requisitos establecidos para su otorga-
miento, y 

IV. Las demás que señale la presente Ley o las establecidas
en las propias autorizaciones.

Cuando la nulidad se funde en error, y no en la violación
de la Ley o en la falta de los supuestos para el otorgamien-
to de la autorización, ésta podrá ser confirmada por la Se-
cretaría tan pronto como cese tal circunstancia. 

ARTICULO 68. Las autorizaciones de aprovechamiento
forestal, serán revocadas por cualquiera de las siguientes
causas: 

I. Cuando se cedan o transfieran a un tercero sin autoriza-
ción expresa de la Secretaría; 

II. Por dejar de cumplir con las condiciones a que se suje-
te el otorgamiento de la autorización o infringir lo dispues-
to en esta Ley, su Reglamento, las normas oficiales mexi-
canas y demás disposiciones que de ella emanen; 

III. Realizar actividades no autorizadas y que requieran de
autorización expresa conforme a esta Ley y su Reglamen-
to; 

IV. Cuando se cause daño a los recursos forestales, a los
ecosistemas forestales o comprometido su regeneración y
capacidad productiva; 

V. Cuando no se apliquen las medidas de sanidad, regene-
ración, restauración, mitigación, conservación y demás que
la Secretaría haya decretado en la superficie objeto de la
autorización; 
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VI. La persistencia de las causas que motivaron la suspen-
sión de los aprovechamientos, cuando haya vencido el tér-
mino que se hubiere fijado para corregirlas; 

VII. Por resolución definitiva de autoridad judicial o juris-
diccional competente, y 

VIII. Los demás casos previstos en esta Ley o en las pro-
pias autorizaciones.

ARTICULO 69. Las autorizaciones de aprovechamiento
forestal caducan cuando no se ejerzan durante el término
de su vigencia y en los demás casos previstos en esta Ley
o en las propias autorizaciones. 

ARTICULO 70. La suspensión, la extinción, la nulidad, la
revocación y la caducidad de las autorizaciones, se dictarán
por la autoridad que otorgó la autorización, previa audien-
cia que se conceda a los interesados para que rindan prue-
bas y aleguen lo que a su derecho convenga, conforme a los
procedimientos establecidos en el Reglamento de la pre-
sente Ley. 

ARTICULO 71. Queda prohibido a los titulares de las au-
torizaciones adelantar el plan de corta autorizado en el pro-
grama de manejo o alterar en forma alguna el calendario
aprobado por la Secretaría, salvo que existan causas eco-
nómicas, meteorológicas y sanitarias, fehacientemente de-
mostradas ante la Secretaría. 

ARTICULO 72. La Secretaría establecerá los procedi-
mientos y mecanismos necesarios, para que los títulos o
documentos en los que consten las autorizaciones, sean
traducidos a las lenguas de los solicitantes o titulares de
aprovechamientos forestales pertenecientes a pueblos y co-
munidades indígenas, o bien, para asegurar que les sea in-
terpretado su contenido. 

Cuando una autorización pueda afectar el hábitat de algu-
na comunidad indígena, la autoridad deberá recabar el pa-
recer de los representantes de dicha comunidad. 

La Secretaría, en coordinación con las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal competentes,
verificará que los aprovechamientos de recursos forestales
se realicen garantizando los derechos que la Ley reconoz-
ca a las comunidades indígenas. 

CAPITULO II. 
Del Aprovechamiento y Uso de 

los Recursos Forestales 

Sección 1. 
Del Aprovechamiento de los Recursos 

Forestales Maderables 

ARTICULO 73. Se requiere autorización de la Secretaría
para el aprovechamiento de recursos forestales maderables
en terrenos forestales o preferentemente forestales. Dicha
autorización comprenderá la del programa de manejo a que
se refiere la presente Ley y la que, en su caso, corresponda
otorgar en materia de impacto ambiental, en los términos
de la legislación aplicable. 

El Reglamento o las Normas Oficiales Mexicanas estable-
cerán los requisitos y casos en que se requerirá aviso. 

ARTICULO 74. Las solicitudes para obtener autorización
de aprovechamiento de recursos forestales maderables, de-
berán acompañarse de: 

I. El nombre, denominación o razón social y domicilio del
propietario o poseedor del predio, o de quien tenga el de-
recho a realizar el aprovechamiento en términos de las dis-
posiciones legales; 

II. Copia certificada del título que acredite el derecho de
propiedad o posesión respecto del terreno o terrenos obje-
to de la solicitud; 

III. Tratándose de ejidos y comunidades, deberán presentar
acta de asamblea de conformidad con la Ley Agraria, en la
que se contenga el acuerdo para llevar a cabo el aprove-
chamiento, así como copia certificada el Reglamento inter-
no en el cual se definan las obligaciones y formas de parti -
cipación en las labores de cultivo, protección y fomento de
sus recursos; 

IV. Plano georeferenciado indicando ubicación, superficie
y colindancias del predio; 

V. El programa de manejo forestal; y 

VI. Una manifestación, bajo protesta de decir verdad, de la
situación legal del predio o predios y, en su caso, sobre
conflictos agrarios.
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ARTICULO 75. La Secretaría deberá solicitar al Consejo
Estatal de que se trate, opiniones y observaciones técnicas
respecto de las solicitudes de autorización de aprovecha-
miento de recursos forestales maderables o de forestación,
previamente a que sean resueltas. El Consejo correspon-
diente contará con diez días hábiles para emitir su opinión.
Transcurrido dicho término, se entenderá que no hay obje-
ción alguna para expedir o negar la autorización. 

ARTICULO 76. Los siguientes aprovechamientos foresta-
les requieren la presentación de una manifestación de im-
pacto ambiental, en los términos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente: 

I. En selvas tropicales mayores a 20 hectáreas; 

II. En aprovechamientos de especies forestales de difícil
regeneración; y 

III. En áreas naturales protegidas.

La manifestación de impacto ambiental se integrará al pro-
grama de manejo forestal para seguir un sólo trámite admi-
nistrativo y se realizará de conformidad con las guías y
normas que se emitan en la materia. 

En las autorizaciones de las manifestaciones de impacto
ambiental a que se refiere este artículo, la autoridad de-
berá dar respuesta debidamente fundada y motivada a las
propuestas y observaciones planteadas por los interesados
en el proceso de consulta pública al que se refiere la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. 

ARTICULO 77. Para obtener autorización de aprovecha-
miento de recursos forestales maderables en superficies
menores o iguales a 20 hectáreas, el programa de manejo
forestal que debe acompañarse, será simplificado por pre-
dio o por conjunto de predios que no rebasen en total las
250 hectáreas. 

Tratándose de aprovechamientos de recursos forestales
maderables en superficies mayores a 20 hectáreas y meno-
res o iguales a 250 hectáreas, se requiere que el interesado
presente un programa de manejo forestal con un nivel in-
termedio. 

Tratándose de aprovechamientos de recursos forestales
maderables en superficies mayores a 250 hectáreas, se re-

quiere que el interesado presente un Programa de manejo
forestal con un nivel avanzado. 

El contenido y requisitos de estos niveles de programa, se-
rán determinados en el Reglamento de esta Ley, e invaria-
blemente deberán considerar acciones para inducir la rege-
neración natural o las opciones para, en su caso, reforestar
con especies nativas. 

ARTICULO 78. Cuando se incorpore o pretenda incorpo-
rar el aprovechamiento forestal de una superficie a una uni-
dad de producción mayor, los propietarios o poseedores
deberán satisfacer íntegramente los requisitos de la solici-
tud de autorización correspondientes a la superficie total a
aprovecharse. 

ARTICULO 79. El programa de manejo forestal tendrá
una vigencia correspondiente a un turno. Las autorizacio-
nes para el aprovechamiento de los recursos forestales ten-
drán una vigencia correspondiente al ciclo de corta, pu-
diendo refrendarse cuantas veces sea necesario,
verificando en el campo los elementos que se establezcan
en el Reglamento para lograr los objetivos del programa de
manejo respectivo y hasta el termino de la vigencia del
mismo. 

ARTICULO 80. Una vez presentado un programa de ma-
nejo forestal, la Secretaría iniciará el procedimiento de
evaluación, para lo cual dictaminará si la solicitud se ajus-
ta a las formalidades previstas en esta Ley, su Reglamento
y las normas oficiales mexicanas aplicables. 

Para la autorización a que se refiere este artículo, la Secre-
taría deberá evaluar la factibilidad de las obras o activida-
des propuestas en el Programa sobre los recursos forestales
sujetos a aprovechamiento, así como en los ecosistemas fo-
restales de que se trate, considerando el conjunto de ele-
mentos que los conforman y no únicamente los recursos
sujetos a aprovechamiento. 

ARTICULO 81. La Secretaría deberá resolver las solicitu-
des de autorización de aprovechamiento de recursos fores-
tales maderables dentro de los treinta días hábiles siguien-
tes a la fecha de presentación de la solicitud. 

La Secretaría dispondrá de un plazo de sesenta días hábiles
para resolver las solicitudes de autorización para los apro-
vechamientos forestales previstos en el artículo 76 de la
presente Ley. 
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Excepcionalmente, dicho plazo podrá ampliarse por otros
sesenta días naturales, cuando así se requiera por las carac-
terísticas del proyecto, en los supuestos y términos que es-
tablezca el Reglamento. 

En caso de que se hubiere presentado la información o do-
cumentación incompleta, la Secretaría requerirá por escri-
to fundado y motivado, y por única vez, a los solicitantes
para que la integren en un plazo no mayor a 15 días hábi-
les, suspendiéndose el término que restare para concluir el
procedimiento. 

Una vez presentada la documentación e información com-
plementaria a la Secretaría se reiniciarán los plazos legales
para el dictamen de la solicitud respectiva. Una vez trans-
currido dicho plazo, sin que se hubiere remitido la docu-
mentación e información faltante, la Secretaría desechará
la solicitud respectiva. 

ARTICULO 82. La Secretaría podrá autorizar la ejecución
del programa respectivo en los términos solicitados, o de
manera condicionada a su modificación o al establecimien-
to de medidas adicionales de manejo forestal o de preven-
ción y mitigación de impactos ambientales. En este caso, la
Secretaría señalará las restricciones o requisitos que debe-
rán observase en la ejecución del programa correspondien-
te, y que sólo podrán estar encaminadas a prevenir, mitigar
o compensar los efectos negativos sobre los ecosistemas. 

ARTICULO 83. De acuerdo a lo establecido en la presen-
te Ley, así como en los criterios e indicadores que se de-
terminen en el Reglamento, la Secretaría sólo podrá negar
la autorización solicitada cuando: 

I. Se contravenga lo establecido en esta Ley, su Reglamen-
to, las normas oficiales mexicanas o en las demás disposi-
ciones legales y reglamentarias aplicables; 

II. El programa de manejo forestal no sea congruente y
consistente con el estudio regional forestal de la Unidad de
Manejo forestal de la que forme parte el predio o predios
de que se trate, cuando esta exista; 

III. Se comprometa la biodiversidad de la zona y la rege-
neración y capacidad productiva de los terrenos en cues-
tión; 

IV. Se trate de las áreas de protección a que se refiere esta
Ley; 

V. Exista falsedad en la información proporcionada por los
promoventes, respecto de cualquier elemento de los pro-
gramas de manejo correspondientes; o 

VI. Cuando se presenten conflictos agrarios, de límites o de
sobreposición de predios, en cuyo caso, la negativa solo
aplicará a las áreas en conflicto.

ARTICULO 84. En el caso de la que la Secretaría no hu-
biera emitido resolución en los plazos previstos en esta Ley,
se entenderá negada la autorización de aprovechamiento fo-
restal, sin menoscabo de la responsabilidad en la que pueda
incurrir el servidor público en términos de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

La Secretaría instrumentará un mecanismo para la autori-
zación automática de solicitudes de aprovechamientos a ti-
tulares cuyo historial de aprovechamientos previos haya
resultado sin observaciones, siendo sujetos éstos de audito-
ría y verificación posterior, en todos los casos, en los tér-
minos establecidos para los efectos en el Reglamento. 

Sección 2. 
De las Plantaciones Forestales Comerciales 

ARTICULO 85. Queda prohibido el establecimiento de
plantaciones forestales comerciales en sustitución de la ve-
getación primaria nativa actual de los terrenos forestales,
salvo en los siguientes casos: 

I. Cuando se compruebe mediante estudios específicos que
no se pone en riesgo la biodiversidad; o 

II. Cuando se demuestre mediante estudios específicos que
la vegetación nativa tenga poco valor comercial o biodi-
versidad, y se juzgue conveniente promover plantaciones
de especies provenientes de otros lugares que se adapten a
la zona e inclusive favorezcan la fauna y los bienes y ser-
vicios ambientales.

La Secretaría expedirá la norma oficial mexicana que esta-
blezca las especies de vegetación forestal exótica que pon-
ga en riesgo la biodiversidad. 

ARTICULO 86. En la política de plantaciones forestales
comerciales en terrenos temporalmente forestales y prefe-
rentemente forestales se promoverá de manera primordial
la utilización de especies nativas que tecnológica y econó-
micamente sean viables. La autoridad tendrá en todo mo-
mento la facultad de supervisar el manejo de la plantación,
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cuidando especialmente los posibles impactos ambientales
adversos. 

ARTICULO 87. Las plantaciones forestales comerciales
en terrenos temporalmente forestales o en predios con su-
perficies menores o iguales a 800 hectáreas, únicamente re-
querirán de un aviso por escrito del interesado a la Secre-
taría, que deberá contener: 

I. El nombre, denominación o razón social y domicilio del
propietario o poseedor del predio o conjunto de predios; 

II. El título que acredite el derecho de propiedad o posesión
respecto del terreno o terrenos objeto de la solicitud; 

III. En caso de cesión de los derechos de la forestación a
terceros, señalar los datos indicados en la fracción I co-
rrespondientes al cesionario y la documentación que acre-
dite dicha cesión; 

IV. Plano georeferenciado indicando ubicación, superficie
y colindancias del predio o conjunto de predios, ubicándo-
lo dentro de la cuenca y subcuenca hidrológica-forestal y
Unidad de Manejo Forestal, cuando exista, donde se en-
cuentre el predio o predios; 

V. El programa de manejo de plantación forestal simplifi-
cado; y 

VI. Una manifestación, bajo protesta de decir verdad, de la
situación legal del predio o conjunto de predios, y en su ca-
so, sobre conflictos agrarios.

ARTICULO 88. Cuando la solicitud de una autorización
de plantación forestal comercial sobre terrenos de propie-
dad de un ejido o comunidad sea presentada por un terce-
ro, éste deberá acreditar el consentimiento del núcleo agra-
rio mediante el acuerdo de asamblea que lo autorice, de
conformidad con la Ley Agraria. 

Para efectos de la fracción II del artículo 75 de la Ley
Agraria, la Procuraduría Agraria antes de emitir su opinión
deberá recabar la de la Comisión, la que deberá asegurarse
de que el ejido o comunidad, cuenta con información pre-
via respecto del valor real de sus recursos forestales y del
valor de contar con la autorización. 

ARTICULO 89 Una vez presentado el aviso de plantación
forestal comercial, la Secretaría emitirá una constancia de
registro en un plazo no mayor de cinco días hábiles. Si des-

pués de este plazo la Secretaría no la ha emitido, el titular
quedará facultado a iniciar la plantación. 

La Secretaría no recibirá el aviso si éste no cumple con los
requisitos previstos en el artículo 87. 

Cuando se trate de plantaciones forestales comerciales en te-
rrenos forestales temporales, el titular podrá iniciar la planta-
ción desde el mismo momento de la presentación del aviso. 

ARTICULO 90. El aviso de plantación forestal comercial
facultará a sus titulares a realizar su aprovechamiento,
cuando el titular lo juzgue conveniente según las condicio-
nes de mercado y otros factores. 

ARTICULO 91. El titular del aviso de plantación forestal
comercial deberá presentar anualmente un informe que se-
ñale las distintas actividades desarrolladas en las fases de
trabajo, cuyos requisitos se deberán contener en el Regla-
mento de la presente Ley. 

ARTICULO 92. Se requiere autorización de la Secretaría
para realizar plantaciones forestales comerciales en terre-
nos preferentemente forestales en predios con superficies
mayores a 800 hectáreas, para lo cual se requerirá que el in-
teresado presente un programa de manejo, no así para el
caso de terrenos temporalmente forestales. 

ARTICULO 93. El contenido y requisitos de los dos nive-
les de programas de manejo de plantación forestal comer-
cial, así como otras modalidades, serán determinados en el
Reglamento y en las normas oficiales mexicanas. 

ARTICULO 94. La Secretaría, dentro de los treinta días
hábiles siguientes a la recepción del programa de manejo
de plantación forestal comercial, podrá: 

I. Requerir la información faltante, dentro de los primeros
cinco días hábiles, cuando se hubiese presentado incom-
pleta, suspendiéndose el término que restare para determi-
nar lo conducente; 

II. Autorizar la plantación comercial y, en su caso, deter-
minar la aplicación de medidas de manejo forestal o de
prevención y mitigación de impactos ambientales, adicio-
nales a las previstas en el programa de manejo presentado;
o bien, 

III. Negar la autorización por no cumplir con los requisitos
previstos en esta Ley.
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En el caso de que la Secretaría no hubiera emitido resolu-
ción en los plazos previstos en esta Ley, se entenderá auto-
rizada la plantación forestal comercial. 

ARTICULO 95. Cuando el cultivo de una plantación fo-
restal comercial se integre o pretenda integrarse a una uni-
dad de producción mayor, el propietario o poseedor de la
plantación deberá presentar un nuevo aviso de forestación
comercial o solicitud de autorización. 

ARTICULO 96. El manejo de la plantación forestal co-
mercial deberá estar a cargo de los titulares de la planta-
ción. En el caso de que éste decida contratar a un prestador
de servicios técnicos forestales, dicho prestador será res-
ponsable solidario con el titular. 

Sección 3. 
Del Aprovechamiento de los Recursos 

Forestales No Maderables 

ARTICULO 97. El aprovechamiento de recursos no ma-
derables únicamente requerirá de un aviso por escrito a la
autoridad competente. El Reglamento o las Normas Ofi-
ciales Mexicanas establecerán los requisitos y casos en que
se requerirá autorización y/o presentación de programas de
manejo simplificado. 

Cuando en un mismo terreno se pretendan realizar aprove-
chamientos comerciales de recursos forestales maderables
y no maderables, los interesados podrán optar por solicitar
las autorizaciones correspondientes en forma conjunta o
separada ante la Secretaría. Los dos tipos de aprovecha-
miento deberán integrarse en forma compatible. 

ARTICULO 98. Cuando se requiera programa de manejo
simplificado y sea elaborado por un responsable técnico,
éste será garante solidario con el titular del aprovecha-
miento, en caso de otorgarse la autorización. 

ARTICULO 99. Solamente se podrá autorizar el aprove-
chamiento de recursos no maderables en riesgo, o especies
amenazadas, en peligro de extinción, raras o sujetas a pro-
tección especial, de acuerdo con las normas oficiales me-
xicanas, cuando se dé prioridad para actividades de restau-
ración, repoblamiento y reintroducción que demuestren
que se contrarresta el riesgo citado. 

ARTICULO 100. No se otorgarán autorizaciones si el
aprovechamiento pudiera poner en riesgo las poblaciones
respectivas y las funciones ambientales de los ecosistemas,

incluyendo suelo, agua y paisaje. En el Reglamento y en
las normas oficiales mexicanas que al efecto se expidan, se
establecerán los criterios, indicadores y medidas corres-
pondientes. 

Sección 4. 
De la Colecta y Uso de los Recursos Forestales 

ARTICULO 101. La colecta y uso de recursos biológicos
forestales con fines de utilización en investigación y/o bio-
tecnología requiere de autorización por parte de la Secreta-
ría. 

La autorización a que se refiere este artículo sólo podrá
otorgarse si se cuenta con el consentimiento escrito previo,
expreso e informado, del propietario o legítimo poseedor
del predio en el que el recurso biológico forestal se en-
cuentre. 

Cuando la colecta se realice por entidades públicas de los
gobiernos federal, estatales o municipales, o bien, por el
dueño del recurso, bastará con que se presente el aviso res-
pectivo ante la Secretaría ajustándose a la Norma Oficial
Mexicana correspondiente y acreditando que se cuenta con
el consentimiento del propietario forestal. 

ARTICULO 102. Las colectas y usos con fines comercia-
les o científicos de los recursos biológicos forestales debe-
rán reconocer los derechos de las comunidades indígenas a
la propiedad, conocimiento y uso de las variedades locales.
El registro y certificaciones de los recursos genéticos fo-
restales o de formas modificadas de las mismas, así como
las patentes obtenidas por personas físicas o morales, será
jurídicamente nulo, sin el reconocimiento previo indicado,
salvo lo acordado en los tratados y convenios internaciona-
les relativos a la materia. 

Cuando además se pretenda aprovechar los conocimientos
de los pueblos y comunidades indígenas sobre los recursos
biológicos forestales, deberá reconocerse la propiedad del
conocimiento de los pueblos indígenas y presentar un con-
venio celebrado entre el solicitante de la autorización a que
se refiere el artículo anterior y la comunidad titular del
conocimiento, en el que se acredite que se cuenta con el
consentimiento previo, expreso e informado de ésta. 

Podrá revocarse el permiso correspondiente si se acredita
que no se satisficieron los requisitos mencionados. 
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ARTICULO 103. También se requerirá de autorización
por parte de la Secretaría, cuando se trate de la colecta de
especies forestales maderables y no maderables con fines
de investigación científica, cuyos términos y formalidades
se estipularán en las normas oficiales mexicanas que se ex-
pidan, así como en las demás disposiciones administrativas
que resulten aplicables. 

En todo caso y cuando sea del interés y aprovechamiento
de la Nación, se deberá garantizar que los resultados de la
investigación estén a disposición del público. 

Las autorizaciones correspondientes a solicitudes que con-
templen la manipulación o modificación genética de ger-
moplasma, para la obtención de organismos vivos genéti-
camente modificados con fines comerciales, deberán
contar previamente con el dictamen favorable de la Secre-
taría y se sujetarán en su caso, a lo dispuesto en la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
y demás disposiciones legales aplicables. 

ARTICULO 104. El aprovechamiento de recursos y mate-
rias primas forestales para uso doméstico, las actividades
silvopastoriles en terrenos forestales y las de agrosilvicul-
tura se sujetarán a lo que establezca el Reglamento de la
presente Ley y a las normas oficiales mexicanas que expi-
da la Secretaría, escuchando a los propietarios de montes y
tierras, y considerando disposiciones u opiniones de otras
Secretarías involucradas. 

ARTICULO 105. La Comisión deberá promover y apoyar
el conocimiento biológico tradicional de los pueblos y co-
munidades indígenas y ejidos, así como el fomento y el
manejo sustentable de los árboles, arbustos y hierbas para
la autosuficiencia y para el mercado, de los productos de
las especies útiles, incluyendo medicinas, alimentos, mate-
riales para la construcción, leña combustible, forrajes de
uso doméstico, fibras, aceites, gomas, venenos, estimulan-
tes, saborizantes, colorantes, insecticidas, ornamentales,
aromatizantes, artesanales y melíferas. 

ARTICULO 106. El aprovechamiento de los recursos fo-
restales, para usos domésticos y colecta para fines de in-
vestigación, en áreas que sean el hábitat de especies de flo-
ra o fauna silvestres endémicas, amenazadas o en peligro
de extinción, deberá hacerse de manera que no se alteren
las condiciones necesarias para la subsistencia, desarrollo y
evolución de dichas especies. 

CAPITULO III. 
Del Manejo Forestal Sustentable y Corresponsable 

Sección 1. 
De los Servicios Técnicos Forestales 

ARTICULO 107. Las personas físicas y morales que pre-
tendan prestar servicios técnicos forestales deberán estar
inscritos en el Registro. El Reglamento y las normas ofi-
ciales mexicanas determinarán los procedimientos, moda-
lidades y requisitos que deberán observarse para la presta-
ción, evaluación y seguimiento de estos servicios. Los
prestadores de estos servicios podrán ser contratados libre-
mente. La Comisión promoverá el establecimiento de pa-
rámetros y criterios para la determinación de honorarios
por estos servicios. 

Cualquier persona física o moral que acredite su compe-
tencia y calidad de acuerdo con lo que establezca el Regla-
mento para tal efecto, podrá prestar servicios técnicos fo-
restales, previa inscripción en el Registro. El Reglamento
establecerá las medidas para encuadrar la prestación de los
Servicios Técnicos Forestales en el Sistema Nacional de
Capacitación y Asistencia Técnica para el Desarrollo Rural
Sustentable, de acuerdo con la legislación aplicable; las
Normas Oficiales Mexicanas determinarán los procedi-
mientos, modalidades y requisitos que deberán observarse
para la prestación, evaluación y seguimiento de estos ser-
vicios. Los prestadores de servicios técnicos forestales po-
drán ser contratados libremente. La Comisión promoverá
el establecimiento de parámetros y criterios para la deter-
minación de honorarios por estos servicios. 

ARTICULO 108. Los servicios técnicos forestales com-
prenden las siguientes actividades: 

I. Elaborar los programas de manejo forestal para el apro-
vechamiento de recursos maderables y no maderables; 

II. Firmar el programa de manejo y ser responsable de la
información contenida en el mismo; así como ser respon-
sable solidario con el titular del aprovechamiento forestal o
de plantaciones forestales comerciales en la ejecución y
evaluación del programa de manejo correspondiente; 

III. Dirigir, evaluar y controlar la ejecución de los progra-
mas de manejo respectivos; 

IV. Elaborar y presentar informes periódicos de evaluación,
de acuerdo con lo que disponga el Reglamento de la
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presente Ley, de manera coordinada con el titular del apro-
vechamiento forestal o de la plantación forestal comercial; 

V. Formular informes de marqueo, conteniendo la informa-
ción que se establezca en el Reglamento de esta Ley; 

VI. Proporcionar asesoría técnica y capacitación a los titu-
lares del aprovechamiento forestal o forestación, para
transferirles conocimientos, tareas y responsabilidades, a
fin de promover la formación de paratécnicos comunita-
rios; 

VII. Participar en la integración de las Unidades de Mane-
jo Forestal; 

VIII. Hacer del conocimiento de la autoridad competente,
de cualquier irregularidad cometida en contravención al
programa de manejo autorizado; 

IX. Elaborar los estudios técnicos justificativos de cambio
de uso de suelo de terrenos forestales; 

X. Capacitarse continuamente en su ámbito de actividad; 

XI. Planear y organizar las tareas de zonificación forestal,
reforestación, restauración, prevención y combate de in-
cendios, plagas y enfermedades forestales, así como de
compatibilidad de usos agropecuarios con los forestales; y 

XII. Las demás que fije el Reglamento.

ARTICULO 109. Los ejidatarios, comuneros y demás
propietarios o poseedores de terrenos forestales o preferen-
temente forestales, que por la carencia de recursos econó-
micos no estén en posibilidades de cubrir los costos de ela-
boración del programa de manejo forestal podrán recurrir a
la Comisión, en los términos del Reglamento de esta Ley,
para que les proporcione asesoría técnica y/o apoyo finan-
ciero para la elaboración de éste; lo cual se hará en la me-
dida de las posibilidades presupuestales de la Comisión y
previa comprobación de la carencia de dichos recursos. 

ARTICULO 110. Los ejidos, comunidades, comunidades
indígenas, sociedades de pequeños propietarios u otras per-
sonas morales relacionadas con el manejo forestal, podrán
crear libremente, respetando sus usos y costumbres, un co-
mité u órgano técnico auxiliar en la gestión y manejo de
aprovechamientos forestales y de plantaciones forestales
comerciales, así como en la ejecución y evaluación de los
programas de manejo forestal respectivos. 

Tratándose de ejidos y comunidades agrarias, el comité u
órgano se constituirá en los términos de la Ley Agraria, y
definirá junto con el prestador de servicios técnicos fores-
tales, los mecanismos de coordinación necesarios. 

ARTICULO 111. La Comisión desarrollará un programa
dirigido a fomentar un sistema de capacitación, reconoci-
mientos, estímulos y acreditación que permita identificar,
tanto a titulares de aprovechamiento como a prestadores de
servicios técnicos forestales, que cumplan oportunamente
y eficientemente los compromisos adquiridos en los pro-
gramas de manejo y en las auditorías técnicas preventivas. 

Sección 2. 
De las Unidades de Manejo Forestal 

ARTICULO 112. La Comisión, en coordinación con las
entidades federativas, delimitarán las unidades de manejo
forestal, tomando como base preferentemente las cuencas,
subcuencas y microcuencas hidrológico-forestales, con el
propósito de lograr una ordenación forestal sustentable,
una planeación ordenada de las actividades forestales y el
manejo eficiente de los recursos forestales. 

La Comisión y los gobiernos de las entidades federativas,
promoverán la organización de los titulares de aprovecha-
mientos forestales, cuyos terrenos estén ubicados dentro
una unidad de manejo forestal. 

Dicha organización realizará, entre otras, las siguientes ac-
tividades: 

I. La integración de la información silvícola generada a ni-
vel predial; 

II. La actualización del material cartográfico de la unidad
respectiva; 

III. La realización de estudios regionales o zonales que
apoyen el manejo forestal a nivel predial; 

IV. La realización de prácticas comunes para la conserva-
ción y restauración de recursos asociados; 

V. La complementación de esfuerzos en las tareas de pre-
vención, detección, control y combate de incendios, plagas
y enfermedades, así como el de tala clandestina y, en su ca-
so, la evaluación y restauración de los daños ocasionados
por estos agentes; 
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VI. La producción de planta para apoyar las actividades de
reforestación con fines de producción, protección, conser-
vación y/o restauración a nivel predial; 

VII. La elaboración del programa anual de actividades pa-
ra la unidad de manejo; 

VIII. La presentación de los informes periódicos de avan-
ces en la ejecución del programa regional o zonal; y 

IX. Distribuir equitativamente entre los integrantes los cos-
tos o gastos adicionales de manejo.

Sección 3. 
De las Auditorías Técnicas Preventivas 

ARTICULO 113. Las auditorias técnicas preventivas, que
realice la Comisión directamente o a través o de terceros
debidamente autorizados, tendrán por objeto la promoción
e inducción al cumplimiento de las disposiciones legales
forestales y ambientales de los programas de manejo res-
pectivos; a través de un examen metodológico para deter-
minar su grado de cumplimiento y en su caso, recomenda-
ciones sobre las medidas preventivas y correctivas
necesarias para realizar un manejo forestal sustentable. 

La Comisión, como resultado de la auditoría técnica pre-
ventiva podrá emitir un certificado que haga constar el ade-
cuado cumplimiento del programa de manejo. 

El Reglamento establecerá los requisitos que deban reunir
los auditores técnicos, que acrediten la formación técnica o
profesional, y la experiencia necesaria. 

Sección 4. 
De la Certificación Forestal 

ARTICULO 114. La Certificación del buen manejo fores-
tal es un medio para acreditar el adecuado manejo forestal,
mejorar la protección de los ecosistemas forestales y faci-
litar el acceso a mercados nacionales e internacionales pre-
ocupados por el futuro de los recursos forestales. 

La Comisión impulsará y promoverá la Certificación del
buen manejo forestal, y el apoyo a los propietarios foresta-
les a fin de que éstos puedan obtener dicho certificado,
dando la intervención que corresponda a las Promotorías
de Desarrollo Forestal. Las tareas de sensibilización de los

compradores finales nacionales e internacionales de pro-
ductos forestales en la compra responsable, en base no só-
lo en precio y calidad, sino también en la sustentabilidad de
los recursos forestales y de esta forma coadyuvar a comba-
tir la madera proveniente de la tala clandestina y la sobre-
explotación. 

El Fondo promoverá la emisión de bonos que acrediten la
conservación de los recursos forestales de acuerdo con lo
previsto en el artículo 141 de esta Ley. 

CAPITULO IV. 
Del transporte, Almacenamiento y 

Transformación de las Materias Primas Forestales 

ARTICULO 115. Quienes realicen el transporte de las ma-
terias primas forestales, sus productos y subproductos, in-
cluida madera aserrada o con escuadría, con excepción de
aquellas destinadas al uso doméstico, deberán acreditar su
legal procedencia con la documentación que para tal efec-
to expidan las autoridades competentes, de acuerdo con lo
previsto en el Reglamento, normas oficiales mexicanas o
demás disposiciones aplicables. 

ARTICULO 116. Para el funcionamiento de centros de al-
macenamiento y transformación de materias primas fores-
tales, se requiere de autorización de la Secretaría de acuer-
do con los requisitos y procedimientos previstos en el
Reglamento o en las normas oficiales mexicanas que para
tal efecto se expidan, los que comprenderán aspectos rela-
cionados con contratos, cartas de abastecimiento, balances
oferta-demanda, libros de registro de entradas y salidas,
inscripciones en el Registro, entre otros. Lo anterior, con
independencia de las licencias, autorizaciones o permisos
que deban otorgar las autoridades locales. 

TITULO QUINTO 
DE LAS MEDIDAS DE 

CONSERVACIÓN FORESTAL 

CAPITULO I. 
Del Cambio de Uso del Suelo en los Terrenos Forestales 

ARTICULO 117. La Secretaría sólo podrá autorizar el
cambio de uso del suelo en terrenos forestales, por excep-
ción, previa opinión técnica de los miembros del Consejo
Estatal Forestal de que se trate y con base en los estudios
técnicos justificativos que demuestren que no se compro-
mete la biodiversidad, ni se provocará la erosión de los
suelos, el deterioro de la calidad del agua o la disminución
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en su captación; y que los usos alternativos del suelo que
se propongan sean más productivos a largo plazo. Estos es-
tudios se deberán considerar en conjunto y no de manera
aislada. 

En las autorizaciones de cambio de uso del suelo en terre-
nos forestales, la autoridad deberá dar respuesta debida-
mente fundada y motivada a las propuestas y observacio-
nes planteadas por los miembros del Consejo Estatal
Forestal. 

No se podrá otorgar autorización de cambio de uso de sue-
lo en un terreno incendiado sin que hayan pasado 20 años,
a menos que se acredite fehacientemente a la Secretaría
que el ecosistema se ha regenerado totalmente, mediante
los mecanismos que para tal efecto se establezcan en el re-
glamento correspondiente. 

Las autorizaciones que se emitan deberán atender lo que,
en su caso, dispongan los programas de ordenamiento eco-
lógico correspondiente, las normas oficiales mexicanas y
demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

La Secretaría, con la participación de la Comisión, coordi-
nará con la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación, la política de uso del sue-
lo para estabilizar su uso agropecuario, incluyendo el
sistema de roza, tumba y quema, desarrollando prácticas
permanentes y evitando que la producción agropecuaria
crezca a costa de los terrenos forestales. 

Las autorizaciones de cambio de uso del suelo deberán ins-
cribirse en el Registro. 

La Secretaría, con la participación de la Comisión, coordi-
nará con diversas entidades públicas, acciones conjuntas
para armonizar y eficientar los programas de construccio-
nes de los sectores eléctrico, hidráulico y de comunicacio-
nes, con el cumplimiento de la normatividad correspon-
diente. 

ARTICULO 118. Los interesados en el cambio de uso de
terrenos forestales, deberán acreditar que otorgaron depó-
sito ante el Fondo, para concepto de compensación am-
biental para actividades de reforestación o restauración y
su mantenimiento, en los términos y condiciones que esta-
blezca el Reglamento. 

CAPITULO II. 
De la Sanidad Forestal 

ARTICULO 119. La Comisión establecerá un sistema
permanente de evaluación y alerta temprana de la condi-
ción sanitaria de los terrenos forestales y difundirá con la
mayor amplitud y oportunidad sus resultados; promoverá y
apoyará los programas de investigación necesarios para re-
solver los problemas fitosanitarios forestales, en el marco
del Sistema de Investigaciones para el Desarrollo Rural
Sustentable, y difundirá, con el apoyo de los gobiernos de
las entidades y de los municipios y de los Consejos, las me-
didas de prevención y manejo de plagas y enfermedades. 

La Secretaría, expedirá las normas oficiales mexicanas pa-
ra prevenir, controlar y combatir las plagas y las enferme-
dades forestales, así como para evaluar los daños, restaurar
el área afectada, establecer procesos de seguimiento y las
obligaciones o facilidades para quienes cuenten con pro-
gramas de manejo vigentes, y las facilidades para quienes
no los dispongan. 

Las dependencias y entidades de la administración pública
federal y, en su caso, las de los gobiernos de las entidades
y de los municipios, en los términos de los acuerdos y con-
venios que se celebren, ejercerán sus funciones en forma
coordinada para detectar, diagnosticar, prevenir, controlar
y combatir plagas y enfermedades forestales. 

Corresponderá a la Comisión y, en su caso, a las entidades
federativas, la realización de acciones de saneamiento fo-
restal. 

ARTICULO 120. Las medidas fitosanitarias que se apli-
quen para la prevención, control y combate de plagas y en-
fermedades que afecten a los recursos y ecosistemas fores-
tales, se realizarán de conformidad con lo previsto en esta
Ley, así como por la Ley Federal de Sanidad Vegetal en lo
que no se oponga a la presente Ley, su Reglamento y las
normas oficiales mexicanas específicas que se emitan. 

La Secretaría expedirá los certificados y autorizaciones re-
lacionadas con la aplicación de medidas fitosanitarias para
el control de plagas y autorizaciones. 

Cuando por motivos de sanidad forestal sea necesario rea-
lizar un aprovechamiento o eliminación de la vegetación
forestal, deberá implementarse un programa que permita la
reforestación, restauración y conservación de suelos, es-
tando obligados los propietarios, poseedores o usufructua-
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rios a restaurar mediante la regeneración natural o artificial
en un plazo no mayor a dos años. 

ARTICULO 121. Los ejidatarios, comuneros y demás
propietarios o poseedores de terrenos forestales o preferen-
temente forestales, así como los titulares de autorizaciones
de aprovechamiento de recursos forestales, quienes reali-
cen actividades de forestación o plantaciones forestales co-
merciales y de reforestación, los prestadores de servicios
técnicos forestales responsables de los mismos y los res-
ponsables de la administración de las áreas naturales prote-
gidas, en forma inmediata a la detección de plagas o enfer-
medades, estarán obligados a dar aviso de ello a la
Secretaría o a la autoridad competente de la entidad fede-
rativa. Quienes detenten autorizaciones de aprovechamien-
to forestal y sus responsables técnicos forestales, estarán
obligados a ejecutar los trabajos de sanidad forestal, con-
forme a los tratamientos contemplados en los Programas de
Manejo y a los lineamientos que se les proporcionen por la
Secretaría, en los términos de las disposiciones aplicables. 

Cuando los trabajos de sanidad forestal no se ejecuten o
siempre que exista riesgo grave de alteración o daños al
ecosistema forestal, la Comisión realizará los trabajos co-
rrespondientes con cargo a los obligados, quienes deberán
pagar la contraprestación respectiva que tendrá el carácter
de crédito fiscal y su recuperación será mediante el proce-
dimiento económico coactivo correspondiente, excepto
aquéllos que careciendo de recursos soliciten el apoyo de
la Comisión. 

CAPITULO III. 
De la Prevención, Combate y Control 

de Incendios Forestales 

ARTICULO 122. La Secretaría dictará las normas oficia-
les mexicanas que deberán regir en la prevención, comba-
te y control de incendios forestales, para evaluar los daños,
restaurar el área afectada y establecer los procesos de se-
guimiento, así como los métodos y formas de uso del fue-
go en los terrenos forestales y agropecuarios colindantes. 

Quienes hagan uso del fuego en contravención de las dis-
posiciones de las normas mencionadas, recibirán las san-
ciones que prevé la presente ley, sin perjuicio de las esta-
blecidas en las leyes penales. 

ARTICULO 123. La Comisión coordinará las acciones de
prevención, combate y control especializado de incendios

forestales y promoverá la asistencia de las demás depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal,
de las entidades federativas y de los municipios, en los tér-
minos de la distribución de competencias y de los acuerdos
o convenios que para tal efecto se celebren. 

La autoridad municipal deberá atender el combate y con-
trol de incendios; y en el caso de que los mismos superen
su capacidad operativa de respuesta, acudirá a la instancia
estatal. Si ésta resultase insuficiente, se procederá a infor-
mar a la Comisión, la cual actuará de acuerdo con los pro-
gramas y procedimientos respectivos. El Servicio Nacional
Forestal definirá los mecanismos de coordinación perti-
nentes con el Sistema Nacional de Protección Civil. 

La Comisión, así como los gobiernos de las entidades y de
los municipios, procurarán la participación de los organis-
mos de los sectores social y privado, para los efectos seña-
lados en el párrafo que antecede y organizará campañas
permanentes de educación, capacitación y difusión de las
medidas para prevenir, combatir y controlar los incendios
forestales. 

Sin perjuicio de lo anterior, las legislaciones locales esta-
blecerán los mecanismos de coordinación entre la entidad
y los municipios en la materia a que se refiere este capítu-
lo. 

ARTICULO 124. Los propietarios y poseedores de los te-
rrenos forestales y preferentemente forestales y sus colin-
dantes, quienes realicen el aprovechamiento de recursos
forestales, la forestación o plantaciones forestales comer-
ciales y reforestación, así como los prestadores de servicios
técnicos forestales responsables de los mismos y los encar-
gados de la administración de las áreas naturales protegi-
das, estarán obligados a ejecutar trabajos para prevenir,
combatir y controlar incendios forestales, en los términos
de las normas oficiales mexicanas aplicables. Asimismo,
todas las autoridades y las empresas o personas relaciona-
das con la extracción, transporte y transformación, están
obligadas a reportar a la Comisión la existencia de los co-
natos o incendios forestales que detecten. 

ARTICULO 125. Los propietarios, poseedores y usufruc-
tuarios de terrenos de uso forestal están obligados a llevar
a cabo, en caso de incendio, la restauración de la superficie
afectada en el plazo máximo de dos años, debiendo ser res-
taurada la cubierta vegetal afectada, mediante la reforesta-
ción artificial, cuando la regeneración natural no sea posible,
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poniendo especial atención a la prevención, control y com-
bate de plagas y enfermedades. 

Cuando los dueños o poseedores de los predios dañados
demuestren su imposibilidad para cumplirlo directamente,
podrán solicitar fundadamente a las autoridades municipa-
les, estatales o federales, el apoyo para realizar dichos tra-
bajos. De igual manera, los titulares o poseedores de los
predios afectados que no hayan sido responsables del in-
cendio, podrán solicitar el apoyo para los trabajos de res-
tauración en los términos que se establezcan como instru-
mentos económicos o se prevean en el Reglamento. 

En el caso de que haya transcurrido el plazo de dos años sin
que el propietario hubiera procedido a la restauración, la
Comisión realizará los trabajos correspondientes con cargo
a ellos, quienes deberán pagar la contraprestación respecti-
va en los términos de las disposiciones aplicables, que ten-
drá el carácter de crédito fiscal y su recuperación será me-
diante el procedimiento económico coactivo corres-
pondiente. 

Cuando los propietarios, poseedores y usufructuarios de te-
rrenos de uso forestal que hayan sido afectados por incen-
dio, comprueben fehacientemente que los daños sean de
una magnitud tal que requieran de un proceso de restaura-
ción mayor a los dos años, podrán acudir ante la Comisión
a que se le amplié el plazo a que se refieren los primeros
dos párrafos de este artículo, así como la gestión de apoyos
mediante los programas federales y estatales aplicables. 

CAPITULO IV. 
De la Conservación y Restauración 

ARTICULO 126. La Secretaría y la Comisión, escuchan-
do la opinión de los Consejos y tomando en cuenta los re-
querimientos de recuperación en zonas degradadas y las
condiciones socioeconómicas de los habitantes de las mis-
mas, promoverán la elaboración y aplicación de programas
e instrumentos económicos que se requieran para fomentar
las labores de conservación y restauración de los recursos
forestales y las cuencas hídricas. 

Las acciones de dichos programas y los instrumentos eco-
nómicos a que se refiere el párrafo anterior, serán incorpo-
rados en el Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Rural, incluyendo las previsiones presupuestarias
de corto y mediano plazo, necesarias para su instrumenta-
ción, dando preferencia a los propios dueños y poseedores
de los recursos forestales para su ejecución. 

ARTICULO 127. Cuando se presenten procesos de de-
gradación o desertificación, o graves desequilibrios eco-
lógicos en terrenos forestales o preferentemente foresta-
les, la Comisión formulará y ejecutará, en coordinación
con los propietarios, programas de restauración ecológi-
ca con el propósito de que se lleven a cabo las acciones
necesarias para la recuperación y restablecimiento de las
condiciones que propicien la evolución y continuidad de
los procesos naturales que en ellos se desarrollaban, in-
cluyendo el mantenimiento del régimen hidrológico y la
prevención de la erosión y la restauración de los suelos
forestales degradados. 

Los propietarios, poseedores, usufructuarios o usuarios de
terrenos forestales o preferentemente forestales están obli-
gados a realizar las acciones de restauración y conserva-
ción pertinentes y aquellas que para tal caso dicte la Secre-
taría. En el caso de que éstos demuestren carecer de
recursos, la Secretaría los incorporará a los programas de
apoyo que instrumente, de acuerdo a las asignaciones que
para tal fin se contemplen en el Presupuesto de Egresos de
la Federación o, en su caso, realizará por su cuenta, con
acuerdo de los obligados, los trabajos requeridos. 

ARTICULO 128. El Ejecutivo Federal, con base en los es-
tudios técnicos que se elaboren para justificar la medida,
previa opinión técnica de los Consejos y respetando la ga-
rantía de audiencia de ejidatarios, comuneros y demás pro-
pietarios o poseedores de los terrenos afectados, así como
de los titulares de autorizaciones de aprovechamiento de
recursos forestales maderables y forestación sobre dichos
terrenos, podrá decretar, como medida de excepción, vedas
forestales cuando éstas: 

I. Constituyan justificadamente modalidades para el mane-
jo de los recursos forestales comprendidos en las declara-
torias de áreas naturales protegidas; 

II. Formen parte de las acciones o condiciones establecidas
para las áreas que se declaren como de zonas de restaura-
ción ecológica; o 

III. Tengan como finalidad la conservación, repoblación,
propagación, diseminación, aclimatación o refugio de es-
pecies forestales endémicas, amenazadas, en peligro de ex-
tinción o sujetas a protección especial.
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Se exceptuarán de las vedas los terrenos en los que se rea-
lice el aprovechamiento forestal o la forestación de confor-
midad con los instrumentos de manejo establecidos en la
presente ley, en tanto no se ponga en riesgo grave e inmi-
nente la biodiversidad, de acuerdo con los criterios e indi-
cadores que al efecto se emitan. 

En este último caso la veda tendrá carácter precautorio, de-
berá referirse en forma específica al programa de manejo
respectivo y sólo podrá abarcar la fracción del área forestal
afectada por el riesgo a la biodiversidad. La Secretaría so-
licitará a los titulares la modificación de los programas de
manejo respectivos, segregando de los mismos las superfi-
cies afectadas. Así mismo se establecerá un programa que
tenga como finalidad atacar las causas que originan la ve-
da y asegurarse al término de la misma que dichas causas
no se repitan. 

Los proyectos de veda deberán publicarse en el Diario Ofi-
cial de la Federación, y se notificaran previamente a los po-
sibles afectados en forma personal cuando se conocieren
sus domicilios; en caso contrario, se hará una segunda pu-
blicación la que surtirá efectos de notificación. 

Los decretos que establezcan vedas forestales, precisarán
las características, temporalidad, excepciones y límites de
las superficies o recursos forestales vedados, así como, en
su caso, las medidas que adoptará el Ejecutivo Federal pa-
ra apoyar a las comunidades afectadas. Dichos decretos se
publicarán en dos ocasiones en el Diario Oficial de la Fe-
deración y, por una sola vez, en los diarios de mayor circu-
lación de los estados de la Federación y el Distrito Federal
donde se ubiquen los terrenos y recursos forestales veda-
dos. 

Las dependencias y entidades de la Administración Públi-
ca Federal y, en su caso, las de los gobiernos de los estados
de la Federación, del Distrito Federal y de los municipios,
en los términos de los acuerdos y convenios que se cele-
bren, prestarán su colaboración para que se cumpla con lo
que señalen las vedas forestales. 

ARTICULO 129. Para fines de restauración y conserva-
ción, la Secretaría, escuchando la opinión técnica de los
Consejos y de la Comisión Nacional del Agua, declarará
áreas de protección en aquellas franjas, riberas de los ríos,
quebradas, arroyos permanentes, riberas de los lagos y em-
balses naturales, riberas de los lagos o embalses artificiales
construidos por el Estado y sus instituciones, áreas de re-
carga y los mantos acuíferos, con los límites, extensiones,

ubicaciones y requerimientos pertinentes, sobre la base de
criterios, indicadores o a la Norma Oficial Mexicana. 

En todos los casos, los propietarios, poseedores, usufruc-
tuarios o usuarios de los predios correspondientes, deberán
ser escuchados previamente. 

Los predios que se encuentren dentro de estas áreas de pro-
tección, se consideran que están dedicados a una función
de interés público. En caso de que dichas áreas se encuen-
tren deforestadas, independientemente del régimen jurídi-
co a que se encuentren sujetas, éstas deberán ser restaura-
das mediante la ejecución de programas especiales. 

Para tal efecto, la Comisión en atención a la solicitud de los
interesados coordinará la elaboración de los estudios técni-
cos pertinentes con la participación de los gobiernos esta-
tales, municipales y dependencias o entidades públicas, así
como de los propietarios y poseedores, y propondrá a la
Secretaría la emisión de la declaratoria respectiva. 

ARTICULO 130. La Secretaría emitirá normas oficiales
mexicanas tendientes a prevenir y controlar el sobrepasto-
reo en terrenos forestales; determinar coeficientes de agos-
tadero; evaluar daños a suelos y pastos; regular los proce-
sos de reforestación y restauración de áreas afectadas; y a
compatibilizar las actividades silvopastoriles. 

CAPITULO V. 
De la Reforestación y Forestación 

con Fines de Conservación y Restauración 

ARTICULO 131. La reforestación que se realice con pro-
pósitos de conservación y restauración, las actividades de
forestación y las prácticas de agrosilvicultura en terrenos
degradados de vocación forestal no requerirán de autoriza-
ción y solamente estarán sujetas a las normas oficiales me-
xicanas, en lo referente a no causar un impacto negativo
sobre la biodiversidad. 

Las acciones de reforestación que se lleven a cabo en los
terrenos forestales sujetos al aprovechamiento deberán in-
cluirse en el programa de manejo forestal correspondiente.
El prestador de servicios técnicos forestales que, en su ca-
so, funja como encargado técnico será responsable solida-
rio junto con el titular, de la ejecución del programa en es-
te aspecto. 

Los tres órdenes de gobierno impulsarán la reforestación
con especies forestales autóctonas o nativas. La norma oficial
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mexicana definirá las especies de vegetación forestal exó-
tica, que por sus características biológicas afecten los pro-
cesos o patrones de distribución de la vegetación forestal
nativa en terrenos forestales y preferentemente forestales,
cuya autorización esté prohibida. 

La reforestación o forestación de las áreas taladas será una
acción prioritaria en los programas de manejo prediales,
zonales o regionales. 

Para los efectos del presente capítulo, se consideran priori-
tarias las zonas incendiadas, especialmente las que hayan
sufrido incendios reiterados.En los programas de reforesta-
ción que promueva y apoye la Comisión se dará énfasis a
la demanda y necesidades de campesinos y sociedad; a pre-
cisar en cada tipo de reforestación de acuerdo con sus ob-
jetivos, especies a plantar y a reproducir en los viveros,
metas a lograr especialmente en términos de calidad de la
planta y mayor supervivencia en el terreno; así como a es-
tablecer un sistema de incentivos para la reforestación y su
mantenimiento durante los primeros años sobre bases de
evaluación de resultados. 

ARTICULO 132. La Comisión, en coordinación con las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, promoverá el desarrollo de un sistema de mejora-
miento genético forestal, con la evaluación y registro de
progenitores, la creación áreas y huertos semilleros, vive-
ros forestales de maderables y no maderables, y bancos de
germoplasma, auspiciando su operación por los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios, así como
por los propietarios y poseedores de terrenos forestales o
los titulares de autorizaciones de aprovechamiento de re-
cursos forestales maderables y no maderables, de foresta-
ción y plantaciones comerciales, organizados en las Unida-
des de Manejo Forestal, dando intervención a los
responsables de los servicios técnico forestales 

CAPITULO VI. 
De los Servicios Ambientales Forestales 

ARTICULO 133. En el marco de los tratados internacio-
nales y disposiciones nacionales aplicables, la Secretaría
promoverá el desarrollo de un mercado de bienes y servi-
cios ambientales que retribuya los beneficios prestados por
los dueños y poseedores de recursos forestales a otros sec-
tores de la sociedad. 

ARTICULO 134. La Secretaría promoverá la formación
de profesionales o técnicos, así como de empresas, los cua-

les estén capacitados para certificar, evaluar y monitorear
los bienes y servicios ambientales, para el otorgamiento de
asesoría técnica y capacitación a los titulares de los apro-
vechamientos forestales en la materia y para enlazarlos con
los usuarios o beneficiarios de los bienes y servicios am-
bientales, así como a los mercados correspondientes en el
ámbito nacional e internacional. 

CAPITULO VII. 
Del Riesgo y Daños Ocasionados a los Recursos

Forestales, al Medio Ambiente, Ecosistemas 
o sus Componentes 

ARTICULO 135. Cuando la Secretaría, con base en estu-
dios técnicos, determine la existencia de un riesgo a los re-
cursos forestales, el medio ambiente, los ecosistemas o sus
componentes, requerirá mediante notificación a los ejidata-
rios, comuneros y demás propietarios o poseedores de te-
rrenos forestales o de preferentemente forestal, la realiza-
ción de las actividades necesarias para evitar la situación
de riesgo, con el apercibimiento de que en caso de no rea-
lizarlas en el término que se le conceda para ello, la Secre-
taría realizará los trabajos correspondientes con cargo a los
obligados. El monto de las erogaciones que se realicen se-
rá considerado como crédito fiscal, mismo que será recu-
perable por conducto de la autoridad competente mediante
el procedimiento económico coactivo. 

ARTICULO 136. Lo dispuesto en el artículo anterior, se-
rá aplicable con independencia de que se cuente o no con
las autorizaciones, permisos o licencias correspondientes o
se cause un daño a los recursos y bienes a que se refiere es-
te artículo. 

De igual forma, se entenderá sin perjuicio de las sanciones
administrativas que en su caso procedan y de las sanciones
o penas en que incurran los responsables, de conformidad
con las disposiciones legales aplicables. 

En el caso de que se ocasionen daños a los recursos fores-
tales, al medio ambiente, a sus ecosistemas o componentes,
el responsable deberá cubrir la indemnización económica
correspondiente, previa cuantificación de los daños, sin
perjuicio de la aplicación de las sanciones administrativas
o legales que procedan conforme a esta ley y demás dispo-
siciones legales aplicables. 

Los jueces podrán calcular el monto a pagar por concepto
de pago por daños ocasionados a los ecosistemas o a terce-
ros con base en lo dispuesto por la legislación aplicable. 
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TITULO SEXTO 
DEL FOMENTO AL DESARROLLO FORESTAL 

CAPITULO I. 
De los Instrumentos Económicos del Fomento Forestal 

Sección 1. 
De los Incentivos Económicos 

ARTICULO 137. Las medidas, programas e instrumentos
económicos relativos al desarrollo de la actividad forestal,
deberán sujetarse a las disposiciones de las Leyes de In-
gresos, de Presupuesto de Egresos de la Federación y de la
de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio
fiscal que corresponda y deberán asegurar su eficacia, se-
lectividad y transparencia y podrán considerar el estableci-
miento y vinculación de cualquier mecanismo normativo o
administrativo de carácter fiscal, financiero y de mercado
establecidos en otras leyes, incluyendo los estímulos fisca-
les, los créditos, las fianzas, los seguros, los fondos y los fi-
deicomisos, así como las autorizaciones en materia fores-
tal, cuando atiendan o posibiliten la realización de los
propósitos y objetivos prioritarios de promoción y desarro-
llo forestal. En todo caso los programas e instrumentos
económicos deberán prever la canalización efectiva y sufi-
ciente de apoyos para fomentar las actividades forestales. 

Sin perjuicio de lo que establezcan otras disposiciones le-
gales, respecto de la coordinación en la materia entre los
sectores público y privado y los distintos órdenes de go-
bierno, corresponderá a la Comisión, en el ámbito de su
competencia, conducir, coordinar o participar en la aplica-
ción, otorgamiento y evaluación de las medidas, programas
e instrumentos a que se refiere este artículo. 

ARTICULO 138. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y la Comisión, diseñarán, propondrán y aplicarán
medidas para asegurar que el Estado, la sociedad y los par-
ticulares, coadyuven financieramente para la realización de
tareas de conservación, protección, restauración, vigilan-
cia, silvicultura, ordenación y manejo sustentable de los
ecosistemas forestales. 

La Federación establecerá estímulos fiscales y creará los
instrumentos crediticios adecuados para el financiamiento
de la actividad forestal, incluyendo tasas de interés prefe-
rencial. Para reducir los riesgos asociados a la producción
forestal, la Federación establecerá los instrumentos ade-
cuados para el aseguramiento a largo plazo de la misma. 

La Federación garantizará mecanismos de apoyo para im-
pulsar el desarrollo forestal sustentable, como los destina-
dos al Programa de Desarrollo Forestal, al Programa de
Plantaciones Forestales Comerciales y a los de Reforesta-
ción y Conservación de Suelos, y demás que se establez-
can. Asimismo buscará la ampliación los montos asignados
y el mejoramiento constante de sus respectivos esquemas
de asignación y evaluación, preferentemente con base en
las necesidades y prioridades de las Unidades de Manejo
Forestal y de los propietarios forestales. 

El Poder Legislativo Federal asignará anualmente las par-
tidas necesarias para atender el funcionamiento y opera-
ción de los mencionados programas de apoyo. 

En el caso de terceros que se beneficien directa o indirec-
tamente por la existencia de una cubierta forestal, la Fede-
ración podrá establecer cuotas para la compensación de los
bienes y servicios ambientales. 

ARTICULO 139. La Federación, las Entidades Federati-
vas, en el ámbito de sus respectivas competencias y escu-
chando la opinión del Consejo, diseñarán, desarrollarán y
aplicarán instrumentos económicos que incentiven el cum-
plimiento de los objetivos de la política forestal, y median-
te los cuales se buscará de manera prioritaria y no limitati-
va: 

I. Aumentar la productividad silvícola de las regiones y zo-
nas con bosques y selvas predominantemente comerciales
o para uso doméstico; 

II. Restaurar terrenos forestales degradados; 

III. Apoyar la valoración y producción de bienes y servi-
cios ambientales; 

IV. La ejecución de acciones de prevención y combate de
incendios y saneamiento forestal por parte de los propieta-
rios forestales; 

V. En las reforestaciones y forestaciones, mejorar la cali-
dad y elevar la supervivencia de la planta en el terreno; 

VI. La capacitación, formación y evaluación continua de
prestadores de servicios técnicos forestales; 

VII. El impulso a la participación comunitaria en zonifica-
ción forestal u ordenamiento ecológico, como base de los
Programas de Manejo Forestal; 
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VIII. La elaboración, aplicación y monitoreo de los pro-
gramas de manejo forestal maderable y no maderable y de
plantaciones forestales comerciales por parte de los propie-
tarios forestales; 

IX. El desarrollo de la silvicultura comunitaria y aplicación
de métodos, prácticas y sistemas silvícolas, de ordenación
forestal; 

X. El fomento a los procesos de certificación; 

XI. La capacitación de los propietarios forestales; 

XII. Promover los intercambios campesinos forestales y
agroforestales; 

XIII. El fortalecimiento de las capacidades de gestión de
los propietarios forestales, impulsando la utilización y mer-
cadeo de nuevas especies y productos maderables y no ma-
derables; 

XIV. La asesoría y capacitación jurídica, administrativa,
técnica y económica a micro y pequeñas empresas para la
industrialización primaria y el desarrollo de productos y
subproductos forestales y su comercialización, así como el
desarrollo e integración de la cadena productiva; 

XV. El establecimiento de programas de apoyo a largo pla-
zo que contemplen todas las etapas del ciclo de producción
forestal; 

XVI. La planeación y construcción de infraestructura fo-
restal; 

XVII. El desarrollo y aplicación de sistemas de extracción
y aprovechamiento y el fomento que aumenten productivi-
dad y minimicen los impactos al ecosistema y promuevan
la conservación y mejoramiento del bosque, el agua y el
suelo; 

XVIII. El desarrollo de mecanismos especiales de finan-
ciamiento promocional que tomen en cuenta el largo plazo
de formación del producto forestal, las bajas tasas de inte-
rés generadas por su lento crecimiento y los riesgos de su
producción; 

XIX. La promoción de la cultura, la educación continua y
capacitación forestal; y 

XX. El apoyo a la investigación, el desarrollo tecnológico,
la divulgación científica y la transferencia del conocimien-
to y tecnologías, fomentando los mecanismos de vincula-
ción entre los académicos o investigadores y los usuarios
de los servicios y el uso de las investigaciones.

Los instrumentos que se apliquen deberán observar las dis-
posiciones contenidas en los acuerdos y tratados comercia-
les internacionales de los que México sea parte. 

ARTICULO 140. La Comisión deberá promover y difun-
dir a nivel nacional, regional o local, según sea el caso, las
medidas, programas e instrumentos económicos a que se
refiere este capítulo, con el propósito de que lleguen de
manera oportuna a los interesados. De igual manera, debe-
rá establecer los mecanismos de asesoría necesarios para
facilitar el acceso de los instrumentos respectivos. 

ARTICULO 141. Dentro de los incentivos económicos se
podrá crear un bono que acredite la conservación del re-
curso forestal por el Fondo Forestal Mexicano de acuerdo
a la disponibilidad de recursos, a fin de retribuir a los pro-
pietarios o poseedores de terrenos forestales por los bienes
y servicios ambientales generados. 

El reglamento respectivo determinará los procedimientos
de emisión y asignación de estos bonos, los cuales tendrán
el carácter de títulos de crédito nominativos y, por lo tanto,
adquirirán alguna de las formas que establece la ley Gene-
ral de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Sección 2. 
Del Fondo Forestal Mexicano 

ARTICULO 142. El Fondo Forestal Mexicano será el ins-
trumento para promover la conservación, incremento,
aprovechamiento sustentable y restauración de los recursos
forestales y sus recursos asociados facilitando el acceso a
los servicios financieros en el mercado, impulsando pro-
yectos que contribuyan a la integración y competitividad
de la cadena productiva y desarrollando los mecanismos de
cobro y pago de bienes y servicios ambientales. 

El Fondo Forestal Mexicano operará a través de un Comi-
té Mixto, en él habrá una representación equilibrada y pro-
porcionada del sector público federal, así como de las or-
ganizaciones privadas y sociales de productores forestales. 
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La existencia del Fondo no limita la creación de diversos
fondos privados o sociales que tengan una relación directa
con el desarrollo forestal. 

ARTICULO 143. El Fondo Forestal Mexicano se podrá
integrar con: 

I. Las aportaciones que efectúen los gobiernos federal, es-
tatales, del Distrito Federal y municipales; 

II. Créditos y apoyos de organismos nacionales e interna-
cionales; 

III. Las aportaciones y donaciones de personas físicas o
morales de carácter privado, mixto, nacionales e interna-
cionales; 

IV. Las aportaciones provenientes de los aranceles que se
impongan a los bienes forestales importados; 

V. El producto de sus operaciones y de la inversión de fon-
dos libres en valores comerciales o del sector público; 

VI. Un cinco por ciento del monto del bono certificado, a
que se refieren los artículos 114 y 141 de esta Ley; 

VII. El cobro por bienes y servicios ambientales y por asis-
tencia técnica; 

VIII. La transferencia de recursos de los usuarios de las
cuencas hidrológicas; y 

IX. Los demás recursos que obtenga por cualquier otro
concepto.

Los recursos que el Fondo Forestal Mexicano obtenga por
el cobro de bienes y servicios ambientales se entregarán di-
rectamente a los proveedores de dichos servicios y una par-
te se destinará a cubrir los costos de esta operación. 

Las aportaciones que las personas físicas o morales de ca-
rácter privado hagan al Fondo Forestal Mexicano serán de-
ducibles del Impuesto sobre la Renta. 

CAPITULO II. 
De la Infraestructura para el Desarrollo Forestal 

ARTICULO 144. La Federación, a través de las depen-
dencias y entidades competentes, en coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas y de los municipios,

promoverá el desarrollo de infraestructura para el desarro-
llo forestal, de acuerdo con los mecanismos previstos en la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, las cuales consistirán
en: 

I. Electrificación; 

II. Obras hidráulicas; 

III. Obras de conservación de suelos y aguas; 

IV. Construcción y mantenimiento de caminos forestales 

V. Torres para la detección y combate de incendios foresta-
les; y 

VI. Las demás que se determinen como de utilidad e inte-
rés público.

A fin de lograr la integralidad del desarrollo forestal, en la
ampliación y modernización de la infraestructura se aten-
derán las necesidades de los ámbitos social y económico de
las regiones, cuencas, subcuencas y zonas con mayor reza-
go económico y social. 

El desarrollo de la infraestructura se sujetará a las disposi-
ciones previstas en el Capítulo I del Título Quinto de esta
Ley y demás disposiciones aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público promoverá in-
centivos fiscales para aquellos que inviertan en infraestruc-
tura a que se refieren las fracciones III, IV y V del presen-
te artículo. 

ARTICULO 145. La Comisión se coordinará con las Se-
cretarías y entidades de la Federación que tengan a su car-
go las funciones de impulsar los programas de electrifica-
ción, desarrollo hidráulico, conservación de suelos y aguas,
infraestructura vial y de ampliación de la comunicación ru-
ral, para que la promoción de acciones y obras respondan a
conceptos de desarrollo integral. 

La Comisión coordinará junto con la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes y los Gobiernos de las Entidades
Federativas, un esfuerzo de promoción de infraestructura
vial en las regiones forestales del país, con la misión pri-
mordial de captar y colocar recursos para proyectos de
apertura, mejoramiento, conservación y pavimentación,
promoviendo la participación, colaboración, aportación y
ejecución de los diferentes sectores productivos, vigilando
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su desarrollo; formándose comités de caminos forestales,
los cuales podrán contar con su propia maquinaria. 

Las autoridades competentes vigilarán que la construcción
de redes de electricidad, obras hidráulicas y caminos en te-
rrenos forestales causen el menor daño a los ecosistemas
forestales, respetando la densidad de la red de caminos y
brechas forestales. 

Las especificaciones para mitigar los impactos se estable-
cerán en las normas oficiales mexicanas correspondientes. 

CAPITULO III. 
De la Investigación para el Desarrollo 

Forestal Sustentable 

ARTICULO 146. La Comisión coordinará los esfuerzos y
acciones que en materia de investigación, desarrollo, inno-
vación y transferencia tecnológica requiera el sector pro-
ductivo e industrial forestal del país y, con la opinión del
los Consejos que correspondan, proveerá en materia de in-
vestigación forestal a: 

I. Formular y coordinar la política de investigación forestal
y el Programa Nacional de Investigación y Desarrollo Tec-
nológico Forestal del país, apoyándose en los centros de in-
vestigación e instituciones de educación superior dedica-
das a lo forestal; 

II. Identificar las áreas y proyectos prioritarios en materia
forestal en las que sea necesario apoyar actividades de in-
vestigación, desarrollo, innovación y transferencia tecnoló-
gica forestal; 

III. Crear y coordinar mecanismos a través de los cuales se
otorguen financiamientos para proyectos específicos a ins-
tituciones de educación superior públicas o privadas, cen-
tros de investigación o estudio, e instituciones públicas y
privadas que demuestren capacidad para llevar a cabo in-
vestigaciones, desarrollo e innovaciones tecnológicas en
materia forestal; 

IV. Coadyuvar en la creación de programas con el objeto de
que otras instituciones públicas y privadas, nacionales y
extranjeras, destinen recursos a actividades de investiga-
ción, desarrollo e innovación tecnológica; 

V. Integrar y coordinar las investigaciones, los resultados
obtenidos o los productos generados con los de otras insti -

tuciones vinculadas con el estudio, el aprovechamiento, la
conservación y protección de los recursos naturales; 

VI. Impulsar la investigación y desarrollo tecnológico en
materia forestal, particularmente en aquellas instituciones
vinculadas directamente con la Comisión, con instituciones
de educación superior, institutos, organismos e institucio-
nes que demuestren contribuir con su trabajo a mejorar la
actividad forestal; 

VII. Promover la transferencia de tecnología y los resulta-
dos de la investigación forestal requerida para conservar,
proteger, restaurar y aprovechar en forma óptima y susten-
table los recursos forestales del país; 

VIII. Promover el intercambio científico y tecnológico en-
tre los investigadores e instituciones académicas, centros
de investigación e instituciones de educación superior del
país, así como con otros países; y 

IX. Impulsar la investigación participativa con los campe-
sinos, productores, prestadores de servicios técnicos fores-
tales e industriales.

En la formulación y coordinación de la política de investi-
gación forestal y el Programa Nacional de Investigación y
Desarrollo Tecnológico Forestal del país, la Comisión con-
siderará las propuestas de otras entidades paraestatales, go-
biernos de las entidades, consejos estatales de ciencia y
tecnología, dependencias, institutos, instituciones de edu-
cación superior, así como de los sectores productivo e in-
dustrial. 

El Instituto Nacional de Investigaciones Forestales, Agrí-
colas y Pecuarias, se coordinará en lo conducente con la
Comisión en el diseño de las políticas y programas de in-
vestigación y desarrollo tecnológico forestal que realice di-
cho Instituto, a fin de garantizar su congruencia con el Pro-
grama Nacional de Investigación y Desarrollo Tecnológico
Forestal. 

CAPITULO IV. 
De la Cultura, Educación y Capacitación Forestales 

ARTICULO 147. La Comisión en coordinación con las
dependencias competentes de la Administración Pública
Federal y las correspondientes de los estados y el Distrito
Federal, organizaciones e instituciones públicas, privadas y
sociales, realizará en materia de cultura forestal las si-
guientes acciones: 
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I. Promover y realizar campañas permanentes de difusión y
eventos especiales orientados al logro de la participación
organizada de la sociedad en programas inherentes al des-
arrollo forestal sustentable; 

II. Alentar la recopilación, análisis y divulgación de inves-
tigaciones forestales exitosas en el ámbito regional, nacio-
nal e internacional; 

III. Establecer espacios orientados a elevar el nivel de cul-
tura, educación y capacitación forestales; 

IV. Promover la actualización de los contenidos programá-
ticos en materia de conservación, protección, restauración
y aprovechamientos forestales en el sistema educativo na-
cional, que fortalezcan y fomenten la cultura forestal; 

V. Propiciar la divulgación, el uso, respeto y reconoci-
miento de costumbres, tradiciones y prácticas culturales
propias de los pueblos y comunidades indígenas que habi-
tan en las regiones forestales; 

VI. Contribuir al diseño, formulación, elaboración y publi-
cación de materiales de comunicación educativa y guías
técnicas actualizadas, que reorienten la relación de la so-
ciedad y lo forestal; 

VII. Fomentar la formación de formadores y promotores
forestales voluntarios; 

VIII. Promover los criterios de política forestal previstos
en la presente Ley; y 

IX. Otras que sean de interés para desarrollar y fortalecer
la cultura forestal.

ARTICULO 148. En materia de educación y capacitación,
la Comisión, en coordinación con la Secretaría de Educa-
ción Pública y con las demás dependencias o entidades
competentes de los tres órdenes de gobierno, así como de
los sectores social y privado, realizará las siguientes accio-
nes: 

I. Promover la formación, capacitación y superación de
técnicos y profesionistas forestales para todos los ecosiste-
mas forestales del país, poniendo atención en aquellos don-
de existan faltantes como en bosques templados y selvas
tropicales alteradas, trópico húmedo y selvas bajas; 

II. Recomendar la actualización constante de los planes de
estudios de carreras forestales y afines, que se impartan por
escuelas públicas o privadas; 

III. Organizar programas de formación continua y actuali-
zación de los servidores públicos del ramo forestal federal,
estatal y municipal; 

IV. Apoyar la formación, capacitación y actualización de
los prestadores de Servicios Técnicos Forestales y Am-
bientales; 

V. Impulsar programas de educación y capacitación fores-
tal destinados a propietarios y productores forestales, así
como de los pobladores de regiones forestales, en materia
de conservación, protección, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los recursos forestales, así como en
materia de contingencias, emergencias e incendios foresta-
les; 

VI. Formular programas de becas para la formación y ca-
pacitación forestal; y 

VII. Promover la competencia laboral y su certificación.

Las anteriores acciones se considerarán enunciativas y no
limitativas. 

TITULO SEPTIMO 
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN MATERIA

FORESTAL 

CAPITULO I. 
Del Derecho a la Información, la Participación Social y

de la Concertación en Materia Forestal 

ARTICULO 149. Toda persona tendrá derecho a que las
autoridades en materia forestal pongan a su disposición la
información que les soliciten en los términos previstos por
las leyes. 

ARTICULO 150. El Ejecutivo Federal, por conducto de la
Secretaría y de la Comisión, de acuerdo a sus atribuciones,
promoverá la participación de la sociedad en la planeación,
diseño, aplicación y evaluación de los programas e instru-
mentos de la política forestal a que se refiere esta Ley, con
base al Sistema Nacional de Planeación Democrática, con-
vocando a las organizaciones de campesinos, productores
forestales, industriales, comunidades agrarias e indígenas,
instituciones educativas y de investigación, agrupaciones
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sociales y privadas, asociaciones o individuos relacionados
con los servicios técnicos forestales y demás personas inte-
resadas para que manifiesten su opinión y propuestas res-
pecto de los programas e instrumentos de la política fores-
tal nacional, regional, estatal, distrital o municipal. 

ARTICULO 151. Los acuerdos y convenios que en mate-
ria forestal celebre la Comisión con personas físicas o mo-
rales del sector público, social o privado, podrán versar so-
bre todos los aspectos considerados en los instrumentos de
planeación del desarrollo forestal, así como coadyuvar en
labores de vigilancia forestal y demás acciones forestales
operativas previstas en esta Ley. 

Dichos acuerdos y convenios tomarán en consideración la
relación e integración que se da entre el bosque y la indus-
tria, entre el sector propietario del monte con el sector pri-
vado en la industria, o de competitividad, en la cual los
grupos privados, campesinos, empresarial y gubernamen-
tal, definan los programas que deban solucionarse a corto,
mediano y largo plazo. 

ARTICULO 152. El Consejo o los Consejos a que se re-
fiere el capítulo II de este Título, según corresponda, po-
drán proponer a la Secretaría y la Comisión lineamientos
para promover la participación de los sectores social y pri-
vado en la planeación y realización de las actividades ten-
dentes a incrementar la calidad y eficiencia en la conserva-
ción, producción, protección, restauración, ordenación,
aprovechamiento, manejo, industrialización, comercializa-
ción y desarrollo forestal sustentable de la región, estado o
municipio de que se trate. También propondrán normas y
participarán en la consulta de normas oficiales mexicanas. 

Los dueños de los recursos naturales, ejidos, comunidades,
pequeños propietarios, las organizaciones de productores y
demás personas interesadas, podrán elaborar propuestas de
políticas de desarrollo, financiamiento y fomento en mate-
ria forestal, las cuales serán concertadas con la Comisión,
con las dependencias competentes de la Administración
Pública Federal y con los gobiernos de las entidades fede-
rativas, para su aplicación. 

ARTICULO 153. La Federación fomentará las acciones
voluntarias de conservación, protección y restauración fo-
restal que lleven a cabo los particulares, mediante: 

I. La celebración de convenios entre la Comisión y los par-
ticulares, a efecto de constituir reservas forestales, previen-

do los aspectos relativos a su administración y los derechos
de los propietarios de la tierra y forestales; 

II. Las medidas que a juicio de la Comisión, previa opinión
del Consejo, contribuyan de manera especial a la conser-
vación, protección y restauración de la biodiversidad fo-
restal; y 

III. La determinación de los compromisos que contraigan y
de las obligaciones que asuman, en los términos de los pro-
gramas de manejo forestal, avisos de forestación y progra-
ma de manejo de plantación forestal comercial a que se re-
fiere esta ley.

ARTICULO 154. La Comisión para la realización de las
actividades previstas en este capítulo, promoverá la crea-
ción de empresas para el aprovechamiento forestal susten-
table, la conservación de las cuencas hídricas, la foresta-
ción y la reforestación, para lo cual deberá coordinarse con
las dependencias de la Administración Pública Federal
competentes y con los gobiernos de los estados de la Fede-
ración, del Distrito Federal y de los municipios, con el ob-
jeto de apoyar las labores del sector social y privado en es-
ta materia. 

CAPITULO II. 
De los Consejos en Materia Forestal 

ARTICULO 155. Se crea el Consejo Nacional Forestal,
como órgano de carácter consultivo y de asesoramiento en
las materias que le señale esta ley y en las que se le solici-
te su opinión. Además, fungirá como órgano de asesoría,
supervisión, vigilancia, evaluación y seguimiento en la
aplicación de los criterios de política forestal y de los ins-
trumentos de política forestal previstos en esta Ley. Inva-
riablemente deberá solicitársele su opinión en materia de
planeación forestal, reglamentos y normas. 

ARTICULO 156. El Reglamento interno del Consejo es-
tablecerá la composición y funcionamiento del mismo, en
el que formarán parte entre otros, y en el número y forma
que se determine, representantes de la Secretaría, de la Co-
misión y de otras dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal relacionadas, así como por repre-
sentantes de los prestadores de servicios técnicos
forestales, instituciones académicas y centros de investiga-
ción, agrupaciones de propietarios forestales y empresa-
rios, organizaciones no gubernamentales y organizaciones
de carácter social y privado, relacionadas con la materia fo-
restal. 
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El Reglamento especificará el procedimiento en el que la
convocatoria para la incorporación proporcional y equitati-
va de los sectores profesionales, académicos, sociales, eji-
dos, comunidades indígenas, pequeños propietarios e in-
dustriales, y otros no gubernamentales relacionados con los
asuntos forestales, sea pública, proporcional y equitativa. 

Dicho Consejo será presidido por el titular de la Secretaría,
contará con una presidencia suplente a cargo del titular de
la Comisión, un Secretario Técnico designado por el titular
de la Comisión, así como con un suplente de éste que será
designado por el titular de la Secretaría. 

ARTICULO 157. La Secretaría y la Comisión, junto con
los gobiernos de las entidades federativas y de los munici-
pios, promoverán la integración de Consejos Forestales
Regionales y Estatales, como órganos de carácter consulti-
vo, asesoramiento y concertación, en materias de planea-
ción, supervisión, evaluación de las políticas y aprovecha-
miento, conservación y restauración de los recursos
forestales. Se les deberá solicitar su opinión en materia de
normas oficiales mexicanas. 

En ellos podrán participar representantes de las dependen-
cias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, de los Go-
biernos de las Entidades Federativas y de los Municipios,
de ejidos, comunidades indígenas, pequeños propietarios,
prestadores de servicios técnicos forestales, industriales, y
demás personas físicas o morales relacionadas e interesa-
das en cada una de las demarcaciones. Se establecerá la
vinculación con los Consejos para el Desarrollo Rural Sus-
tentable, en los ámbitos previstos por la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. 

En las leyes locales que se expidan en la materia, se esta-
blecerá la composición y atribuciones de los Consejos Fo-
restales Estatales, sin perjuicio de las atribuciones que la
presente Ley les otorga. 

En la constitución de estos Consejos se propiciará la repre-
sentación proporcional y equitativa de sus integrantes y
que sus normas de operación interna respondan a las nece-
sidades, demandas, costumbres e intereses de cada territo-
rio o demarcación. 

La Secretaría y la Comisión promoverán y facilitarán la co-
municación de los Consejos nacional, regionales o estata-
les, en el marco del Servicio Nacional Forestal. 

TITULO OCTAVO 
DE LOS MEDIOS DE CONTROL, VIGILANCIA 

Y SANCIÓN FORESTALES 

CAPITULO I. 
De la Prevención y Vigilancia 

Forestal 

ARTICULO 158. La prevención y vigilancia forestal, a
cargo de la Secretaría a través de la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, tendrá como función primor-
dial la salvaguarda y patrullaje de los recursos y ecosiste-
mas forestales, así como la prevención de infracciones ad-
ministrativas del orden forestal. 

La Federación, en coordinación con los Gobiernos de los
Estados y con la colaboración de los propietarios forestales
organizados, comunidades indígenas, los Gobiernos Muni-
cipales y otras instituciones públicas formulará, operará y
evaluará programas integrales de prevención y combate a
la tala clandestina, especialmente en las zonas críticas
diagnosticadas previamente, para enfrentarla con diversas
acciones, así como para prevenir actos indebidos de cam-
bio de uso del suelo, trafico de especies y recursos foresta-
les, extracción del suelo forestal, o bien, transporte, alma-
cenamiento, transformación o posesión ilegal de materias
primas forestales. 

CAPITULO II. 
De la Denuncia Popular 

ARTICULO 159. Toda persona podrá denunciar ante la
Secretaría o ante otras autoridades, todo hecho, acto u omi-
sión que produzca o pueda producir desequilibrio ecológi-
co al ecosistema forestal o daños a los recursos forestales,
o contravenga las disposiciones de la presente Ley y las de-
más que regulen materias relacionadas con los ecosistemas
forestales, sus recursos o bienes y servicios ambientales
asociados a éstos. 

El denunciante deberá aportar todos los elementos de prue-
ba con que cuenten para sustentar su denuncia y se encau-
zará conforme al procedimiento establecido en la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. 

Las denuncias a que se refiere este artículo, deberán ser
turnadas a la Procuraduría de Protección y el Ambiente pa-
ra el trámite que corresponda. 
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CAPITULO III. 
De las Visitas y Operativos de Inspección 

ARTICULO 160. La Secretaría, por conducto del personal
autorizado realizará visitas u operativos de inspección en
materia forestal, con el objeto de verificar el cumplimiento
de lo dispuesto en esta ley, su reglamento, las normas ofi-
ciales mexicanas aplicables y las demás disposiciones que
de ellos se deriven. 

Los propietarios y poseedores de terrenos forestales o pre-
ferentemente forestales, los titulares de autorizaciones de
aprovechamiento de recursos forestales maderables, quie-
nes realicen actividades de forestación y de reforestación,
así como las personas que transporten, almacenen o trans-
formen materias primas forestales, deberán dar facilidades
al personal autorizado para la realización de visitas u ope-
rativos de inspección. En caso contrario, se aplicarán las
medidas de seguridad y sanciones previstas en la presente
Ley y en las demás disposiciones aplicables. 

La Secretaría deberá observar en el desarrollo de los pro-
cedimientos de inspección, las formalidades que para la
materia señala la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente. 

Cuando de las visitas u operativos de inspección se deter-
mine que existe riesgo inminente de daño o deterioro gra-
ve a los ecosistemas forestales, o cuando los actos, hechos
u omisiones pudieran dar lugar a la imposición del deco-
miso como sanción administrativa, se podrá tomar alguna
de las medidas de seguridad previstas en el artículo 161 de
esta Ley y se procederá conforme a lo señalado en el Capí-
tulo IV de este Título. 

CAPITULO IV. 
De las Medidas de Seguridad 

ARTICULO 161. Cuando de las visitas u operativos de
inspección a que se refiere el artículo anterior, se determi-
ne que existe riesgo inminente de daño o deterioro grave a
los ecosistemas forestales, o bien cuando los actos u omi-
siones pudieran dar lugar a la imposición de sanciones ad-
ministrativas, la Secretaría podrá ordenar las siguientes
medidas de seguridad: 

I. El aseguramiento precautorio de los productos y materias
primas forestales, así como de los bienes, vehículos, uten-
silios, herramientas, equipo y cualquier instrumento direc-

tamente relacionado con la acción u omisión que origine la
imposición de esta medida; 

II. La clausura temporal, parcial o total de las instalaciones,
maquinaria o equipos, según corresponda, para el aprove-
chamiento, almacenamiento o transformación de los recur-
sos y materias primas forestales o de los sitios o instalacio-
nes en donde se desarrollen los actos que puedan dañar la
biodiversidad o los recursos naturales; y 

III. La suspensión temporal, parcial o total de los aprove-
chamientos autorizados o de la actividad de que se trate.

A juicio de la autoridad, se podrá designar al inspecciona-
do como depositario de los bienes asegurados, siempre y
cuando se asegure que los bienes les dará un adecuado cui-
dado. 

La Secretaría podrá dar destino final a los productos made-
rables o no maderables asegurados de manera precautoria
y los recursos económicos obtenidos se depositarán hasta
que se resuelva el procedimiento legal y, una vez emitido
el fallo y la resolución cause efectos, estos recursos se en-
tregarán a quien beneficie el sentido de la resolución. El
Reglamento determinará los mecanismos para implemen-
tar esta disposición. 

ARTICULO 162. Cuando se imponga alguna o algunas de
las medidas de seguridad previstas en el artículo anterior,
se indicarán, en su caso, las acciones que se deben llevar a
cabo para subsanar las irregularidades que las motivaron,
así como los plazos para realizarlas, a fin de que, una vez
satisfechas, se ordene el retiro de las mismas. 

CAPITULO V. 
De las Infracciones 

ARTICULO 163. Son infracciones a lo establecido en es-
ta ley: 

I. Realizar en terrenos forestales o preferentemente fores-
tales cualquier tipo de obras o actividades distintas a las ac-
tividades forestales inherentes a su uso, en contravención
de esta ley, su reglamento o de las normas oficiales mexi-
canas aplicables; 

II. Obstaculizar al personal autorizado para la realización
de visitas de inspección; 
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III. Llevar a cabo el aprovechamiento de recursos foresta-
les, la forestación y la reforestación, en contravención a las
disposiciones de esta ley, de su reglamento o de las normas
oficiales mexicanas aplicables; 

IV. Establecer plantaciones forestales comerciales en susti-
tución de la vegetación primaria nativa actual de los terre-
nos forestales, salvo los casos señalados en esta Ley, en
contravención de esta ley, su reglamento, de las normas
oficiales mexicanas aplicables o de las autorizaciones que
para tal efecto se expidan; 

V. Establecer cultivos agrícolas o realizar labores de pasto-
reo en terrenos forestales, sin apego a las disposiciones
contenidas en el programa de manejo autorizado o en con-
travención del reglamento o de las normas oficiales mexi-
canas aplicables; 

VI. Por el incumplimiento de las condicionantes señaladas
en las autorizaciones de los programas de manejo forestal; 

VII. Cambiar la utilización de los terrenos forestales, sin
contar con la autorización correspondiente; 

VIII. Omitir realizar guardarrayas de protección contra el
fuego en terrenos preferentemente forestales, de acuerdo
con lo previsto en esta Ley; 

IX. Realizar las quemas en terrenos agropecuarios en for-
ma negligente que propicie la propagación del fuego a te-
rrenos forestales vecinos; 

X. Extraer suelo forestal, en contravención a lo dispuesto
en esta Ley, las normas oficiales mexicanas o en las demás
disposiciones legales y reglamentarias aplicables, o reali-
zar cualquier acción que comprometa la regeneración y ca-
pacidad productiva de los terrenos forestales; 

XI. Carecer de la documentación o los sistemas de control
establecidos para acreditar la legal procedencia de materias
primas forestales, obtenidas en el aprovechamiento o plan-
tación forestal comercial respectivo; 

XII. Incumplir con la obligación de dar los avisos o pre-
sentar los informes a que se refiere esta ley; 

XIII. Transportar, almacenar, transformar o poseer mate-
rias primas forestales, sin contar con la documentación o
los sistemas de control establecidos para acreditar su legal
procedencia; 

XIV. Amparar materias primas forestales que no hubieran
sido obtenidas de conformidad con las disposiciones de es-
ta ley, su reglamento o de las normas oficiales mexicanas
aplicables, a fin de simular su legal procedencia; 

XV. Realizar actos u omisiones en la prestación de los ser-
vicios técnicos que propicien o provoquen la comisión de
cualquiera de las infracciones previstas en esta ley; 

XVI. Prestar servicios técnicos forestales sin haber obteni-
do previamente las inscripciones en los registros corres-
pondientes; 

XVII. Contravenir las disposiciones contenidas en los de-
cretos por los que se establezcan vedas forestales; 

XVIII. Evitar prevenir, combatir o controlar, estando legal-
mente obligado para ello, las plagas, enfermedades o in-
cendios forestales; 

XIX. Negarse, sin causa justificada, a prevenir o combatir
las plagas, enfermedades o incendios forestales que afecten
la vegetación forestal, en desacato de mandato legítimo de
autoridad; 

XX. Omitir ejecutar trabajos de conformidad con lo dis-
puesto por esta ley, ante la existencia de plagas y enferme-
dades e incendios forestales que se detecten; 

XXI. Provocar intencionalmente o por imprudencia, incen-
dios en terrenos forestales o preferentemente forestales; 

XXII. Utilizar más de una vez, alterar o requisitar inade-
cuadamente, la documentación o sistemas de control esta-
blecidos para el transporte o comercialización de recursos
forestales; 

XXIII. Depositar residuos peligrosos en terrenos forestales
o preferentemente forestales, sin contar con la autorización
debidamente expedida para ello; y 

XXIV. Cualquier otra contravención a lo dispuesto en la
presente Ley.

CAPITULO VI. 
De las Sanciones 

ARTICULO 164. Las infracciones establecidas en el artí-
culo anterior de esta ley, serán sancionadas administrativa-
mente por la Secretaría, en la resolución que ponga fin al
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procedimiento de inspección respectivo, con una o más de
las siguientes sanciones: 

I. Amonestación; 

II. Imposición de multa; 

III. Suspensión temporal, parcial o total, de las autoriza-
ciones de aprovechamiento de recursos forestales o de la
plantación forestal comercial, o de la inscripción registral o
de las actividades de que se trate; 

IV. Revocación de la autorización o inscripción registral; 

V. Decomiso de las materias primas forestales obtenidas,
así como de los instrumentos, maquinaria, equipos y herra-
mientas y de los medios de transporte utilizados para co-
meter la infracción, debiendo considerar el destino y res-
guardo de los bienes decomisados; y 

VI. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, de las
instalaciones, maquinaria y equipos de los centros de al-
macenamiento y transformación de materias primas fores-
tales, o de los sitios o instalaciones donde se desarrollen las
actividades que den lugar a la infracción respectiva.

En el caso de las fracciones III y IV de este artículo, la Se-
cretaría ordenará se haga la inscripción de la suspensión o re-
vocación correspondiente en el Registro Forestal Nacional. 

ARTICULO 165. La imposición de las multas a que se re-
fiere el artículo anterior, se determinará en la forma si-
guiente: 

I. Con el equivalente de 40 a 1,000 veces de salario míni-
mo a quien cometa las infracciones señaladas en las frac-
ciones V, VI, VIII, XII, XV, XVI, XVIII, XX y XXIV del
artículo 163 de esta ley; 

II. Con el equivalente de 100 a 20,000 veces de salario mí-
nimo a quien cometa las infracciones señaladas en las frac-
ciones I, II, III, IV, VII, IX, X, XI, XIII, XIV, XVII, XIX,
XXI, XXII, XXIII del artículo 163 de esta ley.

Para la imposición de las multas servirá de base el salario
mínimo general diario vigente para el Distrito Federal al
momento de cometerse la infracción. 

A los reincidentes se les aplicará el doble de las multas pre-
vistas en este artículo, según corresponda. 

La Secretaría, fundamentando y motivando plenamente su
decisión, podrá otorgar al infractor la opción de pagar la
multa o realizar trabajos o inversiones equivalentes en ma-
teria de conservación, protección o restauración de los re-
cursos forestales, siempre y cuando se garanticen las obli-
gaciones del infractor, éste no sea reincidente y no se trate
de irregularidades que impliquen la existencia de riesgo in-
minente de daño o deterioro grave de los ecosistemas fo-
restales. 

ARTICULO 166. Las infracciones a esta ley serán sancio-
nadas por la Secretaría, tomando en consideración la gra-
vedad de la infracción cometida y: 

I. Los daños que se hubieren producido o puedan producir-
se así como el tipo, localización y cantidad del recurso da-
ñado; 

II. El beneficio directamente obtenido; 

III. El carácter intencional o no de la acción u omisión; 

IV. El grado de participación e intervención en la prepara-
ción y realización de la infracción; 

V. Las condiciones económicas, sociales y culturales del
infractor, y 

VI. La reincidencia.

ARTICULO 167. Cuando la Secretaría determine a través
de las visitas de inspección, que existen daños al ecosiste-
ma, impondrá como sanción mínima al responsable la eje-
cución de las medidas de restauración correspondientes. 

Cuando en una sola acta de inspección aparezca que se han
cometido diversas infracciones, deberán ser sancionadas
individualmente. Las actas que se levanten en casos de fla-
grancia, deberán hacer constar con precisión esta circuns-
tancia. 

La amonestación sólo será aplicable a los infractores por
primera vez, a criterio de la Secretaría y servirá de apoyo
para incrementar la sanción económica a los reincidentes. 

ARTICULO 168. Cuando la gravedad de la infracción
lo amerite, la Secretaría solicitará a las autoridades que
los hubieren otorgado, la suspensión, modificación, re-
vocación o cancelación de la concesión, permiso, licen-
cia y en general de todas las autorizaciones otorgadas
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para la realización de las actividades calificadas como
infracciones. Esta atribución la ejercerá directamente a la
Secretaría cuando le corresponda otorgar los instrumen-
tos respectivos. 

De igual manera, la Comisión podrá promover ante las au-
toridades federales o locales competentes, con base en los
estudios que elabore, la limitación o suspensión de la ins-
talación o funcionamiento de industrias, comercios, servi-
cios, desarrollos urbanos, turísticos o de cualquier activi-
dad que afecte o pueda afectar los recursos forestales. 

ARTICULO 169. Son responsables solidarios de las in-
fracciones, quienes intervienen en su preparación o reali-
zación. 

ARTICULO 170. Para los efectos de esta ley, se conside-
rará reincidente al infractor que incurra más de una vez en
conductas que impliquen infracciones a un mismo precep-
to en un periodo de cinco años, contados a partir de la fe-
cha en que se levante el acta en que se hizo constar la pri -
mera infracción, siempre que ésta no hubiese sido
desvirtuada. 

CAPITULO VII. 
Del recurso de revisión 

ARTICULO 171. En contra de los actos y resoluciones
dictadas en los procedimientos administrativos con moti-
vo de la aplicación de esta Ley, su reglamento y normas
oficiales mexicanas que de ella emanen, se estará a lo
dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento Adminis-
trativo. 

ARTICULOS TRANSITORIOS DE LA 
LEY GENERAL DE DESARROLLO 

FORESTAL SUSTENTABLE 

PRIMERO.- Se abroga la Ley Forestal de publicada en el
Diario Oficial de la Federación de fecha 22 de diciembre
del año de 1992, con sus posteriores reformas; y se dero-
gan todas las disposiciones que se le opongan o contraven-
gan la presente Ley. 

SEGUNDO.- La presente Ley entrará en vigor a los no-
venta días de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

TERCERO.- Hasta en tanto las Legislaturas de los Esta-
dos dictan las leyes, y los Ayuntamientos los reglamentos

y bandos para regular las materias que según este ordena-
miento son de su competencia, corresponderá a la Federa-
ción aplicar esta ley en el ámbito local, coordinándose pa-
ra ello con las autoridades estatales y, con su participación,
con los municipios que corresponda, según el caso. 

CUARTO.- Las autorizaciones expedidas con anterioridad
a la publicación de la presente Ley deberán ajustarse a la
autorización respectiva, y los procedimientos y solicitudes
que se encuentren en trámite se continuarán tramitando en
los términos de la Ley que se abroga. 

QUINTO.- La Secretaría, dentro de un plazo de cuatro me-
ses, contados a partir de la entrada en vigor de la presente
ley deberá transferir los recursos económicos, materiales y
humanos a la Comisión que correspondan al ejercicio de
las funciones que asume, a efecto de que ésta pueda cum-
plir con las atribuciones otorgadas en esta Ley. 

SEXTO.- En tanto no se expidan el estatuto orgánico, re-
glamentos y demás acuerdos de orden administrativo para
el funcionamiento y operación de la Comisión, se conti-
nuarán aplicando los vigentes en lo que no se opongan a la
presente Ley. La situación del personal de dicho organismo
se regirá por las disposiciones relativas a los organismos
descentralizados. 

SEPTIMO.- La Secretaría, en coordinación con la Comi-
sión, formulará e implementará un programa especial para
que los Estados y el Distrito Federal, previa solicitud, asu-
man las atribuciones a que se les asignan conforme esta
Ley. 

OCTAVO.- El Servicio Nacional Forestal se instalará a
convocatoria del titular de la Secretaría, dentro de un tér-
mino que no exceda a los seis meses siguientes a la entra-
da en vigor de la presente Ley. 

NOVENO.- El Reglamento de esta Ley y las disposiciones
relativas a la operación de las Promotorías de Desarrollo
Forestal, así como de sistemas y esquemas de ventanilla
única a que se refiere la presente Ley, deberán expedirse en
un término que no exceda a los nueve meses contados a
partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

DECIMO.- En la realización de las acciones conducentes
al cumplimiento del presente Decreto, se respetarán los de-
rechos y obligaciones contraídas previamente con terceros,
así como los derechos de los trabajadores. 
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DECIMO PRIMERO.- La Secretaría establecerá los me-
canismos de evaluación y fortalecimiento institucional pa-
ra promover la descentralización y federalización de fun-
ciones de acuerdo con las capacidades de los Estados y los
Municipios y el Distrito Federal para ejercerlas. 

ARTICULO SEGUNDO. Se reforman los artículos 5
fracción XI, 100 y 104; se deroga la fracción VI del artícu-
lo 28; y se adiciona un segundo párrafo al artículo 4 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue: 

Artículo 4º. 

.............. 

La distribución de competencias en materia de regulación
del aprovechamiento sustentable, la protección y la preser-
vación de los recursos forestales y el suelo, estará determi-
nada por la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble. 

Artículo 5. .......... 

I a X. ........ 

XI. La regulación del aprovechamiento sustentable, la pro-
tección y la preservación de las aguas nacionales, la biodi-
versidad, la fauna y los demás recursos naturales de su
competencia. 

XII a XXI. ........

Artículo 28.- 

I a V ... 

Fracción VI. Se deroga. 

VII a la XIII ...

... 

... 

Artículo 100.- Las autorizaciones para el aprovechamien-
to de los recursos forestales implican la obligación de ha-
cer un aprovechamiento sustentable de ese recurso. Cuan-
do las actividades forestales deterioren gravemente el
equilibrio ecológico, afecten la biodiversidad de la zona,

así como la regeneración y capacidad productiva de los te-
rrenos, la autoridad competente revocará, modificará o sus-
penderá la autorización respectiva en términos de lo dis-
puesto por la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

Artículo 104.- La Secretaría promoverá ante la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación y las demás dependencias y entidades compe-
tentes, la introducción y generalización de prácticas de pro-
tección y restauración de los suelos en las actividades
agropecuarias, así como la realización de estudios de im-
pacto ambiental previos al otorgamiento de autorizaciones
para efectuar cambios del uso del suelo, cuando existan
elementos que permitan prever grave deterioro de los sue-
los afectados y del equilibrio ecológico de la zona. 

ARTÍCULO TERCERO. Se reforman las fracciones
XIII, XIV, XVIII y XX del artículo 32 bis de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, para quedar co-
mo sigue: 

ARTICULO 32 bis.- A la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales corresponde el despacho de los si-
guientes asuntos: 

I.- al XII.- .........; 

XIII.- Fomentar y realizar programas de restauración eco-
lógica, con la cooperación de las autoridades federales, es-
tatales y municipales, en coordinación, en su caso, con la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación y demás dependencias y entidades
de la administración pública federal; 

XIV.- Evaluar la calidad del ambiente y establecer y pro-
mover el sistema de información ambiental, que incluirá
los sistemas de monitoreo atmosférico, de suelos y de cuer-
pos de agua de jurisdicción federal, y los inventarios de re-
cursos naturales y de población de fauna silvestre, con la
cooperación de las autoridades federales, estatales y muni-
cipales, las instituciones de investigación y educación su-
perior, y las dependencias y entidades que correspondan; 

XV. al XVII........ 

XVIII.- Llevar el registro y cuidar la conservación de los
árboles históricos y notables del país; 

XIX....... 
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XX.- Imponer, con la participación que corresponda a otras
dependencias y entidades, las restricciones que establezcan
las disposiciones aplicables sobre la circulación o tránsito
por el territorio nacional de especies de la flora y fauna sil-
vestres procedentes del o destinadas al extranjero, y pro-
mover ante la Secretaría de Economía el establecimiento
de medidas de regulación o restricción a su importación o
exportación, cuando se requiera para su conservación y
aprovechamiento; 

XXI. al XLI ...

ARTÍCULO CUARTO. Se adiciona una fracción XI Bis
al artículo 6 y un capítulo XIV-BIS 1, para incluir los artí -
culos 91-A al 91-D de la Ley de Premios, Estímulos y Re-
compensas Civiles, para quedar como sigue: 

ARTICULO 6.- ..... 

I.- a XI.- .... 

XI Bis.- Al Mérito Forestal.

................. 

CAPITULO XIV-BIS 
Premio Nacional al Mérito Forestal 

ARTÍCULO 91-A.- El Premio Nacional al Mérito Fores-
tal será entregado a las personas físicas y morales de los
sectores privado y social que realicen o hayan realizado ac-
ciones en el país a favor de la conservación, protección,
restauración y uso sustentable de los recursos forestales,
que representen beneficios a la sociedad. 

ARTICULO 91-B.- Este premio se tramitará en la Comi-
sión Nacional Forestal, por conducto del Consejo de Pre-
miación, que presidirá el titular de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y que lo integrará junto
con representantes de las Secretarías de la Defensa Nacio-
nal; de Hacienda y Crédito Público; de Desarrollo Social;
de Economía; de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación; de la Reforma Agraria; de Turismo,
de la Comisión Nacional Forestal, de la Comisión Nacio-
nal del Agua, así como un representante por cada una de las
Cámaras del H. Congreso de la Unión. 

En todo caso formarán parte del Jurado representantes del
sector social, del sector privado y de organismos no guber-
namentales que formen parte del Consejo Nacional Fores-

tal a invitación del titular de la Comisión Nacional Fores-
tal. 

ARTICULO 91-C.- En la materia del presente Capítulo es
aplicable lo dispuesto en el artículo 38; pero la Comisión
Nacional Forestal deberá constituirse en el promotor de
candidaturas, exhortando el envío de proposiciones. 

ARTICULO 91-D.- El premio consistirá en diploma y se
complementará con entrega en numerario o en especie, por
el monto o naturaleza que determine el propio Consejo. En
lo demás es aplicable el artículo 72 de esta Ley. 

ARTICULO TRANSITORIO DE LAS REFORMAS Y
ADICIONES A LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO
ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE;
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLI-
CA FEDERAL; Y LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS Y
RECOMPENSAS CIVILES. 

ARTICULO UNICO. Las presentes reformas entrarán en
vigor el mismo día de la entrada en vigor de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Sala de Comisiones, México, Distrito Federal a los cinco
días del mes de diciembre del año dos mil dos. 

Comisión de Agricultura y Ganadería 

Diputados: Jaime Rodríguez López (rúbrica), Presidente;
Miguel Ortiz Jonguitud (rúbrica), J. Jesús Dueñas Llerenas
(rúbrica), Mario Cruz Andrade (rúbrica), Ramón Ponce
Contreras (rúbrica), secretarios; Oscar Alvarado Cook, Jo-
sé María Anaya Ochoa (rúbrica), Francisco Arano Monte-
ro (rúbrica), Francisco Calzada Padrón (rúbrica), Francisco
Castro González (rúbrica), Miguel Castro Sánchez (rúbri-
ca), Arturo B. de la Garza Tijerina (rúbrica), José Rodolfo
Escudero Barrera, Francisco Esparza Hernández (rúbrica),
Francisco Javier Flores Chávez (rúbrica), José Luis Gon-
zález Aguilera (rúbrica), Santiago Guerrero Gutiérrez (rú-
brica), Arturo Herviz Reyes (rúbrica), José de Jesús Hurta-
do Torres (rúbrica), Silverio López Magallanes (rúbrica),
José Jaimes García, Juan Mandujano Ramírez (rúbrica),
Martha Ofelia Meza Escalante (rúbrica), Martín Gerardo
Morales Barragán (rúbrica), María del Rosario Oroz Ibarra
(rúbrica), Francisco Javier Ortiz Esquivel, Juan Carlos Re-
gis Adame (rúbrica), Jaime Tomás Ríos Bernal (rúbrica),
José Roque Rodríguez López (rúbrica), Petra Santos Ortiz
(rúbrica). 
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Por la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

Diputados: Diego Cobo Terrazas (rúbrica), Presidente; Mi-
guel Angel Gutiérrez Machado (rúbrica), secretario; Gus-
tavo Lugo Espinoza, secretario; Jesús Garibay García, se-
cretario; Jesús de la Rosa Godoy (rúbrica), secretario;
Ramón Ponce Contreras (rúbrica), José María Tejeda Váz-
quez (rúbrica), Juan Carlos Sainz Lozano (rúbrica), Raúl
Gracia Guzmán (rúbrica), Francisco Arano Montero (rú-
brica), Sergio García Sepúlveda (rúbrica), Rómulo Garza
Martínez (rúbrica), Juan Carlos Pallares Bueno (rúbrica),
Rafael Ramírez Agama (rúbrica), Rafael Ramírez Sánchez
(rúbrica), Miguel Angel Torrijos Mendoza (rúbrica), Libra-
do Treviño Gutiérrez, José María Guillén Torres, Pedro
Manterola Sainz, José Jacobo Nazar Morales, José Manuel
Díaz Medina (rúbrica), Héctor Pineda Velásquez, Miguel
Bortolini Castillo (rúbrica), Rosa Delia Cota Montaño (rú-
brica), Jaime Rodríguez López (rúbrica), Juan José Nogue-
da Ruiz, Julio César Vidal Pérez, Manuel Garza González
(rúbrica), Donaldo Ortiz Colín (rúbrica), Vitálico Cándido
Coheto Martínez, Raúl Efrén Sicilia Salgado (rúbrica).»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Me informan que las comisiones han determinado de co-
mún acuerdo, que por las comisiones y en términos del ar-
tículo 108 del Reglamento Interior, así como a nombre de
los grupos parlamentarios participe el diputado José Ma-
nuel Díaz Medina.

Tiene la palabra el diputado Díaz Medina.

El diputado José Manuel Díaz Medina: 

Con su permiso, señora Presidenta; honorable Asamblea:

Para fundamentar y de acuerdo al artículo 108 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General, me
permito, a nombre de las comisiones unidas de Agricultu-
ra, de Ganadería y de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, presentar a esta soberanía el dictamen de la minuta con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable y se reforman y adicionan
a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal y la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas
Civiles.

Antes me permito expresar nuestro reconocimiento a todas
las fracciones partidistas representadas en esta Cámara de

Diputados, expresadas éstas en las comisiones que me dig-
no representar en este momento, asimismo al trabajo y es-
fuerzo realizado por la colegisladora.

Es de subrayarse también las valiosas aportaciones de gre-
mios, sectores e instituciones que a lo largo y ancho de
toda la República hicieron enriquecerse este proyecto. 

Muchas gracias a todas las fracciones, porque en verdad
fue un esfuerzo extraordinario de todos nuestros compañe-
ros, para dotar de un instrumento de tanta necesidad a los
campesinos productores forestales del país.

Los bosques y selvas del país son una prioridad nacional,
no sólo porque la superficie con vocación forestal de Mé-
xico es del 70%, no sólo porque de acuerdo a un estudio
patronal, el 48% del déficit de la balanza comercial es pro-
veniente del sector forestal, no sólo porque somos uno de
los principales países megadiversos, sino sobre todo por-
que el 80% de la superficie forestal está en manos de eji-
dos y comunidades, en donde habitan 12 millones de cam-
pesinos y 5 millones de ellos son indígenas.

Quisiera destacar en primer lugar, que el eje del Proyecto
General de Desarrollo Forestal Sustentable, es como su
propio nombre lo indica, el desarrollo forestal sustentable
del desarrollo del sector forestal desde una triple vertiente:
la social, la ambiental y la económica.

En segundo lugar, cabe mencionar que en la formulación
de una nueva ley forestal, se tomó en cuenta los diversos
territorios forestales del país, del predominio de la propie-
dad social en bosques y selvas y del gran reto que enfren-
tan las instituciones responsables del sector.

Por ello, se propone un federalismo forestal que con fun-
damento en el artículo 73 fracción XXIX inciso g) de la
Constitución que otorga a esta soberanía a emitir leyes, que
distribuyan competencias entre Federación, estados y mu-
nicipios, en materia de protección del medio ambiente y
preservación y conservación de equilibrio ecológico, sien-
do sin duda en este país, en materia forestal, el principal
elemento para conseguir lo que la Constitución nos ordena
en el dispositivo enunciado.

Lo anterior permitirá que por primera vez en la historia del
derecho forestal mexicano, se otorguen facultades concu-
rrentes a los tres niveles de gobierno, para lograr la inte-
gración y funcionamiento del sector, se establece el Servi-
cio Nacional Forestal, en el cual la Federación, las
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entidades federativas y los municipios establecen las bases
de coordinación para una atención eficiente de las necesi-
dades de este sector forestal. 

El presente dictamen al impulsar la silvicultura busca con-
tribuir al aprovechamiento de los recursos forestales ase-
gurando el mejoramiento del nivel de vida de los mexica-
nos, especialmente el de los propietarios y pobladores
forestales. 

Atención especial nos merece la incorporación de los pue-
blos y comunidades indígenas, para que esta ley sea con-
gruente con la reforma constitucional en materia de cultu-
ra y derechos indígenas. 

Se eleva a rango de ley la operación de la Comisión Na-
cional Forestal, al mismo tiempo que se crean las promo-
torías de desarrollo forestal, con objeto fundamental de
promover la capacidad de organización de los propietarios
forestales. 

También se establecen sistemas y esquemas de ventanilla
única para la atención eficiente de los usuarios. Es de des-
tacar también la obligación del Ejecutivo de hacer un pro-
grama no sólo sexenal, sino también a 25 años o más. 

La creación de criterios obligatorios de política forestal, la
vinculación entre el bosque y el agua; el apoyo al Fondo
Forestal Mexicano; la promoción de un mercado de bienes
y servicios ambientales; el énfasis a la prevención más que
al combate en materia de incendios y sanidad forestal; el
desligar las auditorías técnicas llamadas ahora preventivas,
de las visitas de inspección y la certificación forestal, entre
otras. 

Especial mención debemos de hacer a la obligación que
tendrá la Comisión Nacional Forestal y los gobiernos de
los estados, en establecer las unidades de manejo forestal,
pues consideramos que será un detonante para lograr un or-
denamiento forestal sustentable. 

La participación ciudadana es pieza elemental en el cuerpo
del dictamen; impulsar la convocatoria a organizaciones,
comunidades agrarias y pueblos y comunidades indígenas,
instituciones educativas y de investigación, agrupaciones
sociales privadas, así como a ciudadanos en general, per-
mitirá enriquecer a diario la actividad y la política forestal. 

Para las comisiones unidas que emitieron el presente dicta-
men, la propuesta de Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable, representa conjuntar esfuerzos que permitan
desarrollar una permanente y decidida política forestal; una
política que fortalezca el desarrollo forestal sustentable;
una política que alimente la correcta actividad forestal, una
política que le permita a la gente de México vivir mejor. 

Yo espero compañeras y compañeros diputados, que este
instrumento de tanta necesidad en un México forestal como
es el nuestro, reciba el apoyo de todos ustedes para que es-
ta riqueza que nuestro país y que es el principal apoyo
para muchos estados de nuestra patria y que desde luego
también atendiendo, como decíamos en esta intervención,
el ambiente, la cuestión social y económica, ustedes segu-
ramente habrán de entregar un instrumento de enorme uti-
lidad a los campesinos.

Yo quiero agradecerle a todas las fracciones su apoyo. Ten-
go en mi poder, también la posición y el apoyo de nuestro
compañero y amigo, el diputado José Manuel del Río Vir-
gen, de Convergencia que entrego a la Secretaría para dar-
le el trámite correspondiente. 

Por último, quiero informarle a la honorable Asamblea,
que por un error involuntario, se transcribió en la Gaceta
Parlamentaria Ley de Desarrollo Rural Forestal Sustenta-
ble y debe de decir: Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable.

Muchas gracias, por su atención. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

El nombre correcto es entonces: “Ley General de Desa-
rrollo.” Se suprime la palabra “rural”. “Forestal Sustenta-
ble”. “Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable”.
Correcto. 

Abriendo la discusión en lo general, se consulta si hay ora-
dores en pro o en contra.

No habiendo oradores en pro o en contra, consulte la Se-
cretaría a la Asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general.
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La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Suficientemente discutido, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General, se pregunta a la Asamblea si se va a
reservar algún artículo para discutirlo en lo particular, es-
pecificando la ley que lo contiene.

No habiendo ninguna reserva en lo particular, se pide a la
Secretaría se abra el sistema electrónico hasta por 10 mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular del proyecto de Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable y las reformas y adiciones a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles.

Vamos a votar en este momento exclusivamente la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico hasta
por 10 minutos.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior. Abrase el sistema electrónico de vota-
ción por 10 minutos para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular del proyecto de Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable.

(Votación.)

Se emitieron 421 votos en pro, cero en contra y cero abs-
tenciones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobado en lo general y en lo particular los artículos
que expiden la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable.

Vamos a proceder a la votación de las reformas y adiciones
a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal y la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas
Civiles, vinculados con las materias detalladas en la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable.

Abrase el sistema electrónico hasta por cinco minutos.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento. Abrase el sistema electrónico hasta por cinco
minutos 

Es necesario comentar a la Asamblea que para que pueda
ser aceptada la votación, el sistema electrónico no requiere
de los subtítulos. Le ruego a la Asamblea nos permita este
margen de tiempo y de manera inmediata empezará a trans-
currir el tiempo de cinco minutos para la votación.

Abrase el sistema electrónico.

(Votación.)

Se emitieron 375 votos en pro, cero en contra y dos abs-
tenciones.

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto por el que se expide la Ley General de Desa-
rrollo Forestal Sustentable y se reforman y adicionan la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal y la Ley de Premios, Estímulos y Recom-
pensas Civiles.

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.
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LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE 
ADMINISTRARA EL FONDO PARA EL 
FORTALECIMIENTO DE SOCIEDADES 

COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRESTAMO 
Y DE APOYO A SUS AHORRADORES

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El siguiente punto en el orden del día es el dictamen de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público con proyecto de
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sas disposiciones de la Ley que Crea el Fideicomiso que
Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Socieda-
des Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus
Ahorradores.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—Po-
der Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

HONORABLE ASAMBLEA 

Los integrantes de todos los Partidos Políticos de esta Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, con la opinión fa-
vorable de los miembros de la Comisión de Fomento Coo-
perativo y Economía Social, hemos reconocido la
necesidad de destinar fondos públicos al proceso de conso-
lidación de las cajas de ahorro tradicionales y confiables de
nuestro país. Asimismo, hemos decidido buscar una solu-
ción para el grave problema de los ahorradores defrauda-
dos por diversas cajas de ahorro. 

Por lo anterior, es que esta Comisión Dictaminadora ha to-
mado en cuenta las Iniciativas que con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, frac-
ción II, del Reglamento Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, han presentado el Diputa-
do Federal José Delfino Garcés Martínez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, así como el Diputado Federal Omar Fayad Mene-
ses, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presentadas ambas el 27 de
noviembre de 2001, sendas iniciativas encaminadas a re-
formar y adicionar diversas disposiciones de la Ley que
crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el For-
talecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y
Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores, las cuales fueron
turnadas a esta Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

Por otro lado, en materia de cajas de ahorro se han presen-
tado en el curso del último año varios Puntos de Acuerdo
en el Pleno de esta Cámara, siendo el último de fecha 8 de
noviembre, el cual del Diputado Antonio García Dávila del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, propone se
incluya en el Fideicomiso antes mencionado a otras cajas
de ahorro que han caído en crisis, mismo que fue turnado a
esta Comisión para su debido análisis. 

De igual manera, Diputados del Partido Acción Nacional
han manifestado al interior de esta Comisión su preocupa-
ción por resolver la situación de miles de ahorradores de la
República Mexicana que vieron mermado su patrimonio a
raíz de los quebrantos y fraudes sufridos en sus cajas, por
lo que han enriquecido el presente Dictamen con sus pro-
puestas. 

Por otro lado, el 8 de octubre pasado fue turnada a las Co-
misiones de Fomento Cooperativo y Economía Social y de
Hacienda y Crédito Público un Punto de Acuerdo del H.
Congreso del Estado de Tlaxcala por el que se pronuncia a
favor de los ahorradores tlaxcaltecas, para que puedan ob-
tener una pronta solución a su problema y de esta manera
ayudar a resarcir sus ahorros. 

Esta Comisión que suscribe, con base en las facultades an-
tes señaladas, se abocó al análisis de las dos Iniciativas y el
Punto de Acuerdo antes señalados, para lo cual se llevaron
a cabo diversas reuniones de trabajo con los representantes
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Fon-
do para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas
de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores. 

De esta manera y conforme a los resultados del grupo de
trabajo creado ex profeso y de las deliberaciones y el aná-
lisis de los miembros de esta Comisión, y contando con la
opinión favorable y la adhesión de la Comisión de Fomen-
to Cooperativo y Economía Social, se presenta a esta Ho-
norable Asamblea el siguiente: 

DICTAMEN 

DESCRIPCION DE LAS INICIATIVAS 

Para el desahogo del presente Dictamen, se ha considerado
conveniente analizar simultáneamente las dos Iniciativas y
el Punto de Acuerdo, cuyo propósito fundamental es el de
dar mayor rango de equidad y universalidad a la citada Ley,
así como el de buscar soluciones de fondo para abatir la
problemática que siguen enfrentado las familias de los aho-
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rradores de las diversas figuras que operan el ahorro y cré-
dito popular, y las cuales han sufrido diferentes tipos de
quebrantos en su patrimonio. 

De la misma forma, buscan dar solución a aquellos ahorra-
dores que no han sido beneficiados con la Ley que crea el
Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortaleci-
miento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Présta-
mo y de Apoyo a sus Ahorradores, en virtud de los requi-
sitos y alcances planteados en el mismo ordenamiento. 

• Iniciativa de Reformas a la Ley que crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de So-
ciedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apo-
yo a sus Ahorradores, presentada por el Diputado José Del-
fino Garcés Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la revolución Democrática, en la sesión del 27 de no-
viembre de 2001.

En su propuesta, la Iniciativa señala que derivado de la
afectación sufrida por múltiples ahorradores de distintas
cajas de ahorro, cooperativas y sociedades de ahorro y
préstamo, el Congreso de la Unión decidió la creación del
Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores,
a fin de proceder al resarcimiento de hasta el 70% a todos
los afectados con ahorros con límite no mayor de 190 mil
pesos, y que el resto de los afectados recuperarían sus aho-
rros una vez liquidados los bienes de dichas sociedades, lo
cual hasta la fecha no se ha concretado. 

Asimismo, la Iniciativa en comento señala que el H. Con-
greso de la Unión aprobó dotar al Fondo de 500 millones
de pesos para el ejercicio fiscal de 2001, a fin de apoyar a
aquellas sociedades que presentaran problemas de liquidez
o solvencia, mismos que a la fecha de la presentación de
esta Iniciativa no habían sido proporcionados. 

De la misma forma, se indica que el sistema de bienes ase-
gurados cuenta con bienes que representan al menos 490
millones de pesos que ingresarían al patrimonio público. 

La propuesta en cuestión, señala también que los 500 mi-
llones de pesos aprobados en el Presupuesto de Egresos de
la Federación de 2001, se apliquen a las sociedades con-
templadas en la Ley, de conformidad a los porcentajes que
establezca el Comité Técnico del Fideicomiso que admi-
nistre el Fondo, considerando la disponibilidad de bienes
con que cuente cada sociedad, a fin de evitar presiones a las
finanzas públicas. 

Se subraya que a dos meses para finalizar el ejercicio fis-
cal de 2001, los 500 millones de pesos aprobados en el Pre-
supuesto no habían sido aplicados, proponiendo que, en
vez de ser devueltos a la Tesorería de la Federación, se
apliquen a favor de quienes tienen ahorros superiores a los
190 mil pesos, en función de la culminación de los juicios
y procedimientos para liquidar los bienes asegurados. 

Finalmente, se precisa que la Ley de referencia excluyó de
sus beneficios a numerosos ahorradores que enfrentan
afectaciones idénticas a las de aquellos al que la Ley per-
mite resarcir, por lo que debe hacerse un esfuerzo adicional
para incluirlos en los beneficios citados. 

• Iniciativa de Decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de So-
ciedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apo-
yo a sus Ahorradores, presentada por el Diputado Omar
Fayad Meneses, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, en sesión del 27 de noviembre
de 2001.

Propone reformar la citada Ley para que también sean be-
neficiados los ahorradores cuyas cajas de ahorro se consti-
tuyeron u operaron bajo otras figuras jurídicas o formas di-
versas, así como utilizar los 500 millones de pesos que
actualmente destina la Ley a rescatar a las sociedades que
presenten problemas graves de liquidez o solvencia y pre-
ver la obtención de más recursos con los cuales hacer fren-
te a esta problemática. 

De esta manera, se sugiere incluir a otras organizaciones
constituidas como sociedades civiles, sociedades anónimas
de capital variable, asociaciones civiles y cooperativas de
responsabilidad limitada, mismas que hayan presentado las
denuncias penales correspondientes y hayan dejado de
operar con fecha previa al 30 de noviembre del año 2000. 

Prevé, de igual forma, la obtención de más recursos para
que éstos sean de mil millones de pesos a considerar den-
tro del Presupuesto de Egresos de la Federación, adiciona-
les a los 500 millones de pesos ya existentes. 

Por último, considera la necesidad de que se amplíe la du-
ración del Fideicomiso para adecuarla a las cantidades nue-
vas que se solicitan del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración. 
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• Punto de Acuerdo por el que el H. Congreso del Estado
de Tlaxcala se pronuncia a favor de los ahorradores tlax-
caltecas para que puedan obtener una pronta solución a su
problema y de esta manera ayudar a resarcir sus ahorros,
recibido el 8 de octubre de 2002.

Se señala en este Punto de Acuerdo el propósito de lograr
el apoyo de esta H. Cámara de Diputados para encontrar
una pronta solución para aproximadamente 40 ahorradores
y sus respectivas familias a nivel estatal que han perdido
sus ahorros con motivo del estado financiero en que se en-
cuentra la Cooperativa Caja Popular la No. 1 de Tlaxcala,
derivado del decomiso de bienes que se hizo por parte de la
Procuraduría General de la República al entonces represen-
tante legal de esa Caja, con motivo del proceso que se le si-
gue por el delito de lavado de dinero y crimen organizado. 

A nivel nacional, se menciona que, derivado de estos actos
delictivos, se han visto afectados alrededor de 3 mil aho-
rradores distribuidos en 24 entidades federativas, sin que a
la fecha hayan podido acceder a los beneficios que estable-
ce la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el Fon-
do para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas
de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores y se
adiciona el artículo 51-Bis de la Ley General de Organiza-
ciones y Actividades Auxiliares del Crédito, derivado de
que, en su caso particular, no se cumple con determinados
requisitos que estipula el mencionado ordenamiento. 

En tal virtud, solicitan el apoyo para que, al momento de
evaluar y dictaminar las iniciativas arriba indicadas, se to-
me en cuenta su situación, a efecto de estar en condiciones
de ser apoyados en la recuperación de sus ahorros, que im-
plican un esfuerzo de muchos años. 

CONSIDERACIONES DE LA COMISION 

Resulta muy importante para esta Comisión señalar antes
de cualquier pronunciamiento, el que para la realización
del presente Dictamen se contó con el apoyo de todos los
grupos parlamentarios y de que en el curso del análisis y
discusión del mismo, participaron legisladores de práctica-
mente todos los partidos políticos representados en esta So-
beranía, en particular del Partido Acción Nacional, del Par-
tido de la Revolución Democrática, del Partido Revolu-
cionario Institucional, del Partido del Trabajo y del Partido
Verde Ecologista de México. 

Asimismo, para esta Comisión Dictaminadora resulta im-
portante recordar que derivado de que diversos ahorradores

de Sociedades Cooperativas con secciones de Ahorro y
Préstamo, así como de Sociedades de Ahorro y Préstamo
fueron afectados por la comisión de ilícitos o deficientes
administraciones por parte de quienes llevaban la opera-
ción y/o dirección de dichas sociedades, fue publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de
2000, la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores,
con el propósito fundamental de apoyar y permitir la recu-
peración por parte de dichos ahorradores de un porcentaje
de sus ahorros, así como de fortalecer el esquema financie-
ro de las sociedades que cumplieran con los requisitos es-
tablecidos en la propia ley, contando para tal efecto con el
apoyo del Gobierno Federal y las Entidades Federativas. 

Que como consecuencia de la aprobación de esta Ley, se
creó un fondo administrado a través de un Fideicomiso de
carácter público, a fin de garantizar transparencia y el ade-
cuado manejo de los recursos aportados por el Gobierno
Federal y las Entidades Federativas, con el propósito de dar
un pago oportuno y de carácter equitativo a los miles de
ahorradores afectados. 

Que, como ya ha sido señalado en las Iniciativas antes co-
mentadas, en razón de la aplicación de la Ley que crea el
citado Fideicomiso, diversas sociedades y asociaciones no
lucrativas y de carácter lucrativo que han venido promo-
viendo el ahorro popular, han solicitado los apoyos otorga-
dos por este Fideicomiso, sin resultados favorables, por el
hecho de no contar con la naturaleza jurídica requerida, en-
contrándose en una situación de desventaja respecto de las
Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 

Que los requisitos establecidos para el fortalecimiento del
esquema financiero de las sociedades, hacen imposible su
aplicación a favor de las sociedades y asociaciones que lo
requieren, por lo que es imprescindible una reforma inte-
gral a la Ley para otorgar en condiciones de justicia y equi-
dad éstos apoyos, situación que cobra mayor importancia a
partir de la aprobación de la Ley de Ahorro y Crédito Po-
pular, misma que viene a ordenar y a regular la captación
de recursos en el sector de ahorro y crédito popular, a tra-
vés de dos figuras jurídicas básicas que son: 

(i) las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, y 

(ii) las Sociedades Financieras Populares, mismas que con-
forme a los procedimientos establecidos en la propia Ley,
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requieren de una autorización de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores para operar como Entidades de Aho-
rro y Crédito Popular.

En virtud de lo anterior, esta Comisión considera que es
necesario facilitar a las sociedades y asociaciones que cap-
tan ahorro popular, su proceso de transición en Entidades
de Ahorro y Crédito Popular, a través de la implementación
de esquemas financieros que permitan su transformación
en Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo o en So-
ciedades Financieras Populares o bien, en su caso, se per-
mita su salida ordenada en el caso de aquellas sociedades o
asociaciones financieramente inviables, con el único pro-
pósito de no causar perjuicio a sus ahorradores. 

También resulta evidente que el apoyo realizado hasta aho-
ra ha sido insuficiente, pues aún persisten grupos de perso-
nas que, confiando en este tipo de sociedades, depositaron
en ellas sus recursos y hasta el momento no los han podido
recuperar. 

En efecto, se ha podido constatar que algunas entidades
constituidas bajo las modalidades de Sociedades Coopera-
tivas con secciones de Ahorro y Préstamo y Sociedades de
Ahorro y Préstamo, tuvieron un funcionamiento irregular,
debido a una mala planeación o negligencia de parte de
quienes estaban a cargo de su administración o dirección,
en perjuicio de cientos de miles de ahorradores afectados. 

Esta problemática evidenció la existencia de una enorme
falla en el sistema de ahorro popular, lo cual ocasionó y si-
gue ocasionando elevados costos sociales, y considerando
que, en su momento, los diversos Grupos Parlamentarios
se expresaron en sentido favorable para la utilización de re-
cursos públicos para apoyar de manera extraordinaria el
daño causado a este tipo de ahorradores, fue necesaria la
emisión de un marco normativo que permitiera la creación
de un Fideicomiso que administrará el fondo para el Forta-
lecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Prés-
tamo y de Apoyo a sus Ahorradores, y así garantizar la ab-
soluta transparencia en la aplicación y administración de
los recursos públicos destinados a este fin, así como la
existencia de controles adecuados sobre su operación. 

No obstante lo anterior, y a más de dos años de la imple-
mentación del referido Fideicomiso, los resultados y avan-
ces que a la fecha se han alcanzado, si bien han sido signi-
ficativos para el universo originalmente considerado, aún
no han logrado satisfacer las demandas de un número im-
portante de ahorradores afectados bajo otros supuestos, que

no se consideró conveniente contemplar en la Ley en co-
mento. 

Por lo anterior, y tomando en consideración, que una parte
de dichas sociedades y asociaciones se transformarán en
Entidades de Ahorro y Crédito Popular con motivo de la
publicación de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y otras,
deberán tener una salida ordenada para no perjudicar a sus
ahorradores, esta Comisión Dictaminadora ha considerado
oportuno proponer una reforma integral a la Ley en co-
mento, con el propósito de apoyar otro tipo de sociedades
y asociaciones no lucrativas, y excepcionalmente con ca-
rácter lucrativo, que enfrentaron o enfrentan la misma pro-
blemática que motivó la expedición de dicha Ley, siendo
estas: Sociedades y Asociaciones Civiles, así como Socie-
dades de Solidaridad Social, siempre y cuando hayan ob-
servado lo dispuesto por el Artículo 38-P de la Ley Gene-
ral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito, así como algunas Sociedades Anónimas. 

Con la presentación de esta propuesta, que contempla las
inquietudes planteadas en las diversas iniciativas ya co-
mentadas, se abre una doble posibilidad, es decir, ya sea
que se apoye a los ahorradores o bien a las sociedades o
asociaciones a las que pertenezcan dichos ahorradores,
siempre y cuando cumplan con una serie de requisitos y
condiciones que permitan determinar la procedencia o no,
para ser sujetos de apoyo, que emana de recursos fiscales. 

En efecto, se estima que para fortalecer el esquema finan-
ciero de las sociedades es necesario contar con fundamen-
tos técnicos, pero también flexibles, que sustenten la ido-
neidad de los apoyos contemplados y hagan procedente su
otorgamiento. 

En ese sentido, el Banco del Ahorro Nacional y Servicios
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, de
acuerdo con las funciones encomendadas por su Ley Orgá-
nica, tiene entre otras la de ser promotor del desarrollo del
sector de ahorro y crédito popular, así como el de canalizar
los apoyos del Gobierno Federal, por lo que a fin de apo-
yar a las entidades del sector en su proceso de transición a
la Ley de Ahorro y Crédito Popular tiene contemplado re-
alizar a nivel nacional, los trabajos desarrollados por con-
sultores con experiencia internacional en finanzas popula-
res con el fin de ordenar este sector y facilitar el
cumplimiento de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

Los resultados de estos trabajos, que no han sido realizados
por ninguna instancia, serán de gran utilidad para apoyar la
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toma de decisiones, desde un punto de vista técnico, en el
otorgamiento de apoyos de saneamiento. 

El objetivo principal de este proyecto es desarrollar, imple-
mentar y dar seguimiento a planes de trabajo específicos
para cada sociedad (que captan ahorro y colocan crédito),
de acuerdo a sus características y conforme a su capacidad
para incorporarse a la Ley de Ahorro y Crédito Popular.
Entre las actividades principales que se desarrollarán serán
las siguientes: 

A. Elaborar los planes de trabajo específicos de estabiliza-
ción y saneamiento, que puedan consistir en el otorga-
miento de créditos, adquisición de instrumentos de capita-
lización, fusión, cesión de activos y pasivos, liquidación o
cualquier otro esquema por sociedad, de acuerdo con sus
características.

Los planes de trabajo deberán considerar como punto de
partida, la evaluación que haga la consultoría con base en
los estándares de evaluación que permitirán clasificar a las
sociedades en: 

1) Sociedades que cumplen con los requisitos para solicitar
su autorización y que adicionalmente pueden ser sujetas a
un plan de mejora. 

2) Sociedades que requieren de un plan de estabilización y
ajuste temporal y que podrán incorporarse a la Ley de Aho-
rro y Crédito Popular si realizan ciertos cambios y sin ne-
cesidad de recursos externos. 

3) Entidades que deberán fusionarse con otra o con otras, o
ceder sus activos y pasivos o pasar por un proceso profun-
do de reorganización y mejorar su estructura de gobierno,
operación y control interno para poder ser autorizadas. Es-
tas sociedades presentan requerimientos de apoyos finan-
cieros externos para fortalecer su capital. 

4) Entidades que definitivamente no están en posibilidad
de cumplir con los requisitos mínimos para operar confor-
me a la Ley de Ahorro y Crédito Popular y que deberán ser
liquidadas. 

B. Implementar y dar seguimiento a los planes de trabajo,
así como corregir los problemas detectados.

Conforme a lo anterior, se propone incluir en el Artículo 1°
el objeto del Fideicomiso, haciendo énfasis en el doble
efecto que se pretende alcanzar con esta Ley, que consisti-

rá en: a) fortalecer el esquema financiero de las sociedades
o asociaciones que habiéndose sujetado a un trabajo lleva-
do a cabo por consultores con experiencia internacional en
finanzas populares, resulten viables y consecuentemente
con ello, propiciar su transformación en entidades de aho-
rro y crédito popular, y b) apoyar a los ahorradores de las
sociedades o asociaciones cuya insolvencia se hubiere
comprobado y hayan sido sujetas de un trabajo de audito-
ría contable. De esta forma, el artículo 1º quedaría de la si-
guiente manera: 

"ARTICULO 1.- Se crea el Fideicomiso para administrar
el Fondo de Fortalecimiento de las sociedades a que se re-
fiere esta Ley, y de apoyo a sus ahorradores. 

El Fideicomiso tendrá por objeto: 

I. Fortalecer el esquema financiero de las sociedades defi-
nidas como de tipo "ll" en el artículo 7 de la presente Ley. 

Dichas sociedades únicamente recibirán los apoyos a que
se refiere esta Ley, siempre y cuando cumplan con los re-
quisitos que establece el artículo 8 de la misma; y 

II. Apoyar a los ahorradores de las sociedades a que se re-
fiere el artículo 7 de la presente Ley, respecto de las cuales
ya se haya comprobado su insolvencia y hayan sido objeto
de los trabajos de auditoría contable a que se refiere el ar-
tículo 2 fracción X de esta Ley."

Por su parte, con el objeto de ser más precisos y específi-
cos, en el Artículo 2° se incluyen las definiciones de los
términos que se utilizan a lo largo del texto de la Ley, para
dar una mayor claridad respecto de las pretensiones de los
legisladores al momento de promulgar las modificaciones
a la Ley en cuestión. Además, de facilitar su comprensión
y uniformar los criterios de interpretación, al definir el sen-
tido en que deben entenderse tales términos dentro del con-
texto del ordenamiento que se está reformando, ya que mu-
chos términos se repiten a lo largo de la Ley, por lo que
quedaría en los siguientes términos: 

"ARTÍCULO 2.- Para efectos de esta Ley, se entenderá
por: 

I. Ahorrador en singular o plural: a las personas que hayan
constituido depósitos en las sociedades a que se refiere la
fracción IX de este artículo, en calidad de socios o asocia-
dos. 
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II. Comité: al Comité Técnico del Fideicomiso a que se re-
fiere la presente Ley. 

III. Federación: a los organismos de integración a que se
refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

IV. Fideicomiso: al Fideicomiso constituido a partir de la
presente Ley. 

V. Fiduciaria: Nacional Financiera, S.N.C., Institución de
Banca de Desarrollo. 

VI. Ley: a la presente Ley. 

VII. Saldo Neto de Ahorro: El resultado del monto que
conste en los títulos de crédito o documentos equivalentes
que comprueben los depósitos realizados por el Ahorrador,
menos los créditos que se le hayan otorgado y no haya cu-
bierto. Para determinar este saldo, no se computarán inte-
reses. 

VIII. Secretaría: a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

IX. Sociedad Objeto de esta Ley, en singular o plural: a las
sociedades a que se refiere el artículo 7 de esta Ley y que
manifiesten su intención de apegarse a los términos de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular, o que en virtud de no po-
der ajustarse a los requisitos establecidos en la misma, de-
ban proceder a su disolución y liquidación o que se en-
cuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o
entren en concurso mercantil. 

X. Trabajos de Auditoría Contable: a los trabajos de análi-
sis y evaluación de los estados financieros de una sociedad
cuyos ahorradores sean sujetos de apoyo en los términos de
esta Ley, los cuales deberán de realizarse con apego a los
principios de contabilidad generalmente aceptados, y con
base en normas de auditoría generalmente aceptadas. 

XI. Trabajos de Consolidación: a los trabajos que se lleven
a cabo en las Sociedades Objeto de esta Ley, con excepción
de las señaladas en el artículo 7 fracción I, por consultores
con experiencia internacional en finanzas populares; estos
trabajos comprenden asistencia técnica en materia de me-
jora, estabilización, saneamiento y/o liquidación de Socie-
dades, los cuales serán contratados por el Gobierno Fede-
ral a través del Banco del Ahorro Nacional y Servicios
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, en
su carácter de agente financiero del Gobierno Federal, con

recursos provenientes de organismos financieros interna-
cionales."

Del mismo modo, en su Artículo 3°, y a fin de enriquecer
las decisiones que el Comité Técnico adopte, derivado de
la experiencia en procesos de fortalecimiento de entidades
financieras, supervisión bancaria y protección al ahorrador
se propone incluir al Banco de México como miembro de
dicho Comité. 

Asimismo, para facilitar la operación del Fideicomiso, se
incluye la posibilidad de que los miembros del Comité
Técnico cuenten con un suplente. Aunado a lo anterior, se
añade la acreditación de un representante de los miembros
del Comité Técnico para que dé respuesta a los actos inter-
puestos en contra de las resoluciones de dicho Comité in-
cluyendo los juicios de garantías, además de señalarse que
los gastos y costas que se originen por este concepto se re-
alizarán con cargo al patrimonio del Fideicomiso; final-
mente se precisa el hecho de que, el Fideicomiso no tenga
estructura orgánica propia, no implica la imposibilidad de
éste, para contratar servicios profesionales o de los aseso-
res necesarios que requiera para el cumplimiento de sus fi-
nes y con cargo a su patrimonio. 

Es así, que las anteriores propuestas tienen por objeto que
el Comité Técnico del Fideicomiso, es decir, el órgano de
gobierno del Fideicomiso, quede dotado de las herramien-
tas y facultades necesarias que le permitan sesionar y tomar
acuerdos de una manera ágil y expedita, aún cuando falten
varios de sus miembros propietarios. 

Del mismo modo, se pretende que exista una mecánica de-
finida y ágil para dar atención a los planteamientos, donde
se cuestionen sus decisiones, independientemente de acla-
rar que el supuesto de no tener estructura orgánica propia,
no significa que no pueda contratar a terceros, que sin for-
mar parte de sus órganos internos, puedan auxiliarlo en la
ejecución de actos. De acuerdo a lo señalado, el artículo 3,
quedaría de la forma siguiente: 

"ARTÍCULO 3.- El Fideicomiso será público y contará
con un Comité que estará integrado por un representante de
cada una de las siguientes Instituciones: de las Secretarías
de Hacienda y Crédito Público, quien lo presidirá; de Go-
bernación; de Contraloría y Desarrollo Administrativo; de
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros; de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, de Banco de México, y un re-
presentante de cada uno de los dos Gobiernos de las enti -
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dades federativas que hayan celebrado los convenios a que
se refiere el artículo 10 de esta Ley, y que cuenten con el
mayor número de Ahorradores. Por cada representante pro-
pietario del Comité habrá un suplente, quién deberá suplir-
lo en sus ausencias. 

El Comité acreditará legalmente a las personas que se en-
carguen de recibir y dar respuesta a actos jurídicos inter-
puestos en contra de sus resoluciones, incluidos aquellos
actos relacionados con los juicios de garantías que, en su
caso, se interpongan en contra de las resoluciones del pro-
pio Comité. Para tal efecto, los gastos y honorarios que se
generen con motivo de dicha defensa, serán cubiertos con
cargo al patrimonio del Fideicomiso. 

Este Fideicomiso no tendrá estructura orgánica propia, por
lo que no queda comprendido en los supuestos de los artí-
culos 47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y 40 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales.
No obstante lo anterior y a efecto de dar cumplimiento a
los fines del Fideicomiso, la Fiduciaria podrá contratar ase-
sores, profesionistas así como personal técnico por honora-
rios, con cargo al patrimonio del Fideicomiso, no estable-
ciéndose relación laboral alguna con la Fiduciaria."

En este mismo sentido, persiguiendo el citado objetivo de
hacer más operativo al Fideicomiso, esta Comisión propo-
ne derogar el Artículo 4° a fin de eliminar a la Comisión
Consultiva integrada por representantes de los Gobiernos
de las Entidades Federativas en las que existan ahorradores
afectados, ya que nunca operó en la práctica. Con esta de-
cisión, se pretende simplificar la toma de decisiones, dado
que bajo el esquema original, para escuchar a la represen-
tación de los ahorradores, primero había que deliberar y
pronunciarse en su seno, para después acudir al Comité
Técnico a exponer el acuerdo al que se había llegado, y
posteriormente regresar a comunicar el resultado de su ges-
tión. 

Bajo este tenor, y para evitar un esquema sumamente com-
plejo en su operativa, se analizó la conveniencia de evitar
mencionar en los Artículos 5°, 9° y 12, el importe de los re-
cursos aportados por el Gobierno Federal, derivado de lo
cual, los artículos 9º y 12 se derogarían, mientras que el 5º
quedaría en los siguientes términos: 

"ARTÍCULO 5.-......... 

I. Las aportaciones del Gobierno Federal. 

Dichas aportaciones se administrarán en subcuentas inde-
pendientes entre sí y distintas a aquéllas en que se admi-
nistre el resto de las aportaciones; 

II. ... 

III. .... 

IV. .... 

V. ........."

Al respecto de estos cambios, para la que Dictamina es im-
portante señalar como se reitera al final del Dictamen que,
además de estar facultando al propio Fideicomiso para que
pueda utilizar los recursos con que actualmente cuenta por
550 millones de pesos para apoyar a sociedades, de mane-
ra que los mismos puedan ser utilizados a favor de los aho-
rradores, situación que en la actualidad no es posible en
términos de la propia Ley, de conformidad a los cálculos
realizados, se requerirían recursos de carácter presupuestal
del 2003 del orden de 754.8 millones de pesos. 

Para el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2004 se
ha estimado un requerimiento de 645.1 millones de pesos. 

Con estos recursos, que fortalecerían el patrimonio del Fi-
deicomiso, se podría cumplir con dos objetivos fundamen-
tales de la reforma que se propone: Por un lado y, lo que re-
sulta ser lo más urgente, apoyar a los ahorradores de
algunas sociedades cuyas características originalmente no
estaban contempladas por la Ley en comento y, en segun-
do lugar, apoyar a las que no puedan cumplir con los re-
quisitos establecidos en la Ley de Ahorro y Crédito Popu-
lar para constituirse como entidades de este sector, así
como contribuir al fortalecimiento financiero de aquellas
sociedades que lo requieran para poder organizarse y fun-
cionar como entidades de ahorro y crédito popular. 

Como más adelante se precisa, también se considera opor-
tuno señalar que el esquema de apoyo que se está propo-
niendo requiere la participación activa y solidaria de las
Entidades Federativas, en apoyo de los ahorradores, inclu-
so con saldo neto mayor a 190 mil pesos, con la única con-
dición de aceptar como liquidación el 70% de dicho límite. 

Asimismo, en el Artículo 6° se precisan y aclaran algunas
facultades del Comité Técnico a fin de dar cumplimiento a
los fines del Fideicomiso, entre las que destaca: los pro-
cedimientos para determinar las cantidades a entregar y
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documentar la necesidad de eliminar la facultad de emitir
mediante reglas de carácter general y los requisitos que de-
ben tener los títulos de crédito que presenten los ahorrado-
res para que se consideren válidos, ya que la regulación de
éstos se encuentran previstos en la Ley General de Títulos
y Operaciones de Crédito; además de esclarecer a través de
los Trabajos de Consolidación, es decir, los trabajos reali-
zados por los consultores con experiencia internacional,
que una vez que se determine la viabilidad de una sociedad
o asociación, se instruya la implementación de algún es-
quema de apoyo a efecto de lograr su saneamiento finan-
ciero; así como aprobar las bases y procedimientos para el
reconocimiento de las sociedades o asociaciones que serán
apoyadas; la determinación de los casos en que la fiducia-
ria podrá renunciar a los derechos de cobro, a efecto de be-
neficiar a otros ahorradores; así como los casos en que por
su imposibilidad legal o material de cobro, deban quebran-
tarse. 

Bajo este tenor, el artículo en comento quedará estructura-
do como sigue: 

"ARTÍCULO 6.- El fideicomitente del Fideicomiso será
el Gobierno Federal, a través de la Secretaría. 

Se deroga segundo párrafo. 

El Comité tendrá de manera enunciativa, mas no limitati-
va, las siguientes facultades: 

I. Aprobar los términos mínimos de referencia, conforme a
los cuales deben practicarse los Trabajos de Auditoría Con-
table de las sociedades cuyos ahorradores sean sujetos a los
apoyos que esta Ley contempla, con el propósito de que los
recursos de este Fideicomiso se apliquen en forma transpa-
rente; 

II. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán los montos a pagar que se hayan deter-
minado en el Trabajo de Auditoría Contable respectivo, así
como los mecanismos para identificar a los Ahorradores,
los procedimientos para determinar las cantidades que se
podrán entregar a los mismos, así como los procedimientos
para documentar dichas entregas; 

III. Determinar los requisitos que deben reunir los docu-
mentos comprobatorios de los derechos de crédito de los
Ahorradores para ser considerados válidos, así como los
métodos de identificación de dichos Ahorradores; 

IV. Instruir que se lleven a cabo las acciones pertinentes pa-
ra la implementación del esquema de apoyo que se deter-
mine en el Trabajo de Consolidación, el cual establecerá
cuando es viable la recuperación financiera de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, y cuando no, así como
el esquema que se implementará, y el monto necesario pa-
ra su saneamiento; 

V. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán a las Sociedades Objeto de esta Ley que
serán apoyadas, así como los procedimientos para docu-
mentar dichos apoyos; 

VI. ........ 

VII. Autorizar, con cargo al patrimonio del Fideicomiso,
los gastos que resulten necesarios, para el manejo del mis-
mo, incluyendo los honorarios que correspondan a la Fidu-
ciaria, así como aquellos que deriven del proceso de extin-
ción del mismo; 

VIII. Instruir a la Fiduciaria, por escrito respecto de la in-
versión de los fondos líquidos del Fideicomiso; 

IX. ..... 

X. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que rinda la
Fiduciaria sobre el manejo del patrimonio fideicomitido; 

XI. ....... 

XII. ....... 

XIII. ..... 

XIV. ....... 

XV. Determinar los casos en los que la Fiduciaria podrá re-
nunciar a los derechos de cobro respecto de los cuales se
haya subrogado en términos de lo señalado por el artículo
11, Base SEXTA de esta Ley, siempre que tal renuncia sea
en beneficio de ahorradores no apoyados por el Fideicomi-
so en términos de la misma; o bien, cuando la Fiduciaria lo
solicite en virtud de la notoria imposibilidad legal o mate-
rial de hacer efectivos los mencionados derechos, o que los
procesos que deban seguirse para hacerlos efectivos resul-
ten excesivamente onerosos. Cuando se determine renun-
ciar a los derechos de cobro de conformidad con lo esta-
blecido en la presente fracción, los recursos aportados para
el pago a ahorradores serán a fondo perdido; 
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XVI. Aprobar que se lleven a cabo las actividades a que se
refieren las fracciones anteriores, en los casos de Socieda-
des Objeto de esta Ley que se encuentren en procedimien-
to de quiebra, en concurso o lleguen a ubicarse en concur-
so mercantil, y 

XVII. Cualesquiera otras derivadas de la legislación apli-
cable y de la presente Ley, necesarias para el cumplimien-
to de los fines del Fideicomiso."

En cuanto al Artículo 7°, la que Dictamina consideró nece-
sario diferenciar entre aquellas sociedades sujetas de apo-
yo que hayan sido autorizadas conforme a la Ley que les
dio origen, pero que actualmente ya no realicen operacio-
nes activas o pasivas en forma permanente, mismas que se-
rán consideradas para los efectos de esta Ley como de tipo
"I", las cuales se someterán a trabajos de auditoría contable
a efecto de apoyar a los ahorradores de las mismas, y aque-
llas otras sociedades que se encuentren actualmente en
operación, que pretenderán transformarse en entidades de
ahorro y crédito popular y que serán consideradas como del
tipo "II", las cuales deberán someterse a los trabajos de
consolidación a efecto de determinar su viabilidad o invia-
bilidad y así sujetarse a algunos de los programas de apo-
yo que prevé la Ley, además de que si se considera invia-
ble deberán ser objeto a un trabajo de auditoría a efecto de
apoyar a los ahorradores de la sociedad o asociación res-
pectiva. 

"ARTÍCULO 7.- Las Sociedades Objeto de esta Ley, se
dividirán en: 

I. Sociedades de tipo "l": a) Sociedades de Ahorro y Prés-
tamo que se hayan autorizado conforme a la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, y
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas de forma
permanente; b) Sociedades Cooperativas que cuenten con
secciones de ahorro y préstamo que se hayan organizado
conforme a la Ley General de Sociedades Cooperativas, y
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas; c) Aso-
ciaciones y Sociedades Civiles que hayan realizado activi-
dades de captación de recursos de sus integrantes para su
colocación entre éstos, que ya no realicen operaciones ac-
tivas ni pasivas y que durante el tiempo en que sí hayan re-
alizado dichas operaciones, hayan observado lo dispuesto
en el artículo 38-P de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito; y d) Sociedades de So-
lidaridad Social a que hace referencia la Ley de Sociedades
de Solidaridad Social, que hayan realizado actividades de
captación de recursos de sus integrantes para su colocación

entre éstos, que ya no realicen operaciones activas ni pasi-
vas y que durante el tiempo en que sí hayan realizado di-
chas operaciones en forma permanente hayan observado lo
establecido por el artículo 38-P de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 

II. Sociedades de tipo "II": A las mismas sociedades a que
se refieren los incisos a), b), c) y d) de la fracción inme-
diata anterior, que se encuentren actualmente en opera-
ción."

Adicionalmente, se consideró conveniente que en el Artí-
culo 8° se señalaran los requisitos y condiciones que debe-
rán cumplir aquellas sociedades que deseen acogerse a los
beneficios de la presente Ley, y el nuevo artículo 8 Bis los
cuatro esquemas a los que podrán aspirar, en caso de resul-
tar elegibles, dando especial atención a aquellas sociedades
objeto de esta Ley que se encuentran en procedimiento de
quiebra o de concurso en es decir: 

1) Disolverse y liquidarse; 

2) Fusionarse o ceder sus activos y pasivos; 

3) Recibir un crédito y/o emitir instrumentos de capitaliza-
ción y 

4) Cualquier otro esquema propuesto y derivado de los tra-
bajos de consolidación.

Conforme a lo señalado, a continuación se presenta como
quedarían estructurados estos dos artículos: 

"ARTÍCULO 8.- Sólo podrán acogerse al contenido de
este ordenamiento, las Sociedades Objeto de esta Ley, que
cumplan los siguientes requisitos y condiciones; 

I. Haberse constituido legalmente por lo menos con un año
de anticipación a la entrada en vigor de esta Ley, y acredi-
tar que cumple con los supuestos a que se refiere el artícu-
lo 7 de la misma; 

II. Tratándose de las sociedades a que se refiere la fracción
I del artículo inmediato anterior, deberán someterse a un
Trabajo de Auditoría Contable y aceptar el resultado del
mismo. En el caso de las sociedades a que se refiere la
fracción II del mismo artículo, deberán someterse a un Tra-
bajo de Consolidación, así como acatar su resultado, deri-
vado del cual se deberá instrumentar cualquiera de los es-
quemas a que se refiere el artículo 8 BIS de esta Ley; 
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III. Firmar el convenio correspondiente con la Fiduciaria,
en caso de que el Trabajo de Consolidación que se le haya
aplicado determine la procedencia para el otorgamiento de
alguno de los apoyos a que se refieren las fracciones II y III
del artículo 8 BIS siguiente; en dicho convenio las Socie-
dades Objeto de esta Ley se obligarán a dar seguimiento y
cumplimiento en forma exacta al esquema que el Trabajo
de Consolidación respectivo haya determinado que es más
conveniente para que se mantengan en operación. 

El mencionado convenio contemplará, entre otras cuestio-
nes, las sanciones a que se hará acreedora la Sociedad Ob-
jeto de esta Ley, en caso de no cumplir con algunas de sus
disposiciones, así como con cualquiera de las obligaciones
que esta Ley le impone; 

IV. Acreditar que durante los 12 meses anteriores a la soli -
citud de apoyo, las tasas de interés pactadas para los depó-
sitos de dinero e inversiones de sus Ahorradores, fueron in-
feriores al 120% de la tasa de rendimiento, en colocación
primaria de los Certificados de la Tesorería de la Federa-
ción denominados en moneda nacional, a plazo de 28 días,
o en su defecto, la que resulte equivalente al citado plazo,
de acuerdo con el Banco de México; 

V. Tratándose de sociedades cuyos Ahorradores sean suje-
tos de apoyo conforme a lo establecido en el artículo 1
fracción II de esta Ley, éstas deberán acreditar haber ini-
ciado los trámites para efectuar los Trabajos de Auditoría
Contable con el propósito de determinar su insolvencia a
más tardar el 1° de junio del 2003 en el caso de las socie-
dades señaladas en el artículo 7 fracción I; en el caso de las
sociedades señaladas en la fracción II del citado artículo,
éstas deberán acreditar haber iniciado los Trabajos de Con-
solidación antes del 31 de diciembre del 2003. 

Asimismo, las sociedades de que trata esta fracción, debe-
rán acreditar que previamente a su disolución y liquida-
ción, quiebra o concurso, según sea el caso, no experimen-
taron una reducción drástica en sus disponibilidades e
inversiones en valores por causas distintas a la operación
habitual de la misma, en los seis meses anteriores a la fe-
cha en que se determine su insolvencia. Para tales efectos,
se entiende que existe una reducción drástica, cuando se
presenta una disminución en el saldo conjunto de disponi-
bilidades e inversiones en valores igual o mayor al 40% del
saldo promedio de dichos conceptos, observado en los dos
últimos años. 

Las disponibilidades e inversiones en valores a que se re-
fiere el párrafo anterior, serán clasificadas de acuerdo con
los criterios emitidos por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para el caso de las entidades de ahorro y crédi-
to popular. 

Si como consecuencia de los resultados de los Trabajos de
Auditoría Contable, se hubiere dictaminado una reducción
drástica en las referidas disponibilidades e inversiones en
valores por causas distintas a la operación habitual de al-
guna sociedad de las referidas en esta fracción, así como su
posterior reintegración, se tendrá por acreditado el requisi-
to a que se refiere esta fracción. 

En el caso de los apoyos a que se refiere el esquema des-
crito en la fracción II del artículo 8 BIS, las Sociedades Ob-
jeto de esta Ley deberán presentar copia certificada del o
los acuerdos de los órganos competentes en el o los que se
hayan acordado su fusión con alguna entidad de ahorro y
crédito popular, o bien, del esquema jurídico o financiero
que implique la cesión de activos y pasivos a ésta, cum-
pliendo con los requisitos que se establecen en esta Ley, así
como aceptar someterse a lo que la entidad de ahorro y
crédito popular fusionante o cesionaria determine, con re-
lación a la integración de sus Órganos de Gobierno. 

Para poder recibir los apoyos a que se refiere el esquema
descrito en la fracción III del artículo 8 BIS, las Socieda-
des Objeto de esta Ley deberán exhibir copia certificada
del o los acuerdos de los órganos competentes en el que se
haya acordado su transformación en alguna de las socieda-
des que prevé la Ley de Ahorro y Crédito Popular; su afi-
liación a una Federación o, en su caso, acordar su supervi-
sión auxiliar con alguna Federación; así como la remoción
de su o sus administradores o sus órganos equivalentes. 

VI. Tratándose de Sociedades Objeto de esta Ley que se
encuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o lle-
guen a ubicarse en concurso mercantil cumplirán los requi-
sitos a que se refieren las fracciones I, II, IV y V del pre-
sente artículo, en el entendido de que los Trabajos de
Auditoría Contable podrán ser llevados a cabo por el síndi-
co tratándose del procedimiento de quiebra, o por los espe-
cialistas propios del proceso concursal, según corresponda;
en todo caso, las sociedades deberán acreditar haber pre-
sentado la solicitud o demanda de concurso antes del 31 de
diciembre del 2004. 
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"ARTÍCULO 8 BIS.- Los esquemas que se podrán imple-
mentar como resultado de los Trabajos de Consolidación,
son los siguientes: 

I. Disolución y liquidación; en cuyo caso las Sociedades
Objeto de esta Ley a las cuales se aplique este esquema de-
berán someterse a un Trabajo de Auditoría Contable y
aceptar el resultado del mismo, así como realizar los actos
corporativos para estos efectos, en los plazos que dicte el
Comité, como condición para que se efectúe el pago a sus
Ahorradores, además de cumplir con los demás requisitos
que al efecto se establecen en la presente Ley. 

II. Fusión con una entidad de ahorro y crédito popular au-
torizada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
para operar como tal, o bien algún otro esquema jurídico o
financiero que implique la cesión de activos y pasivos pro-
venientes de alguna Sociedad Objeto de esta Ley, a una en-
tidad de ahorro y crédito popular autorizada por la mencio-
nada Comisión. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 

a) Sólo podrán participar en este esquema, las entidades de
ahorro y crédito popular que no hayan sido objeto de apo-
yo a través de alguno de los esquemas señalados en la pre-
sente fracción, así como en las fracciones III y IV siguien-
tes; 

b) El Trabajo de Consolidación correspondiente, deberá
clasificar contablemente la cartera crediticia de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, identificando la cartera
vigente y la vencida, así como calificar la propia cartera
crediticia y estimar el faltante de provisiones, de acuerdo
con las Reglas que emita la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, aplicables a las entidades de ahorro y crédito
popular en esta materia; 

c) El faltante de provisiones que se determine de confor-
midad con la calificación que se haga de la cartera en el
Trabajo de Consolidación, será cubierto con cargo al patri-
monio del Fideicomiso y la totalidad de la cartera será ad-
ministrada por la entidad de ahorro y crédito popular, lle-
vándose a cabo los actos jurídicos necesarios; 

d) Los recursos que el Fideicomiso destine para cubrir el
faltante de provisiones de la Sociedad Objeto de esta Ley,
no podrá ser mayor al 40% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la misma, y en ningún caso
se podrá dar un apoyo en una o sucesivas operaciones, ma-
yor al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sa-

neamiento. De manera excepcional, a propuesta del Traba-
jo de Consolidación correspondiente, el Fideicomiso podrá
disponer con cargo a su patrimonio de una ampliación de
recursos, equivalente al 5% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta
Ley; 

e) En el convenio con la Fiduciaria, se establecerá entre és-
ta y la entidad de ahorro y crédito popular, un esquema de
incentivos a efecto de lograr la mayor recuperación posible
de la cartera que dicha entidad tenga bajo su administra-
ción y que hubiere sido provisionada con cargo al patrimo-
nio del Fideicomiso; en cualquier caso, el producto de esta
recuperación, se dividirá en una proporción al menos de
80% para el Fideicomiso y el resto para la entidad admi-
nistradora; 

f) La cartera que se haya clasificado como cartera vencida
y que tenga este carácter durante un plazo mayor de 270 dí-
as, contado a partir de que se emita dicha clasificación, se
considerará irrecuperable, procediendo el Comité a ordenar
su quebranto; y 

g) La Sociedad Objeto de esta Ley, deberá llevar a cabo los
actos corporativos y administrativos necesarios, para efec-
tuar la amortización de pérdidas y aportaciones necesarias,
de acuerdo a lo siguiente: 

i) Aplicar las partidas positivas del capital contable de la
Sociedad Objeto de esta Ley, a la absorción de las pérdidas
que tenga la misma derivadas del provisionamiento de la
cartera de conformidad con las reglas aplicables; 

ii) Efectuada la aplicación a que se refiere la fracción ante-
rior, se procederá a reducir el capital social para amortizar
las pérdidas; 

iii) Derivado de lo anterior, las partes sociales de la Socie-
dad Objeto de esta Ley serán tomadas a su valor contable
para efectos del canje a que se refiere el numeral iv) si-
guiente; 

iv) En ejercicio de su derecho preferente y conforme al
porcentaje de su participación social, los socios efectuarán
las aportaciones correspondientes a fin de obtener el canje
de las partes sociales, dentro del plazo que se convenga con
la entidad de ahorro y crédito popular; 

v) La Sociedad Objeto de esta Ley que haya cedido sus ac-
tivos y pasivos, deberá entrar en estado de disolución. 
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III. Otorgamiento de créditos del Fideicomiso a Sociedades
Objeto de esta Ley y/o adquisición de instrumentos de ca-
pitalización emitidos por éstas a cargo del Fideicomiso, cu-
yos montos serán determinados por el Trabajo de Consoli -
dación respectivo. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 

a) Con base en el presente esquema y en virtud de lo de-
terminado por el Trabajo de Consolidación correspondien-
te, el Fideicomiso otorgará un crédito a la Sociedad Obje-
to de esta Ley de que se trate, o bien, adquirirá
instrumentos de capitalización emitidos por ésta, cuando la
normatividad que les sea aplicable así lo permita. Los tér-
minos y condiciones del crédito, así como las característi-
cas de los instrumentos de capitalización, serán determina-
dos por el Comité; 

b) La Sociedad Objeto de esta Ley deberá depositar los re-
cursos que obtenga conforme al esquema a que se refiere
esta fracción, en un fondo de disponibilidad restringida ad-
ministrado por una institución de banca de desarrollo; 

c) El monto del crédito que en su caso otorgue el Fideico-
miso, no podrá ser mayor al 30% del total de los depósitos
de los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta Ley de
que se trate, y en ningún caso será mayor en una o sucesi-
vas operaciones, al 10% de la subcuenta del Fideicomiso
destinada al saneamiento de sociedades; 

d) En el caso de emisión de instrumentos de capitalización,
éstos no podrán representar más del 30% del capital conta-
ble de la Sociedad Objeto de esta Ley de que se trate, ni
más del 30% del total de los depósitos de los Ahorradores;
en ningún caso será mayor en una o sucesivas operaciones,
al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sane-
amiento de sociedades; 

e) Los recursos que se generen por la aplicación de la tasa
de rendimiento que otorgue el fondo de disponibilidad res-
tringida mencionado en el inciso a) de la presente fracción,
menos los recursos generados por la tasa de interés aplica-
ble al crédito, serán registrados como pérdida con cargo al
Fideicomiso; y 

f) Los recursos que se depositen en la institución de banca
de desarrollo de que trate, con motivo del presente esque-
ma, servirán de garantía para el propio Fideicomiso, con
motivo del crédito otorgado o bien, la adquisición de los
instrumentos emitidos por la Sociedad Objeto de esta Ley
de que se trate. 

IV. Cualquier otro esquema diverso de los anteriores, seña-
lando las reglas y condiciones correspondientes, que sea
propuesto en los Trabajos de Consolidación como alterna-
tiva para el saneamiento de la Sociedad Objeto de esta Ley
de que trate; 

Las sociedades a las cuales se aplique cualquiera de los es-
quemas señalados en el presente artículo, tendrán la obli-
gación de presentar informes trimestrales, tanto de los
avances en el proceso de disolución y liquidación en el ca-
so del esquema contenido en la fracción I; como del cum-
plimiento de las metas establecidas en los convenios a que
se refiere la fracción III del artículo 8 anterior a la Fiducia-
ria. Tratándose de los esquemas señalados en las fracciones
II y III de este artículo, deberán presentarse al Comité de
Supervisión de la Federación que le corresponda o, en su
caso, al que le indique la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades a que se
refiere el presente párrafo deberán proporcionar cualquier
otra información que en su momento les sea solicitada por
la Fiduciaria o el Comité. 

Los beneficios que en su caso consideren los esquemas
contenidos en el presente artículo, sólo podrán ser aplica-
dos a las Sociedades Objeto de esta Ley en una ocasión, y
una vez que se determine la aplicación de uno de los es-
quemas descritos en este artículo, la sociedad de que se tra-
te no podrá acceder a ningún otro."

Entre tales requisitos destaca el de haberse constituido le-
galmente por lo menos con un año de anticipación a la en-
trada en vigor de la ley que se reforma, acreditando alguno
de los supuestos considerados en el Artículo 7°; además de
someterse a los Trabajos de Auditoría Contable si son so-
ciedades del tipo "I" y a los Trabajos de Consolidación, sin
son del tipo "II", así como a sus resultados; además de fir-
mar un convenio con la fiduciaria a fin de dar seguimiento
y cumplimiento al apoyo que según el dictamen le hubiera
sido otorgado; dicho convenio deberá contener penas con-
vencionales en caso de incumplimiento. 

Otro requisito importante es el acreditar que las tasas de in-
terés que otorgaron a sus ahorradores se ajustan a los pará-
metros establecidos en la Ley; así como el que si son so-
ciedades del tipo "I", haber iniciado los Trabajos de
Auditoría Contable con anterioridad al 1° de junio del
2003, con el propósito de determinar su insolvencia y ob-
tener el apoyo; en tanto que si son del tipo "II" deberán ha-
ber iniciado los Trabajos de Consolidación antes del 31 de
diciembre de 2003, asimismo, deberán demostrar no haber
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sufrido una disminución drástica en sus disponibilidades e
inversiones en valores, igual o superior al 40% de las mis-
mas, durante los seis meses anteriores a la fecha en la que
se determine su insolvencia. 

Aunado a lo anterior, en el Artículo 10° relacionado con la
Base TERCERA del Artículo 11 se perfeccionó la mecáni-
ca de suscripción de convenios con los Gobiernos de Enti-
dades Federativas, para el pago a Ahorradores, así como la
relación que existirá entre aportaciones de los gobiernos
estatales y las efectuadas por el Gobierno Federal, preci-
sándose que si quedare algún remanente de los recursos
aportados por alguna entidad federativa al final del proce-
so, los mismos le serán devueltos a ésta. 

Cabe señalar que el procedimiento de pago deberá ser pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación durante dos
días consecutivos. 

Por su parte, en la Base SEGUNDA del Artículo 11, se es-
tablece la posibilidad de que se liberen las garantías otor-
gadas por el ahorrador conforme a las reglas que emita el
Comité Técnico, a fin de facilitar la compensación de los
adeudos. Previamente se indica el porcentaje que recibirá
en base a su saldo neto de ahorro. 

Asimismo, en la Base NOVENA del Artículo 11 se esta-
blece que previamente al procedimiento de disolución y li-
quidación, o en su caso, de concurso mercantil de una so-
ciedad, los ahorradores de la misma, deberán haber
ejercitado las acciones civiles o penales en contra de los
administradores que hubieren incurrido en alguna respon-
sabilidad. 

Por otra parte, para ser consistentes con las reformas pro-
puestas en los Artículos 8° y 8 BIS, donde se concentran
los requisitos y condiciones para acceder a los mismos y se
incluye la mecánica propuesta para aplicar los esquemas de
apoyo a las sociedades, se sugiere derogar el Artículo 13 de
la Ley que se reforma. 

Con el objeto de facilitar el proceso de apoyo a los Aho-
rradores y de ajuste a la Ley de Ahorro y Crédito Popular,
se propone ampliar el periodo de operación del Fideicomi-
so hasta el 2005. 

Asimismo, a efecto de satisfacer las demandas de algunos
grupos de Ahorradores, cuya problemática de pago no ha
sido resuelta a la fecha desde la constitución del Fideico-
miso, se pretende incluir a través de algunos Artículos

Transitorios, mecanismos de apoyo a los mismos, entre los
que se encuentran: 

• El pago de los honorarios correspondientes a los síndicos
e interventores en el procedimiento de quiebra o de los es-
pecialistas propios del concurso mercantil, de acuerdo a la
normatividad, aranceles aplicables y de acuerdo con los re-
quisitos que se establecen en la Ley. 

• Apoyos a los ahorradores de aquellas sociedades que se
encuentren en procesos de quiebra o concurso, en donde la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, recupere crédi-
tos fiscales en contra de dichas sociedades, para lo cual de-
berá de informar de dichas recuperaciones al Congreso de
la Unión, para que éste asigne un monto equivalente a los
recursos recuperados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación del año siguiente para apoyar a los ahorradores
de dichas sociedades. 

• Tratándose de los ahorradores de Sociedades de Ahorro y
Préstamo que se encuentren en procesos de concurso mer-
cantil, cuyo síndico sea el Fideicomiso Liquidador de Ins-
tituciones y Organizaciones Auxiliares del Crédito y no se
acojan a lo previsto en el artículo 11, BASE Tercera de la
Ley, tendrán la posibilidad de obtener un apoyo alternativo
mediante el otorgamiento de un crédito con cargo al patri-
monio del Fideicomiso, cuyo monto se determinará en fun-
ción de la recuperación de la cartera de crédito de la Socie-
dad, misma que deberá afectarse a un fideicomiso, quedando
como garantía principal del pago de dicho crédito

Finalmente, para la implementación de los apoyos que pre-
vé la Ley, se requerirá llevar a cabo las gestiones necesa-
rias para que en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el año 2003 se disponga de un mil millones de pesos,
que se adicionarían a los cerca de 550 millones de pesos
existentes en el patrimonio del Fideicomiso, haciendo un
total de un mil 550 millones de pesos aportados por el Go-
bierno Federal. 

De estos recursos se destinarían un mil 200 millones de pe-
sos a apoyar a los ahorradores, 335 millones de pesos al sa-
neamiento de las sociedades y 15 millones a cubrir honora-
rios de los síndicos e interventores en los procedimientos de
quiebra y de los especialistas en los procesos concursales. 

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y
Crédito Público somete a la consideración de esta H. Cá-
mara de Diputados el siguiente 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIO-
NAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE ADMI-
NISTRARA EL FONDO PARA EL FORTALECIMIEN-
TO DE SOCIEDADES Y COOPERATIVAS DE AHO-
RRO Y PRÉSTAMO Y DE APOYO A SUS
AHORRADORES 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 1º;
2º; 3º; 5º, fracción I; 6º, primer y tercer párrafos, así como
las fracciones I, II, III, IV, V, VII, VIII, X, XIV y XV; 7º;
8°, primer párrafo, así como las fracciones I, II y III; 10,
primer y segundo párrafos; 11, primero, segundo y tercer
párrafos, así como las BASES GENERALES, PRIMERA,
segundo párrafo, SEGUNDA, TERCERA, CUARTA,
QUINTA, SEXTA, primer párrafo y OCTAVA; 14; se
ADICIONAN los artículos 6º, fracciones XVI y XVIl; 8°,
fracciones IV, V y VI; 8° BIS; 10, último párrafo; 11, BA-
SES GENERALES, SEGUNDA, segundo párrafo y NO-
VENA; y se DEROGAN los artículos 4º; 6º, segundo pá-
rrafo; 9º; 11, BASES GENERALES, PRIMERA primer
párrafo y SÉPTIMA; 12; 13 y el artículo QUINTO TRAN-
SITORIO de la Ley que crea el Fideicomiso que Adminis-
trará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Co-
operativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus
Ahorradores, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 1.- Se crea el Fideicomiso para administrar el
Fondo de Fortalecimiento de las sociedades a que se refie-
re esta Ley, y de apoyo a sus ahorradores. 

El Fideicomiso tendrá por objeto: 

I. Fortalecer el esquema financiero de las sociedades defi-
nidas como de tipo "ll" en el artículo 7 de la presente Ley. 

Dichas sociedades únicamente recibirán los apoyos a que
se refiere esta Ley, siempre y cuando cumplan con los re-
quisitos que establece el artículo 8 de la misma; y 

II. Apoyar a los ahorradores de las sociedades a que se re-
fiere el artículo 7 de la presente Ley, respecto de las cuales
ya se haya comprobado su insolvencia y hayan sido objeto
de los trabajos de auditoría contable a que se refiere el ar-
tículo 2 fracción X de esta Ley.

ARTÍCULO 2.- Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Ahorrador en singular o plural: a las personas que hayan
constituido depósitos en las sociedades a que se refiere la

fracción IX de este artículo, en calidad de socios o asocia-
dos. 

II. Comité: al Comité Técnico del Fideicomiso a que se re-
fiere la presente Ley. 

III. Federación: a los organismos de integración a que se
refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

IV. Fideicomiso: al Fideicomiso constituido a partir de la
presente Ley. 

V. Fiduciaria: Nacional Financiera, S.N.C., Institución de
Banca de Desarrollo. 

VI. Ley: a la presente Ley. 

VII. Saldo Neto de Ahorro: El resultado del monto que
conste en los títulos de crédito o documentos equivalentes
que comprueben los depósitos realizados por el Ahorrador,
menos los créditos que se le hayan otorgado y no haya cu-
bierto. Para determinar este saldo, no se computarán inte-
reses. 

VIII. Secretaría: a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

IX. Sociedad Objeto de esta Ley, en singular o plural: a las
sociedades a que se refiere el artículo 7 de esta Ley y que
manifiesten su intención de apegarse a los términos de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular, o que en virtud de no po-
der ajustarse a los requisitos establecidos en la misma, de-
ban proceder a su disolución y liquidación o que se en-
cuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o
entren en concurso mercantil. 

X. Trabajos de Auditoría Contable: a los trabajos de análi-
sis y evaluación de los estados financieros de una sociedad
cuyos ahorradores sean sujetos de apoyo en los términos de
esta Ley, los cuales deberán de realizarse con apego a los
principios de contabilidad generalmente aceptados, y con
base en normas de auditoría generalmente aceptadas.

Trabajos de Consolidación: a los trabajos que se lleven a
cabo en las Sociedades Objeto de esta Ley, con excepción
de las señaladas en el artículo 7 fracción I, por consultores
con experiencia internacional en finanzas populares; estos
trabajos comprenden asistencia técnica en materia de me-
jora, estabilización, saneamiento y/o liquidación de Socie-
dades, los cuales serán contratados por el Gobierno Federal a
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través del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Finan-
cieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, en su
carácter de agente financiero del Gobierno Federal, con re-
cursos provenientes de organismos financieros internacio-
nales. 

ARTÍCULO 3.- El Fideicomiso será público y contará con
un Comité que estará integrado por un representante de ca-
da una de las siguientes Instituciones: de las Secretarías de
Hacienda y Crédito Público, quien lo presidirá; de Gober-
nación; de Contraloría y Desarrollo Administrativo; de la
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros; de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, de Banco de México, y un re-
presentante de cada uno de los dos gobiernos de las entida-
des federativas que hayan celebrado los convenios a que se
refiere el artículo 10 de esta Ley, y que cuenten con el ma-
yor número de Ahorradores. Por cada representante pro-
pietario del Comité habrá un suplente, quién deberá suplir-
lo en sus ausencias. 

El Comité acreditará legalmente a las personas que se en-
carguen de recibir y dar respuesta a actos jurídicos inter-
puestos en contra de sus resoluciones, incluidos aquellos
actos relacionados con los juicios de garantías que, en su
caso, se interpongan en contra de las resoluciones del pro-
pio Comité. Para tal efecto, los gastos y honorarios que se
generen con motivo de dicha defensa, serán cubiertos con
cargo al patrimonio del Fideicomiso. 

Este Fideicomiso no tendrá estructura orgánica propia, por
lo que no queda comprendido en los supuestos de los artí-
culos 47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y 40 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales.
No obstante lo anterior y a efecto de dar cumplimiento a
los fines del Fideicomiso, la Fiduciaria podrá contratar ase-
sores, profesionistas así como personal técnico por honora-
rios, con cargo al patrimonio del Fideicomiso, no estable-
ciéndose relación laboral alguna con la Fiduciaria. 

ARTÍCULO 4.- Se deroga 

ARTÍCULO 5.-........ 

I. Las aportaciones del Gobierno Federal. 

Dichas aportaciones se administrarán en subcuentas inde-
pendientes entre sí y distintas a aquéllas en que se admi-
nistre el resto de las aportaciones; 

II. ....... 

III. ........ 

IV. ...... 

V. ........

ARTÍCULO 6.- El fideicomitente del Fideicomiso será el
Gobierno Federal, a través de la Secretaría. 

.... se deroga. 

El Comité tendrá de manera enunciativa, mas no limitati-
va, las siguientes facultades: 

I. Aprobar los términos mínimos de referencia, conforme a
los cuales deben practicarse los Trabajos de Auditoría Con-
table de las sociedades cuyos ahorradores sean sujetos a los
apoyos que esta Ley contempla, con el propósito de que los
recursos de este Fideicomiso se apliquen en forma transpa-
rente; 

II. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán los montos a pagar que se hayan deter-
minado en el Trabajo de Auditoría Contable respectivo, así
como los mecanismos para identificar a los Ahorradores,
los procedimientos para determinar las cantidades que se
podrán entregar a los mismos, así como los procedimientos
para documentar dichas entregas; 

III. Determinar los requisitos que deben reunir los docu-
mentos comprobatorios de los derechos de crédito de los
Ahorradores para ser considerados válidos, así como los
métodos de identificación de dichos Ahorradores; 

IV. Instruir que se lleven a cabo las acciones pertinentes pa-
ra la implementación del esquema de apoyo que se deter-
mine en el Trabajo de Consolidación, el cual establecerá
cuando es viable la recuperación financiera de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, y cuando no, así como
el esquema que se implementará, y el monto necesario pa-
ra su saneamiento; 

V. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán a las Sociedades Objeto de esta Ley que
serán apoyadas, así como los procedimientos para docu-
mentar dichos apoyos; 

VI. ........ 
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VII. Autorizar, con cargo al patrimonio del Fideicomiso,
los gastos que resulten necesarios, para el manejo del mis-
mo, incluyendo los honorarios que correspondan a la Fidu-
ciaria, así como aquellos que deriven del proceso de extin-
ción del mismo; 

VIII. Instruir a la Fiduciaria, por escrito respecto de la in-
versión de los fondos líquidos del Fideicomiso; 

IX. ....... 

X. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que rinda la
Fiduciaria sobre el manejo del patrimonio fideicomitido; 

XI. ....... 

XII. ...... 

XIII. ....... 

XIV. Proponer las modificaciones que se pretendan realizar
al Fideicomiso; 

XV. Determinar los casos en los que la Fiduciaria podrá re-
nunciar a los derechos de cobro respecto de los cuales se
haya subrogado en términos de lo señalado por el artículo
11, Base SEXTA de esta Ley, siempre que tal renuncia sea
en beneficio de ahorradores no apoyados por el Fideicomi-
so en términos de la misma; o bien, cuando la Fiduciaria lo
solicite en virtud de la notoria imposibilidad legal o mate-
rial de hacer efectivos los mencionados derechos, o que los
procesos que deban seguirse para hacerlos efectivos resul-
ten excesivamente onerosos. Cuando se determine renun-
ciar a los derechos de cobro de conformidad con lo esta-
blecido en la presente fracción, los recursos aportados para
el pago a ahorradores serán a fondo perdido; 

XVI. Aprobar que se lleven a cabo las actividades a que se
refieren las fracciones anteriores, en los casos de Socieda-
des Objeto de esta Ley que se encuentren en procedimien-
to de quiebra, en concurso o lleguen a ubicarse en concur-
so mercantil, y 

XVII. Cualesquiera otras derivadas de la legislación apli-
cable y de la presente Ley, necesarias para el cumplimien-
to de los fines del Fideicomiso.

ARTÍCULO 7.- Las Sociedades Objeto de esta Ley, se di-
vidirán en: 

I. Sociedades de tipo "l": a) Sociedades de Ahorro y Prés-
tamo que se hayan autorizado conforme a la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, y
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas ; b) So-
ciedades Cooperativas que cuenten con secciones de aho-
rro y préstamo que se hayan organizado conforme a la Ley
General de Sociedades Cooperativas, y que ya no realicen
operaciones activas ni pasivas; c) Asociaciones y Socieda-
des Civiles que hayan realizado actividades de captación
de recursos de sus integrantes para su colocación entre és-
tos, que ya no realicen operaciones activas ni pasivas y que
durante el tiempo en que sí hayan realizado dichas opera-
ciones, hayan observado lo dispuesto en el artículo 38-P de
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito; y d) Sociedades de Solidaridad Social a
que hace referencia la Ley de Sociedades de Solidaridad
Social, que hayan realizado actividades de captación de re-
cursos de sus integrantes para su colocación entre éstos,
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas y que du-
rante el tiempo en que sí hayan realizado dichas operacio-
nes en forma permanente hayan observado lo establecido
por el artículo 38-P de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito. 

II. Sociedades de tipo "II": A las mismas sociedades a que
se refieren los incisos a), b), c) y d) de la fracción inme-
diata anterior, que se encuentren actualmente en operación.

ARTÍCULO 8.- Sólo podrán acogerse al contenido de es-
te ordenamiento, las Sociedades Objeto de esta Ley, que
cumplan los siguientes requisitos y condiciones: 

I. Haberse constituido legalmente por lo menos con un año
de anticipación a la entrada en vigor de esta Ley, y acredi-
tar que cumple con los supuestos a que se refiere el artícu-
lo 7 de la misma; 

II. Tratándose de las sociedades a que se refiere la fracción
I del artículo inmediato anterior, deberán someterse a un
Trabajo de Auditoría Contable y aceptar el resultado del
mismo. En el caso de las sociedades a que se refiere la frac-
ción II del mismo artículo, deberán someterse a un Traba-
jo de Consolidación, así como acatar su resultado, deriva-
do del cual se deberá instrumentar cualquiera de los
esquemas a que se refiere el artículo 8 BIS de esta Ley; 

III. Firmar el convenio correspondiente con la Fiduciaria,
en caso de que el Trabajo de Consolidación que se le haya
aplicado determine la procedencia para el otorgamiento de
alguno de los apoyos a que se refieren las fracciones II y III
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del artículo 8 BIS siguiente; en dicho convenio las Socie-
dades Objeto de esta Ley se obligarán a dar seguimiento y
cumplimiento en forma exacta al esquema que el Trabajo
de Consolidación respectivo haya determinado que es más
conveniente para que se mantengan en operación. 

El mencionado convenio contemplará, entre otras cuestio-
nes, las sanciones a que se hará acreedora la Sociedad Ob-
jeto de esta Ley, en caso de no cumplir con algunas de sus
disposiciones, así como con cualquiera de las obligaciones
que esta Ley le impone; 

IV. Acreditar que durante los 12 meses anteriores a la soli -
citud de apoyo, las tasas de interés pactadas para los depó-
sitos de dinero e inversiones de sus Ahorradores, fueron in-
feriores al 120% de la tasa de rendimiento, en colocación
primaria de los Certificados de la Tesorería de la Federa-
ción denominados en moneda nacional, a plazo de 28 días,
o en su defecto, la que resulte equivalente al citado plazo,
de acuerdo con el Banco de México; 

V. Tratándose de sociedades cuyos Ahorradores sean suje-
tos de apoyo conforme a lo establecido en el artículo 1
fracción II de esta Ley, éstas deberán acreditar haber ini-
ciado los trámites para efectuar los Trabajos de Auditoría
Contable con el propósito de determinar su insolvencia a
más tardar el 1° de junio del 2003 en el caso de las socie-
dades señaladas en el artículo 7 fracción I; en el caso de las
sociedades señaladas en la fracción II del citado artículo,
éstas deberán acreditar haber iniciado los Trabajos de Con-
solidación antes del 31 de diciembre del 2003. 

Asimismo, las sociedades de que trata esta fracción, debe-
rán acreditar que previamente a su disolución y liquida-
ción, quiebra o concurso, según sea el caso, no experimen-
taron una reducción drástica en sus disponibilidades e
inversiones en valores por causas distintas a la operación
habitual de la misma, en los seis meses anteriores a la fe-
cha en que se determine su insolvencia. Para tales efectos,
se entiende que existe una reducción drástica, cuando se
presenta una disminución en el saldo conjunto de disponi-
bilidades e inversiones en valores igual o mayor al 40% del
saldo promedio de dichos conceptos, observado en los dos
últimos años. 

Las disponibilidades e inversiones en valores a que se re-
fiere el párrafo anterior, serán clasificadas de acuerdo con
los criterios emitidos por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para el caso de las entidades de ahorro y crédi-
to popular. 

Si como consecuencia de los resultados de los Trabajos de
Auditoría Contable, se hubiere dictaminado una reducción
drástica en las referidas disponibilidades e inversiones en
valores por causas distintas a la operación habitual de al-
guna sociedad de las referidas en esta fracción, así como su
posterior reintegración, se tendrá por acreditado el requisi-
to a que se refiere esta fracción. 

En el caso de los apoyos a que se refiere el esquema des-
crito en la fracción II del artículo 8 BIS, las Sociedades Ob-
jeto de esta Ley deberán presentar copia certificada del o
los acuerdos de los órganos competentes en el o los que se
hayan acordado su fusión con alguna entidad de ahorro y
crédito popular, o bien, del esquema jurídico o financiero
que implique la cesión de activos y pasivos a ésta, cum-
pliendo con los requisitos que se establecen en esta Ley, así
como aceptar someterse a lo que la entidad de ahorro y cré-
dito popular fusionante o cesionaria determine, con rela-
ción a la integración de sus Órganos de Gobierno. 

Para poder recibir los apoyos a que se refiere el esquema
descrito en la fracción III del artículo 8 BIS, las Socieda-
des Objeto de esta Ley deberán exhibir copia certificada
del o los acuerdos de los órganos competentes en el que se
haya acordado su transformación en alguna de las socieda-
des que prevé la Ley de Ahorro y Crédito Popular; su afi-
liación a una Federación o, en su caso, acordar su supervi-
sión auxiliar con alguna Federación; así como la remoción
de su o sus administradores o sus órganos equivalentes; y 

VI. Tratándose de Sociedades Objeto de esta Ley que se
encuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o lle-
guen a ubicarse en concurso mercantil cumplirán los requi-
sitos a que se refieren las fracciones I, II, IV y V del pre-
sente artículo, en el entendido de que los Trabajos de
Auditoría Contable podrán ser llevados a cabo por el síndi-
co tratándose del procedimiento de quiebra, o por los espe-
cialistas propios del proceso concursal, según corresponda;
en todo caso, las sociedades deberán acreditar haber pre-
sentado la solicitud o demanda de concurso antes del 31 de
diciembre del 2004.

ARTÍCULO 8 BIS.- Los esquemas que se podrán imple-
mentar como resultado de los Trabajos de Consolidación,
son los siguientes: 

I. Disolución y liquidación; en cuyo caso las Sociedades
Objeto de esta Ley a las cuales se aplique este esquema de-
berán someterse a un Trabajo de Auditoría Contable y
aceptar el resultado del mismo, así como realizar los actos
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corporativos para estos efectos, en los plazos que dicte el
Comité, como condición para que se efectúe el pago a sus
Ahorradores, además de cumplir con los demás requisitos
que al efecto se establecen en la presente Ley. 

II. Fusión con una entidad de ahorro y crédito popular au-
torizada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
para operar como tal, o bien algún otro esquema jurídico o
financiero que implique la cesión de activos y pasivos pro-
venientes de alguna Sociedad Objeto de esta Ley, a una en-
tidad de ahorro y crédito popular autorizada por la mencio-
nada Comisión. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 

a) Sólo podrán participar en este esquema, las entidades de
ahorro y crédito popular que no hayan sido objeto de apo-
yo a través de alguno de los esquemas señalados en la pre-
sente fracción, así como en las fracciones III y IV siguien-
tes; 

b) El Trabajo de Consolidación correspondiente, deberá
clasificar contablemente la cartera crediticia de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, identificando la cartera
vigente y la vencida, así como calificar la propia cartera
crediticia y estimar el faltante de provisiones, de acuerdo
con las Reglas que emita la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, aplicables a las entidades de ahorro y crédito
popular en esta materia; 

c) El faltante de provisiones que se determine de confor-
midad con la calificación que se haga de la cartera en el
Trabajo de Consolidación, será cubierto con cargo al patri-
monio del Fideicomiso y la totalidad de la cartera será ad-
ministrada por la entidad de ahorro y crédito popular, lle-
vándose a cabo los actos jurídicos necesarios; 

d) Los recursos que el Fideicomiso destine para cubrir el
faltante de provisiones de la Sociedad Objeto de esta Ley,
no podrá ser mayor al 40% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la misma, y en ningún caso
se podrá dar un apoyo en una o sucesivas operaciones, ma-
yor al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sa-
neamiento. De manera excepcional, a propuesta del Traba-
jo de Consolidación correspondiente, el Fideicomiso podrá
disponer con cargo a su patrimonio de una ampliación de
recursos, equivalente al 5% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta
Ley; 

e) En el convenio con la Fiduciaria, se establecerá entre és-
ta y la entidad de ahorro y crédito popular, un esquema de
incentivos a efecto de lograr la mayor recuperación posible
de la cartera que dicha entidad tenga bajo su administra-
ción y que hubiere sido provisionada con cargo al patrimo-
nio del Fideicomiso; en cualquier caso, el producto de esta
recuperación, se dividirá en una proporción al menos de
80% para el Fideicomiso y el resto para la entidad admi-
nistradora; 

f) La cartera que se haya clasificado como cartera vencida
y que tenga este carácter durante un plazo mayor de 270 dí-
as, contado a partir de que se emita dicha clasificación, se
considerará irrecuperable, procediendo el Comité a ordenar
su quebranto; y 

g) La Sociedad Objeto de esta Ley, deberá llevar a cabo los
actos corporativos y administrativos necesarios, para efec-
tuar la amortización de pérdidas y aportaciones necesarias,
de acuerdo a lo siguiente: 

i) Aplicar las partidas positivas del capital contable de la
Sociedad Objeto de esta Ley, a la absorción de las pérdidas
que tenga la misma derivadas del provisionamiento de la
cartera de conformidad con las reglas aplicables; 

ii) Efectuada la aplicación a que se refiere la fracción ante-
rior, se procederá a reducir el capital social para amortizar
las pérdidas; 

iii) Derivado de lo anterior, las partes sociales de la Socie-
dad Objeto de esta Ley serán tomadas a su valor contable
para efectos del canje a que se refiere el numeral iv) si-
guiente; 

iv) En ejercicio de su derecho preferente y conforme al
porcentaje de su participación social, los socios efectuarán
las aportaciones correspondientes a fin de obtener el canje
de las partes sociales, dentro del plazo que se convenga con
la entidad de ahorro y crédito popular; 

v) La Sociedad Objeto de esta Ley que haya cedido sus ac-
tivos y pasivos, deberá entrar en estado de disolución. 

III. Otorgamiento de créditos del Fideicomiso a Sociedades
Objeto de esta Ley y/o adquisición de instrumentos de ca-
pitalización emitidos por éstas a cargo del Fideicomiso, cu-
yos montos serán determinados por el Trabajo de Consoli -
dación respectivo. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 
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a) Con base en el presente esquema y en virtud de lo de-
terminado por el Trabajo de Consolidación correspondien-
te, el Fideicomiso otorgará un crédito a la Sociedad Obje-
to de esta Ley de que se trate, o bien, adquirirá
instrumentos de capitalización emitidos por ésta, cuando la
normatividad que les sea aplicable así lo permita. Los tér-
minos y condiciones del crédito, así como las característi-
cas de los instrumentos de capitalización, serán determina-
dos por el Comité; 

b) La Sociedad Objeto de esta Ley deberá depositar los re-
cursos que obtenga conforme al esquema a que se refiere
esta fracción, en un fondo de disponibilidad restringida ad-
ministrado por una institución de banca de desarrollo; 

c) El monto del crédito que en su caso otorgue el Fideico-
miso, no podrá ser mayor al 30% del total de los depósitos
de los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta Ley de
que se trate, y en ningún caso será mayor en una o sucesi-
vas operaciones, al 10% de la subcuenta del Fideicomiso
destinada al saneamiento de sociedades; 

d) En el caso de emisión de instrumentos de capitalización,
éstos no podrán representar más del 30% del capital conta-
ble de la Sociedad Objeto de esta Ley de que se trate, ni
más del 30% del total de los depósitos de los Ahorradores;
en ningún caso será mayor en una o sucesivas operaciones,
al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sane-
amiento de sociedades; 

e) Los recursos que se generen por la aplicación de la tasa
de rendimiento que otorgue el fondo de disponibilidad res-
tringida mencionado en el inciso a) de la presente fracción,
menos los recursos generados por la tasa de interés aplica-
ble al crédito, serán registrados como pérdida con cargo al
Fideicomiso; y 

f) Los recursos que se depositen en la institución de banca
de desarrollo de que trate, con motivo del presente esque-
ma, servirán de garantía para el propio Fideicomiso, con
motivo del crédito otorgado o bien, la adquisición de los
instrumentos emitidos por la Sociedad Objeto de esta Ley
de que se trate. 

IV. Cualquier otro esquema diverso de los anteriores, seña-
lando las reglas y condiciones correspondientes, que sea
propuesto en los Trabajos de Consolidación como alterna-
tiva para el saneamiento de la Sociedad Objeto de esta Ley
de que trate.

Las sociedades a las cuales se aplique cualquiera de los es-
quemas señalados en el presente artículo, tendrán la obli-
gación de presentar informes trimestrales, tanto de los
avances en el proceso de disolución y liquidación en el ca-
so del esquema contenido en la fracción I; como del cum-
plimiento de las metas establecidas en los convenios a que
se refiere la fracción III del artículo 8 anterior a la Fiducia-
ria. Tratándose de los esquemas señalados en las fracciones
II y III de este artículo, deberán presentarse al Comité de
Supervisión de la Federación que le corresponda o, en su
caso, al que le indique la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades a que se
refiere el presente párrafo deberán proporcionar cualquier
otra información que en su momento les sea solicitada por
la Fiduciaria o el Comité. 

Los beneficios que en su caso consideren los esquemas
contenidos en el presente artículo, sólo podrán ser aplica-
dos a las Sociedades Objeto de esta Ley en una ocasión, y
una vez que se determine la aplicación de uno de los es-
quemas descritos en este artículo, la sociedad de que se tra-
te no podrá acceder a ningún otro. 

ARTÍCULO 9.- Se deroga 

ARTÍCULO 10.- La aplicación de los recursos federales
destinados al pago de Ahorradores, estará condicionada a
la suscripción de convenios que realice la Fiduciaria en
cumplimiento de los fines del Fideicomiso creado por esta
Ley, con los gobiernos de las entidades federativas en don-
de residan dichos Ahorradores. Se invitará a las entidades
federativas que tengan Sociedades Objeto de esta Ley den-
tro de su circunscripción territorial, a firmar dichos conve-
nios, en los que se establecerán los montos de aportación
de ambas partes. 

Una vez suscrito el convenio con la entidad federativa de
que se trate y aportados los recursos por parte de la misma,
se aplicarán los recursos federales respecto de ésta, con in-
dependencia de la firma de otros convenios. 

Si concluido el proceso de pago a los Ahorradores de las
Sociedades Objeto de esta Ley, y una vez suscrita el acta de
cierre respectiva, existiere algún remanente de recursos
aportados por alguna entidad federativa de conformidad
con la fracción II del artículo 5 de esta Ley, éstos serán
reintegrados al gobierno estatal respectivo. 

ARTÍCULO 11.- La Fiduciaria, en cumplimiento de los fi-
nes del Fideicomiso, efectuará los pagos correspondientes
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a los Ahorradores, siempre y cuando éstos lo soliciten en
los términos establecidos en esta Ley, dentro de los 60 dí-
as naturales a partir de la fecha en que el Comité publique
el procedimiento conforme al cual se llevará a cabo el pa-
go correspondiente, mismo que deberá ser publicado en el
Diario Oficial de la Federación y, por lo menos, en dos de
los diarios de mayor circulación local en la entidad federa-
tiva de que se trate, durante dos días consecutivos. 

Tratándose de las Sociedades Objeto de esta Ley que se en-
cuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o en-
tren a proceso de concurso mercantil, el Fideicomiso sólo
efectuará los pagos a los Ahorradores que se encuentren re-
conocidos dentro de dicho procedimiento o proceso. 

Los pagos a que se refiere este artículo se efectuarán de
acuerdo a las siguientes: 

BASES GENERALES 

PRIMERA.- Se deroga 1er. párrafo. 

El monto básico de pago será de 10 mil pesos, el cual se
ajustará con el resultado de aplicar la tasa de rendimiento
en colocación primaria de los Certificados de la Tesorería
de la Federación denominados en moneda nacional, a pla-
zo de 182 días, que publique Banco de México en el Dia-
rio Oficial de la Federación, o en su defecto, la que resulte
equivalente al citado plazo, proporcionada por un provee-
dor de precios, calculada a partir de diciembre del 2000 y
hasta el mes de diciembre del 2002, esto se aplicará para
cualquier Sociedad Objeto de esta Ley que se encuentre en
estado de insolvencia comprobada o no sea financieramen-
te viable de conformidad con los Trabajos de Auditoría
Contable y de Consolidación, según sea el caso. 

SEGUNDA.- Todo ahorrador que tenga un Saldo Neto de
Ahorro igual o menor a diecinueve veces el monto básico
de pago ajustado a que se refiere la Base PRIMERA, reci-
birá el 70% de dicho saldo. 

En caso de que el Saldo Neto de Ahorro sea mayor que ce-
ro y el Ahorrador haya otorgado garantías a favor de la so-
ciedad de que se trate, ésta deberá liberarlas de conformi-
dad con las reglas que para tal efecto emita el Comité, las
cuales deberán observar en todo momento los lineamientos
básicos de la compensación a que se refiere el Libro Cuar-
to, Título Quinto, Capítulo I del Código Civil Federal. 

TERCERA.- El Ahorrador cuyo Saldo Neto de Ahorro re-
base la cantidad equivalente a diecinueve veces el monto
básico de pago ajustado conforme a lo señalado en la Base
PRIMERA anterior, podrá recibir el 70% de dicha canti-
dad. Si se ejerciere esta opción, el Ahorrador cederá para
su correspondiente afectación al Fideicomiso el 100% de
sus derechos de crédito en los términos de la Base QUIN-
TA de este artículo. En caso, de que no se ejerciere dicha
opción, quedarán a salvo sus derechos para ejercer las ac-
ciones legales que correspondan. 

CUARTA.- Los Ahorradores sujetos a estos apoyos debe-
rán cumplir con los requisitos previstos en este mismo or-
denamiento para ser elegibles para recibir los pagos a que
se refieren estas Bases. 

El Comité queda facultado para decidir las reglas y deter-
minar los procedimientos para los actos de administración
y dominio que realice sobre los bienes a que se refieren las
fracciones IV y V del artículo 5 de esta Ley. 

QUINTA.- El Ahorrador deberá manifestar por escrito que
cede la totalidad de sus derechos de crédito para su afecta-
ción al patrimonio del Fideicomiso, cumpliendo con los re-
quisitos y formalidades establecidos para el caso de que la
sociedad se encuentre en procedimiento de quiebra o en
proceso de concurso mercantil; que renuncia expresamen-
te al pago de los intereses que se hayan generado a su fa-
vor y los que puedan generarse hasta el momento en que se
efectúe el pago, y que no se reserva acción ni derecho al-
guno que pueda existir a su favor, en contra de la sociedad
insolvente de que se trate, de la Fiduciaria, de los miem-
bros del Comité, de la Secretaría, de sus órganos descon-
centrados, de aquellos que formen parte de la administra-
ción pública paraestatal, de sus funcionarios o de quienes
realizan los Trabajos de Consolidación, por los actos que
deriven de esta Ley. 

Los títulos de crédito o los documentos comprobatorios
que representen el total de los derechos de crédito, deberán
ser entregados al Fideicomiso contra el pago realizado. 

SEXTA.- La Fiduciaria, en cumplimiento de los fines del
Fideicomiso, podrá subrogarse en todos los derechos tanto
de crédito, como de carácter litigioso que deriven de los tí -
tulos de crédito o los documentos entregados por los Aho-
rradores, conforme lo determine el Comité, el cual instrui-
rá a la propia Fiduciaria para que los haga valer cuando con
ello se pueda contribuir a que los ahorradores que no sean
apoyados por el Fideicomiso en términos de la presente
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Ley, logren alguna recuperación de sus recursos deposita-
dos en las sociedades de que se trate, contratando si es ne-
cesario y con cargo al patrimonio fideicomitido, los servi-
cios profesionales correspondientes. De igual forma, el
Comité podrá instruir a la Fiduciaria para que renuncie a la
recuperación de los recursos que pudiera corresponderle
por la cesión que en su favor hayan realizado los Ahorra-
dores, únicamente cuando ello tenga por objeto procurar la
mayor recuperación de los ahorradores no apoyados por el
Fideicomiso, en cuyo caso los recursos utilizados para pa-
gar a los Ahorradores se considerarán a fondo perdido. 
.......... 

SÉPTIMA.- Se deroga 

OCTAVA.- Los Ahorradores que tengan obligación de pre-
sentar declaración anual del Impuesto sobre la Renta, de-
berán adjuntar las declaraciones realizadas durante los
años en que hayan tenido tal carácter, hasta por un máximo
de cinco años, o bien, durante el tiempo que hubiesen esta-
do obligados a presentarla, si ésta es menor a la vigencia
del título de crédito o documento comprobatorio corres-
pondiente. 

NOVENA.- En caso de que previo al procedimiento de di-
solución y liquidación o, en su caso, de concurso mercan-
til de alguna Sociedad Objeto de esta Ley, se origine algún
tipo de responsabilidad penal o civil atribuible a los admi-
nistradores, o de quien tenga a su cargo la dirección de la
misma, deberán haberse ejercitado por parte de los Aho-
rradores, en su caso, de manera oportuna, las acciones co-
rrespondientes en los términos y plazos que señalen las le-
yes respectivas, con la finalidad de obtener el
resarcimiento de los daños y perjuicios correspondientes. 

ARTÍCULO 12.- Se deroga 

ARTÍCULO 13.- Se deroga. 

ARTÍCULO 14.- La Secretaría podrá emitir reglas de ca-
rácter general, a efecto de coadyuvar a la mejor interpreta-
ción y observancia de esta Ley. 

QUINTO TRANSITORIO.- Se deroga 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

SEGUNDO.- El periodo durante el cual operará el Fidei-
comiso y que está referido en el Artículo TERCERO Tran-
sitorio del Decreto por el que se expidió la presente Ley, se
prorrogará hasta el año 2005 o cuando se extinga su patri-
monio en términos de la misma, lo que ocurra primero. 

TERCERO.- En el caso de las aportaciones del Gobierno
Federal a que se refiere el artículo 5 de esta Ley, el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2003 preverá la cantidad de un mil millones de pesos,
que se adicionarán a los 550 millones de pesos existentes
en el patrimonio del Fideicomiso, haciendo un total de un
mil 550 millones de pesos. De estos recursos se destinará
la cantidad de un mil 200 millones de pesos a apoyar a los
ahorradores, 15 millones a cubrir los honorarios del síndi-
co e interventor en el procedimiento de quiebra, que se
ajustarán a lo previsto en la Ley de Quiebras y Suspensión
de Pagos, así como de los especialistas propios del proce-
so concursal que se sujetarán a lo señalado en la Ley de
Concursos Mercantiles y en las Reglas de carácter general
ordenadas por dicha Ley, expedidas por el Instituto Federal
de Especialistas de Concursos Mercantiles, en ambos casos
conforme a los aranceles previstos en las mismas, y de 335
millones de pesos al saneamiento de las sociedades. 

Los apoyos que se otorguen conforme a lo señalado en el
artículo QUINTO transitorio, no podrán exceder en su con-
junto, de la cantidad asignada conforme al párrafo anterior. 

La partida de los 550 millones de pesos a que hace refe-
rencia el primer párrafo de este artículo, se destinará al pa-
go a ahorradores. 

En caso de que al final de cualquiera de los procesos de
apoyo descritos en el primer párrafo del presente artículo,
hubiese remanentes en las subcuentas específicas de pago
a ahorradores, honorarios de síndico e interventor en los
procesos de quiebra o de los especialistas en el concurso
mercantil o saneamiento de sociedades, el Comité Técnico
podrá determinar que se asignen a otro fin dentro de los
previstos en el presente ordenamiento o en su defecto se
reintegren a la Tesorería de la Federación, una vez con-
cluida la vigencia del Fideicomiso. 

CUARTO.- Para efectos de lo señalado en el artículo 7 de
esta Ley, las Sociedades de tipo "I" son aquellas que hayan
dejado de operar antes de la entrada en vigor del presente
Decreto. 
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QUINTO.- Los Ahorradores de Sociedades de Ahorro y
Préstamo que se encuentren reconocidos como acreedores
dentro de un proceso de concurso mercantil iniciado con
anterioridad al 30 de diciembre de 2001, y en el que funja
como síndico el Fideicomiso Liquidador de Instituciones y
Organizaciones Auxiliares del Crédito, serán apoyados por
el Fideicomiso, previa instrucción del Comité Técnico y
con cargo a su patrimonio, con el pago de los honorarios
correspondientes a los especialistas propios del concurso
mercantil a que se refieren la Ley de Concursos Mercanti-
les y las Reglas de carácter general ordenadas por la Ley de
Concursos Mercantiles, expedidas por el Instituto Federal
de Especialistas de Concursos Mercantiles. 

Dichos apoyos se otorgarán conforme a los aranceles auto-
rizados para tal efecto en la normatividad aplicable. 

SEXTO.- Los créditos fiscales de carácter federal inclui-
dos en la sentencia de reconocimiento de créditos tratándo-
se del procedimiento de quiebra, o en su caso, en la sen-
tencia de reconocimiento, graduación y prelación de
créditos en el proceso de concurso mercantil de alguna So-
ciedad Objeto de esta Ley, que las autoridades fiscales ha-
yan recuperado mediante los procedimientos respectivos,
serán informados por la Secretaría, al Congreso de la
Unión, a efecto de que se asigne una cantidad equivalente
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejer-
cicio fiscal inmediato posterior, a aquél en que se recupe-
ren dichos créditos. 

La cantidad mencionada en el párrafo inmediato anterior,
deberá ser aportada al patrimonio del Fideicomiso, para
que éste, previa instrucción de su Comité Técnico, proceda
a repartir y entregar dicha cantidad, a prorrata entre los
Ahorradores reconocidos como acreedores en dichos pro-
cesos, y que no hayan recibido apoyo del Fideicomiso en
los términos establecidos en las Bases Generales del artí-
culo 11 del presente Decreto. 

SÉPTIMO.- Los Ahorradores de Sociedades de Ahorro y
Préstamo que se encuentren reconocidos como acreedores
dentro de un proceso de concurso mercantil en etapa de
quiebra, iniciado con anterioridad al 30 de diciembre de
2001, en el que funja como Síndico el Fideicomiso Liqui-
dador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares del
Crédito y que no se acojan a lo previsto en el artículo 11,
BASE Tercera, de esta Ley o el propio Fideicomiso Liqui-
dador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares del
Crédito, podrán solicitar al juez que conozca del procedi-
miento concursal, un esquema de pago de los créditos de

dichos Ahorradores y un apoyo alternativo del Fideicomi-
so, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

a) Se constituya un fideicomiso al que se afecte la cartera
de crédito de la Sociedad de Ahorro y Préstamo correspon-
diente, en los términos y plazos que establece la Ley de
Concursos Mercantiles como esquema para la enajenación
de bienes en sustitución del procedimiento de subasta pú-
blica de bienes, de conformidad con los artículos 205 y si-
guientes de dicha ley; 

b) El fideicomiso a que se hace referencia en este artículo,
tendrá por objeto principal la administración y recupera-
ción de la cartera señalada en el inciso anterior; 

c) El mencionado fideicomiso podrá recibir a más tardar a
los 6 meses de haberse constituido, un crédito con cargo al
Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortaleci-
miento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Présta-
mo y de Apoyo a los Ahorradores, para apoyar a las perso-
nas afectadas que no se acojan a lo previsto en el artículo
11, BASE Tercera, de esta Ley, cuyo monto se determina-
rá por el Comité en función de la recuperación de la carte-
ra de crédito, sin que en ningún caso, el monto de dicho
crédito sea mayor a $114 millones de pesos; 

d) La cartera de crédito que se aporte al patrimonio del fi-
deicomiso, quedará afectada en garantía del crédito otorga-
do, y 

e) El plazo para el pago del crédito, así como la tasa de in-
terés del mismo, serán determinados por el Comité.

OCTAVO.- Con el objeto de facilitar la recuperación de
los depósitos de ahorradores de sociedades mercantiles no
sujetas a apoyo en los términos de esta Ley, el Fideicomi-
so procederá, previa instrucción del Comité, al pago de los
depósitos correspondientes, siempre y cuando se cumplan
los siguientes requisitos: 

a) Las sociedades deberán haber realizado operaciones de
captación de recursos con terceros, para su posterior colo-
cación, habiendo dejado de hacerlo con antelación al 30 de
noviembre de 2000; 

b) Las sociedades en cuestión deberán haberse sometido a
los Trabajos de Auditoría Contable a que se refiere esta
Ley antes del 1° de junio del 2003, y como consecuencia
de dichos trabajos comprobar su insolvencia; dicha insol-
vencia también podrá acreditarse, en virtud de encontrarse
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sujetas a un procedimiento de quiebra o a un proceso de
concurso mercantil, iniciado con anterioridad al 30 de di-
ciembre de 2000; 

c) Los ahorradores de dichas sociedades deberán haber si-
do reconocidos como acreedores de las mismas en el pro-
cedimiento de quiebra o concurso mercantil respectivo o,
en su caso, encontrarse identificados de conformidad con
los Trabajos de Auditoría Contable, en los que se podrá to-
mar en consideración las pruebas ofrecidas y admitidas
dentro de los procedimientos derivados de las denuncias
penales a que hace referencia el siguiente inciso; 

d) Los ahorradores deberán haber presentado las denuncias
penales correspondientes en contra de los administradores
y/o de quien tenga a su cargo la dirección de las ya men-
cionadas sociedades; y 

e) Como consecuencia de la actividad descrita en el inciso
a), la sociedad deberá tener una declaración de procedencia
de delito por parte de la Procuraduría Fiscal de la Federa-
ción, por haber operado en contravención a lo dispuesto
por el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito.

El apoyo señalado en el primer párrafo de este artículo se
realizará sujetándose en todo momento a lo establecido en
el artículo 10 de esta Ley, así como a las Bases Generales
para el pago, descritas en el artículo 11 del presente orde-
namiento. Para tal efecto, las cantidades que aporte el Go-
bierno Federal serán entregadas al gobierno de las entida-
des federativas en que residan los ahorradores
identificados conforme a los Trabajos de Auditoría Conta-
ble y en el procedimiento de quiebra o proceso de concur-
so, según sea el caso, a efecto de que por su conducto se re-
alicen los pagos correspondientes. 

SALA DE COMISIONES. H. CAMARA DE DIPUTA -
DOS, MEXICO, D. F., A DOCE DE DICIEMBRE DE
2002. 

Comisión de Hacienda y Crédito Público 

Diputados: Enrique Alonso Aguilar Borrego (rúbrica),
Francisco Agundis Arias (rúbrica), Manuel Añorve Baños
(rúbrica), Miguel Arizpe Jiménez (rúbrica), Julio Castella-
nos Ramírez (rúbrica), Florentino Castro López (rúbrica),
Jorge Alejandro Chávez Presa (rúbrica, sujeto), Enrique
Octavio de la Madrid Cordero (rúbrica), Francisco de Jesús
de Silva Ruiz, Abelardo Escobar Prieto (rúbrica), Roberto
Javier Fuentes Domínguez (rúbrica), Francisco Javier Gar-

cía Cabeza de Vaca (rúbrica), Miroslava García Suárez (rú-
brica), Julián Hernández Santillán (rúbrica), Diego Alonso
Hinojosa Aguerrevere (rúbrica), Guillermo Hopkins Gá-
mez (rúbrica), Oscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica),
Rosalinda López Hernández (rúbrica), José Antonio Maga-
llanes Rodríguez (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez
(rúbrica), César Alejandro Monraz Sustaita (rúbrica),
Humberto Muñoz Vargas (rúbrica), José Narro Céspedes
(rúbrica), Luis Alberto Pazos de la Torre (rúbrica), Gusta-
vo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz (rúbrica), Arturo
San Miguel Cantú (rúbrica), Reyes Antonio Silva Beltrán
(rúbrica), José Luis Ugalde Montes, José Francisco Yunes
Zorrilla (rúbrica), Hugo Adriel Zepeda Berrelleza. »

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

En términos del artículo 108 del Reglamento Interior para
expresar los fundamentos del dictamen se concede el uso
de la palabra al diputado Omar Fayad.

El diputado Omar Fayad Meneses:

Compañeras y compañeros diputados: 

Acudo nuevamente a esta tribuna, ahora con el propósito
de solicitar su apoyo con su voto a favor para que apruebe
el pleno de esta Cámara de Diputados el presente decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo
para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de
Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores.

En el primer periodo ordinario de sesiones del primer año
de gestión de esta LVIII Legislatura, motivados por la pro-
blemática que había suscitado la mala operación de las lla-
madas cajas de ahorro, con la consiguiente afectación de
ahorradores, fue aprobada esta ley con la noble intención
de dar una pronta solución a este conflicto social que fue
calificado como de interés público, además de tener la in-
tención de fortalecer el sistema financiero de las socieda-
des que cumplieran con los requisitos establecidos por la
misma ley.

Con fundamento en que la solución planteada por ella no
era suficiente, fueron presentadas ante la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público diversas iniciativas de reforma a
la ley que crea el fideicomiso citado, con el objetivo de
apoyar a muchas otras organizaciones que si bien se crearon
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y operaron de manera distinta a lo previsto por la Ley Ge-
neral de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Cré-
dito o a la Ley General de Sociedades Cooperativas, sí re-
alizaban actividades de ahorro y crédito, por lo que en
estricto sentido cumplían con la misma finalidad. A dichas
iniciativas se le sumaron de inmediato la preocupación, tra-
bajo y voluntad de muchos de nuestros compañeros dipu-
tados de las diferentes fracciones parlamentarias que vinie-
ron a enriquecer y a concretar las propuestas planteadas
para reformar la ley en comento.

Hoy podemos aseverar que a casi 24 meses de haber sido
aprobada la creación del fideicomiso, la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público nos presenta este dictamen, que
representa una esperanzadora alternativa para continuar
con una segunda etapa que nos va a permitir seguir apo-
yando en la restitución de su patrimonio a cientos de aho-
rradores defraudados, avanzando así de manera firme hacia
la solución total de este problema.

Esta reforma, además de fortalecer el esquema financiero
de las sociedades o asociaciones cuya viabilidad es ideal
para transformarse en entidades de ahorro y crédito popu-
lar, permite apoyar a los ahorradores de las sociedades o
asociaciones, cuya insolvencia se hubiera comprobado a
través de un trabajo de auditoría contable y que con la re-
dacción actual de la ley, hasta la fecha no tienen ninguna
posibilidad de ser auxiliados.

Para concretar lo anterior, la dictaminadora consideró ne-
cesario incluir en la diferenciación de sociedades que aho-
ra hace el reformado artículo 7o. de la ley, a las asociacio-
nes y sociedades civiles que hayan realizado actividades de
captación de recursos de sus integrantes para su colocación
entre estos y que ya no realicen operaciones activas ni pa-
sivas. 

Como uno de los requisitos de procedibilidad, se establece
que dichas asociaciones y sociedades civiles, deberán acre-
ditar haber iniciado los trámites para efectuar los trabajos
de auditoría contable, con el propósito de determinar su in-
solvencia, a más tardar el 1o. de junio del año 2003.

Como un logro más reflejado en el texto de este proyecto,
se deroga el artículo 12 de la ley, posibilitando que de ma-
nera inmediata los casi 550 millones de pesos existentes en
el fideicomiso que se dispusieron del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal del Año 2001,
se apliquen de manera inmediata al pago de los ahorrado-
res defraudados.

Asimismo, en las bases generales del artículo 11 de la ley
que establece el procedimiento idóneo para que además del
apoyo del 70% a ahorradores con el saldo igual o menor a
190 mil pesos, se pueda apoyar también a ahorradores con
saldo mayor a 190 mil pesos, con el 70% sobre la base de
240 mil.

Para la implementación de los apoyos establecidos en la re-
forma, se deberá prever en la Ley de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Año 2003, una disposición de
mil millones de pesos, que adicionados a los cerca de 550
millones de pesos existentes en el patrimonio del fideico-
miso, hagan un total de 1 mil 550 millones de pesos.

De estos recursos se destinarán 1 mil 200 millones de pe-
sos a apoyar a los ahorradores; 15 millones de pesos para
sufragar la participación de síndico interventor en los pro-
cesos de quiebra, así como de los especialistas en proceso
concursal y 335 millones de pesos al saneamiento de las
sociedades.

Adicionalmente a la reforma, se perfecciona la mecánica
de suscripción de convenios con los gobiernos de las enti -
dades federativas para el pago a ahorradores, precisándose
que si quedara algún remanente de los recursos aportados
por alguna entidad federativa, al final del proceso los mis-
mos puedan ser devueltos.

También se incluyen disposiciones que tienen como objeti-
vo fortalecer el esquema financiero de las sociedades, con-
tando con fundamentos técnicos pero también flexibles,
que permitan determinar la procedencia o no del otorga-
miento de apoyos de saneamiento, así como aquellas que
permitirán hacer más operativos la ejecución de las funcio-
nes del propio fideicomiso.

Para facilitar el proceso de apoyo a los ahorradores previs-
to en la reforma, la dictaminadora propone ampliar el pe-
riodo de operación del fideicomiso hasta el año 2005.

Compañeras y compañeros diputados: este valioso esfuer-
zo legislativo que pone a su consideración la dictaminado-
ra, es una respuesta a la desesperante e impotente situación
que desde hace años vienen arrastrando muchos ahorrado-
res defraudados del país.

Es un avance más en apoyo a estas reiteradas peticiones de
auxilio de nuestros representados. Les ruego nos brinden
su apoyo para aprobar esta reforma que ya ha sido votada
a favor en el seno de la Comisión de Hacienda y Crédito
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Público y la cual es el resultante de arduas reuniones de tra-
bajo de los diputados y que además, como ya les comenté,
goza de un amplio consenso dentro de los diferentes parti-
dos políticos y de los diputados que participaron en su
construcción.

Por su atención, por su voto a favor, muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Omar Fayad.

En virtud de que han sido expuestos los fundamentos del
dictamen y de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria, le ruego al señor diputado Secretario con-
sultar a la Asamblea si se dispensa la lectura del dictamen.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se dispensa la lectura. Está a discusión en lo general… 

Perdón, la Secretaría ha recibido una fe de erratas de parte
de la comisión. Quieren pasarle la fe de erratas al señor Se-
cretario, por favor. Lea por favor señor diputado Secreta-
rio, le ruego leer la fe de erratas.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Fe de erratas:

1. En la página seis del dictamen, en el segundo párrafo
después del título denominado: “consideraciones de la co-
misión”, en su sexto renglón, donde dice: “en el Diario
Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2000”, debe
decir: “En el Diario Oficial de la Federación el 29 de di-
ciembre de 2000”.

2. En la página 14 del dictamen, en el primer párrafo des-
pués de citar el artículo 5o. en su séptimo y octavo renglo-

nes, donde dice: “recursos de carácter presupuestal de
2003, del orden de 754.8 millones de pesos”, debe decir:
“Recursos de carácter presupuestal de 2003, del orden de 1
mil millones de pesos”. 

3. En la página 14 del dictamen, en el segundo párrafo des-
pués de citar el artículo 5o. se suprime, el cual decía: “para el
Presupuesto de Egresos de la Federación de 2004, se ha es-
timado un requerimiento de 645.1 millones de pesos”.

4. En la página 15 del dictamen, primer párrafo, donde di-
ce: “saldo neto mayor a 190 mil pesos”, debe decir: “saldo
neto mayor a 190 mil pesos con el ajuste correspondiente”.

5. En la página dos del decreto, artículo 2o., inmediata-
mente después de terminado el inciso 10), donde dice: “tra-
bajos de consolidación”, debe decir: “Fracción (sic) XI,
trabajos de consolidación”.

Suscrito por miembros de la comisión.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Secretario.

Está a discusión en lo general. No habiendo quien haga uso
de la palabra, le ruego al señor Secretario consultar si el
dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo ge-
neral.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si considera suficientemente discutido el dictamen en
lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...: Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
Asamblea si se van a reservar algún artículo para discutir-
lo en lo particular, especificando la ley que lo contiene.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002789



En virtud de no haber artículos reservados, le ruego al se-
ñor diputado Secretario ordenar la apertura del tablero
electrónico para recabar la votación en lo general y en lo
particular, del proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley que
Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el
Fortalecimiento de Sociedades Cooperativas de Ahorro y
Préstamo y de Apoyo a Ahorradores, hasta por 10 minutos.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior, ábrase el sistema electrónico por
10 minutos para proceder a la votación en lo general y en
lo particular, del proyecto de decreto.

(Votación.)

Se informa a la Presidencia que se emitieron 408 votos en
pro, cero en contra, cero abstenciones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobado en lo general y en lo particular, por unani-
midad el proyecto de decreto, por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley
que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo
para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas
de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores.
Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Procedemos a desahogar la segunda lectura del dictamen
con proyecto de decreto por el que se reforma, adiciona y
derogan diversas disposiciones del Código Fiscal de la Fe-
deración, cuyo contenido está en la Gaceta Parlamentaria .
Consulte la Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
lectura al dictamen.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta. Se
le dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII. Legislatura.

HONORABLE ASAMBLEA 

Con fundamento en los artículos 71 fracción I y 73 fracción
X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y por conducto de esta H. Cámara de Diputados, el
Ejecutivo Federal sometió a consideración del H. Congre-
so de la Unión la iniciativa de "Decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones fiscales", denomina-
da "Nueva Hacienda Pública Distributiva". 

Con fecha 5 de abril de 2001, la iniciativa en cita fue tur-
nada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, y debi-
do al amplio y diverso contenido de la misma, la Mesa Di-
rectiva del citado organismo, acordó separarla por temas
específicos para su debido estudio y dictamen, de lo cual,
en el presente dictamen se aborda lo relativo a los artículos
5° y 6° de la iniciativa de Decreto antes citada, referentes a
reformar, adicionar y derogar diversos artículos del Código
Fiscal de la Federación y disposiciones transitorias. 

Para el estudio de los artículos anteriormente señalados, se
realizó lo siguiente: 

El 11 de junio de 2001, se constituyó un grupo de trabajo
abierto a todos los Diputados, independientemente de que
pertenecieran o no a dicha Comisión, registrándose 22 le-
gisladores en total, ocho pertenecientes al grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional (PRI), seis
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional
(PAN), cinco del Partido de la Revolución Democrática
(PRD) y uno del Partido Verde Ecologista de México
(PVEM) y del Partido de la Sociedad Nacionalista (PSN)
respectivamente, los cuales acordaron los principios recto-
res para el análisis puntual de la iniciativa en cuestión, así
como para la presentación de alternativas que beneficiaran
tanto al contribuyente como al fisco, siendo estos: 

• Aumentar la seguridad jurídica del contribuyente. 
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• Avanzar en la simplificación de disposiciones fiscales,
para facilitar el cumplimiento de obligaciones, trámites y
procedimientos. 

• Mayor seguridad jurídica en la recaudación, combatiendo
a la elusión y evasión fiscal (seguridad y certeza jurídica al
fisco). 

• Reducir los costos de la recaudación, aumentando la efi-
ciencia en la administración fiscal. 

Durante el transcurso de los tres meses del período de re-
ceso de sesiones de la H. Cámara de Diputados, entre junio
y agosto de 2001, se realizaron 14 reuniones de trabajo con
diversos Servidores Públicos de la Administración Pública
Federal, tanto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, como del Servicio de Administración Tributaria y de
la Procuraduría Fiscal de la Federación. También se llevó a
cabo una importante reunión con los magistrados del Tri-
bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

A dichas reuniones, y con el objeto de conocer las diferen-
tes propuestas sobre la materia, también se invitó a espe-
cialistas privados; representantes de diversos centros e ins-
titutos de investigación y enseñanza superior, como el
Centro de Investigación y Docencia Económicas, y al Ins-
tituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM; Cámaras,
Asociaciones y Organizaciones, entre las cuales destacan
el Instituto Mexicano de Contadores Públicos, Consejo Co-
ordinador Empresarial, Barra Mexicana del Colegio de
Abogados y la Confederación Patronal Mexicana; y para
precisar el alcance y efectos de la iniciativa en estudio, se
requirió de abundante información adicional y sustantiva a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Igualmente, se tomó en cuenta para estudio y recomenda-
ción diversas iniciativas y proyectos enviados por la Mesa
Directiva de la Comisión de Hacienda, específicamente las
siguientes: 

• Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el Códi-
go Fiscal de la Federación, de fecha 23 de mayo de 2001,
presentada por el Diputado Luis Miguel Barbosa a nombre
del Grupo Parlamentario de Partido de la Revolución De-
mocrática. 

• Iniciativa de reformas al Código Fiscal de la Federación,
que presentó el Diputado José Antonio Magallanes Rodrí-
guez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, el 8 de noviembre de 2001. 

• Iniciativa que reforma el inciso g) de la fracción I del ar-
tículo 33 del Código Fiscal de la federación, del 30 de ene-
ro de 2002, presentada por la Diputada Miroslava García
Suárez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

• Iniciativa que adiciona el artículo 114-B del Código Fis-
cal de la Federación, presentada el 20 de febrero por el Se-
nador José Antonio Aguilar Bodegas del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

• Iniciativa de reformas al artículo 39 del Código Fiscal de
la Federación, presentada el 27 de febrero de 2002 por di-
putados integrantes del Grupo Parlamentario del partido
Revolucionario Institucional. 

• Iniciativa de reformas a los artículos 49 y 84 del Código
Fiscal de la Federación, presentada por el H. Congreso del
Estado de Jalisco, el 13 de marzo de 2002. 

• Iniciativa que reforma la fracción I del artículo 39 del
Código Fiscal de la Federación, presentada el 25 de marzo
del año en curso, por la Diputada Rosalía Peredo Aguilar,
a nombre del Partido del Trabajo y de Convergencia por la
Democracia Partido Político Nacional 

• Iniciativa que adiciona un párrafo cuarto al artículo 3 del
Código Fiscal de la Federación, presentada el 23 de abril
de 2002, por el Diputado Salvador Rocha Díaz, a nombre
de los integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido
Revolucionario Institucional y de Convergencia por la De-
mocracia Partido Político Nacional. 

• Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona un artí-
culo 30-B al Código Fiscal de la Federación, presentada
por el H. Congreso del Estado de Jalisco, de fecha 24 de ju-
lio de 2002. 

• Iniciativa que reforma el artículo 31, del Código Fiscal de
la Federación para la presentación optativa de las declara-
ciones de los contribuyentes por medios tradicionales o/y
electrónicos, presentada en el mes de diciembre de 2002,
por el Diputado Tomás Torres Mercado, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Asimismo, en este dictamen no se incluyen algunas inicia-
tivas que no justificaban su procedencia de las propuestas
de reforma que se hacía al Código 
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Finalmente, en las instalaciones del Instituto Tecnológico
Autónomo de México (ITAM), se llevó a cabo una mesa
redonda entre especialistas de primer nivel en temas jurídi-
co-fiscal, fiscal-contable y penal, en donde se discutieron
aspectos particulares de los resultados de la labor del gru-
po respecto a las reformas propuestas al Código Fiscal de
la Federación. Dicha reunión fue organizada por la Coor-
dinación del Grupo de Trabajo encabezada por los Diputa-
dos Jorge A. Chávez Presa, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional (PRI), y Fernando Pé-
rez Noriega, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional (PAN), así como por representantes del Departa-
mento de Derecho del Instituto Tecnológico Autónomo de
México (ITAM). 

Por lo anterior, y conforme a los resultados obtenidos por
el grupo de trabajo, así como con los análisis y delibera-
ciones realizadas por parte de los miembros de esta Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, se presenta a esta Ho-
norable Asamblea el siguiente: 

DICTAMEN 

DESCRIPCION DE LA INICIATIVA 

Señala el Ejecutivo Federal en su Exposición de Motivos
de la Nueva Hacienda Pública Distributiva que una de las
acciones que se plantea realizar la presente administración
es la de otorgar mayor seguridad jurídica y reducir costos
administrativos, eliminar trámites burocráticos y lograr que
los agentes económicos que actúan en la informalidad o
que mediante mecanismos de elusión o evasión fiscal no
contribuyen al Fisco, se sumen al esfuerzo de la mayoría de
los mexicanos. 

De esta forma, dentro de los cambios sustantivos que se
proponen en la Iniciativa de reformas, adiciones y deroga-
ciones de diversos ordenamientos del Código Fiscal de la
Federación destaca la que dispone que las unidades econó-
micas estarán obligadas a contribuir a los gastos públicos,
de conformidad con las leyes especiales. 

En tal virtud, se definen a las unidades económicas como
el "conjunto de personas que realicen actividades empresa-
riales con motivo de la celebración de un convenio, cuan-
do como consecuencia del mismo no surja una persona mo-
ral diferente de los contratantes en los términos del derecho
común". 

Se indica que estas unidades tendrán personalidad jurídica
y se considerará empresa para efectos fiscales y serán resi-
dentes en México cuando en éste tengan su domicilio. El
domicilio será el que se designe de común acuerdo por sus
miembros o el que tenga el representante común y se iden-
tificarán con una denominación o razón social, seguida de
las siglas "U.E." o en su defecto con el nombre de su re-
presentante común. 

Por otra parte, se prevé una regla mediante la cual las per-
sonas físicas que tengan su casa habitación en México y en
terceros países, serán residentes en territorio nacional,
cuando su centro vital de intereses se encuentre en México. 

Dentro de los cambios orientados a facilitar el cumpli-
miento de las obligaciones fiscales, destaca el que los con-
tribuyentes deberán presentar a través de vía electrónica las
declaraciones, avisos, solicitudes e informes. En el caso de
contribuyentes de baja capacidad administrativa se prevé
en los diversos ordenamientos la posibilidad de que dicha
información se presente mediante los formatos autoriza-
dos. 

Por lo que respecta a la fusión de sociedades, el Ejecutivo
Federal propone añadir un requisito para que se considere
que no existe enajenación en el caso de fusión, y diversos
requisitos para que la escisión no sea considerada enajena-
ción. Asimismo, debido a que se contempla que en las le-
yes fiscales especiales se regulará la mecánica de actuali-
zación de los saldos a favor de impuestos, se elimina la
actualización de dichos saldos que contiene el Código Fis-
cal de la Federación. 

En materia de devoluciones y de acuerdo a una petición
reiterada de los contribuyentes, se elimina la obligación de
otorgar garantía; y se aclara que en el caso de impuestos in-
directos, la devolución por pago de lo indebido se efectua-
rá a las personas a quienes se les haya trasladado efectiva-
mente el impuesto y siempre que no lo hayan acreditado.
De igual forma, se propone reducir a 40 días el plazo para
que las autoridades fiscales realicen la devolución de las
cantidades pagadas indebidamente, lo cual se estima un
tiempo muy por arriba de los estándares internacionales.
Asimismo, se propone establecer un plazo de 25 días para
que las autoridades realicen la devolución de cantidades
tratándose de contribuyentes que dictaminen sus estados fi-
nancieros por contador público autorizado. 

También se aclara que cuando las autoridades fiscales de-
vuelvan cantidades menores a las solicitadas, la parte no
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devuelta se entenderá negada. Y cuando las autoridades
fiscales devuelvan la solicitud de devolución a los contri-
buyentes, se entenderá negada la devolución en su totali-
dad. 

Como regla general, las devoluciones se efectuarán me-
diante depósito en cuenta bancaria o mediante certificados
a nombre del contribuyente. En este último caso, el certifi -
cado se podrá emitir a nombre de terceros. Ello con el pro-
pósito de evitar mecanismos usuales a los que recurren al-
gunos contribuyentes poco escrupulosos o, de plano, con la
intención de realizar un acto ilícito o de defraudación. 

En materia de compensaciones, se señala en la Iniciativa
que no procede la compensación de las cantidades trasla-
dadas expresamente y por separado o incluidos en el pre-
cio, cuando quien pretenda hacer la devolución no tenga
derecho a obtener su devolución. 

Después de diversos estudios y evaluaciones, se decidió
mantener la facultad discrecional que hoy tienen las auto-
ridades fiscales para establecer la posibilidad de que se
compensen contribuciones de distinta naturaleza, de mane-
ra tal que ésta sólo opere tratándose de la misma contribu-
ción. 

A fin de reducir costos de algunos controles de carácter fis-
cal, se prevé la posibilidad de emitir comprobantes por me-
dios electrónicos y se suprime la figura del cheque original
como comprobante fiscal. Sólo los originales de los esta-
dos de cuenta bancarios, en los que conste el pago realiza-
do, podrán ser considerados como comprobantes fiscales. 

Se opta por incorporar como tipo penal de defraudación
fiscal, la realización de dos o más actos relacionados entre
sí con el único propósito de obtener un beneficio indebido
con perjuicio al fisco federal, conducta que bajo la legisla-
ción actual es muy difícil de tipificar, lo cual ha dado lugar
a un relativo abuso. 

CONSIDERACIONES DE LA COMISION 

Después de estudiar el contenido de la presente Iniciativa y
de analizar las propuestas y puntos de vista presentados en
las reuniones del grupo de trabajo creado ex profeso, esta
Comisión Dictaminadora ha podido comprobar que se in-
corporan disposiciones de carácter legal, que si bien es
cierto que las autoridades administrativas las habían esta-
blecido como interpretación de las disposiciones legales,
para tratar de integrar algunas lagunas de la ley o para fa-

cilitar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, la rea-
lidad es que por su naturaleza jurídica dichas disposiciones
podían ser modificadas o dejadas sin efectos en cualquier
momento, quedando los afectados en total indefensión. 

Por ello, se coincide en la necesidad de incorporar al texto
de la iniciativa este tipo de situaciones para que surtan ple-
namente sus efectos legales frente a los particulares y ante
la administración pública, en particular el Sistema de Ad-
ministración Tributaria. 

De igual forma, se están eliminando en algunas disposicio-
nes legales, la posibilidad de que en forma administrativa
se establezcan requisitos y condiciones para que los contri-
buyentes puedan acogerse a diversos tratamientos o para
que respecto de ellos, se produzcan efectos fiscales, procu-
rando que en todos los casos en que sea posible, se esta-
blezca con claridad en el texto de la ley, los requisitos, con-
diciones o criterios necesarios para obtener diversos
derechos o para que la autoridad pueda resolver su situa-
ción particular. 

Cabe indicar que, en la revisión de la Iniciativa en dicta-
men, invariablemente prevalecieron criterios orientados a
motivar la seguridad jurídica al contribuyente, la seguridad
en la recaudación, simplificación que motive la cultura fis-
cal y, en su caso, el impacto recaudatorio de las reformas
propuestas a este ordenamiento. 

En este sentido, la que Dictamina procedió al estudio por-
menorizado de cada una de las reformas, adiciones y dero-
gaciones propuestas por el Ejecutivo Federal, analizando el
objetivo de cada medida, dando por resultado las siguien-
tes consideraciones: 

Unidad Económica 

El Ejecutivo Federal propone incorporar como sujeto de las
contribuciones a la unidad económica y la define como el
conjunto de personas que realicen actividades empresaria-
les con motivo de la celebración de un convenio, cuando
como consecuencia del mismo no surja una persona moral
diferente de los contratantes en los términos del derecho
común. Al respecto, esta Comisión Dictaminadora estima
necesario establecer con mayor claridad un régimen fiscal
para la realización de actividades empresariales mediante
estos convenios, que otorgue neutralidad en la carga fiscal
que enfrentan los participantes de dichos convenios en re-
lación con la carga fiscal que enfrentan quienes realizan las
mismas actividades mediante una sociedad mercantil. 
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Sin embargo, también se considera que la necesidad que
enfrenta el régimen fiscal puede resolverse por vías dife-
rentes, como son la de establecer para la asociación en par-
ticipación una definición suficiente para evitar brechas de
interpretación distintas al espíritu del legislador y dotar, en
la propia legislación, los elementos que permitan que la ci-
tada asociación en participación enfrente la misma carga
fiscal que las sociedades mercantiles sin modificar en lo
substancial su forma de operación. 

Por ello, esta dictaminadora no considera adecuado el esta-
blecimiento de la unidad económica y en su lugar propone
modificar el artículo 17-B del Código Fiscal de la Federa-
ción como más adelante se comenta, para dotar de neutra-
lidad fiscal el desarrollo de actividades empresariales, al
tiempo de brindar mayor seguridad jurídica a los partici-
pantes. 

Residencia 

El artículo 9o. del Código Fiscal de la Federación, estable-
ce los supuestos en los que las personas físicas y las mora-
les son consideradas residentes en territorio nacional. En
ese sentido, el Ejecutivo Federal propone modificar la resi-
dencia de las personas físicas para establecer que un con-
tribuyente tiene residencia en territorio nacional cuando,
teniendo casa habitación en México y en otro país simultá-
neamente, en territorio nacional se encuentre su centro de
intereses vitales. Cabe señalar, que criterios similares a es-
tos han sido adoptados por países con Haciendas Públicas
modernas con buenos resultados. 

Por lo anterior, esta Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, considerando la tendencia que se observa en la le-
gislación de otros países y los beneficios de esta reforma,
está de acuerdo con la propuesta realizada por el Ejecutivo
Federal. 

Asimismo, se establece que cuando las personas físicas o
las morales dejen de ser residentes en México, deberán pre-
sentar un aviso ante las autoridades fiscales, dentro del mes
siguiente a aquél en el que suceda el cambio de residencia,
propuesta que la que suscribe considera acertada. Sin em-
bargo se considera reducido el plazo antes citado, por lo
que se propone ampliarlo a un mes. 

Considerando la importancia que representa el aviso de
cambio de residencia para el fisco federal, la que Dictami-
na concuerda con el establecimiento de la sanción por el in-
cumplimiento de la obligación citada. 

Concepto de base fija 

Congruentes con la reforma propuesta a la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, respecto a la eliminación del con-
cepto de "base fija" para dejar únicamente el de "estableci-
miento permanente", esta Dictaminadora esta de acuerdo
en modificar los artículos del Código Fiscal de la Federa-
ción que contiene tal concepto. 

Ejercicio fiscal 

El artículo 11 del Código Fiscal de la Federación dispone
que las contribuciones se calcularán por ejercicios fiscales.
Sin embargo, y considerando las modificaciones realizadas
a la Ley del Impuesto al Valor Agregado y el Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, esta Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, considera correcta la modifica-
ción propuesta por el Ejecutivo Federal, en sentido de
establecer que cuando las leyes fiscales señalen que las
contribuciones se calculen por mes, se entenderá que co-
rresponde al mes de calendario. 

Enajenación 

El artículo 14 del Código Fiscal de la Federación establece
los supuestos en que para efectos fiscales, deberán consi-
derarse como enajenación de bienes la transmisión de pro-
piedad de los mismos. La propuesta del Ejecutivo Federal
sugiere incorporar como supuestos de enajenación la cons-
titución del usufructo y su cesión de derechos. Sin embar-
go, y dadas las características especiales del usufructo, la
que suscribe no considera conveniente su aprobación, por
lo que se rechaza la propuesta del Ejecutivo Federal. 

Asimismo, esta Comisión Dictaminadora coincide con la
propuesta del Ejecutivo Federal en el sentido de aclarar que
también se considera enajenación, la que se realice me-
diante fusión o escisión de sociedades, salvo en los su-
puestos a que se refiere el artículo 14-B del Código Fiscal
de la Federación. 

En este orden de ideas, se propone modificar la fracción IX
del artículo 14 del Código Fiscal de la Federación pro-
puesto, para establecer el supuesto contenido en la fracción
X de dicho Código. 

Con relación a lo anterior, el artículo 14-A del Código Fis-
cal de la Federación vigente dispone que se entiende que
no hay enajenación en los casos de fusión y escisión de
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sociedades, así como de préstamos de títulos o valores. Di-
chos supuestos se encuentran limitados al cumplimiento de
diversos requisitos. 

Así, se plantea modificar el artículo 14-A del Código Fis-
cal de la Federación, a efecto de que en este artículo quede
únicamente regulado el préstamo de títulos o valores como
supuesto de no enajenación de bienes, adicionando un artí -
culo "14-B" para regular y precisar los supuestos en que
una fusión o escisión no son consideradas como enajena-
ción en los términos de las disposiciones aplicables. 

Lo anterior, se considera acertado por parte de esta Comi-
sión, toda vez que la separación de los supuestos antes se-
ñalados provee de mayor claridad y entendimiento de las
disposiciones fiscales a favor de los contribuyentes. 

Así pues, se plantea reubicar los supuestos de fusión y es-
cisión de sociedades contenidos en el artículo 14-A del Có-
digo Fiscal de la Federación vigente al artículo 14-B del ci-
tado ordenamiento, en el que, además, se señalan requisitos
de control adicionales. 

En ese sentido, la que dictamina considera correcto el esta-
blecimiento de nuevos requisitos, toda vez que estos tienen
por objeto limitar la utilización de las figuras de escisión y
fusión para los casos en que existen razones de negocios o
corporativos y no para evadir el cumplimiento de las obli-
gaciones fiscales mediante la enajenación disfrazada. 

Asimismo, en el caso de escisión de sociedades se propone
aumentar el por ciento de tenencia accionaria para pasar de
51% a 70%, así como incrementar de 2 a 4 años el plazo en
que los accionistas deben mantener dicha proporción. Igual
tratamiento se prevé para las sociedades que no son por ac-
ciones sino por partes sociales. 

No obstante lo anterior, la que dictamina considera que la
propuesta del Ejecutivo Federal no resulta necesaria para
mantener el control y la transparencia en el tipo de opera-
ciones de que se trata, ya que dichos elementos se obtienen
de los por cientos y períodos de tenencia accionaria que ac-
tualmente establece el Código Fiscal de la Federación, mis-
mas que son suficientes para eliminar la planeación fiscal
con resultados a corto plazo. 

Por lo anterior, esta Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico sugiere no modificar los por cientos de tenencia ac-
cionaria que deben mantener los socios o accionistas de las

sociedades escindentes y de las escindidas de conformidad
con lo dispuesto por el Código Fiscal de la Federación vi-
gente. Sin embargo, considera necesario modificar el plazo
de dos años en que deben de permanecer los accionistas
propietarios de por lo menos el 51% de la sociedad escin-
dente y de las escindidas para establecerlo en tres años. 

Ahora bien, en el artículo 14-B en comento establece que
no se considerarán como acciones con derecho a voto,
aquéllas que lo tengan limitado y la que en los términos de
la legislación mercantil se denominen acciones de goce. 

No obstante lo anterior, y toda vez que lo que se pretende
con el por ciento de tenencia accionaria que debe perma-
necer en las mismas manos es que la empresa no sea ena-
jenada y dado que se enajena en el momento en que los so-
cios de control dejan de serlo, se estima necesario que
únicamente dejen de computarse para los efectos del 51%
las acciones colocadas entre el gran publico inversionista,
mismas que en ningún caso pueden generar el control so-
bre la empresa, no así en el caso de las acciones de goce o
voto limitado, mismas que pueden ser transformadas en ac-
ciones de control o ser manipuladas para generar control en
uno de los socios o accionistas. 

Por lo anterior, esta Dictaminadora estima pertinente eli-
minar el supuesto en el que las acciones de goce o voto li-
mitado no se computen para los efectos del 51% a que he-
mos hecho referencia. 

El artículo 14-B del Código Fiscal de la Federación pro-
puesto establece que las fusiones que se lleven a cabo den-
tro de los tres años posteriores a la realización de una fu-
sión o escisión, deberán solicitar autorización a las
autoridades fiscales con anterioridad a dicha fusión. 

Al respecto, esta Dictaminadora considera acertado esta-
blecer la limitante señalada en el párrafo que precede. No
obstante, el período establecido como limitante se conside-
ra reducido como para evitar que los contribuyentes mani-
pulen esta figura con el objeto de llevar a cabo la enajena-
ción de activos, acciones, etc., de una determinada
empresa, por lo que esta Dictaminadora estima convenien-
te ampliar dicho plazo de tres a cinco años. 

Ahora bien, la que suscribe estima necesario otorgar a las
autoridades fiscales la facultad para poder negar la autori-
zación de llevar a cabo una fusión o escisión de sociedades,
cuando por virtud de la revisión efectuada a la documenta-
ción aportada por el contribuyente se desprenda que dicha
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fusión o escisión se pretende realizar sólo con el objeto de
pagar un impuesto menor al que le correspondería pagar y
no por razones de carácter mercantil. De esta manera, las
autoridades fiscales tendrían un mayor control del cumpli-
miento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes
que utilicen estas figuras jurídicas, cerrando las brechas de
elusión y evasión fiscales que actualmente existen. 

Por otra parte, la que suscribe no considera acertada la pro-
puesta del Ejecutivo Federal en el sentido de facultar al
Servicio de Administración Tributaria para establecer me-
diante reglas generales mayores requisitos a los estableci-
dos en el artículo 14-B del Código Fiscal de la Federación,
toda vez que dichas reglas, en todo caso, deben ser emiti -
das para comprobar el cumplimiento de los requisitos con-
tenidos en el artículo de referencia. Por ello, la que dicta-
mina considera necesario modificar su redacción para
establecer lo antes comentado. 

Dentro de la propuesta del párrafo tercero del nuevo artí-
culo 14-B del ordenamiento en estudio, se señala que no se
incumple con el requisito de permanencia accionaria, cuan-
do la transmisión de propiedad de las acciones sea por cau-
sa de muerte, liquidación, adjudicación judicial o dona-
ción. Además, se señala que no se incumple con dicho
requisito si el por ciento referido en los párrafos que pre-
ceden se reduce con motivo de aportaciones de capital
efectuadas a la sociedad escindente o a las escindidas,
siempre que en ningún caso dicho por ciento sea menor al
51%, y los accionistas propietarios de por lo menos el 70%
de las acciones no obtengan reembolsos de capital por di-
chas acciones ni enajenen las mismas. 

Al respecto, y derivado de que esta Dictaminadora consi-
deró improcedente el incrementar el por ciento accionario
para el caso de escisión de sociedades, tampoco resulta ne-
cesario que permanezca el supuesto de que no se incumple
con el requisito de permanencia accionaria a que se refiere
la propuesta en el artículo 14-B del Código Fiscal de la Fe-
deración, si éste se reduce con motivo de aportaciones de
capital efectuadas a la sociedad escindente o las escindidas,
y los accionistas de por lo menos el 70% de las acciones de
la sociedad no obtienen reembolsos de capital por dichas
acciones, ni enajenan las mismas durante un período de
tres años contado a partir de la fecha en que se presentó la
solicitud de autorización ante las autoridades fiscales. 

El artículo en comento reconoce el derecho que tiene la so-
ciedad de solicitar la devolución de los saldos a favor de la

sociedad que desaparezca como consecuencia de la fusión
o escisión realizada. Sin embargo, no contempla el derecho
a compensar dichos saldos a favor. Por ello, la que suscri-
be considera necesario otorgar tal derecho. 

Derivado de todo lo anterior, esta Comisión Dictaminado-
ra estima conveniente modificar el artículo 14-B del Códi-
go Fiscal de la Federación propuesto por el Ejecutivo Fe-
deral. 

Definición de actividades empresariales 

En congruencia con la postura de esta Comisión Dictami-
nadora en materia de unidades económicas, resulta impro-
cedente incluir a la citada figura dentro del concepto de
empresa a que se refiere el último párrafo del artículo 16
del Código Fiscal de la Federación vigente. 

Operaciones financieras derivadas 

La Iniciativa en dictamen propone modificar el artículo 16-
A del Código Fiscal de la Federación a efecto de aclarar
cuales son operaciones financieras de deuda y cuales de ca-
pital, propuesta que esta Dictaminadora estima acertada. 

Sin embargo, para esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público resulta importante simplificar la mecánica plante-
ada por el Ejecutivo Federal para determinar si estamos en
presencia de una operación financiera derivada de capital o
de deuda. 

Por ello, se propone una nueva redacción que permitirá di-
ferenciar claramente cuándo se está ante una operación fi-
nanciera derivada de capital y cuándo ante una de deuda. 

Ingresos en bienes o servicios 

Considerando que muchas de las operaciones que se llevan
a cabo hoy en día son pagadas a través de transferencias
electrónicas de fondos, la que suscribe sugiere adicionar en
el artículo 17 del Código Fiscal de la Federación, el mo-
mento en que se considera efectivamente cobrada la con-
traprestación. Lo anterior con el objeto de evitar manipula-
ciones por los contribuyentes. 

Por lo tanto, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público
a fin de precisar dicho momento, propone adicionar un úl-
timo párrafo al artículo 17 del Código Fiscal de la Federa-
ción. 
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Actualización de contribuciones 

La Iniciativa en dictamen propone modificar el texto del
artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación a efecto
de sustituir los vocablos "contribuciones" y "aprovecha-
mientos" por el de "créditos fiscales", en virtud de que se
trata de un término genérico que incluye una diversidad de
conceptos susceptibles de actualización, en lugar de la re-
dacción actual que lo delimita a contribuciones, aprove-
chamientos y devoluciones a cargo del fisco federal. 

Sin embargo, la que suscribe considera inoperante la pro-
puesta en cuestión, ya que si bien es cierto que el vocablo
"créditos fiscales" podría implicar más conceptos suscepti-
bles de actualización, también lo es que dicho concepto
pretendería actualizar conceptos que por su propia natura-
leza no son susceptibles de actualizarse como son los re-
cargos. 

En tal virtud, esta Comisión propone no aprobar la modifi-
cación al artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación,
a fin de que permanezca redactado en los mismos términos
en que se encuentra actualmente. 

Asociación en participación 

Con relación a la propuesta del Ejecutivo Federal de incor-
porar el concepto de unidad económica en las disposicio-
nes fiscales, esta Comisión Dictaminadora no esta de
acuerdo. Sin embargo y considerando que la estructura
propuesta por el Ejecutivo Federal contiene elementos que
pueden ser utilizados para delimitar el abuso que a través
de la figura de la asociación en participación se ha realiza-
do, la que suscribe propone modificar el actual esquema
aplicable a la asociación en participación utilizando algu-
nos elementos puntualizados por el citado Ejecutivo Fede-
ral en materia de unidades económicas. 

Así las cosas, resulta necesario precisar el concepto de aso-
ciación en participación para delimitar su aplicación y al-
cance, a fin de que bajo esta figura se incorpore al régimen
de causación al conjunto de personas que con motivo de la
celebración de un convenio realicen actividades empresa-
riales en el país. 

Adicionalmente, la propuesta establece que las Unidades
Económicas serán residentes en México para efectos fisca-

les cuando en el país tengan su domicilio. Sin embargo, y
en virtud de que el propio Código Fiscal de la Federación
actualmente establece un mecanismo para determinar la re-
sidencia en territorio nacional de una persona física o mo-
ral y considerando los argumentos vertidos anteriormente,
esta Comisión Dictaminadora sugiere establecer que las
asociaciones en participación sean consideradas residentes
en México cuando en el país realicen actividades empresa-
riales, cuando el contrato se celebre conforme a las leyes
mexicanas o cuando se dé alguno de los supuestos estable-
cidos en el artículo 9o. del Código Fiscal de la Federación. 

De la misma manera que la propuesta del Ejecutivo Fede-
ral señala que las Unidades Económicas deberán nombrar
un representante común ante las autoridades fiscales, se
considera necesario establecer que el asociante será quien
represente tanto a la asociación en participación como a sus
integrantes. 

Medios electrónicos e Internet 

Por otro lado, en la Iniciativa presentada por el Ejecutivo
Federal, se observa que se propone una amplia aplicación
de los medios electrónicos para la presentación de declara-
ciones, avisos, informes, entre otros. Asimismo, para la ce-
lebración de remates dentro del procedimiento administra-
tivo de ejecución y la posibilidad de que los contribuyentes
extiendan comprobantes fiscales a través de dichos medios. 

Al respecto, esta Dictaminadora considera adecuado que se
incorporen al ámbito fiscal, las nuevas tecnologías electró-
nicas para una mejor administración tributaria, que están
siendo adoptadas en todo el mundo para realizar operacio-
nes de carácter empresarial y para agilizar las comunica-
ciones, con un ahorro considerable de recursos económi-
cos, materiales y de tiempo, evolución que es acorde con
las medidas que respecto de la utilización de documentos
digitales, se han venido instrumentado en diversas disposi-
ciones legales de nuestro sistema jurídico, como son las re-
formas que en materia de medios electrónicos se realizaron
en el año 2000 a diversos ordenamientos, entre otros, al
Código Civil Federal, al Código Federal de Procedimien-
tos Civiles, al Código de Comercio y mas recientemente
con las reformas que en materia de firma electrónica y de
prestadores de servicios de certificación se realizaron en
este último ordenamiento y que en el pasado mes de no-
viembre fueron aprobadas por el Pleno de la H. Cámara de
Diputados, las cuales fueron enviadas para sus efectos
constitucionales al Senado de la Republica. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002797



Sin embargo, debe mencionarse que tomando en cuenta las
diversas observaciones que se formularon durante el estu-
dio de la Iniciativa, es necesario establecer mecanismos
que permitan a los contribuyentes tener seguridad jurídica
en el empleo de estos medios electrónicos en la presenta-
ción de declaraciones, pagos, avisos, expedición de com-
probantes fiscales, entre otros, por lo que esta Dictamina-
dora considera conveniente adicionar un Capítulo
específico de medios electrónicos en donde se regule lo re-
lativo a la utilización de documentos digitales para efectos
fiscales; al uso de la firma electrónica avanzada en sustitu-
ción de la firma autógrafa y sus efectos jurídicos; el meca-
nismo que permita verificar la inalterabilidad del conteni-
do de los documentos digitales y la autoría de los mismos;
las facultades del Servicio de Administración Tributaria
para actuar como órgano certificador de firmas electróni-
cas, así como los servicios que debe prestar y los requisitos
que deben cumplir los certificados que emita. Esto último,
sin dejar de considerar que los servicios mencionados tam-
bién podrán proporcionarse por prestadores de servicios de
certificación autorizados para tal efecto, en los términos que
establezca el derecho federal común, siempre que cumplan
con los requisitos que se establecen en el citado Capítulo. 

También se hace necesario establecer el valor probatorio
que los documentos digitales tendrán cuando las personas
presenten medios de defensa en materia fiscal. Tomando en
cuenta lo anterior, esta Dictaminadora estima procedente
que se aplique la tecnología de documentos digitales a las
promociones que presenten los interesados, así como a la
emisión de los actos administrativos por parte de las auto-
ridades fiscales. 

Es de destacarse que esta Dictaminadora ha tomado en
cuenta que algunos contribuyentes deben ser apoyados en
forma significativa para que puedan incorporarse al uso de
medios electrónicos, tal es el caso de los contribuyentes de
menores ingresos quienes tendrán la opción de no utilizar-
los o bien, podrán acudir a las áreas de asistencia al contri -
buyente, las cuáles deberán proporcionar el apoyo gratuito
para la transmisión por internet en la presentación de de-
claraciones. Adicionalmente, se establece la obligación pa-
ra dichas áreas de difundir sus servicios en la página de in-
ternet del Servicio de Administración Tributaria y dar a
conocer en la misma la totalidad de los trámites fiscales y
aduaneros, de forma tal que se incremente en forma sus-
tancial el servicio de asistencia al contribuyente. 

De igual forma se ha tomado en consideración que éstas
medidas deben aplicarse en forma progresiva con el fin de

que los contribuyentes puedan adaptarse al uso de la nueva
tecnología y con ello cumplir adecuadamente con sus obli -
gaciones fiscales, por lo cual en disposiciones transitorias
se establece atendiendo a las diferentes situaciones que se
regulan, la fecha en que las mismas entrarán en vigor. 

Por lo anterior, la que suscribe considera necesario adicio-
nar nuevos artículos, así como modificar otros del Código
Fiscal de la Federación. 

La Iniciativa propuesta por el Ejecutivo Federal tiene por
objeto, entre otras cosas, establecer un régimen fiscal más
eficiente que reduzca al máximo las cargas administrativas
que enfrentan los contribuyentes, a través de la eliminación
de trámites que lejos de aportar beneficios tanto para los
contribuyentes como para la autoridad, se traducen en gas-
tos innecesarios en que incurren ambas partes. 

Representación en trámites administrativos 

Un ejemplo de lo anterior se establece en el artículo 19 del
Código Fiscal de la Federación que regula la representa-
ción de los particulares ante las autoridades fiscales, así co-
mo la figura del registro de representantes legales para el
caso de recursos administrativos. Esto es así, toda vez que
los contribuyentes que realicen diversos trámites adminis-
trativos ante el Servicio de Administración Tributaria de-
ben de anexar en cada petición, en su caso, los documentos
con los que se acredite la personalidad de las personas que
actúan por su nombre y cuenta. 

Cabe señalar, que el problema antes citado no se presenta
en aquellos casos en que se promueva un recurso adminis-
trativo, toda vez que para este caso existe la figura del re-
gistro de representantes legales con lo que se reducen las
cargas administrativas a favor de los particulares. 

Congruente con lo anterior y con el objeto de seguir avan-
zando en la reducción de cargas administrativas que en-
frentan los contribuyentes al realizar trámites diversos an-
te el Servicio de Administración Tributaria, la que suscribe
considera pertinente ampliar la figura del registro de repre-
sentantes legales para que éste sea aplicable para cualquier
tipo de trámite a realizar y no únicamente en materia de re-
cursos administrativos. Por ello, esta Dictaminadora pro-
pone modificar el artículo 19 del Código Fiscal de la Fede-
ración. 
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Causación y formas de pago de las contribuciones 

El Servicio de Administración Tributaria se ha preocupado
por contar con la tecnología y capacidad suficientes para
que los contribuyentes cumplan con sus obligaciones fis-
cales a través de medios electrónicos. Dicha tecnología ha
sido un instrumento valioso para los contribuyentes al op-
timizar sus gastos de administración y facilidad en la pre-
sentación de declaraciones, avisos e informes a las que se
encuentran obligados por disposición fiscal. 

Por ello, esta Dictaminadora coincide con la propuesta del
Ejecutivo Federal, en el sentido de ampliar el universo de
contribuyentes que puedan utilizar las transferencias electró-
nicas de fondos como medio de pago de las contribuciones. 

Asimismo, y considerando que existen contribuyentes que
por su limitada capacidad administrativa no pueden acce-
der a la intermediación del sistema financiero, la que sus-
cribe considera acertada la propuesta del Ejecutivo Fede-
ral, en el sentido de establecer que aquellos contribuyentes
que realicen actividades empresariales, y que en el ejerci-
cio inmediato anterior hubiesen obtenido ingresos inferio-
res a $1,500,000.00, y los contribuyentes que no realicen
dichas actividades que en el ejercicio inmediato anterior
hubiesen obtenido ingresos inferiores a $300,000.00, po-
drán efectuar el pago de sus contribuciones en efectivo o
mediante cheques personales. 

Asimismo, en la propuesta del Ejecutivo Federal se esta-
blece que también podrán optar por efectuar el pago de sus
contribuciones mediante efectivo o cheques las personas
morales no contribuyentes (ahora con fines no lucrativos,
conforme a lo propuesto por esta Comisión Dictaminado-
ra). No obstante, la que suscribe no estima procedente di-
cha propuesta, toda vez que no existe justificación alguna
que impida que dichas personas morales no pueden realizar
el pago de sus contribuciones a través de transferencias
electrónicas. 

Por último, esta soberanía considera prudente otorgar al
Servicio de Administración Tributaria la facultad de auto-
rizar otros medios de pago, lo anterior se propone para
ofrecer el dinamismo que se vive hoy en día respecto de las
operaciones que realizan los particulares, así como la gran
variedad de medios de pago que los contribuyentes pueden
ofrecer para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 

Devoluciones 

Ahora bien, el artículo 22 del Código Fiscal de la Federa-
ción vigente otorga a las autoridades fiscales la facultad de
requerir al contribuyente que no hubiera presentado solici-
tudes de devolución en el ejercicio fiscal en que se haga la
solicitud y en el anterior o que solicite devoluciones en
montos superiores en 20% del promedio actualizado de de-
voluciones obtenidos en los últimos doce meses, que ga-
ranticen por un período de seis meses, un monto equiva-
lente a la devolución solicitada. Este mecanismo, si bien
garantiza que el fisco federal no se vea afectado ante con-
ductas dolosas para la obtención de devoluciones improce-
dentes, lo cierto es que también ocasiona gastos y cargas
administrativas para contribuyentes que por motivo de sus
actividades o giro del negocio es común que tengan saldos
a favor. 

Por lo anterior, está Dictaminadora está de acuerdo en eli-
minar la facultad conferida a las autoridades hacendarias
para requerir a los contribuyentes la garantía correspon-
diente. 

Esta Comisión estima conveniente la propuesta del Ejecu-
tivo Federal, en el sentido de establecer que la devolución
se efectuará a los contribuyentes que se les hubiera reteni-
do el impuesto. 

Tratándose de impuestos indirectos, la devolución por pa-
go indebido se efectuará a las personas que hubieran paga-
do el impuesto trasladado o a quien lo causó, siempre que
no lo haya acreditado. 

Mediante dicha medida se evitarán las planeaciones finan-
cieras efectuadas por los contribuyentes para obtener bene-
ficios indebidos en perjuicio del fisco federal y de los con-
sumidores en materia de impuestos indirectos o retenidos,
y se garantiza que la devolución se efectúe a quien verda-
deramente sufra el impacto económico por el impuesto pa-
gado indebidamente, esto es, a quien se le trasladó el im-
puesto, por lo que la incorporación de este esquema
constituye una medida necesaria para tener un régimen de
neutralidad fiscal. 

Actualmente, la disposición legal en cuestión establece un
plazo de 50 días para que las autoridades fiscales realicen
la devolución de saldos a favor o de cantidades pagadas in-
debidamente por los contribuyentes, salvo que la devolu-
ción se efectúe mediante abono en cuenta bancaria del con-
tribuyente por así haberlo solicitado éste, en cuyo caso, la
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propia disposición establece un plazo de 40 días para efec-
tuar la devolución. 

Considerando que la utilización de los medios electrónicos
como regla general hará más eficiente la Administración
Tributaria, se estima prudente reducir el plazo para que las
autoridades fiscales realicen la devolución de saldos a fa-
vor o pago de lo indebido de 50 a 40 días. 

En relación con las solicitudes de devolución, el artículo 22
del Código Fiscal de la Federación propuesto se establece
que dichas solicitudes deberán efectuarse dentro del plazo
de cuarenta días ante la autoridad fiscal competente, cum-
pliendo con todos los datos, informes y documentos que
señale el Reglamento de este Código. 

Sin embargo, derivado de las discusiones sostenidas por
esta Dictaminadora, se considera necesario especificar que
para los casos de depósito en cuenta, además de los infor-
mes y documentos que se establezcan en el Reglamento del
Código en estudio, los contribuyentes deberán señalar los
datos de la institución financiera y el número de cuenta pa-
ra transferencias electrónicas en dicha institución financie-
ra debidamente integrado de conformidad con las disposi-
ciones previstas por el Banco de México. 

En el mismo artículo 22 del Código Fiscal de la Federación
el Ejecutivo propone otorgar a las autoridades fiscales, en
beneficio de los contribuyentes, la facultad de devolver una
cantidad menor a la solicitada por el contribuyente, acla-
rando que dicha facultad se ejercerá en base a la verifica-
ción de la documentación aportada que se considerará ne-
gada por la parte que no sea devuelta y, en caso de que la
solicitud de devolución sea devuelta por las autoridades,
esto es, que no fuera procedente o no cumpla con los re-
quisitos establecidos para tal efecto, se considerará que és-
ta fue negada en su totalidad; propuesta que esta Dictami-
nadora considera acertada, con ello, se logrará que los
contribuyentes que por error soliciten la devolución de can-
tidades mayores a las debidas, obtengan en su caso la de-
volución de las cantidades debidas, lo que no sucede hoy
en que se niega la devolución total. 

Con el objeto de evitar interpretaciones por los contribu-
yentes, el Ejecutivo Federal propone aclarar lo que debe
entenderse por impuestos indirectos, los cuales compren-
den al impuesto al valor agregado, el impuesto especial so-
bre producción y servicios y el impuesto sobre automóvi-
les nuevos. Propuesta con la que esta soberanía concuerda. 

En este orden de ideas, al modificar el artículo 22 del Có-
digo Fiscal de la Federación, la propuesta del Ejecutivo
trae consigo la adición de los artículos 22-A y 22-B a dicho
ordenamiento. Lo anterior, fundamentalmente para estable-
cer en el primer artículo la mecánica a seguir en el pago de
intereses y en el segundo para señalar la forma en que las
autoridades fiscales deben realizar la devolución. Propues-
tas que esta Dictaminadora considera convenientes. 

No obstante lo anterior, la estructura del artículo 22-A de
la propuesta resulta imprecisa, por ello, y con el objeto de
evitar confusiones a los contribuyentes la que acuerda con-
sidera necesario modificar la estructura del artículo 22-A
del Código Fiscal de la Federación, para pasar la fracción
III del artículo en comento a ser el tercer párrafo del artí -
culo 22-A del Código Fiscal de la Federación. Asimismo,
se estima pertinente aclarar a partir de que momento se de-
berá realizar el cálculo de los intereses correspondientes. 

Ahora bien, para que el fisco federal tenga la posibilidad de
realizar la devolución en un período de 40 días siguientes
a la fecha en que se presentó la solicitud correspondiente
ante la autoridad fiscal de conformidad con la propuesta
efectuada al artículo 22 del Código Fiscal de la Federación,
es menester que se efectúe mediante depósito en cuenta
bancaria del contribuyente. 

Por lo tanto, en el artículo 22-B que se propone adicionar
al Código Fiscal de la Federación, se regula la devolución
efectuada por el fisco federal mediante depósito en cuenta
bancaria del contribuyente, debiendo éstos proporcionar el
número de su cuenta bancaria en la solicitud de devolución
o en la declaración correspondiente. 

Sin embargo, considerando que los pequeños contribuyen-
tes no siempre manejan o acceden a los instrumentos del
sistema financiero, esta Dictaminadora coincide en esta-
blecer que tratándose de personas físicas que en el ejerci-
cio inmediato anterior hubiesen obtenido ingresos por acti-
vidades empresariales inferiores a $1,500,000.00 o
inferiores a $300,000.00 para el caso de contribuyentes que
no realicen dichas actividades, puedan obtener su devolu-
ción mediante cheque nominativo. 

Más adelante se dispone que los contribuyentes pueden so-
licitar que las devoluciones a cargo del fisco federal les se-
an entregadas mediante certificados expedidos a su nom-
bre. Lo anterior, se encuentra establecido en el artículo 22
del Código Fiscal de la Federación Vigente, derecho que
conforme a la propuesta se cambia al artículo 22-B del
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citado ordenamiento, movimiento que a esta Comisión Dic-
taminadora le parece pertinente. Sin embargo, la Tesorería
de la Federación sólo tiene facultades para expedir certifi-
cados "especiales", por lo que se propone establecer en el
Código en análisis que dichos certificados son especiales. 

En relación con la expedición de certificados, la que deli -
bera juzga acertada la propuesta en el sentido de que dichos
certificados se expidan a nombre de terceros, a las socie-
dades que consoliden su resultado fiscalmente, las perso-
nas morales transparentes, así como al Gobierno Federal,
Distrito Federal, Gobiernos Estatales, o sus Municipios. 

No obstante lo anterior, y en virtud del análisis exhaustivo
de este nuevo artículo 22-B propuesto, la que suscribe con-
sidera apropiado precisar los requisitos que deberá reunir la
cuenta del contribuyente para poder realizar el depósito co-
rrespondiente, así como señalar que el estado de cuenta que
expidan las instituciones financieras serán considerados
como comprobantes del pago de la devolución respectiva. 

El Fisco Federal se ha enfrentado con la problemática de
que cuando realiza la devolución el día de su vencimiento,
las instituciones de crédito, por causas imputables a ellas,
no pueden realizar el depósito de la devolución respectiva
en la cuenta del contribuyente. Lo anterior ha generado que
los contribuyentes exijan a las autoridades fiscales el pago
de los intereses respectivos por no haber realizado la devo-
lución en el plazo establecido en las disposiciones fiscales,
retraso que no es imputable a dichas autoridades, ocasio-
nando con ello un perjuicio a la hacienda pública. También
se propone que la autoridad pueda regresar en efectivo la
devolución siempre que no exceda de 10,000 pesos, por lo
que se modifica el artículo 22-B propuesto por el Ejecuti-
vo Federal. 

Compensaciones 

En materia de compensaciones, en el artículo 23 del Códi-
go Fiscal de la Federación vigente se establece la facultad
de la autoridad fiscal de otorgar a los contribuyentes que
tengan cantidades a su favor y que no deriven de la misma
contribución, el derecho de compensar dichos saldos. 

Los integrantes de esta Comisión estiman acertada la pro-
puesta del Ejecutivo en el sentido de derogar la facultad
que tienen las autoridades fiscales para permitir la com-
pensación de contribuciones de distinta naturaleza, de ma-
nera tal que ésta sólo opere tratándose de la misma contri-
bución. 

De esta forma, al sólo poder compensarse impuestos de la
misma naturaleza, la Administración Tributaria tendrá un
control más efectivo y eficiente de los impuestos a cargo y
a favor de los contribuyentes, además, al tener el fisco fe-
deral la facultad discrecional de otorgar el derecho de com-
pensar impuestos de distinta naturaleza, no todos los con-
tribuyentes pueden acceder al derecho de solicitar una
autorización, en virtud de que solamente los contribuyen-
tes que cuentan con los recursos y la capacidad de sufragar
los gastos que implican la gestión para solicitar una autori -
zación van más allá de su presupuesto. 

Cabe destacar que esta medida de ninguna manera genera
un perjuicio o niega un derecho al contribuyente, por el
contrario hace transparente el ejercicio del citado derecho.
Además, los sistemas fiscales más modernos del mundo
contienen medidas similares. 

Sin embargo, se considera importante aclarar que la pro-
puesta antes comentada sólo resultaría aplicable para los
ejercicios de 2002 y 2003 debido al problema de control
que ocasiona la llamada compensación universal. Así las
cosas, se propone establecer una disposición transitoria que
establezca que la citada compensación universal entrará en
vigor en el año de 2004, permitiendo así a las autoridades
mejorar y perfeccionar sus sistemas de control. 

En lo que se refiere a las compensaciones improcedentes,
se establece en el párrafo tercero del artículo 23 del Códi-
go Fiscal de la Federación en vigor, la generación de re-
cargos en los términos del artículo 21 de este Código sobre
las cantidades compensadas indebidamente, los citados re-
cargos se generan sobre la compensación indebida actuali-
zada desde el mes en que se efectuó la compensación has-
ta aquél en que se haga el pago del monto de la
compensación indebidamente efectuada. 

Esta Dictaminadora considera pertinente eliminar para el
cálculo de los recargos a que se refiere el citado precepto
legal, la actualización de cantidades compensadas indebi-
damente, lo cual permite establecer un esquema de equidad
tanto para los contribuyentes como para las autoridades
fiscales. 

Cabe señalar que dicho esquema de equidad no se lograría
si los contribuyentes pretendieran realizar la compensación
actualizando las cantidades que tuvieran a su favor, por lo
que también la compensación de cantidades que se consi-
dere procedente se llevaría acabo considerando los montos
históricos, esto es, sin actualización alguna. 
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Compensación entre la Federación, Estados y Munici-
pios 

Actualmente, el artículo 24 del Código Fiscal de la Fede-
ración permite a la Federación, por una parte y a los Esta-
dos, Distrito Federal y Municipios, por la otra, a compen-
sar los créditos y deudas que éstos tengan. También
establece que tratándose de la compensación con Estados y
Municipios se requerirá acuerdo previo de éstos. 

Sin embargo y derivado de las diversas modificaciones
propuestas por esta Dictaminadora a la Ley de Coordina-
ción Fiscal, no se considera necesario que se sujete a un
acuerdo previo la posibilidad de compensar créditos y deu-
das con Estados y Municipios. Por ello, se propone modi-
ficar el texto del artículo 24 del Código Fiscal de la Fede-
ración. 

Responsables solidarios 

El artículo 26 del Código Fiscal de la Federación establece
los supuestos de responsabilidad solidaria de los contribu-
yentes y la iniciativa que se dictamina realiza modificacio-
nes a dichos supuestos, particularmente en lo relativo a la
responsabilidad solidaria de las sociedades. 

Al respecto, esta Dictaminadora no considera conveniente
incluir como responsables solidarios a los integrantes de
las Unidades Económicas respecto de las contribuciones
que se hubieran causado en relación con las actividades
empresariales realizadas, toda vez que dicha propuesta no
fue aceptada. 

Asimismo, se considera correcta la adición de dos supues-
tos en los que las sociedades se considerarán responsables
solidarios, esto es, cuando las sociedades no comprueben
haber recibido copia del dictamen o, en su caso, copia de la
declaración en la que conste el pago del impuesto corres-
pondiente. 

Inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes 

En el artículo 27 se establece la obligación de las personas
físicas y morales de solicitar su inscripción en el Registro
Federal de Contribuyentes. La propuesta del Ejecutivo Fe-
deral no contiene la obligación de que las personas físicas
y las morales deban manifestar, para efectos fiscales, su
domicilio en el Registro Federal de Contribuyentes. Lo an-
terior, ya que los avisos a que se refiere el Reglamento del
Código son en relación con el cambio de domicilio, pero

no respecto a la obligación de manifestar su domicilio co-
mo requisito indispensable para que se emita la cédula co-
rrespondiente. 

En consecuencia de lo anterior, sería necesario también es-
tablecer que en el caso de cambio de domicilio, las perso-
nas físicas y las morales antes citadas estén obligadas a
presentar el aviso correspondiente. Sin embargo, a fin de
que los contribuyentes no utilicen el cambio de domicilio
fiscal con el objeto de evadir el cumplimiento de sus obli-
gaciones fiscales al manifestar un domicilio falso o inexis-
tente impidiendo a las autoridades fiscales el ejercicio de
sus facultades de comprobación, es menester que se esta-
blezca que el aviso de cambio de domicilio fiscal no surti-
rá efectos cuando en el domicilio originalmente manifesta-
do o en el señalado con anterioridad se actualicen algunos
de los supuestos previstos en el artículo 10 del Código Fis-
cal de la Federación. 

Derivado de lo anterior y con el objeto de evitar que los
contribuyentes eludan el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales al presentar avisos de cambio de domicilio fiscal
sin que verdaderamente se localice en dicho lugar el con-
tribuyente o simplemente no exista el domicilio señalado,
la que suscribe propone adicionar dentro del mismo pre-
cepto legal, que los contribuyentes manifiesten su domici-
lio fiscal al Registro Federal de Contribuyentes, así como
prever el supuesto en el que un contribuyente cambie su
domicilio fiscal, determinando los requisitos y salvedades
a los que se encontrará sujeto el aviso de cambio de domi-
cilio fiscal. 

Por su parte, el segundo párrafo del artículo 27 del Código
Fiscal de la Federación establece la obligación a los socios
y accionistas de las personas morales de presentar su ins-
cripción en el Registro Federal de Contribuyentes y pre-
sentar los avisos correspondientes, salvo los miembros de
las personas morales no contribuyentes a que se refiere el
Título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Congruente con la modificación del Título III de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta en el cual se modifica la denomi-
nación de "Personas Morales no Contribuyentes" por el de
"Personas Morales con Fines no Lucrativos", esta Comi-
sión Dictaminadora propone adecuar el párrafo segundo
del citado precepto legal, para que en el mismo se haga re-
ferencia a las personas morales "con fines no lucrativos",
en lugar de a las personas morales "no contribuyentes", co-
mo se encuentra redactado actualmente. 
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El Código Fiscal de la Federación vigente establece la obli-
gación de los fedatarios públicos de exigir a los otorgantes
de las escrituras públicas en que se haga constar actas cons-
titutivas, de fusión, escisión o de liquidación de personas
morales, que comprueben dentro del mes siguiente a la fir-
ma que han presentado solicitud de inscripción, o aviso de
liquidación o de cancelación, según sea el caso, en el Re-
gistro Federal de Contribuyentes. Sin embargo, para esta
Comisión de Hacienda le es indispensable establecer la
obligación a los fedatarios públicos de presentar la decla-
ración en la que informen las operaciones consignadas en
escritura pública, respecto de enajenación y adquisición de
bienes inmuebles, así como de la constitución de socieda-
des. Lo anterior, para que la Secretaría de Hacienda tenga
conocimiento de las transacciones que llevan a cabo los
contribuyentes, provocando con esta declaración que se en-
teren los impuestos correspondientes y así verificar el cum-
plimiento puntual de las obligaciones fiscales. 

Por lo tanto, es menester que se señale en dicho Código la
información que las declaraciones citadas deberán conte-
ner. En vista de lo anterior, la Dictaminadora que suscribe
propone modificar, adicionar y precisar, algunos conceptos
establecidos en el artículo 27 del Código Fiscal de la Fede-
ración. 

Obligaciones de llevar contabilidad 

Con el objeto de fortalecer e incrementar la recaudación
para obtener los recursos que satisfagan el gasto público,
esta Dictaminadora considera pertinente fortalecer los me-
canismos de autofiscalización y combate a la evasión fiscal
previstos en el Código Fiscal de la Federación, tales como
la expedición y recepción de comprobantes fiscales que
amparen las operaciones efectuadas por los contribuyentes. 

Al respecto, el artículo 28 del Código Fiscal de la Federa-
ción dispone las reglas que deberán observar las personas
obligadas a llevar contabilidad. En dichas reglas no se es-
tablece la obligación de los contribuyentes de llevar un
control de sus inventarios, lo que puede resultar benéfico
para el fisco federal al obligar a los contribuyentes a llevar
dicho control, otorgando al fisco federal mayor vigilancia
de las operaciones llevadas a cabo por el contribuyente su-
jetas al pago de impuestos, así como la declaración de mer-
cancías o productos, evitando las maniobras tendientes a
evadir el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 

Ahora bien, y congruente con la reforma propuesta por el
Ejecutivo en relación con la Ley del ISR, la que dictamina

considera conveniente la propuesta de reestablecer las má-
quinas registradoras de comprobación fiscal como meca-
nismo de expedición de comprobantes fiscales y en conse-
cuencia, ser un instrumento para combatir la evasión fiscal.
Sin embargo, dicha obligación es aplicable sólo a los con-
tribuyentes que opten por tributar dentro del régimen inter-
medio de las personas físicas con actividades empresaria-
les, además de establecerse que sólo las personas físicas
que en el ejercicio inmediato anterior hubiesen obtenido in-
gresos superiores a $1?000,000.00 sin que en dicho ejerci-
cio excedan de $4?000,000.00, estarán obligados a tener
máquinas registradoras de comprobación fiscal, equipos o
sistemas electrónicos de registro fiscal. 

Por lo anteriormente expuesto, la que delibera considera
conveniente adicionar la obligación de llevar un control de
inventarios a los contribuyentes obligados a llevar contabi-
lidad. 

Obligación de expedir comprobantes 

Por otra parte, el artículo 29 establece la obligación de ex-
pedir comprobantes por las actividades que realicen, así
como la obligación de que las personas que adquieran bien-
es o reciban servicios soliciten el comprobante respectivo. 

En la Iniciativa en dictamen se propone adicionar al artícu-
lo 29 en comento el requisito de que el comprobante que se
expida deberá señalar en forma expresa si el pago de la
contraprestación que ampara se hace en una sola exhibi-
ción o en parcialidades. En caso de que la contraprestación
se pague en parcialidades, en el comprobante se deberá in-
dicar el importe total de la operación, el número de parcia-
lidades y el monto de cada una de ellas y, en su caso, el
monto de la parcialidad que se cubre en ese momento y el
monto que por concepto de impuestos se trasladan en dicha
parcialidad. 

Ahora bien, con el objeto de facilitar las operaciones que
realizan los contribuyentes la Dictaminadora que acuerda
considera necesario suprimir de la redacción del séptimo
párrafo del precepto en estudio, los requisitos de que, en las
contraprestaciones que se paguen en parcialidades, en el
comprobante que se expida se señale, además de los requi-
sitos señalados, que el pago se va a efectuar en parcialida-
des sin que sea necesario hacer mención del número de
parcialidades y el monto de cada una de ellas. 

Por lo anteriormente señalado, y con el objeto de dar ma-
yor precisión al artículo 29 del Código Fiscal de la Federa-
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ción, la Dictaminadora que suscribe propone reestructurar
el orden de los párrafos que de dicho artículo se efectuó en
la propuesta en dictamen, así como modificar el texto del
mismo precepto legal en los términos antes señalados. 

Opción para considerar al cheque como comprobante 

El artículo 29-C del Código Fiscal de la Federación otorga
a las personas que conforme a las disposiciones fiscales es-
tén obligadas a llevar contabilidad y que efectúen el pago
de adquisiciones de bienes, del uso o goce temporal de
bienes, o de la prestación de servicios, mediante cheque
nominativo para abono en cuenta del beneficiario, podrán
además optar por considerar como comprobante fiscal el
cheque original pagado por el librado, siempre que cumpla
con los requisitos que se establecen para tal efecto en dicho
artículo. 

De ahí que esta Comisión se avenga a lo propuesto por el
Ejecutivo Federal respecto a precisar y modificar que las
personas morales que efectúen el pago conforme a lo ante-
rior, se consideren también los traspasos de cuenta en ins-
tituciones de crédito o casas de bolsa, y en vez de otorgar
el derecho de considerar como comprobante fiscal el che-
que original pagado por el librado, se considere el original
del estado de cuenta en el que conste el pago realizado. Lo
anterior, en virtud de la gran carga administrativa que re-
presenta para las instituciones de crédito el devolver dichos
cheques, por lo que esta Dictaminadora con la intención de
proveer de las herramientas necesarias para el correcto
cumplimiento de las obligaciones fiscales y aceptar otros
medios de comprobación fiscal, estima acertada la pro-
puesta planteada por el Ejecutivo Federal. 

Asimismo, esta Comisión concuerda con modificar los re-
quisitos contenidos en el artículo 29-C del Código en co-
mento, a efecto de suprimir todo lo relacionado con "che-
que librado". En consecuencia, la que delibera juzga
conveniente las modificaciones realizadas a los requisitos
contenidos en el multicitado artículo 29-C, mismas que
consisten en suprimir de la fracción I el que los contribu-
yentes señalen en forma expresa y por separado el impues-
to al valor agregado identificado por las distintas tasas apli-
cables según el acto o actividad de que se trate. De este
modo, también es acertada la propuesta de adicionar en la
fracción II del artículo en estudio que los contribuyentes
que quieran hacer uso de este derecho, cuenten con el do-
cumento expedido por el enajenante, el prestador del servi-
cio o el otorgante del uso o goce temporal de los bienes,
que permita identificar el bien o servicio de que se trate, el

precio o contraprestación, así como señalar en forma ex-
presa y por separado los impuestos que se trasladan. 

Si embargo, la que suscribe considera necesario establecer
en la fracción I del artículo en comento que se presume,
salvo prueba en contrario, que se cumple con el requisito
establecido en la citada fracción, cuando en el estado de
cuenta se señale la clave del Registro Federal de Contribu-
yentes del beneficiario del cheque, ello, con el objeto de
dotar de mayor seguridad jurídica al contribuyente. 

Adicionalmente, es conveniente que en la fracción IV del
citado artículo sea adicionado que los contribuyentes de-
ben vincular la operación registrada en el estado de cuenta
directamente con la adquisición del bien, con el uso o go-
ce, o con la prestación del servicio de que se trate y con la
operación registrada en la contabilidad. 

Asimismo, esta Comisión de Hacienda estima acertada la
propuesta de que los contribuyentes que opten por aplicar
lo establecido en la propuesta efectuada en el artículo 29-
C, deberán permitir a los visitadores en el ejercicio de sus
facultades de comprobación, consultar a través de medios
electrónicos la información relativa a los estados de cuen-
ta de que se trate, directamente en las instituciones de cré-
dito o casas de bolsa que hubiesen emitido dichos estados
de cuenta. Aunado a lo anterior, se juzga conveniente la li -
mitante de que si los contribuyentes incumplen con cual-
quiera de los requisitos establecidos en el artículo 29-C en
estudio, el estado de cuenta no será considerado como
comprobante fiscal para los efectos de las deducciones o
acreditamientos autorizados en las leyes fiscales. 

Ahora bien, el artículo 29-A del Código establece que
quienes realicen operaciones con el público en general de-
berán expedir comprobantes simplificados en los términos
que señale el Reglamento de este Código. Sin embargo, pa-
ra efectos de otorgar certeza jurídica a los contribuyentes
en sus operaciones, para esta soberanía es menester escla-
recer que dichos contribuyentes no tendrán esta obligación
cuando sus operaciones las realicen con un monedero elec-
trónico, sin que esto obste para que se le otorgue al Servi-
cio de Administración Tributaria la facultad de establecer
los requisitos de control que considere pertinentes. 

Siendo congruentes con la reforma propuesta en el artículo
29-C del Código Fiscal de la Federación, esta Dictamina-
dora coincide en adicionar un último párrafo al artículo 29-
A del Código Fiscal de la Federación, a fin de que los con-
tribuyentes que perciban todos sus ingresos mediante
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transferencias electrónicas de fondos o mediante cheques
nominativos para abono en cuenta del contribuyente, salvo
los percibidos del público en general, tengan la opción de
expedir comprobantes que reúnan los requisitos previstos
en la fracción II del artículo 29-C antes comentado. 

Por lo anterior, esta Dictaminadora estima pertinente preci-
sar en el artículo 29-A antes citado los requisitos previstos
en la fracción II del artículo 29-C del Código Fiscal de la
Federación, con la finalidad de otorgar seguridad jurídica a
los contribuyentes. 

Lugar de la conservación de la contabilidad 

El artículo 30 del Código Fiscal de la Federación vigente,
obliga a los contribuyentes a conservar la contabilidad en
el lugar a que se refiere el artículo 28 fracción III del mis-
mo ordenamiento, así como conservar en su domicilio la
contabilidad o documentación relacionada con el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales cuando no estén obli-
gados a llevar contabilidad, la cual conforme al artículo 67
del propio Código deberá conservarse durante el plazo de
5 años, período en el cual se extinguen las facultades de
comprobación que tiene la autoridad fiscal. 

Cabe señalar que la cuenta de capital de aportación es un
instrumento fiscal contable a través de la cual los socios o
accionistas de las sociedades mercantiles pueden retirar las
cantidades que aportaron a dichas sociedades sin pagar el
impuesto sobre la renta correspondiente. Asimismo, dicha
cuenta resulta fundamental en los casos en que las socieda-
des de referencia se liquidan, fusionan o escindan. Por ello,
resulta necesario que todos los elementos con que se inte-
gra la cuenta de capital de aportación permanezcan en la
contabilidad de los contribuyentes durante el tiempo que
subsista la sociedad de que se trate y no limitado a los cin-
co años que establece actualmente el Código en análisis. 

Lo anterior, con el objeto de evitar que los contribuyentes
retiren más capital del aportado a la sociedad de que se tra-
te sin el pago de impuestos. 

Por lo anterior, esta Comisión Dictaminadora propone mo-
dificar el artículo 30 del Código Fiscal de la Federación
propuesto por el Ejecutivo Federal. 

Formularios 

El artículo 31 del Código Fiscal de la Federación establece
que las personas que tengan obligación de presentar solici-

tudes en materia de Registro Federal de Contribuyentes,
declaraciones, avisos o informes, ante las autoridades fis-
cales, así como expedir constancias o documentos, deberán
presentarse a través de medios electrónicos. 

No obstante la obligación que tienen los contribuyentes pa-
ra cumplir con sus obligaciones fiscales a través de medios
electrónicos, este mecanismo no es obligatorio para los pe-
queños contribuyentes cuya capacidad administrativa en
ocasiones no les permite el uso generalizado de dichos me-
dios, por lo que a juicio de esta Comisión, y congruente
con la reducción del monto máximo de ingresos para las
personas físicas que realicen actividades empresariales, re-
sulta acertado establecer para quienes hayan obtenido in-
gresos en el ejercicio inmediato anterior inferiores a
$1,500,000.00 la opción de presentar sus declaraciones,
avisos, solicitudes e informes en las oficinas autorizadas,
utilizando los formatos previamente aprobados por las au-
toridades fiscales. 

Por otra parte, la que suscribe, considera necesario estable-
cer una disposición en el artículo 31 del Código Fiscal de
la Federación en comento, que permita que los contribu-
yentes puedan solicitarle al Servicio de Administración
Tributaria la emisión de una constancia en la que se seña-
len las declaraciones presentadas por dicho contribuyente.
Lo anterior, con el objeto de dotar de mayor seguridad ju-
rídica a los contribuyentes en el cumplimiento de sus obli-
gaciones fiscales. 

Dictamen fiscal 

Por lo que se refiere a la obligación de las personas físicas
con actividades empresariales y las personas morales obli-
gadas a dictaminar sus estados financieros en términos del
artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación, esta Dic-
taminadora considera apropiada la propuesta del Ejecutivo
Federal para que en caso de que en el dictamen se determi-
nen diferencias de impuestos a pagar, éstas deban enterar-
se mediante declaración complementaria en las oficinas
autorizadas a más tardar en la fecha en que se presente di-
cho dictamen. 

Lo anterior, dado que al incorporar este mecanismo, se in-
centiva a los contribuyentes a pagar en tiempo y forma las
contribuciones omitidas a su cargo, sin que sean sujetos de
sanciones, multas y recargos, además de que se incremen-
ta por parte del fisco federal el nivel de recaudación. 
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Asimismo, la que dictamina coincide con el Ejecutivo Fe-
deral a fin de que el último párrafo del propio artículo 32-
A del Código Fiscal de la Federación se otorgue a los con-
tribuyentes que dictaminen sus estados financieros por
contador público registrado, la opción de efectuar sus pa-
gos mensuales definitivos y los que tengan carácter de pro-
visionales considerando los períodos que se señalan en la
propuesta, así como la obligación de aplicar esta opción
por calendarios completos y por un período no menor de 5
años. 

Sin embargo, esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co considera conveniente precisar en el último párrafo del
artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación que el pe-
ríodo del 1 al 27 de enero se refiere no sólo al mismo
"mes", sino que también al mismo "año", lo anterior para
evitar confusiones que causen interpretación en perjuicio
del fisco federal, por lo que se estima que esta aclaración
otorga seguridad jurídica a los contribuyentes. 

De igual manera, la que suscribe estima necesario estable-
cer en el propio texto el plazo que tienen los contribuyen-
tes que dictaminan sus estados financieros de presentar el
dictamen correspondiente, así como la documentación re-
lativa al mismo. En ese sentido y con el objeto de no en-
torpecer la operación de las autoridades al revisar dichos
dictámenes, se establece que el Servicio de Administración
Tributaria podrá señalar períodos distintos al plazo de refe-
rencia para la presentación por grupos de contribuyentes
del dictamen. 

No obstante, esta Dictaminadora considera necesario el
otorgar beneficios a los contribuyentes que hoy se encuen-
tran obligados a dictaminar sus estados financieros por
contador público registrado. Esto, en virtud de que dichos
contribuyentes tienen a través del dictamen mayores y me-
jores sistemas de control que el resto de los contribuyentes.
Así, se considera conveniente establecer el que las autori-
dades fiscales, para el ejercicio de sus facultades de com-
probación, deban primero solicitar la información y docu-
mentación al contador público que dictamine antes de
hacerlo directamente con el contribuyente. 

Obligaciones de instituciones de crédito 

En materia fiduciaria en términos de la Ley de Institucio-
nes de Crédito sólo pueden tener acceso a la información
de las operaciones identificadas como mandato, comisión y
fideicomiso, las partes contratantes y la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores. 

Lo anterior, atiende a que, en estas operaciones, la institu-
ción de crédito no actúa en la celebración de los actos jurí -
dicos en su carácter de banco, sino que lo hace como fidu-
ciario, mandatario o comisionista. En consecuencia, las
instituciones bancarias guardan la más absoluta reserva de
los negocios jurídicos con sus clientes y toman las medidas
necesarias para evitar que se les puedan causar daños por
la violación a este secreto. 

De esta manera, el secreto fiduciario constituye un derecho
subjetivo atribuido exclusivamente a los usuarios del ser-
vicio bancario, o sea, se instituye para evitar que se hagan
públicas o del conocimiento de terceros situaciones econó-
micas que se ubican en el ámbito de la privacidad. 

No obstante, existen ciertos casos en los cuales el secreto
fiduciario no debe ser obstáculo para la revisión y supervi-
sión de las entidades financieras, para que de esta manera
revelen información que resulta indispensable para la com-
probación de hechos o irregularidades por los particulares,
máxime tratándose de fideicomisos, dado que el patrimo-
nio del fideicomiso es únicamente de afectación, sin que
forme parte del patrimonio de la propia institución banca-
ria, por lo que se han establecido diversas excepciones que
permiten a ciertas autoridades recabar directamente de las
instituciones de crédito, informes amparados por el secreto
bancario o fiduciario. 

Así pues, el secreto fiduciario no es absoluto, pues la mis-
ma legislación reconoce que este no debe ser obstáculo pa-
ra el fin para el que legalmente se obtiene la información y
documentación. 

De tal manera que si las instituciones de crédito no tienen
la obligación expresa de proporcionar la información de los
fideicomisos a su cargo, esta Dictaminadora conviene acla-
rar dicha obligación a las instituciones de crédito a efecto
de que proporcionen la información antes apuntada, con el
objeto de que las autoridades fiscales verifiquen el cumpli-
miento de las obligaciones fiscales sin que se encuentren
impedidos para determinar y comprobar las operaciones de
los contribuyentes en el ejercicio de sus facultades de com-
probación. 

En estos términos, y derivado de que las obligaciones de
las instituciones de crédito se encuentran contenidas en el
artículo 32-B del Código Fiscal de la Federación, esta so-
beranía sugiere precisar como obligación de dichas institu-
ciones, la de proporcionar en los términos de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito y por conducto de la Comisión
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Nacional Bancaria y de Valores, la información de los fi-
deicomisos a su cargo a las autoridades fiscales que lo so-
liciten. 

Contrataciones de la Administración Pública Federal 

El artículo 32-D del Código Fiscal de la Federación esta-
blece, la obligación a cargo de la Administración Pública
Federal, Centralizada y Paraestatal, de las entidades fede-
rativas, así como la Procuraduría General de la República
que no contratarán adquisiciones, arrendamientos, servi-
cios u obras públicas, con los contribuyentes que no se en-
cuentren al corriente en el cumplimiento de sus obligacio-
nes fiscales, lo cual resulta acertado, dado que no es
posible que un contribuyente moroso contrate con el Go-
bierno Federal, evitando de esta manera que también in-
cumplan con los convenios celebrados con el mismo, lo
que en el ámbito federal no puede permitirse al ser contra-
taciones efectuadas para el beneficio de la población. 

No obstante lo anterior, esta Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público estima necesario establecer una salvedad para
aquellos contribuyentes que convengan con las autoridades
fiscales, el cumplir con sus obligaciones fiscales a plazos.
Lo anterior, resultaría en beneficio del fisco federal en vir-
tud de que dichos contribuyentes acordarían con las depen-
dencias correspondientes que les fuera retenida parte de la
contraprestación acordada a fin de que sea enterada al fis-
co federal por las citadas dependencias para cubrir sus
adeudos fiscales. Con ello, se incentiva que los deudores
cubran sus obligaciones fiscales, al tiempo que tengan re-
cursos para ello. 

Derivado de la propuesta anterior y con el fin de ampliar
dicho beneficio a los contribuyentes que con anterioridad a
la entrada en vigor de esta iniciativa hayan celebrado con
las autoridades fiscales convenio para cubrir a plazos los
adeudos fiscales, siempre y cuando estén al corriente en el
cumplimiento de sus obligaciones fiscales, la que dictami-
na estima procedente incorporar dentro de las Disposicio-
nes Transitorias del Código Fiscal de la Federación, una
fracción con el objeto de otorgar el referido derecho. 

Respuesta de las autoridades a consultas 

De conformidad con el artículo 34 del Código Fiscal de la
Federación, las autoridades fiscales están facultadas para
resolver consultas sobre situaciones reales y concretas que
formulen los interesados. Sin embargo, tal atribución no se

actualiza respecto de consultas sobre la interpretación o
aplicación directa de la Constitución o de una jurispruden-
cia dictada por el Poder Judicial de la Federación, ya que
dicho planteamiento constituye un aspecto de constitucio-
nalidad de leyes que sólo puede ser resuelto por los tribu-
nales del Poder Judicial de la Federación. 

Por ello, esta Dictaminadora estima correcta la propuesta
de establecer con claridad que las resoluciones que las au-
toridades fiscales dicten relativas a consultas sobre la in-
terpretación o aplicación directa de la Constitución o de
una jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Fe-
deración no constituyen derechos ni obligaciones, y las
mismas no podrán ser recurridas ni impugnadas ante el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

De acuerdo a lo anterior, y en cumplimiento al derecho de
petición a que se refiere el artículo 8 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades fis-
cales resuelven las consultas que se presentan conforme al
artículo 34 del Código Fiscal de la Federación, que versan
sobre la interpretación o aplicación directa de la Constitu-
ción o de una jurisprudencia, y respetan los planteamientos
relativos a la constitucionalidad de leyes atribuidos a los
tribunales del Poder Judicial de la Federación. 

Solicitud de datos e informes para aclarar información 

En armonía con lo dispuesto por el primer párrafo del artí-
culo 23 del Código Fiscal de la Federación, mediante el
cual se obliga a los contribuyentes que compensen saldos a
favor a presentar el aviso de compensación correspondien-
te, la suscrita Dictaminadora considera pertinente modifi-
car el artículo 41-A del mismo ordenamiento, para que las
autoridades fiscales, en su caso, puedan solicitar datos, in-
formes o documentos adicionales que consideren necesa-
rios para aclarar la información asentada, en las declara-
ciones de pago provisional, del ejercicio, complementarias
y conforme a la propuesta, la información consignada en
los citados avisos de compensación. 

Facultad de comprobación de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público 

Ahora bien, respecto a las modificaciones propuestas por
esta Comisión de Hacienda y Crédito Público en el artícu-
lo 8o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, en relación con la exención otorgada a los con-
tribuyentes del referido impuesto, en materia de ventas por
copeo, en el cual se condiciona a la destrucción de los
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envases vacíos que contenían el líquido, la que dictamina
estima procedente incorporar las adecuaciones necesarias
en el Código Fiscal de la Federación a efecto de establecer
facultades, el tipo y la infracción correspondiente. 

En virtud de lo anterior, se propone adecuar los artículos
42, fracción V, 86-A y 86-B, fracción IV, del Código Fiscal
de la Federación. De esta manera, a través de la fracción V
del artículo 42 del ordenamiento en estudio, se otorgaría a
las autoridades fiscales la facultad de verificar que los en-
vases que contenían bebidas alcohólicas hayan sido des-
truidos a efecto de que proceda la exención prevista en la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

Asimismo, a efecto de establecer la hipótesis normativa, en
el artículo 86-A se propone que los contribuyentes estén
obligados a destruir los envases que contenían bebidas al-
cohólicas en los términos previstos por la citada Ley, y por
consiguiente, sancionado quien sea descubierto por las au-
toridades fiscales detentando envases vacíos no destruidos
que contenían bebidas alcohólicas estando obligados a su
destrucción. 

Finalmente, y con el propósito de que esta norma propues-
ta tenga efectos coercitivos, es necesario que en la fracción
IV del artículo 86-B se establezca la sanción pecuniaria por
cada envase vacío que se descubre y no haya sido destrui-
do. 

Derivado de la propuesta efectuada a los preceptos anterio-
res, esta Comisión propone modificarlos a fin de uniformar
la exención otorgada a los contribuyentes, en materia de
copeo, propuesta en la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios. 

Reglas para visitas domiciliarias 

Congruente con la propuesta efectuada por esta Comisión
de Hacienda y Crédito Público al artículo 27 del Código
Fiscal de la Federación, se sugiere adecuar el artículo 44
del Código Fiscal de la Federación a efecto de regular que
en el caso de visitas domiciliarias, si el contribuyente pre-
senta el aviso de cambio de domicilio después de recibido
el citatorio, la visita podrá llevarse a cabo en el nuevo do-
micilio "manifestado por el contribuyente" y en el anterior,
incluyendo la salvedad de que si en el nuevo domicilio ma-
nifestado no se actualiza alguno de los supuestos estableci-
dos en el artículo 10 del ordenamiento en estudio, la visita
podrá llevarse a cabo en el domicilio que se tenía con an-
terioridad. 

Derivado de lo anterior, esta Dictaminadora propone ade-
cuar el texto del artículo 44 del Código Fiscal de la Fede-
ración en los términos antes apuntados. 

Ejercicio de las facultades de comprobación 

El artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación esta-
blece que las autoridades fiscales tienen un plazo máximo
de seis meses contados a partir de que se les notifique a los
contribuyentes el inicio de las facultades de comprobación
para que concluyan la visita que se desarrolla en el domi-
cilio fiscal de los contribuyentes o de la revisión de la con-
tabilidad que se efectúe en las oficinas de las propias auto-
ridades. 

Sin embargo, el Ejecutivo propone establecer una excep-
ción a dicho plazo tratándose de contribuyentes respecto de
los cuales la autoridad fiscal o aduanera solicite informa-
ción a autoridades fiscales o aduaneras de otro país; ejerza
sus facultades de comprobación para verificar el cumpli-
miento de las obligaciones de partes relacionadas; la auto-
ridad aduanera verifique los certificados de origen a expor-
tadores o productores de otros países; a los integrantes del
sistema financiero, así como a los que consoliden para los
efectos fiscales, por lo tanto, la que dictamina estima acer-
tada la propuesta de que en el caso de visita o revisión a los
contribuyentes mencionados anteriormente, las autorida-
des fiscales podrán continuar con el ejercicio de sus facul-
tades de comprobación sin sujetarse a la limitación antes
señalada. 

Por otro lado, la Dictaminadora que suscribe coincide en
adicionar un segundo párrafo a la fracción VI del artículo
48 del Código Fiscal de la Federación, que otorga la facul-
tad a las autoridades fiscales de emitir un oficio de obser-
vaciones complementario en virtud de la documentación e
información aportada por el contribuyente para desvirtuar
los hechos u omisiones asentados en un oficio de observa-
ciones. Lo anterior, en el caso de que las autoridades ha-
cendarias descubran nuevos hechos u omisiones que entra-
ñen el incumplimiento de las disposiciones fiscales. 

No obstante lo anterior, la suscrita Dictaminadora conside-
ra conveniente precisar dicho segundo párrafo de la citada
fracción, en el sentido de que el oficio de observaciones
complementario debe referirse a la misma contribución y al
mismo período que se revisa, así como señalar que el pla-
zo de 20 días establecido para que el responsable solidario
presente la información que desvirtúe los hechos u omisiones
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asentados en el mismo, debe computarse a partir del día si-
guiente al en que surta efectos la notificación del oficio de
observaciones complementario emitido por las autoridades
fiscales. 

Asimismo, la que suscribe considera necesario ajustar el
primer párrafo de la fracción antes citada para aclarar que
el plazo de 20 días que tiene el contribuyente para desvir-
tuar los hechos asentados en el oficio de observaciones, co-
rre a partir del día siguiente al en que surta efectos la noti -
ficación del citado oficio, igual que como se establece en el
segundo párrafo de la mencionada fracción. 

Por otro lado, la que suscribe coincide con la modificación
propuesta a la fracción IX del artículo 48 del Código en es-
tudio, en el sentido de adicionar la facultad de la autoridad
para emitir resoluciones que además de determinar contri-
buciones omitidas, también puedan determinarse los "apro-
vechamientos" omitidos. 

Asimismo, el Ejecutivo Federal propone incluir un párrafo
último en dicho artículo a efecto de precisar que dentro de
la información que pueden solicitar las autoridades, se en-
cuentran incluidas las cuentas bancarias del contribuyente.
Lo anterior, en virtud de que dicho documento sería una
herramienta importante para el fisco federal para determi-
nar el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales o,
en su caso, conductas evasoras de los contribuyentes. 

Terminación anticipada de las visitas domiciliarias 

Actualmente, el artículo 47 del Código Fiscal de la Fede-
ración señala que las autoridades fiscales podrán concluir
anticipadamente la visita domiciliaria si el contribuyente
hubiera presentado aviso, manifestando el deseo de optar
por presentar sus estados financieros dictaminados por
contador público autorizado, pero no resulta aplicable para
aquellos contribuyentes que se encuentran obligados por
disposición legal a dictaminarse. 

Por lo anterior, la que suscribe propone establecer que la
conclusión anticipada también resulta aplicable en el caso
de contribuyentes obligados a dictaminar sus estados fi-
nancieros. 

Plazo máximo para determinar contribuciones omiti-
das 

El artículo 50 del Código Fiscal de la Federación establece
que cuando las autoridades practiquen visitas a los contri-

buyentes o ejerzan las facultades de comprobación, conoz-
can de hechos u omisiones que entrañen el incumplimien-
to de las disposiciones fiscales, determinarán las contribu-
ciones omitidas mediante resolución que se notificará al
contribuyente dentro de un plazo máximo de seis meses
contados a partir de la fecha en que se levante el acta final
de la visita. 

Sin embargo, dicho artículo no contempla la posibilidad
para que las autoridades fiscales puedan revisar el mismo
ejercicio anteriormente revisado cuando se comprueben
hechos diferentes, limitando con ello el ejercicio de las fa-
cultades de comprobación de las citadas autoridades. Por
ello, la que dictamina coincide con la propuesta del Ejecu-
tivo Federal en el sentido de adicionar un último párrafo al
artículo 50 del Código Fiscal de la Federación, para otor-
gar a las autoridades hacendarias la facultad para determi-
nar contribuciones o aprovechamientos omitidos respecto
del mismo ejercicio, siempre que se comprueben hechos
diferentes. 

Requisitos del contador público 

Dada la importancia que el dictaminarse para efectos fisca-
les reviste tanto para los contribuyentes como para las au-
toridades fiscales, es conveniente dotar de mayor formali-
dad a dicha figura, obligando a los contadores públicos
autorizados para dictaminar a obtener la certificación ex-
pedida por la agrupación profesional autorizada para ello,
y comprobar tres años de experiencia mínima en la elabo-
ración de dictámenes fiscales. 

En este sentido, esta Comisión está de acuerdo en adicio-
nar un segundo párrafo al inciso a) de la fracción I del ar-
tículo 52 del Código Fiscal de la Federación, a efecto de
que los contadores públicos que realicen dictámenes y so-
liciten su registro ante las autoridades fiscales, deban con-
tar con certificación expedida por la agrupación profesio-
nal autorizada para ello y con experiencia mínima de tres
años participando en la elaboración de dictámenes fiscales. 

No obstante lo anterior, dicha certificación requiere llevar
a cabo un proceso determinado dentro de la agrupación
profesional que la expide, por lo que la que suscribe pro-
pone modificar las disposiciones transitorias del Código
Fiscal de la Federación para que otorgue a los contadores
públicos que pretendan registrarse ante las autoridades fis-
cales un tiempo razonable para obtener la citada certifica-
ción. 
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Plazo para presentar informes 

Actualmente, el artículo 53-A del Código Fiscal de la Fe-
deración faculta a las autoridades fiscales para revisar los
dictámenes de estados financieros de los contribuyentes, y
los demás documentos relativos a los mismos. Sin embar-
go, dicho artículo no señala claramente los plazos para pre-
sentar la citada información. Por ello, se establece en la Ini-
ciativa un plazo de 6 días para que el contador público que
haya realizado el dictamen presente los papeles de trabajo
elaborados con motivo del dictamen realizado, propuesta
que esta Dictaminadora estima apropiada. 

Asimismo, dicha Iniciativa otorga al contador público re-
gistrado un plazo de 5 días para presentar la información
antes referida cuando éste tenga su domicilio fuera de la lo-
calidad en la que se ubica la autoridad solicitante. 

Como se puede observar, el plazo con que cuenta el conta-
dor público que se encuentra domiciliado fuera de la loca-
lidad de la autoridad solicitante es menor que el plazo ge-
neral establecido para presentar los papeles de trabajo
elaborados con motivo del dictamen realizado, siendo que
por las circunstancias el plazo de 5 días debiera ser más ex-
tenso. 

Por ello, y para subsanar dicha situación esta Comisión
propone extender el plazo mencionado de 5 a 15 días, para
que el contador público que tenga su domicilio fuera de la
localidad en que se ubica la autoridad solicitante, pueda
cumplir con la obligación que se le impone. 

Autorización del pago a plazos de contribuciones 

Por otra parte, la suscrita Dictaminadora estima oportuna la
propuesta del Ejecutivo Federal de modificar el artículo 66
del Código Fiscal de la Federación, para obligar a los con-
tribuyentes que opten por cubrir sus adeudos fiscales a pla-
zos, ya sea en forma diferida o en parcialidades, a garanti-
zar el interés fiscal cuando soliciten la autorización en
cualquiera de las formas que para tal efecto establece el ar-
tículo 141, así como precisar en los supuestos en que se ac-
tualiza el uso indebido del pago en parcialidades por parte
de los contribuyentes. 

Mediante estas medidas el fisco federal otorga a los contri-
buyentes la opción de efectuar el pago de sus adeudos fis-
cales a plazos, con la salvedad de que las autoridades ha-
cendarias únicamente concederán la autorización a
aquellos que garanticen el interés fiscal en aras de no per-

judicar al fisco federal para proveer al gasto público y evi-
tar que los contribuyentes utilicen dicho mecanismo como
medio de financiamiento, así como el usar indebidamente
este mecanismo erosionando la recaudación presupuestada
por el Gobierno Federal. 

Ahora bien, el antepenúltimo párrafo del artículo 66 del
Código Fiscal de la Federación establece los supuestos en
los cuales no procede la autorización de pago a plazos, y
por otro lado, el penúltimo párrafo de dicho artículo esta-
blece dos supuestos por el que tampoco procede dicha au-
torización. 

Por lo anterior, la que dictamina propone agrupar el ante-
penúltimo y penúltimo párrafos del artículo 66 en vigor a
fin de concentrar en un solo párrafo los supuestos conteni-
dos en los citados párrafos. 

Por consiguiente, esta Dictaminadora propone la creación
de un nuevo párrafo que comprenda los supuestos por los
cuales la autorización para efectuar el pago a plazos no es
procedente, los cuales son en los casos de contribuciones y
aprovechamientos que se causan con motivo de la importa-
ción y exportación; por contribuciones retenidas, traslada-
das o recaudadas; y, por contribuciones que debieron pa-
garse en el año de calendario en curso o en los seis meses
anteriores al mes en el que se solicite la autorización, ex-
cepto en los casos de aportaciones de seguridad social. 

Extinción de las facultades para determinar omisiones 

Congruente con las reformas propuestas a la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado así como a la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios, esta Comisión
coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal a fin de
que el plazo de caducidad de 5 años a que se refiere el ar-
tículo 67 del Código Fiscal de la Federación tratándose del
impuesto al valor agregado y del impuesto especial sobre
producción y servicios, se compute a partir de la fecha en
que debió haberse presentado la información que sobre es-
tos impuestos se solicite en la declaración del ejercicio del
impuesto sobre la renta, considerando para tal efecto que
dichas facultades de comprobación se extinguirán por años
de calendario completos. 

Lo anterior, con excepción del caso en que no se presente
en la declaración del impuesto sobre la renta la informa-
ción que respecto del impuesto al valor agregado o del im-
puesto especial sobre producción y servicios se solicite en
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dicha declaración, en el cual el plazo de caducidad de las
facultades de las autoridades fiscales será de 10 años. 

No obstante lo anterior, en opinión de esta Dictaminadora
es congruente modificar la redacción de la fracción I del ar-
tículo 67 del Código Fiscal de la Federación, a efecto de
precisar que se refiera a todas aquellas contribuciones que
se causan por períodos mensuales, lo anterior, con el obje-
to de establecer el momento a partir del cual empieza a
computarse el plazo para que se extingan las facultades de
comprobación de las autoridades fiscales para las contribu-
ciones que se causen de esta manera. Por lo tanto, esta so-
beranía propone modificar la referencia de impuesto al va-
lor agregado e impuesto especial sobre producción y
servicios por la de "contribuciones que se causen por perí-
odos mensuales". 

Así, a juicio de los integrantes de esta Comisión resulta
pertinente incluir dentro de los supuestos de suspensión del
plazo de caducidad, cuando exista una huelga, el falleci-
miento del contribuyente, dado que se trata de eventos de
hecho que se han presentado en la realidad, y que obstacu-
lizan de manera temporal el ejercicio de las facultades de
comprobación del fisco federal. 

En otro orden de ideas, el régimen fiscal de consolidación
obliga a que para efectos del impuesto sobre la renta y del
impuesto al activo, los ingresos de las perdidas y el valor
de los activos de todas las empresas que forman el grupo se
integren en una sola base gravable de la sociedad controla-
dora para efectos del pago del impuesto. 

Por lo anterior, cualquier modificación de alguna de las so-
ciedades del grupo se refleja en el resultado consolidado.
Así las cosas, cuando la autoridad en el ejercicio de sus fa-
cultades de comprobación determina diferencias a cargo de
la sociedad controlada, dicha diferencia deberá ser pagada
por la sociedad controladora. 

Sin embargo, el ejercicio de las facultades de comproba-
ción solo suspende el plazo de caducidad respecto de las
sociedades controladas, no así respecto de la sociedad con-
troladora, lo que en muchos casos impide que los adeudos
de la sociedad controlada puedan ser cobrados a la socie-
dad controladora, con el perjuicio que esto ocasiona al era-
rio federal. Por lo anterior, esta Comisión de Hacienda con-
sidera necesario modificar la fracción I del artículo 67 para
establecer el supuesto correspondiente. 

Aplicación de multas por infracciones 

El artículo 70 del Código Fiscal de la Federación establece
las reglas generales para la aplicación de las multas por las
infracciones a las disposiciones fiscales, señalando expre-
samente que tales multas se aplicarán independientemente
de que se exija el pago de las contribuciones respectivas. 

Sin embargo, el Código Fiscal de la Federación no estable-
ce disposición alguna que permita a las autoridades fisca-
les imponer multas relacionadas con la omisión en el pago
de los aprovechamientos ni exigir el pago de tales aprove-
chamientos. Por ello, esta Comisión Dictaminadora consi-
dera necesario establecer con claridad que las multas se
aplicarán independientemente de que se exija el pago de las
contribuciones o aprovechamientos respectivos y sus de-
más accesorios. 

Por otra parte, esta Dictaminadora ha observado que en
muchas ocasiones la inflación acumulada se ha incremen-
tado de manera importante, desde la fecha en que se actua-
lizaron por última vez los montos de las multas estableci-
das en el Capítulo I, Título IV, del Código Fiscal de la
Federación, ocasionándole al fisco federal no recibir a va-
lor real las multas correspondientes. 

Aunado a lo anterior, y en virtud de no encontrarse dispo-
sición que regule que al determinar las cantidades conteni-
das en el Código Fiscal de la Federación, se considerarán
las fracciones de peso, esta Dictaminadora propone adicio-
nar un último párrafo en el artículo 70 del Código en estu-
dio para hacer referencia a lo anterior, además, se conside-
ra conveniente permitir el redondeo de cantidades para
efectos de proporcionar operatividad en el cumplimiento
de las multas. 

Así las cosas, esta Dictaminadora propone adicionar dos
últimos párrafos al artículo 70 vigente, estableciendo el
momento en el que se actualizarán las multas contenidas en
el Capítulo I, Título IV del Código en estudio, así como re-
gular que al determinar las cantidades a que se refiere el ca-
pítulo mencionado, se considerarán las fracciones de peso
pudiendo redondear dichas cantidades. 

Fundamentación y motivación de las multas 

En el artículo 75 del Código Fiscal de la Federación esta-
blece la obligación de las autoridades fiscales de fundar y
motivar sus resoluciones. La fracción V, del citado artículo
establece la obligación de las autoridades de aplicar la
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infracción cuya multa sea mayor en los casos en que por un
acto o una omisión se infrinjan diversas disposiciones fis-
cales. 

Asimismo, están obligados a aplicar una multa por cada
contribución no declarada u obligación no cumplida, cuan-
do se omita presentar alguna declaración o aviso al que es-
taban obligados los contribuyentes. 

Ahora bien, esta Dictaminadora coincide con la propuesta
del ejecutivo en precisar en la fracción V, del artículo 75,
que la infracción de las disposiciones fiscales corresponda
a las de carácter formal, además de modificar el segundo
párrafo de dicha fracción, con el objeto de eliminar la apli-
cación de una multa por cada contribución no declarada u
obligación no cumplida, para que de esta manera sólo se
aplique la que corresponda a la infracción cuya multa sea
mayor. 

Multas por omisión en pago descubiertas mediante
comprobación 

El artículo 76 del Código Fiscal de la Federación señala las
multas aplicables por omisiones en el pago de contribucio-
nes, incluyendo las retenidas o recaudadas, cuando sean
descubiertas por las autoridades fiscales mediante el ejerci-
cio de sus facultades de comprobación, pero en ningún mo-
mento faculta a las autoridades fiscales para poder imponer
multas que se pudieran generar por la omisión en el pago
de los aprovechamientos respectivos. 

En ese sentido, la que suscribe considera necesario modifi-
car el artículo en comento para establecer expresamente
que cuando la omisión de una o varias infracciones origine
la omisión total o parcial en el pago de contribuciones y
también de aprovechamientos, se aplicarán las multas que
correspondan. 

En virtud de los cambios propuestos en la iniciativa de la
Ley del Impuesto sobre la Renta respecto de la mecánica
para determinar el ajuste anual por inflación, el Ejecutivo
Federal somete a nuestra consideración la aplicación de
una multa del 1% al 3% del monto de las deudas que no se-
an registradas o se registren incorrectamente. 

En vista de lo anterior, esta soberanía concuerda con la im-
posición de la citada multa, con el propósito de que dicha
mecánica se determine por los contribuyentes de forma
obligatoria y el valor de las contribuciones se ajuste a va-
lor presente sin erosionar la hacienda pública, por lo que

coincide con la propuesta de adicionar un último párrafo al
artículo 76 del Código. 

Infracciones 

El artículo 81 del Código establece las infracciones rela-
cionadas con la obligación de pago de las contribuciones,
así como de presentación de declaraciones, solicitudes,
avisos, informaciones o expedir constancias. El Ejecutivo
Federal propone varias precisiones, adecuaciones y refe-
rencias a dicho artículo, a efecto de otorgar seguridad y cla-
ridad en el conocimiento de las infracciones a las que se
encuentran sujetos los contribuyentes para el caso de in-
cumplimiento de las obligaciones fiscales. Por ello, y toda
vez que las infracciones y sanciones son herramientas que
se utilizan para desincentivar el incumplimiento de las
obligaciones a cargo de los contribuyentes, esta Dictami-
nadora está de acuerdo con las modificaciones propuestas
por el Ejecutivo antes citado. 

Ahora bien, congruente con las modificaciones propuestas
por esta Dictaminadora en materia de impuesto sobre la
renta, esta Comisión conviene en reestablecer la sanción
prevista para los supuestos en que exista una desconsolida-
ción, esto es, en los casos en que una sociedad controlado-
ra no consolide a una sociedad controlada cuyos activos re-
presenten el 3% o más de los activos del grupo, o a dos o
más cuyos activos representen el 6% o más de los activos
del grupo, no obstante hubiera presentado o no el aviso de
incorporación. 

Por otro lado, y en virtud de las modificaciones realizadas
a la Ley del Impuesto sobre la Renta en el sentido de esta-
blecer la obligación para las instituciones de crédito o los
organismos auxiliares de crédito de calcular el monto del
interés real pagado por los contribuyentes por créditos hi-
potecarios y considerando que deberán expedir y entregar
una constancia a dichos contribuyentes en la que se deter-
mine dicho cálculo, la que suscribe estima necesario esta-
blecer una infracción, así como su correlativa sanción, a las
citadas instituciones y organismos por la no presentación
de la información antes referida. 

De esta manera y toda vez que la información que deben
entregar las instituciones de crédito o un organismo auxi-
liar de crédito sirve para la determinación de una deduc-
ción, esta Dictaminadora juzga conveniente establecer una
infracción y una sanción por el incumplimiento de dicha
obligación en el Código Fiscal de la Federación, por lo que
se propone utilizar las fracciones XXII, tanto del artículo
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81 como del 82, en virtud de encontrarse derogadas actual-
mente, a efecto de establecer la infracción y la sanción co-
rrelativa por no proporcionar la información a que hemos
hecho referencia. 

Asimismo, se establece en la Ley de Impuesto sobre la
Renta que las personas físicas que obtengan ingresos acu-
mulables por intereses deberán considerar el ajuste anual
por inflación y que para simplificar dicho ajuste las institu-
ciones del sistema financiero proporcionarán a sus inver-
sionistas constancia en la que se señale el ingreso acumu-
lable y el resultado inflacionario de cada una de las
operaciones en las que obtuvieron intereses, esto es, que re-
porten una utilidad acumulable o una pérdida deducible de-
rivada del citado ajuste. 

Por ello, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público es-
tima pertinente establecer la infracción y la sanción por no
proporcionar la constancia señalada en el párrafo que ante-
cede. Así, se propone adicionar una fracción XXIV en el
artículo 81 del Código Fiscal de la Federación que se dic-
tamina para establecer la infracción y por ende, su corres-
pondiente sanción en el artículo 82 del Código en comen-
to. 

Infracciones relacionadas con la contabilidad 

En relación con las infracciones relacionadas con la obli-
gación de llevar contabilidad, en los casos en que sean des-
cubiertas en el ejercicio de las facultades de comprobación,
y congruente con la reincorporación de las máquinas regis-
tradoras de comprobación fiscal a nuestro sistema fiscal, la
que suscribe coincide en modificar en la fracción XIII del
artículo 83 del Código, para reestablecer como sanción el
hecho de que no se tenga en operación o no se registre el
valor de los actos o actividades con el público en general
en las máquinas de comprobación fiscal autorizadas por las
autoridades fiscales. 

Sin embargo, esta Dictaminadora estima conveniente pre-
cisar en dicha fracción que se configura la infracción men-
cionada siempre que los contribuyentes estén obligados a
ello en términos de las disposiciones fiscales, lo anterior en
virtud de que sólo están obligados los contribuyentes que
opten por tributar dentro del régimen intermedio de las per-
sonas físicas con actividades empresariales que realicen
exclusivamente actividades empresariales con el público
en general cuyos ingresos percibidos en el ejercicio inme-
diato anterior oscilen entre la cantidad de $1,000,000.00 y
$4,000,000.00. 

Asimismo, esta Comisión coincide con el Ejecutivo en su
propuesta de adicionar la fracción XV del artículo 83 del
Código, con el objeto de establecer como sanción la omi-
sión de identificar en contabilidad las operaciones con par-
tes relacionadas residentes en el extranjero. 

Multas relacionadas con la contabilidad 

El Ejecutivo Federal propone la modificación de la frac-
ción IV y VI del artículo 84 del Código, en el sentido de
modificar las sanciones correspondientes, además de ade-
cuar las referencias que en dichas fracciones se hacen en
relación con la propuesta sometida por el Ejecutivo en ma-
teria de impuesto sobre la renta. Asimismo, se propone
adicionar una fracción XIII para efecto de establecer la
sanción correspondiente a la obligación de identificar en la
contabilidad las operaciones con partes relacionadas resi-
dentes en el extranjero. 

En primer lugar, para esta Dictaminadora no es necesario
modificar las cantidades establecidas en la fracción IV y VI
del artículo 84 del Código en estudio, en virtud de no jus-
tificarse dichas modificaciones, ya que las multas que se
establecen en dicha fracción se consideran suficientes para
castigar al infractor, incentivado que los contribuyentes ex-
pidan o entreguen el comprobante de sus actividades, cuan-
do las disposiciones fiscales así lo establezcan. 

En tal virtud, esta Comisión propone dejar sin efectos la
modificación a la fracción IV y VI del artículo 84, a fin de
que permanezca redactado en los mismos términos en que
se encuentra actualmente. 

Por otro lado, se estima acertada la propuesta de adicionar
una fracción XIII, para determinar la multa aplicable para
el caso en el que se incumpla con la obligación de asentar
en la contabilidad cada una de las operaciones que se lleve
con partes relacionadas residentes en el extranjero. 

Infracciones por las instituciones de crédito 

En virtud de las reformas efectuadas por el Ejecutivo res-
pecto de la opción de considerar como comprobante fiscal
para los efectos de las deducciones o acreditamientos auto-
rizados en las leyes fiscales, el original del estado de cuen-
ta en el que conste el pago realizado, el Ejecutivo propone
establecer la infracción correspondiente. Lo anterior, en el
sentido de no expedir los estados de cuenta con los requi-
sitos que establece el propio Código, sugiriendo modificar
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lo dispuesto en la fracción VII del artículo 84-A del Códi-
go, que establece la infracción correspondiente a la no de-
volución de los cheques nominativos pagados, librados pa-
ra abono en cuenta del beneficiario, obligación que por
virtud de esta reforma se elimina. 

En vista de lo anterior, esta soberanía se aviene a la pro-
puesta de modificación sugerida en la fracción VII del ar-
tículo 84-A del Código Fiscal de la Federación, sin embar-
go, y a efecto de ser congruentes con la redacción del
artículo en estudio, esta Dictaminadora al revisar en dicho
artículo en su fracción VIII, se encontró que la infracción
propuesta por el ejecutivo se repite, por lo que con el obje-
to de mantener la congruencia en la redacción del artículo
en estudio, esta Dictaminadora propone derogar la fracción
VIII del artículo 84-A del Código Fiscal citado. 

Por otra parte, en las diversas modificaciones realizadas a
la Ley del Impuesto sobre la Renta, se ha establecido la
obligación a las sociedades de inversión de proporcionar al
Servicio de Administración Tributaria la información de
las personas a las que les hubieran enajenado acciones. Di-
cha información resulta necesaria para verificar el debido
cumplimiento de una de las obligaciones fiscales a cargo
de dichas sociedades de inversión. 

Infracción de casas de bolsa 

Por ello, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público es-
tima conveniente establecer la infracción y la sanción co-
rrespondiente por no proporcionar la información señalada
anteriormente. Así, se propone adicionar un segundo pá-
rrafo al artículo 84-G vigente para establecer la infracción
y, por ende, su correspondiente sanción en el artículo 84-H
del Código en comento. 

Delitos y penas relativos a declaraciones, contabilidad y
documentación 

El artículo 111 del Código Fiscal de la Federación dispone
los supuestos en los que se sancionará de tres meses a tres
años de prisión a los ilícitos cometidos en relación con de-
claraciones, contabilidad y documentación. Ahora bien,
congruente con la iniciativa de reformas presentada por el
Ejecutivo Federal en materia de impuesto sobre la renta,
respecto al cambio de denominación de jurisdicciones de
baja imposición fiscal al de territorios considerados como
regímenes fiscales preferentes, la que dictamina estima

apropiada la adecuación propuesta por el Ejecutivo en la
fracción V, del artículo 111 del Código, así como la refe-
rencia al artículo correspondiente de la nueva Ley del Im-
puesto sobre la Renta propuesta por el Ejecutivo Federal. 

Improcedencia de los recursos 

El recurso administrativo cumple con dos objetivos funda-
mentales, el de ser una instancia de administración de jus-
ticia expedita a la cual tienen acceso los contribuyentes, y
la de ser un medio de autocontrol de legalidad de los actos
emitidos por las autoridades. Sin embargo, se ha observa-
do que estos objetivos no siempre se cumplen dado que las
disposiciones legales vigentes no permiten la utilización de
este medio de defensa en contra de actos que se emiten en
cumplimiento de resoluciones dictadas en el propio recur-
so, eliminando de manera injustificada una instancia que
tiene el contribuyente en el ejercicio de sus derechos pro-
cesales. 

Notificaciones por estrados y edictos 

La que suscribe estima conveniente la modificación pro-
puesta por el Ejecutivo Federal al artículo 139 del Código
Fiscal de la Federación, a efecto de establecer un plazo de
15 días por el cual se mantendrán las notificaciones en los
estrados, así como la obligación de publicarlas por el mis-
mo plazo en la página electrónica que señalan las autorida-
des fiscales. Igualmente, se estima conveniente la modifi-
cación al artículo 140, al establecer que las notificaciones
por edictos se efectúen mediante publicaciones durante tres
días consecutivos en el Diario Oficial de la Federación o
durante quince días consecutivos en la página electrónica
que al efecto establezcan las citadas autoridades, además
de señalar para las notificaciones por estrados y por edic-
tos, el día en que se tendrá por efectuada la notificación. 

Prescripción de los delitos fiscales 

Por otra parte, y considerando que los contribuyentes utili -
zan la figura del domicilio fiscal para evadir el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales al establecer de mane-
ra incorrecta la ubicación del mismo o no dar aviso a las
autoridades fiscales respecto del cambio de domicilio, la
que suscribe considera de gran importancia establecer en el
artículo 146 que el plazo de la prescripción se interrumpi-
rá cuando se dé cualquiera de los supuestos antes señala-
dos. 
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Diligencias por las que se pagan gastos de ejecución 

En materia de gastos de ejecución, la que suscribe apoya la
propuesta de incluir dentro del artículo 150 del Código Fis-
cal de la Federación los gastos generados por concepto de
solicitudes de información, así como los devengados por
concepto de escrituración y las contribuciones que origine
la transmisión de dominio de los bienes inmuebles que son
aceptados por la Federación en dación en pago en los tér-
minos de lo previsto por el último párrafo del artículo 191
del Código Fiscal de la Federación, a efecto de que sean
cubiertos por los contribuyentes deudores del fisco federal
como gastos originados por el procedimiento administrati-
vo de ejecución. 

Lo anterior, en virtud de que las autoridades fiscales incu-
rren en gastos que no se encuentran actualmente compren-
didos dentro de la definición de gastos de ejecución, resul-
tando lo anterior en perjuicio del fisco federal al tener que
cubrirlos por su cuenta, cuando dicha erogación le corres-
ponde a los contribuyentes que por no cumplir con sus
obligaciones fiscales, la autoridad tiene que efectuar los
procedimientos necesarios para obligar al pago de las con-
tribuciones omitidas o no enteradas debidamente, resultan-
do conveniente incluir los supuestos citados en el artículo
150 del Código Fiscal de la Federación. 

Por otro lado, en relación con el nombramiento, remoción
y obligación de los depositarios de bienes y negociaciones,
el Ejecutivo propone quitar del párrafo primero del artícu-
lo 153 en cita, la palabra "dejarán" y sustituirlo por el vo-
cablo "podrán", lo anterior en virtud de que el primero de
los vocablos gramaticalmente significa una obligación de
hacer, por lo tanto, los contribuyentes están obligados a de-
jar bajo la guarda del o de los depositarios que se hicieren
necesarios. Por el contrario, las palabras "podrán dejar" de-
notan la opción que tiene el contribuyente de dejar bajo la
guarda de un depositario los bienes embargados. 

Nombramiento, remoción y obligación de los deposita-
rios de bienes y negociaciones 

Asimismo, en la propuesta se precisa que cuando se efec-
túe la remoción del depositario, la obligación de éste de po-
ner a disposición de la autoridad ejecutora los bienes em-
bargados, otorgando la facultad a las autoridades fiscales
para sustraer dichos bienes para dejarlos bajo su resguardo
o entregarlos al nuevo depositario. 

Por ello, la que delibera considera pertinente la precisión
efectuada al artículo 153 del Código Fiscal de la Federa-
ción, al determinar como opción y no como obligación el
dejar los bienes o negociaciones embargadas bajo la guar-
da de un depositario. Además, estima acertada la determi-
nación del mecanismo a seguir en caso de remoción de un
depositario. 

Diligencias por las que se pagan gastos de ejecución 

Por cuanto a la designación de bienes a trabar para embar-
go, el artículo 155 no precisa que los bienes a señalarse de-
ben ser susceptibles de venderse fácilmente en el mercado,
esto es, que sean bienes comerciales para que la autoridad
no tenga problemas al venderlos, y por ende, recupere lo
que los contribuyentes le adeudan por concepto del incum-
plimiento en sus obligaciones fiscales. Además, para el ca-
so de bienes inmuebles no se asienta la manifestación bajo
protesta de decir verdad, el reporte de algún gravamen real
o embargo anterior, o si se encuentra en copropiedad o per-
tenecen al régimen de sociedad conyugal. 

Por lo tanto, esta Comisión sugiere adicionar y precisar lo
anterior dentro de los artículos 155 y 156 del Código Fis-
cal de la Federación, a fin de evitar que los contribuyentes
señalen bienes que no son comerciales y por ende, difíciles
de vender, por lo que se considera trascendente establecer
la obligación del contribuyente de reportar el estado que
guardan los bienes inmuebles al momento del embargo. 

Lo anterior, significaría una reducción en los costos inhe-
rentes a los procedimientos de embargo, permitiéndoles
optimizar los recursos materiales y humanos que utilizan
las autoridades fiscales para el manejo de dichos bienes y
lograr recuperar eficientemente los créditos fiscales. 

Ahora bien, el artículo 191 del Código Fiscal de la Federa-
ción establece el procedimiento a seguir para los casos en
los que no se hubiera fincado el remate en la primera al-
moneda. 

Para esta soberanía resulta necesario precisar que si no se
fincare el remate en la segunda almoneda, el bien embar-
gado se aceptará en dación en pago, suspendiéndose todos
los actos tendientes al cobro del crédito fiscal, así como la
causación de recargos y la actualización de los accesorios,
además de facultar a la autoridad para que se lo adjudique
en un 50% del valor de avalúo y pueda enajenarlo confor-
me a las leyes de la materia. 
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Lo anterior, ya que existe el supuesto de poder donar di-
chos bienes adjudicados, supuesto que implica que las au-
toridades fiscales lejos de recuperar los créditos fiscales se
conviertan en un conducto por el cual diversas institucio-
nes obtienen bienes para su uso, reduciendo de esta mane-
ra los niveles de recaudación. Además, de que en algunos
casos los bienes donados exceden del monto adeudado por
los contribuyentes, por lo que las autoridades fiscales se
encuentran obligadas a entregar dichos excedentes, gene-
rando un perjuicio adicional al erario federal, ya que en es-
tricto sentido no recuperaron el crédito fiscal y por el con-
trario tuvieron que desembolsar cantidades que por
concepto de excedentes le corresponden al contribuyente. 

Aunado a lo anterior, la que dictamina considera importan-
te precisar que cuando no se formalice la dación en pago
por causas imputables al ejecutado, se deje sin efectos tan-
to la dación en pago como la suspensión provisional en la
causación de recargos y en la actualización de los acceso-
rios correspondientes. 

Con el objeto de dotar de mayor precisión a la disposición
y seguridad jurídica para los contribuyentes, la que suscri-
be considera necesario establecer en el artículo 191 en co-
mento el momento en que la dación en pago se tendrá por
formalizada. 

Actualmente, la Tesorería de la Federación enfrenta pro-
blemas al pretender cuantificar los bienes que se adjudica
el fisco federal, toda vez que el registro de los mismos se
considera como un ingreso monetario. Sin embargo, en la
realidad éstos se monetizan en cantidad diferente, normal-
mente inferior, que el valor real de dichos bienes. 

Por ello y con el objeto de no incrementar artificiosamente
el monto de la recaudación en un determinado ejercicio fis-
cal, la que suscribe considera pertinente establecer que el
reconocimiento de los bienes adjudicados por el Gobierno
Federal en la Ley de Ingresos de la Federación se realice
hasta el momento en que los ingresos en especie se mone-
ticen y por el monto en que realmente pueden ser conside-
rados los ingresos correspondientes, descontando a dichos
ingresos, en todos los casos, los gastos en que incurran las
autoridades fiscales por la administración, mantenimiento
y venta de dichos bienes. 

Además y considerando que las actividades que realizan
las autoridades fiscales en los procesos de adjudicación de
bienes resulta gravoso para el erario federal, la que dicta-

mina sugiere constituir el fondo para la administración,
mantenimiento y enajenación de los bienes aceptados en
dación en pago, así como el fondo de contingencia para re-
clamaciones, con los ingresos que se obtengan desde la en-
trada en vigor del ordenamiento que se dictamina y hasta el
31 de diciembre de 2002, por la venta de los bienes adju-
dicados. Asimismo, dichos fondos se incrementarán anual-
mente con un porcentaje de los ingresos que se obtengan
por los bienes adjudicados a favor del fisco federal por
concepto de dación en pago. 

Por su parte, en el artículo 196 de la iniciativa en dictamen
se señala que si los excedentes son resultado de la acepta-
ción como dación en pago prevista en el artículo 191 del
Código Fiscal de la Federación, los mismos se entregarán
hasta que se les determine destino a los bienes, sin que en
ningún caso el plazo de entrega exceda de dieciocho meses
contados a partir de la fecha en que se aceptó la dación en
pago. 

Esta Dictaminadora no coincide en aceptar la propuesta an-
terior en virtud de que al establecer la obligación a la auto-
ridad de entregar el excedente, que en su caso se genere, en
un plazo de dieciocho meses contados a partir de que se
aceptó la dación en pago, aun y cuando el bien no hubiese
sido enajenado, sería en perjuicio del fisco federal dado
que sin que se haya obtenido ingreso alguno, tendría que
cubrir con recursos públicos el excedente correspondiente
en apego a la obligación contenida en dicha disposición. 

De esta manera, la que dictamina estima viable aumentar el
período antes citado a 24 meses para que el fisco federal
deba entregar el excedente que en su caso se genere, por lo
que se propone modificar la propuesta realizada por el Eje-
cutivo Federal al artículo 196 del Código Fiscal de la Fe-
deración. 

En consecuencia, esta soberanía no considera viable la adi-
ción del último párrafo propuesto en el artículo 196 del Có-
digo Fiscal de la Federación, no obstante se sugiere modi-
ficar el párrafo primero del artículo 196 del Código antes
citado, con el objeto de señalar que el excedente generado
en la adjudicación se entregará al deudor o al tercero que
éste designe por escrito hasta en tanto no se lleve a cabo la
enajenación del bien de que se trate, así como establecer
que en el caso de que la enajenación no se verifique dentro
de los 24 meses siguientes a aquél en el que se firmó el ac-
ta de adjudicación correspondiente, los excedentes se en-
tregarán hasta el último mes del plazo antes citado. 
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Del remate 

Respecto al remate de bienes embargados por el fisco fe-
deral, esta Dictaminadora considera pertinentes las pro-
puestas efectuadas por el Ejecutivo de llevar a cabo toda
enajenación en subasta pública utilizando para estos efec-
tos medios electrónicos, lo anterior con el objeto de acre-
centar la participación de postores, toda vez que a través de
dichos medios es más fácil difundir y ampliar la base de
datos del Servicio de Administración Tributaria respecto a
las convocatorias de remate, así como de los bienes a ser
rematados. 

Asimismo, coincide con la facilidad otorgada a los contri-
buyentes de presentar sus posturas y pujas sin tener que
acudir a la oficina ejecutora, pudiendo efectuar los depósi-
tos también mediante transferencia electrónica de fondos. 

Esta medida, además de agilizar el remate de bienes em-
bargados, pretende mayor participación, transparencia y
disminuir los gastos de publicación en los periódicos de
mayor circulación, facilitando a las autoridades fiscales pa-
ra recuperar los créditos exigibles pendientes de cobro en
el menor tiempo posible. 

Asimismo, dentro del procedimiento de embargo, se escla-
rece que los acreedores que aparezcan en el certificado de
gravámenes correspondiente a los últimos diez años debe-
rán ser notificados personalmente en la fecha señalada en
la convocatoria. 

Así las cosas, respecto a las modificaciones propuestas por
el Ejecutivo en relación con el procedimiento de remate,
esta Dictaminadora estima viable precisar conforme a la
propuesta, los textos de los artículos correspondientes del
Código Fiscal de la Federación. 

Del juicio contencioso administrativo 

Dentro de los objetivos de la nueva política en materia de
impartición de justicia, se hace necesario modificar el Có-
digo Fiscal de la Federación para regular con mayor preci-
sión y claridad todos los aspectos relativos al procedimien-
to contencioso administrativo. 

El Ejecutivo Federal, planteó como una de las metas inme-
diatas de la actual Administración, el establecer procedi-
mientos prontos y expeditos, que posibiliten a los goberna-
dos el ejercicio de los medios de defensa que tienen a su
alcance, como lo es en el caso, el juicio contencioso admi-

nistrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa. 

Para cumplir ese cometido, se requiere de una serie de mo-
dificaciones a la materia contenciosa administrativa con-
templada en el Código Fiscal de la Federación. La Iniciati-
va en análisis, la cual regula el procedimiento que se debe
seguir ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, el que en la actualidad y dado el crecimiento del
número de particulares que en ejercicio de su derecho a in-
conformarse a través de los diversos medios de defensa, lo
hacen ante dicho Tribunal en contra de las resoluciones
emitidas por las autoridades Fiscales y Administrativas, lo
que ha tenido como consecuencia que su competencia se
haya ampliado y sin limitarse solamente a la materia fiscal
o algunas controversias de carácter administrativo, lo que
conlleva a la necesidad de adecuar las disposiciones actua-
les y revisar diversos aspectos procesales que en la actuali-
dad, unos resultan obsoletos y otros urgente su implanta-
ción y que sea plasmado en el ordenamiento en análisis de
forma clara y específica el procedimiento que se debe se-
guir ante dicho Tribunal, constituyéndolo en un tribunal es-
pecializado en las materias mencionadas, con el fin de que
los gobernados tengan la seguridad jurídica del procedi-
miento que deben seguir haciendo valer el medio de defen-
sa que tienen a su alcance, y obtengan una impartición de
justicia, pronta, justa y expedita. 

Otra de las innovaciones que destacan dentro de las modi-
ficaciones propuestas es la contemplada en el Capítulo V-
Bis, denominado "De las Medidas Cautelares", en el cual
se establecen diversos supuestos en los cuales procederá la
suspensión de los efectos de la resolución impugnada,
siempre y cuando el particular justifique la petición que
formula, salvo las excepciones que se contemplan en dicho
numeral. 

Como otro aspecto importante y trascendente que se pro-
pone establecer en el Código Fiscal de la Federación es el
tema relativo al cumplimiento y ejecución de la sentencia,
en el cual se establece con toda precisión y claridad la for-
ma y términos en que las autoridades demandadas, deberán
cumplimentar las sentencias que emita el Tribunal Federal
de Justicia Fiscal y Administrativa, precisando el plazo
dentro del cual deben hacerlo, que es el mismo que actual-
mente establece el Código Fiscal de la Federación, estable-
ciendo también la fecha a partir de la cual comenzarán a
correr los plazos que se establezcan en la sentencia para tal
efecto. 
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Como medida precautoria para la autoridad demandada en
el sentido que no se abuse de los medios de defensa que tie-
ne a su alcance, y a su vez, que tenga la norma muy clara
para acceder a los mismos, en lo relativo a la interposición
del recurso de revisión, se plantean y precisan las opciones
para su procedencia, tales como que el criterio sustentado
en la sentencia o resolución trascienda a otros asuntos de
idénticas o similares características, señalando la forma en
que se demostrarán tales supuestos, así como que se hayan
dictado con apoyo en una jurisprudencia del propio Tribu-
nal o de los Tribunales Colegiados en Materia Administra-
tiva, o en aquellos casos en los que se considere se debió
aplicar una determinada jurisprudencia, incluida la susten-
tada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Un supuesto relevante con relación a dicho recurso, que se
considera incorporar en la Iniciativa en análisis, es la posi-
bilidad de que la parte que obtuvo una resolución favorable
a sus intereses pueda adherirse al recurso de revisión que
interponga el recurrente. 

Partes en el juicio contencioso administrativo 

Actualmente el procedimiento contencioso administrativo
establece que las autoridades demandadas serán represen-
tadas por la unidad administrativa encargada de su defensa
jurídica, según lo disponga el Ejecutivo en el reglamento o
decreto respectivo. 

En congruencia con lo anterior, el artículo 198 del Código
Fiscal de la Federación establece que son partes en el jui -
cio contencioso administrativo la autoridad que emitió la
resolución impugnada y el titular de la dependencia o enti-
dad de la que dependa la autoridad que emitió la resolu-
ción. 

Sin embargo, la defensa jurídica tanto de la autoridad que
emitió la resolución impugnada como del titular de la de-
pendencia o entidad de la que dependa la autoridad que
emitió la resolución generalmente corresponde a la misma
unidad jurídica encargada de su defensa, por lo que los ar-
gumentos expuestos en la contestación de la demanda
esencialmente son los mismos. 

Por ello, esta Dictaminadora, atendiendo al principio de
economía procesal que debe regir en todo procedimiento
contencioso, considera necesario modificar la fracción III
del artículo 198 del Código Fiscal de la Federación, a fin
de no considerar como partes en el juicio a los titulares de

las dependencias o entidades de la que dependa la autori -
dad que emitió la resolución impugnada, sin que con ello
se menoscabe el derecho de defensa de dichas dependen-
cias o entidades, en virtud de que continúa siendo parte en
el juicio la autoridad que hubiese emitido la resolución
controvertida. 

No obstante lo anterior, esta Soberanía estima prudente el
que se considere al titular del Servicio de Administración
Tributaria como parte en los juicios de nulidad en los que
se controvierta una resolución emitida por autoridades fe-
derativas coordinadas con fundamento en los convenios o
acuerdos en materia de coordinación fiscal. Ello, en virtud
de que en este tipo de controversias la unidad encargada de
la defensa jurídica sí es distinta tanto para la Administra-
ción Tributaria como para la entidad federativa que hubie-
se emitido la resolución impugnada y en virtud de tratarse
de resoluciones que versan sobre ingresos federales, es in-
dispensable la participación en el procedimiento del titular
del citado Servicio de Administración Tributaria. 

De la demanda 

Actualmente, el Código Fiscal de la Federación establece
que la demanda deberá indicar el nombre del demandante
y su domicilio para recibir notificaciones en la sede de la
Sala Regional competente. 

Sin embargo, esta disposición ha generado desde su entra-
da en vigor gastos innecesarios a los contribuyentes que in-
terponen algún medio de defensa, toda vez que se encuen-
tran obligados a señalar domicilio en la sede de la Sala
Regional que corresponda aun cuando dichos contribuyen-
tes se encuentren domiciliados fuera de la localidad de la
citada Sala. 

Por ello y con el objeto de seguir avanzando en la reduc-
ción de costos administrativos a favor de los contribuyen-
tes, la que dictamina considera necesario modificar la dis-
posición antes referida para establecer como uno de los
requisitos que debe contener la demanda, que el domicilio
del demandante para recibir notificaciones se encuentre
ubicado dentro del territorio nacional, para así liberarlo de
la obligación que actualmente tienen de citar domicilio en
la sede de la Sala Regional competente. 

Transitorios 

Asimismo, el Ejecutivo propone correctamente un aparta-
do relativo a las disposiciones transitorias de la iniciativa
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que se dictamina, dado que como parte integrante del Có-
digo Fiscal de la Federación, tiene su importancia al esta-
blecer disposiciones que limitan y restringen el sentido y
alcance de la norma general, que en el caso concreto esta
contenida en el Código de referencia. 

En razón de lo anterior, y en virtud de las diversas pro-
puestas realizadas por esta Dictaminadora a la iniciativa
que se dictamina, resulta necesario modificar las disposi-
ciones transitorias correspondientes, así como establecer
otras no contempladas. 

Lo anterior, con el propósito de que los contribuyentes ten-
gan mayor seguridad jurídica respecto de la aplicación de
las disposiciones fiscales y por ende, cumplan cabalmente
con sus obligaciones fiscales. 

Por otra parte, debido a las modificaciones realizadas a las
fracciones de las Disposiciones Transitorias contenidas en
la Iniciativa que se dictamina, se hacen adecuaciones al or-
den numérico de las citadas fracciones. 

Esta Dictaminadora conviene en señalar que además de las
modificaciones expresamente señaladas en el texto de este
dictamen, se hicieron otras de puntuación, referencias, pre-
cisiones de redacción o erratas menores, mismas que tam-
bién se incluyen en el documento que a continuación se da
a conocer. 

Asimismo, se realizaron diversas adecuaciones de preci-
sión y referencia a la iniciativa en dictamen con motivo de
la entrada en vigor de la nueva Ley del Impuesto sobre la
Renta, así como por la no aprobación de la iniciativa pre-
sentada por el Ejecutivo Federal en materia del impuesto al
valor agregado. 

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y
Crédito Público somete a la consideración de esta H. Cá-
mara de Diputados la siguiente 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA, ADICIONA
Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

Artículo Primero. Se REFORMAN la denominación de
"Título I, Capítulo Único", pasando a ser "Título I, Capítu-
lo Primero"; los artículos 1o.; 6o., séptimo párrafo; 9o.,
fracción I, incisos a) y b); 10, fracción I, inciso b) y último
párrafo del artículo; 14, fracción I; 14-A; 15-A, inciso b);
16, último párrafo; 16-A; 17-B; 18; 19, primer párrafo; 20,

séptimo párrafo; 22; 23; 24; 26, fracciones XI y XV; 26-A;
27, primero, segundo, séptimo y actuales décimo segundo
y décimo tercer párrafos; 28, último párrafo; 29 sexto pá-
rrafo; 29-A, tercer párrafo; 29-C; 30, actuales tercero, cuar-
to y sexto párrafos; 31; 32, primer párrafo; 32-A, séptimo
párrafo; 32-B, fracciones IV y VII; 32-D; 32-E; 33, frac-
ción I, incisos b), c) y g); 34, último párrafo; 34-A, primer
párrafo; 38; 41-A, primer párrafo; 42, fracción V; 44, frac-
ción II, segundo párrafo; 46, fracción IV, cuarto párrafo y
último párrafo del artículo; 46-A, primero y segundo pá-
rrafos; 47, primer párrafo; 48, fracciones VI, primero y úl-
timo párrafos, VII, primer párrafo y IX; 49, fracción VI;
51, primer párrafo; 55, primer párrafo y fracción V; 56, pri-
mer párrafo; 62, primer párrafo; 66, antepenúltimo y últi-
mo párrafos del artículo; 67, primer párrafo, fracciones I y
IV, segundo y cuarto párrafos del artículo; 69, actual se-
gundo párrafo; 70, cuarto párrafo; 73, fracción III; 75, frac-
ción V primer párrafo; 76, fracción II y quinto y sexto pá-
rrafos del artículo; 79, fracción VIII; 80, fracción II; 81,
fracciones V, VII, IX, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVII, XVIII,
XIX y XXI; 82, fracción VII; 83, fracciones XI y XIII; 84,
fracciones IV y VI; 84-A, fracción VII; 84-B, fracción VII;
84-H; 86-A, primer párrafo y fracción III; 86-E, último pá-
rrafo; 109, fracción I; 111, fracción V; 124, fracción II;
125, primer párrafo; 130; 132, último párrafo; 134, frac-
ción I, primer párrafo; 139; 140; 150, cuarto y sexto párra-
fos; 153, primer párrafo; 155, primer párrafo y fracción IV;
174; 176; 177; 181; 182; 183; 185, primer párrafo; 186,
primer párrafo; 191, primero y tercer párrafos; 192, frac-
ción III; 196, primer párrafo; 198, fracción III; 208, frac-
ción I y último párrafo del artículo; 209, tercer párrafo;
211, segundo párrafo; 214, fracción I, primer párrafo y pe-
núltimo párrafo del artículo; 234; 239-B; 239-C, 248; se
ADICIONAN los artículos 9o., con un último párrafo; 11,
con un último párrafo; 14, con una fracción IX; 14-B; 17,
con un último párrafo; el Título I, con un Capítulo Segun-
do, denominado "De los Medios Electrónicos" compren-
diendo los artículos 17-C, 17-D, 17-E, 17-F, 17-G, 17-H,
17-I y 17-J;19, con un segundo, tercero, penúltimo y últi -
mo párrafos, pasando los actuales segundo y tercero a ser
cuarto y quinto párrafos, respectivamente; 19-A; 20, con
un último párrafo; 22-A; 22-B; 27, con un décimo y déci-
mo primer párrafos; 28, con las fracciones IV y V; 29, con
la fracción IX y con los párrafos octavo a décimo quinto;
29-A, con un último párrafo; 30, con un cuarto párrafo, pa-
sando los actuales cuarto a séptimo párrafos a ser quinto a
octavo párrafos, respectivamente; 32, con un segundo pá-
rrafo, pasando los actuales segundo a quinto párrafos a ser
tercero a sexto párrafos respectivamente; 32-A, con un oc-
tavo, noveno y décimo párrafos; 32-B, fracción III, con un
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último párrafo; 33, fracción I, con un último párrafo; 34,
con un segundo párrafo, pasando los actuales segundo y
tercer párrafos a ser tercero y cuarto párrafos, respectiva-
mente; 43, con una fracción III; 48, con un último párrafo;
50, con un último párrafo; 52, fracción I, inciso a), con un
segundo párrafo, con una fracción IV y con un último pá-
rrafo al artículo; 52-A; 53-A; 69, con un segundo párrafo,
pasando los actuales segundo, tercero y cuarto párrafos a
ser tercero, cuarto y quinto párrafos, respectivamente; 70,
con un penúltimo y último párrafos; 75, fracción V, con un
segundo párrafo, pasando el actual segundo párrafo a ser
tercer párrafo; 76, con un último párrafo; 81, con las frac-
ciones XX, XXII, XXIV y XXV; 82, con las fracciones
XX, XXII, XXIV y XXV; 83, con una fracción XV; 84, con
una fracción XIII; 84-G, con un último párrafo; 86-A, con
una fracción IV; 86-B, con una fracción IV; 87, con una
fracción V; 92, con un último párrafo; 111, con una frac-
ción VII; 114-B; 115-Bis; 133-A; 134, fracción I, con un
segundo párrafo;141, fracción III, con un segundo párrafo;
146, con un cuarto párrafo, pasando el actual cuarto párra-
fo a ser quinto párrafo; 156, con un último párrafo; 191,
con un cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y dé-
cimo párrafos; 209, con un quinto párrafo, pasando el ac-
tual quinto párrafo a ser sexto párrafo; 214, fracción I, con
un segundo y tercer párrafos; el Título VI, con un Capítu-
lo V-Bis, denominado "De las medidas cautelares", com-
prendiendo los artículos 216-A, 216-B, 216-C, 216-D,
216-E, 216-F y 216-G; 230, con un primer párrafo, pasan-
do los actuales primero, segundo y tercer párrafos a ser se-
gundo, tercero y cuarto párrafos, respectivamente; 239-D;
239-E; 239-F; 264 y se DEROGAN los artículos 27, cuar-
to párrafo; 29, actual séptimo párrafo; 32-B, fracción VI;
50, segundo párrafo; 59, fracción VII; 66, fracción I, octa-
vo, noveno, décimo, décimo primero y décimo segundo pá-
rrafos; 84-A, fracción VIII; 133, último párrafo; 208-Bis;
227; 228; 239, segundo y tercer párrafos; 253, último pá-
rrafo; del Código Fiscal de la Federación, para quedar co-
mo sigue: 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO PRIMERO 

Artículo 1o. Las personas físicas y las morales, están obli-
gadas a contribuir para los gastos públicos conforme a las
leyes fiscales respectivas. Las disposiciones de este Códi-
go se aplicarán en su defecto y sin perjuicio de lo dispues-
to por los tratados internacionales de los que México sea

parte. Sólo mediante ley podrá destinarse una contribución
a un gasto público específico. 

La Federación queda obligada a pagar contribuciones úni-
camente cuando las leyes lo señalen expresamente. 

Los estados extranjeros, en casos de reciprocidad, no están
obligados a pagar impuestos. No quedan comprendidas en
esta exención las entidades o agencias pertenecientes a di-
chos estados. 

Las personas que de conformidad con las leyes fiscales no
estén obligadas a pagar contribuciones, únicamente ten-
drán las otras obligaciones que establezcan en forma ex-
presa las propias leyes. 

Artículo 6o. ... 

Quien haga pago de créditos fiscales deberá obtener de la
oficina recaudadora, la forma oficial, el recibo oficial o la
forma valorada, expedidos y controlados exclusivamente
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o la docu-
mentación que en las disposiciones respectivas se establez-
ca en la que conste la impresión original de la máquina re-
gistradora. Tratándose de los pagos efectuados en las
oficinas de las instituciones de crédito, se deberá obtener la
impresión de la máquina registradora, el sello, la constan-
cia o el acuse de recibo electrónico con sello digital. 

... 

Artículo 9o. ... 

... 

I. ..........

a) Las que hayan establecido su casa habitación en Méxi-
co. Cuando las personas físicas de que se trate también ten-
gan casa habitación en otro país, se considerarán residentes
en México, si en territorio nacional se encuentra su centro
de intereses vitales. Para estos efectos, se considerará que
el centro de intereses vitales está en territorio nacional
cuando, entre otros casos, se ubiquen en cualquiera de los
siguientes supuestos: 

1. Cuando más del 50% de los ingresos totales que obten-
ga la persona física en el año de calendario tengan fuente
de riqueza en México. 
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2. Cuando en el país tengan el centro principal de sus acti-
vidades profesionales. 

b) Las de nacionalidad mexicana que sean funcionarios del
Estado o trabajadores del mismo, aun cuando su centro de
intereses vitales se encuentre en el extranjero.

... 

Las personas físicas o morales que dejen de ser residentes
en México de conformidad con este Código, deberán pre-
sentar un aviso ante las autoridades fiscales, a más tardar
dentro de los 15 días inmediatos anteriores a aquél en el
que suceda el cambio de residencia fiscal. 

Artículo 10. ... 

I. ......... 

b) Cuando no realicen las actividades señaladas en el inci-
so anterior y presten servicios personales independientes,
el local que utilicen como establecimiento para el desem-
peño de sus actividades.

... 

Las autoridades fiscales podrán practicar diligencias en el
lugar que conforme a este artículo se considere domicilio
fiscal de los contribuyentes, en aquellos casos en los que
éstos hubieran designado como domicilio fiscal un lugar
distinto al que les corresponda de acuerdo con lo dispuesto
en este mismo precepto. Lo establecido en este párrafo no
es aplicable a las notificaciones que deban hacerse en el
domicilio a que se refiere el quinto párrafo del artículo 18
de este Código. 

Artículo 11. ... 

Cuando las leyes fiscales establezcan que las contribucio-
nes se calculen por mes, se entenderá que corresponde al
mes de calendario. 

Artículo 14. ... 

I. Toda transmisión de propiedad, aún en la que el enaje-
nante se reserve el dominio del bien enajenado. 

... 

IX. La que se realice mediante fusión o escisión de socie-
dades, excepto en los supuestos a que se refiere el artículo
14-B de este Código.

... 

Artículo 14-A. Se entiende que no hay enajenación en las
operaciones de préstamos de títulos o de valores por la en-
trega de los bienes prestados al prestatario y por la restitu-
ción de los mismos al prestamista, siempre que efectiva-
mente se restituyan los bienes a más tardar al vencimiento
de la operación y las mismas se realicen de conformidad
con las reglas generales que al efecto expida el Servicio de
Administración Tributaria. En el caso de incumplimiento
de cualesquiera de los requisitos establecidos en este artí-
culo, la enajenación se entenderá realizada en el momento
en el que se efectuaron las operaciones de préstamo de tí-
tulos o valores, según se trate. 

Artículo 14-B. Para los efectos de lo dispuesto en el artí -
culo 14, fracción IX, de este Código, se considerará que no
hay enajenación en los siguientes casos: 

I. En el caso de fusión, siempre que se cumplan los si-
guientes requisitos: 

a) Presentar el aviso de fusión a que se refiere el Regla-
mento de este Código. 

b) Que con posterioridad a la fusión, la sociedad fusionan-
te continúe realizando la misma actividad preponderante
que realizaban ésta y las sociedades fusionadas antes de la
fusión, durante un período mínimo de un año inmediato
posterior a la fecha en que surtió efectos la fusión. 

c) Que la sociedad que subsista o la que surja con motivo
de la fusión, presente las declaraciones de impuestos del
ejercicio y las informativas que en los términos estableci-
dos por las leyes fiscales les correspondan a la sociedad o
sociedades fusionadas, correspondientes al ejercicio que
terminó por fusión. 

II. En escisión, siempre que previamente se presente una
solicitud de autorización a las autoridades fiscales y se
cumplan los requisitos siguientes: 

a) Los accionistas propietarios de por lo menos el 51% de
las acciones con derecho a voto de la sociedad escindente
y de las escindidas, sean los mismos durante un período de
tres años contados a partir del año inmediato anterior a la
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fecha en la que se presente la solicitud a que se refiere es-
ta fracción. 

Para los efectos del párrafo anterior, no se computarán las
acciones que se consideran colocadas entre el gran público
inversionista de conformidad con las reglas que al efecto
expida el Servicio de Administración Tributaria y siempre
que dichas acciones hayan sido efectivamente ofrecidas y
colocadas entre el gran público inversionista. Tampoco se
consideran colocadas entre el gran público inversionista las
acciones que hubiesen sido recompradas por el emisor. 

Tratándose de sociedades que no sean por acciones se con-
siderará el valor de las partes sociales en vez de las accio-
nes con derecho a voto, en cuyo caso, el 51% de las partes
sociales deberá representar, al menos, el 51% de los votos
que correspondan al total de las aportaciones. 

Durante el período a que se refiere este inciso, los accio-
nistas de por lo menos el 51% de las acciones con derecho
a voto o los socios de por lo menos el 51% de las partes so-
ciales antes señaladas, según corresponda, de la sociedad
escindente, deberán mantener la misma proporción en el
capital de las escindidas que tenían en la escindente antes
de la escisión, así como en el de la sociedad escindente,
cuando ésta subsista. 

b) Que cuando desaparezca una sociedad con motivo de
escisión, la sociedad escindente designe a la sociedad que
asuma la obligación de presentar las declaraciones de im-
puestos del ejercicio e informativas que en los términos es-
tablecidos por las leyes fiscales le correspondan a la escin-
dente. La designación se hará en la asamblea extraordinaria
en la que se haya acordado la escisión.

Cuando dentro de los cinco años posteriores a la realiza-
ción de una fusión o de una escisión de sociedades que ha-
ya sido autorizada en los términos de este artículo, se pre-
tenda realizar una nueva fusión, se deberá solicitar
autorización a las autoridades fiscales con anterioridad a
dicha fusión. En este caso para comprobar el cumplimien-
to de los requisitos establecidos en este artículo, los contri-
buyentes estarán a lo dispuesto en las reglas generales que
al efecto expida el Servicio de Administración Tributaria. 

No se otorgará la autorización a que se refiere este artículo
cuando con motivo de la misma se obtenga un beneficio
fiscal que de otra forma no se produciría. 

Para los efectos de este artículo, no se incumple con el re-
quisito de permanencia accionaria previsto en el mismo,
cuando la transmisión de propiedad de las acciones sea por
causa de muerte, liquidación, adjudicación judicial o dona-
ción, siempre que en este último caso se cumplan los re-
quisitos establecidos en la fracción XIX del artículo 109 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

No será aplicable lo dispuesto en este artículo cuando en
los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta se le
otorgue a la escisión el tratamiento de reducción de capital. 

En los casos en los que la fusión o la escisión de socieda-
des formen parte de una reestructuración corporativa, se
deberá cumplir, además, con los requisitos establecidos pa-
ra las reestructuras en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

En los casos de fusión o escisión de sociedades, cuando la
sociedad escindente desaparezca, la sociedad que subsista,
la que surja con motivo de la fusión o la escindida que se
designe, deberá, sin perjuicio de lo establecido en este artí -
culo, enterar los impuestos correspondientes o, en su caso,
tendrá derecho a solicitar la devolución o a compensar los
saldos a favor de la sociedad que desaparezca, siempre que
se cumplan los requisitos que se establezcan en las dispo-
siciones fiscales. 

En las declaraciones del ejercicio correspondientes a la so-
ciedad fusionada o a la sociedad escindente que desaparez-
can, se deberán considerar todos los ingresos acumulables
y las deducciones autorizadas; el importe total de los actos
o actividades gravados y exentos y de los acreditamientos;
el valor de todos sus activos o deudas, según corresponda,
que la misma tuvo desde el inicio del ejercicio y hasta el
día de su desaparición. En este caso, se considerará como
fecha de terminación del ejercicio aquélla que corresponda
a la fusión o a la escisión. 

Lo dispuesto en este artículo, sólo se aplicará tratándose de
fusión o escisión de sociedades constituidas de conformi-
dad con las leyes mexicanas. 

Artículo 15-A. ... 

b) Cuando la sociedad escindente transmite la totalidad de
su activo, pasivo y capital, a dos o más sociedades escindi-
das, extinguiéndose la primera. En este caso, la sociedad
escindida que se designe en los términos del artículo 14-B
de este Código, deberá conservar la documentación a que
se refiere el artículo 28 del mismo.
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Artículo 16. ... 

Se considera empresa la persona física o moral que realice
las actividades a que se refiere este artículo, ya sea directa-
mente, a través de fideicomiso o por conducto de terceros;
por establecimiento se entenderá cualquier lugar de nego-
cios en que se desarrollen, parcial o totalmente, las citadas
actividades empresariales. 

Artículo 16-A. Para los efectos de las disposiciones fisca-
les, se entiende por operaciones financieras derivadas las
siguientes: 

I. Aquéllas en las que una de las partes adquiere el derecho
o la obligación de adquirir o enajenar a futuro mercancías,
acciones, títulos, valores, divisas u otros bienes fungibles
que cotizan en mercados reconocidos, a un precio estable-
cido al celebrarlas, o a recibir o a pagar la diferencia entre
dicho precio y el que tengan esos bienes al momento del
vencimiento de la operación derivada, o bien el derecho o
la obligación a celebrar una de estas operaciones. 

II. Aquéllas referidas a un indicador o a una canasta de in-
dicadores, de índices, precios, tasas de interés, tipo de cam-
bio de una moneda, u otro indicador que sea determinado
en mercados reconocidos, en las que se liquiden diferen-
cias entre su valor convenido al inicio de la operación y el
valor que tengan en fechas determinadas. 

III. Aquéllas en las que se enajenen los derechos u obliga-
ciones asociados a las operaciones mencionadas en las
fracciones anteriores, siempre que cumplan con los demás
requisitos legales aplicables.

Se consideran operaciones financieras derivadas de deuda,
aquéllas que estén referidas a tasas de interés, títulos de
deuda o al Índice Nacional de Precios al Consumidor; asi-
mismo, se entiende por operaciones financieras derivadas
de capital, aquéllas que estén referidas a otros títulos, mer-
cancías, divisas o canastas o índices accionarios. Las ope-
raciones financieras derivadas que no se encuadren dentro
de los supuestos a que se refiere este párrafo, se considera-
rán de capital o de deuda atendiendo a la naturaleza del
subyacente. 

Artículo 17. ... 

En los casos en los que se pague la contraprestación me-
diante transferencia electrónica de fondos, éstas se consi-

derarán efectivamente cobradas en el momento en que se
efectúe dicha transferencia, aún cuando quien reciba el de-
pósito no manifieste su conformidad. 

Artículo 17-B. Para los efectos de las disposiciones fisca-
les, se entenderá por asociación en participación al conjun-
to de personas que realicen actividades empresariales con
motivo de la celebración de un convenio y siempre que las
mismas, por disposición legal o del propio convenio, parti-
cipen de las utilidades o de las pérdidas, derivadas de dicha
actividad. La asociación en participación tendrá personali-
dad jurídica para los efectos del derecho fiscal y se consi-
derará residente en México cuando en el país realice acti-
vidades empresariales, cuando el convenio se celebre
conforme a las leyes mexicanas o cuando se dé alguno de
los supuestos establecidos en el artículo 9o. de este Códi-
go. 

La asociación en participación estará obligada a cumplir
con las mismas obligaciones fiscales, en los mismos térmi-
nos y bajo las mismas disposiciones, establecidas para las
personas morales en las leyes fiscales. Para tales efectos,
cuando dichas leyes hagan referencia a persona moral, se
entenderá incluida a la asociación en participación consi-
derada en los términos de este precepto. 

El asociante representará a la asociación en participación y
a sus integrantes, en los medios de defensa que se inter-
pongan en contra de las consecuencias fiscales derivadas
de las actividades empresariales realizadas a través de di-
chas asociaciones en participación. 

La asociación en participación se identificará con una de-
nominación o razón social, seguida de la leyenda A. en P.
o en su defecto, con el nombre del asociante, seguido de las
siglas antes citadas. Asimismo, tendrán, en territorio na-
cional, el domicilio del asociante. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS 

Artículo 17-C. Tratándose de contribuciones administra-
das por organismos fiscales autónomos, las disposiciones
de este Código en materia de medios electrónicos sólo se-
rán aplicables cuando así lo establezca la ley de la materia. 

Artículo 17-D. Cuando las disposiciones fiscales obli-
guen a presentar documentos, éstos deberán ser digitales
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y contener una firma electrónica avanzada del autor, salvo
los casos que establezcan una regla diferente. Las autori-
dades fiscales, mediante reglas de carácter general, podrán
autorizar el uso de otras firmas electrónicas. 

Para los efectos mencionados en el párrafo anterior, los da-
tos de creación de una firma electrónica avanzada deberán
contar con un certificado que confirme el vínculo entre un
firmante y los datos de creación de una firma electrónica
avanzada, expedido por el Servicio de Administración Tri-
butaria o por un prestador de servicios de certificación au-
torizado en los términos del derecho federal común. 

En los documentos digitales, una firma electrónica avanza-
da sustituirá a la firma autógrafa del firmante, garantizará
la integridad del documento y producirá los mismos efec-
tos que las leyes otorgan a los documentos con firma autó-
grafa, teniendo el mismo valor probatorio. 

Se entiende por documento digital todo mensaje de datos
que contiene información o escritura generada, enviada,
recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o de
cualquier otra tecnología. 

Los datos de creación de firmas electrónicas avanzadas po-
drán ser tramitados por los contribuyentes ante el Servicio
de Administración Tributaria o cualquier prestador de ser-
vicios de certificación autorizado para tal efecto, en los tér-
minos que establezca el derecho federal común. 

Cuando los datos de creación de firmas electrónicas avan-
zadas se tramiten ante un prestador de servicios de certifi-
cación diverso al Servicio de Administración Tributaria,
para que las firmas que se emitan con base en dichos datos
puedan ser reconocidas para los efectos fiscales, se reque-
rirá que el interesado previamente comparezca personal-
mente ante el Servicio de Administración Tributaria para
acreditar su identidad. Dicho órgano, comunicará al presta-
dor de servicios de certificación haber acreditado al intere-
sado, de conformidad con las reglas de carácter general que
al efecto expida. A su vez, el prestador de servicios deberá
informar al Servicio de Administración Tributaria el códi-
go de identificación único del certificado asignado al inte-
resado. 

La comparecencia de las personas físicas a que se refiere el
párrafo anterior, no podrá efectuarse mediante apoderado o
representante legal. Únicamente para los efectos de trami-
tar la firma electrónica avanzada de las personas morales
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19-A de es-

te Código, se requerirá el poder especial previsto en dicho
artículo. 

La comparecencia a que se refieren los párrafos anteriores,
se practicará por personal del Servicio de Administración
Tributaria en el domicilio de los interesados, cuando éstos
lo soliciten. 

Los prestadores de servicios de certificación que hayan ex-
pedido el certificado deberán proporcionar al Servicio de
Administración Tributaria las bases de datos de los firman-
tes, de conformidad con las reglas de carácter general que
expida dicho órgano. 

La comparecencia previa a que se refiere este artículo tam-
bién deberá realizarse cuando el Servicio de Administra-
ción Tributaria proporcione a los interesados los certifica-
dos, cuando actúe como prestador de servicios de
certificación. 

Para los efectos fiscales, los datos de creación de una firma
electrónica avanzada reconocidos en un certificado tendrán
una vigencia máxima de dos años, contados a partir de la
fecha en que se haya expedido o renovado el certificado
respectivo. Antes de que concluya el período de vigencia
de un certificado, éste podrá ser renovado por su titular.
Cuando se trate de la renovación de un certificado, el Ser-
vicio de Administración Tributaria podrá, mediante reglas
de carácter general, relevar a los titulares del certificado de
la comparecencia personal ante dicho órgano para acredi-
tar su identidad y, en el caso de las personas morales, la re-
presentación legal correspondiente, cuando los contribu-
yentes cumplan con los requisitos que se establezcan en las
propias reglas. Si dicho órgano no emite las reglas de ca-
rácter general, se estará a lo dispuesto en los párrafos sex-
to, séptimo y octavo de este artículo. 

Artículo 17-E. Cuando los contribuyentes remitan un do-
cumento digital a las autoridades fiscales, recibirán el acu-
se de recibo que contenga el sello digital que acredite que
el documento fue recibido por la autoridad correspondien-
te. En este caso, el sello digital identificará a la dependen-
cia que recibió el documento y se presumirá, salvo prueba
en contrario, que el documento digital fue recibido en la
hora y fecha que se consignen en el acuse de recibo men-
cionado. 

Artículo 17-F. El Servicio de Administración Tributaria
podrá proporcionar los siguientes servicios de certificación
de firmas electrónicas avanzadas: 
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I. Verificar la identidad de los usuarios y su vinculación
con los medios de identificación electrónica. 

II. Comprobar la integridad de los documentos digitales
expedidos por las autoridades fiscales. 

III. Llevar los registros de los elementos de identificación
y, en su caso, de la representación legal de los firmantes y
de aquella información con la que haya verificado el cum-
plimiento de fiabilidad de las firmas electrónicas avanza-
das y emitir el certificado. 

IV. Poner a disposición de los firmantes los dispositivos de
generación de los datos de creación y de verificación de fir-
mas electrónicas avanzadas o sellos digitales. 

V. Informar, antes de la emisión de un certificado a la perso-
na que solicite sus servicios, de las condiciones precisas pa-
ra la utilización del certificado y de sus limitaciones de uso. 

VI. Autorizar a las personas que cumplan con los requisi-
tos que se establezcan en reglas de carácter general, para
que proporcionen los siguientes servicios: 

a) Proporcionar información sobre los certificados emiti-
dos por el Servicio de Administración Tributaria, que per-
mitan a terceros conocer: 

1) Que el certificado fue emitido por el Servicio de Admi-
nistración Tributaria. 

2) Si se cuenta con un documento suscrito por el firmante
nombrado en el certificado en el que se haga constar que
dicho firmante tenía bajo su control el dispositivo y los da-
tos de creación de la firma electrónica avanzada en el mo-
mento en que se expidió el certificado y que su uso queda
bajo su exclusiva responsabilidad. 

3) Si los datos de creación de la firma eran válidos en la fe-
cha en que se expidió el certificado. 

4) El método utilizado para identificar al firmante. 

5) Cualquier limitación en los fines o el valor respecto de
los cuales puedan utilizarse los datos de creación de la fir-
ma o el certificado. 

6) Cualquier limitación en cuanto al ámbito o el alcance de
la responsabilidad del Servicio de Administración Tributa-
ria. 

7) Si se ofrece un servicio de terminación de vigencia de
los certificados. 

b) Proporcionar los servicios de acceso al registro de certi-
ficados. A dicho registro podrá accederse por medios elec-
trónicos.

Las facultades mencionadas podrán ser ejercidas directa-
mente en cualquier tiempo por el Servicio de Administra-
ción Tributaria, pudiendo hacerlo en forma separada o con-
junta con las personas autorizadas en los términos de esta
fracción. 

Artículo 17-G. Los certificados que emita el Servicio de
Administración Tributaria para ser considerados válidos
deberán contener los datos siguientes: 

I. La mención de que se expiden como tales. Tratándose de
certificados de sellos digitales, se deberán especificar las
limitantes que tengan para su uso. 

II. El código de identificación único del certificado. 

III. La mención de que fue emitido por el Servicio de Ad-
ministración Tributaria y una dirección electrónica. 

IV. Nombre del titular del certificado y su clave del regis-
tro federal de contribuyentes. 

V. Período de vigencia del certificado, especificando el día
de inicio de su vigencia y la fecha de su terminación. 

VI. La mención de la tecnología empleada en la creación
de la firma electrónica avanzada contenida en el certifica-
do. 

VII. La clave pública del titular del certificado.

Cuando se trate de certificados emitidos por prestadores de
servicios de certificación autorizados en los términos que
establezca el derecho federal común, que amparen datos de
creación de firmas electrónicas que se utilicen para los
efectos fiscales, dichos certificados deberán reunir los re-
quisitos a que se refieren las fracciones anteriores, con ex-
cepción del señalado en la fracción III. En sustitución del
requisito contenido en dicha fracción, el certificado deberá
contener la identificación del prestador de servicios de cer-
tificación y su dirección electrónica, así como los requisitos
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que para su control establezca el Servicio de Administra-
ción Tributaria, mediante reglas de carácter general. 

Artículo 17-H. Los certificados que emita el Servicio de
Administración Tributaria quedarán sin efectos cuando: 

I. Lo solicite el firmante o la persona física o moral repre-
sentada por éste o por un tercero autorizado. 

II. Lo ordene una resolución judicial o administrativa. 

III. Fallezca la persona física titular del certificado. En es-
te caso la revocación deberá solicitarse por un tercero le-
galmente autorizado, quien deberá acompañar el acta de
defunción correspondiente. 

IV. Cuando se disuelvan las sociedades o asociaciones. En
este caso, serán los liquidadores quienes presenten la soli-
citud correspondiente. 

V. Transcurra el plazo de vigencia del certificado. 

VI. Se pierda o inutilice por daños, el medio electrónico en
el que se contengan los certificados. 

VII. Se compruebe que al momento de su expedición, el
certificado no cumplió los requisitos legales, situación que
no afectará los derechos de terceros de buena fe. 

VIII. Cuando se ponga en riesgo la confidencialidad de los
datos de creación de firma electrónica avanzada del Servi-
cio de Administración Tributaria.

El Servicio de Administración Tributaria podrá cancelar
oficiosamente sus sellos o firmas digitales, cuando se den
hipótesis análogas a las previstas en las fracciones VI y
VIII de este artículo. 

Cuando el Servicio de Administración Tributaria revoque
un certificado expedido por él, se anotará en el mismo la
fecha y hora de su revocación. 

Para los terceros de buena fe, la revocación de un certifi -
cado que emita el Servicio de Administración Tributaria,
surtirá efectos a partir de la fecha y hora que se dé a cono-
cer la revocación en la página electrónica respectiva del ci-
tado órgano. 

Las solicitudes de revocación a que se refiere este artículo
deberán presentarse de conformidad con las reglas de ca-
rácter general que al efecto establezca el Servicio de Ad-
ministración Tributaria. 

Artículo 17-I. La integridad y autoría de un documento di-
gital con firma electrónica avanzada o sello digital será ve-
rificable mediante el método de remisión al documento
original con la clave pública del autor. 

Artículo 17-J. El titular de un certificado emitido por el
Servicio de Administración Tributaria, tendrá las siguien-
tes obligaciones: 

I. Actuar con diligencia y establecer los medios razonables
para evitar la utilización no autorizada de los datos de cre-
ación de la firma. 

II. Cuando se emplee el certificado en relación con una fir-
ma electrónica avanzada, actuar con diligencia razonable
para cerciorarse de que todas las declaraciones que haya
hecho en relación con el certificado, con su vigencia, o que
hayan sido consignados en el mismo, son exactas. 

III. Solicitar la revocación del certificado ante cualquier
circunstancia que pueda poner en riesgo la privacidad de
sus datos de creación de firma.

El titular del certificado será responsable de las consecuen-
cias jurídicas que deriven por no cumplir oportunamente
con las obligaciones previstas en el presente artículo. 

Artículo 18. Toda promoción dirigida a las autoridades fis-
cales, deberá presentarse mediante documento digital que
contenga firma electrónica avanzada. El Servicio de Admi-
nistración Tributaria, mediante reglas de carácter general,
podrá determinar las promociones que se presentarán me-
diante documento impreso. 

Las promociones deberán enviarse por los medios electró-
nicos que autorice el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas de carácter general, a las direcciones elec-
trónicas que al efecto apruebe dicho órgano. Los docu-
mentos digitales deberán tener por lo menos los siguientes
requisitos: 

I. El nombre, la denominación o razón social, y el domici-
lio fiscal manifestado al registro federal de contribuyentes,
para el efecto de fijar la competencia de la autoridad, y la
clave que le correspondió en dicho registro. 
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II. Señalar la autoridad a la que se dirige y el propósito de
la promoción. 

III. La dirección de correo electrónico para recibir notifi-
caciones.

Cuando no se cumplan los requisitos a que se refieren las
fracciones I y II de este artículo, las autoridades fiscales re-
querirán al promovente a fin de que en un plazo de 10 días
cumpla con el requisito omitido. En caso de no subsanarse
la omisión en dicho plazo, la promoción se tendrá por no
presentada, así como cuando se omita señalar la dirección
de correo electrónico. 

Los contribuyentes a que se refiere el tercer párrafo del ar-
tículo 31 de este Código no estarán obligados a utilizar los
documentos digitales previstos en este artículo. En estos
casos, las promociones deberán presentarse en documento
impreso y estar firmadas por el interesado o por quien esté
legalmente autorizado para ello, a menos que el promo-
vente no sepa o no pueda firmar, caso en el que imprimirá
su huella dactilar. Las promociones deberán presentarse en
las formas que al efecto apruebe el Servicio de Adminis-
tración Tributaria. Cuando no existan formas aprobadas, la
promoción deberá reunir los requisitos que establece este
artículo, con excepción del formato y dirección de correo
electrónicos. Además deberán señalar el domicilio para oír
y recibir notificaciones y, en su caso, el nombre de la per-
sona autorizada para recibirlas. 

Cuando el promovente que cuente con un certificado de fir-
ma electrónica avanzada, acompañe documentos distintos
a escrituras o poderes notariales, y éstos no sean digitaliza-
dos, la promoción deberá presentarla en forma impresa,
cumpliendo los requisitos a que se refiere el párrafo ante-
rior, debiendo incluir su dirección de correo electrónico.
Las escrituras o poderes notariales deberán presentarse en
forma digitalizada, cuando se acompañen a un documento
digital. 

Cuando no se cumplan los requisitos a que se refieren los
párrafos cuarto y quinto de este artículo, las autoridades
fiscales requerirán al promovente a fin de que en un plazo
de 10 días cumpla con el requisito omitido. En caso de no
subsanarse la omisión en dicho plazo, la promoción se ten-
drá por no presentada, si la omisión consiste en no haber
usado la forma oficial aprobada, las autoridades fiscales
deberán especificar en el requerimiento la forma respecti-
va. 

Lo dispuesto en este artículo no es aplicable a las declara-
ciones, solicitudes de inscripción o avisos al registro fede-
ral de contribuyentes a que se refiere el artículo 31 de este
Código. 

Artículo 19. En ningún trámite administrativo se admitirá
la gestión de negocios. La representación de las personas
físicas o morales ante las autoridades fiscales se hará me-
diante escritura pública, mediante carta poder firmada ante
dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante, aceptan-
te y testigos ante las autoridades fiscales, notario o fedata-
rio público. 

El otorgante de la representación podrá solicitar a las auto-
ridades fiscales la inscripción de dicha representación en el
registro de representantes legales de las autoridades fisca-
les y ésta expedirá la constancia de inscripción correspon-
diente. Con dicha constancia, se podrá acreditar la repre-
sentación en los trámites que se realicen ante dichas
autoridades. 

La solicitud de inscripción se hará mediante escrito libre
debidamente firmado por quien otorga el poder y por el
aceptante del mismo, acompañando el documento en el que
conste la representación correspondiente, así como los de-
más documentos que mediante reglas de carácter general
establezca el Servicio de Administración Tributaria. Es res-
ponsabilidad del contribuyente que hubiese otorgado la re-
presentación y la hubiese inscrito, el solicitar la cancela-
ción de la misma en el registro citado en los casos en que
se revoque el poder correspondiente. Para estos efectos, se
deberá dar aviso a las autoridades fiscales dentro de los 5
días siguientes a aquél en que se presente tal circunstancia;
de no hacerlo, los actos que realice la persona a la que se le
revocó la citada representación surtirán plenos efectos jurí-
dicos. 

... 

Para los efectos de este artículo, las escrituras públicas que
se contengan en documentos digitales en los términos de lo
dispuesto por el artículo 1834-bis del Código Civil Federal,
deberán contener firma electrónica avanzada del fedatario
público. 

Cuando las promociones deban ser presentadas en docu-
mentos digitales por los representantes o los autorizados, el
documento digital correspondiente deberá contener firma
electrónica avanzada de dichas personas. 
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Artículo 19-A. Las personas morales para presentar docu-
mentos digitales podrán optar por utilizar su firma electró-
nica avanzada o bien hacerlo con la firma electrónica avan-
zada de su representante legal. En el primer caso, el titular
del certificado será la persona moral. La tramitación de los
datos de creación de firma electrónica avanzada de una
persona moral, sólo la podrá efectuar un representante de
dicha persona, a quien le haya sido otorgado ante fedatario
público, un poder especial para este efecto. Dicho trámite
se deberá realizar de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 17-D de este Código. 

Las personas morales que opten por presentar documentos
digitales con su propia firma electrónica avanzada, deberán
utilizar los datos de creación de su firma electrónica avan-
zada en todos sus trámites ante el Servicio de Administra-
ción Tributaria. Tratándose de consultas o del ejercicio de
los medios de defensa, será optativo la utilización de la fir-
ma electrónica avanzada a que se refiere el párrafo ante-
rior; cuando no se utilice ésta, la promoción correspon-
diente deberá contener la firma electrónica avanzada del
representante de la persona moral. 

Artículo 20. ... 

Se aceptará como medio de pago de las contribuciones, los
cheques certificados o de caja y la transferencia electróni-
ca de fondos a favor de la Tesorería de la Federación, de
conformidad con las reglas de carácter general que expida
el Servicio de Administración Tributaria. Los contribuyen-
tes personas físicas que realicen actividades empresariales
y que en el ejercicio inmediato anterior hubiesen obtenido
ingresos inferiores a $1,500,000.00, así como las personas
físicas que no realicen actividades empresariales y que hu-
biesen obtenido en dicho ejercicio ingresos inferiores a
$300,000.00, efectuarán el pago de sus contribuciones en
efectivo, transferencia electrónica de fondos a favor de la
Tesorería de la Federación o cheques personales del mismo
banco, siempre que en este último caso, se cumplan las
condiciones que al efecto establezca el Reglamento de es-
te Código. Se entiende por transferencia electrónica de fon-
dos, el pago de las contribuciones que por instrucción de
los contribuyentes, a través de la afectación de fondos de
su cuenta bancaria a favor de la Tesorería de la Federación,
se realiza por las instituciones de crédito, en forma electró-
nica. 

... 

El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas
de carácter general, podrá autorizar otros medios de pago. 

Artículo 22. Las autoridades fiscales devolverán las canti-
dades pagadas indebidamente y las que procedan conforme
a las leyes fiscales. En el caso de contribuciones que se hu-
bieran retenido, la devolución se efectuará a los contribu-
yentes a quienes se les hubiera retenido la contribución de
que se trate. Tratándose de los impuestos indirectos, la de-
volución por pago de lo indebido se efectuará a las perso-
nas que hubieran pagado el impuesto trasladado a quien lo
causó, siempre que no lo hayan acreditado; por lo tanto,
quien trasladó el impuesto, ya sea en forma expresa y por
separado o incluido en el precio, no tendrá derecho a soli-
citar su devolución. Tratándose de los impuestos indirectos
pagados en la importación, procederá la devolución al con-
tribuyente siempre y cuando la cantidad pagada no se hu-
biere acreditado. 

Cuando la contribución se calcule por ejercicios, única-
mente se podrá solicitar la devolución del saldo a favor
cuando se haya presentado la declaración del ejercicio, sal-
vo que se trate del cumplimiento de una resolución o sen-
tencia firmes, de autoridad competente, en cuyo caso, po-
drá solicitarse la devolución independientemente de la
presentación de la declaración. 

Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumpli-
miento de acto de autoridad, el derecho a la devolución en
los términos de este artículo, nace cuando dicho acto se
anule. Lo dispuesto en este párrafo no es aplicable a la de-
terminación de diferencias por errores aritméticos, las que
darán lugar a la devolución siempre que no haya prescrito
la obligación en los términos del antepenúltimo párrafo de
este artículo. 

Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse
dentro del plazo de cuarenta días siguientes a la fecha en
que se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal compe-
tente con todos los datos, incluyendo para el caso de depó-
sito en cuenta, los datos de la institución financiera y el nú-
mero de cuenta para transferencias electrónicas del
contribuyente en dicha institución financiera debidamente
integrado de conformidad con las disposiciones del Banco
de México, así como los demás informes y documentos
que señale el Reglamento de este Código; tratándose de
contribuyentes que dictaminen sus estados financieros por
contador público autorizado en los términos del artículo 32
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de este Código, el plazo para que las autoridades fiscales
efectúen la devolución será de veinticinco días. Las autori-
dades fiscales, para verificar la procedencia de la devolu-
ción, podrán requerir al contribuyente, en un plazo no ma-
yor de veinte días posteriores a la presentación de la
solicitud de devolución, los datos, informes o documentos
adicionales que considere necesarios y que estén relaciona-
dos con la misma. Para tal efecto, las autoridades fiscales
requerirán al promovente a fin de que en un plazo máximo
de veinte días cumpla con lo solicitado, apercibido que de
no hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido
de la solicitud de devolución correspondiente. Cuando la
autoridad requiera al contribuyente los datos, informes o
documentos, antes señalados, el período transcurrido entre
la fecha en que se hubiera notificado el requerimiento de
los mismos y la fecha en que éstos sean proporcionados en
su totalidad por el contribuyente, no se computará en la de-
terminación de los plazos para la devolución antes mencio-
nados. 

Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad me-
nor a la solicitada por los contribuyentes con motivo de la
revisión efectuada a la documentación aportada. En este
caso, se considerará negada por la parte que no sea devuel-
ta. En el caso de que las autoridades fiscales devuelvan la
solicitud de devolución a los contribuyentes, se considera-
rá que ésta fue negada en su totalidad. Para tales efectos,
las autoridades fiscales deberán fundar y motivar las cau-
sas que sustentan la negativa parcial o total de la devolu-
ción respectiva. 

No se considerará que las autoridades fiscales inician el
ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando soli-
citen los datos, informes, y documentos, a que se refiere el
párrafo anterior, pudiendo ejercerlas en cualquier momen-
to. 

El fisco federal deberá pagar la devolución que proceda ac-
tualizada conforme a lo previsto en el artículo 17-A de es-
te Código, desde el mes en que se realizó el pago de lo in-
debido o se presentó la declaración que contenga el saldo a
favor y hasta aquél en el que la devolución esté a disposi-
ción del contribuyente. Para el caso de depósito en cuenta,
se entenderá que la devolución está a disposición del con-
tribuyente a partir de la fecha en que la autoridad efectúe el
depósito en la institución financiera señalada en la solici-
tud de devolución. 

Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución
de cantidades señaladas como saldo a favor en las declara-

ciones presentadas por los contribuyentes, sin que medie
más trámite que el requerimiento de datos, informes o do-
cumentos adicionales a que se refiere el tercer párrafo de
este artículo o la simple comprobación de que se efectua-
ron los pagos de contribuciones que el contribuyente de-
clara haber hecho, la orden de devolución no implicará re-
solución favorable al contribuyente. Si la devolución se
hubiera efectuado y no procediera, se causarán recargos en
los términos del artículo 21 de este Código, sobre las can-
tidades actualizadas, tanto por las devueltas indebidamen-
te como por las de los posibles intereses pagados por las
autoridades fiscales, a partir de la fecha de la devolución. 

La obligación de devolver prescribe en los mismos térmi-
nos y condiciones que el crédito fiscal. 

La devolución podrá hacerse de oficio o a petición del in-
teresado. 

Para los efectos de este artículo, se consideran impuestos
indirectos, el impuesto al valor agregado, el impuesto es-
pecial sobre producción y servicios y el impuesto sobre au-
tomóviles nuevos. 

Artículo 22-A. Cuando los contribuyentes presenten una
solicitud de devolución de un saldo a favor o de un pago de
lo indebido, y la devolución se efectúe fuera del plazo es-
tablecido en el artículo anterior, las autoridades fiscales
pagarán intereses que se calcularán a partir del día siguien-
te al del vencimiento de dicho plazo conforme a una tasa
que será igual a la prevista para los recargos por mora, en
los términos del artículo 21 de este Código que se aplicará
sobre la devolución actualizada. 

Cuando el contribuyente presente una solicitud de devolu-
ción que sea negada y posteriormente sea concedida por la
autoridad en cumplimiento de una resolución dictada en un
recurso administrativo o por un órgano jurisdiccional, el
cálculo de los intereses se efectuará a partir de: 

I. Cuando el pago de lo indebido se hubiese determinado
por el propio contribuyente, a partir de que se negó la au-
torización o de que venció el plazo de cuarenta días para
efectuar la devolución, lo que ocurra primero. 

II. Cuando el pago de lo indebido se hubiese determinado
por la autoridad, a partir de que se pagó dicho crédito.

Cuando no se haya presentado una solicitud de devolución
de pago de lo indebido y la devolución se efectúe en cum-
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plimiento a una resolución emitida en un recurso adminis-
trativo o a una sentencia emitida por un órgano jurisdiccio-
nal, en donde se haya controvertido una resolución que no
determinó un crédito fiscal, el cálculo de los intereses se
efectuará a partir de que se interpuso el recurso adminis-
trativo o, en su caso, la demanda del juicio respectivo, por
los pagos efectuados con anterioridad a dichos supuestos.
Por los pagos posteriores, a partir de que se efectuó el pa-
go. 

Cuando el fisco federal deba pagar intereses a los contri-
buyentes sobre las cantidades actualizadas que les deba de-
volver, pagará dichos intereses conjuntamente con la canti-
dad principal objeto de la devolución actualizada. En el
caso de que las autoridades fiscales no paguen los intereses
a que se refiere este artículo, o los paguen en cantidad me-
nor, se considerará negado el derecho al pago de los mis-
mos, en su totalidad o por la parte no pagada, según co-
rresponda. 

En ningún caso los intereses a cargo del fisco federal exce-
derán de los que se causen en los últimos cinco años. 

La devolución se aplicará primero a intereses y, posterior-
mente, a las cantidades pagadas indebidamente. 

Artículo 22-B. Las autoridades fiscales efectuarán la de-
volución mediante depósito en la cuenta del contribuyente,
para lo cual, éste deberá proporcionar el número de su
cuenta en los términos señalados en el párrafo cuarto del
artículo 22 de este Código en la solicitud de devolución o
en la declaración correspondiente. Para estos efectos, los
estados de cuenta que expidan las instituciones financieras
serán considerados como comprobante del pago de la de-
volución respectiva. En los casos en los que el día que ven-
za el plazo a que se refiere el precepto citado no sea posi-
ble efectuar el depósito por causas imputables a la
institución financiera designada por el contribuyente, dicho
plazo se suspenderá hasta en tanto pueda efectuarse dicho
depósito. 

Las personas físicas que realicen actividades empresariales
y en el ejercicio inmediato anterior hubiesen obtenido in-
gresos inferiores a $1,500,000.00, así como las personas fí-
sicas que no realicen actividades empresariales y que hu-
biesen obtenido en dicho ejercicio ingresos inferiores a
$300,000.00, podrán optar por que la devolución se les re-
alice mediante cheque nominativo. Cuando el monto de la
devolución no exceda de $10,000.00 las autoridades fisca-
les podrán realizarla en efectivo. En estos casos, se consi-

derará que la devolución está a disposición del contribu-
yente cuando se le notifique la autorización de la devolu-
ción respectiva. 

La devolución también podrá realizarse mediante certifica-
dos especiales expedidos a nombre de los contribuyentes o
a nombre de terceros, los que se podrán utilizar para cubrir
cualquier contribución que se pague mediante declaración,
ya sea a su cargo o que deba enterar en su carácter de rete-
nedor. En este caso, se entenderá que la devolución está a
disposición del contribuyente a partir de la fecha en que la
autoridad le notifique que el certificado especial está a su
disposición. 

Se podrán expedir certificados especiales, previa autoriza-
ción de la Tesorería de la Federación, a nombre de terceros
en los siguientes supuestos: 

I. Cuando quien solicita la devolución sea una persona mo-
ral que determine su resultado fiscal consolidado para los
efectos del impuesto sobre la renta y el tercero a favor de
quien se solicita se expida el certificado especial sea una
persona moral del mismo grupo incorporada en el régimen
de consolidación. 

II. Cuando una persona moral del Régimen Simplificado a
que se refiere el artículo 79 de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta solicite que el certificado especial sea expedido a
nombre de alguno de sus integrantes. 

III. Cuando los contribuyentes soliciten que el certificado
especial sea expedido a nombre de la Administración Pú-
blica Federal centralizada o paraestatal. Igualmente podrán
expedirse a favor del Distrito Federal, de los Estados o Mu-
nicipios, así como de sus organismos descentralizados,
siempre que en este caso se obtenga autorización previa de
las autoridades fiscales.

Artículo 23. Los contribuyentes obligados a pagar me-
diante declaración podrán optar por compensar las cantida-
des que tengan a su favor contra las que estén obligados a
pagar por adeudo propio, siempre que ambas deriven de
impuestos federales distintos de los que se causen con mo-
tivo de la importación, siempre que los administre la mis-
ma autoridad y que no tengan destino específico, incluyen-
do sus accesorios. Al efecto, bastará que presente para ello
el aviso de compensación correspondiente, dentro de los
cinco días siguientes a aquél en el que la misma se haya
efectuado, acompañado de la documentación que al efecto
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se solicite en la forma oficial que para estos efectos se pu-
blique. 

Si la compensación se hubiera efectuado y no procediera, se
causarán recargos en los términos del artículo 21 de este Có-
digo sobre las cantidades compensadas indebidamente. 

No se podrán compensar las cantidades cuya devolución se
haya solicitado o cuando haya prescrito la obligación para
devolverlas, ni las cantidades que hubiesen sido traslada-
das de conformidad con las leyes fiscales, expresamente y
por separado o incluidas en el precio, cuando quien preten-
da hacer la compensación no tenga derecho a obtener su
devolución en términos del artículo 22 de este Código. 

Las autoridades fiscales podrán compensar de oficio las
cantidades que los contribuyentes tengan derecho a recibir
de las autoridades fiscales por cualquier concepto, en los
términos de lo dispuesto en el artículo 22 de este Código,
aun en el caso de que la devolución hubiera sido o no soli -
citada, contra las cantidades que los contribuyentes estén
obligados a pagar por adeudos propios o por retención a
terceros cuando éstos hayan quedado firmes por cualquier
causa. En este caso, se notificará personalmente al contri-
buyente la resolución que determine la compensación. 

Para los efectos de este artículo, se entenderá que es una
misma contribución si se trata del mismo impuesto, apor-
tación de seguridad social, contribución de mejoras o dere-
cho. 

Artículo 24. Se podrán compensar los créditos y deudas
entre la Federación por una parte y los Estados, Distrito Fe-
deral, Municipios, organismos descentralizados o empre-
sas de participación estatal mayoritarias, excepto socieda-
des nacionales de crédito, por la otra. 

Artículo 26. ... 

XI. Las sociedades que, debiendo inscribir en el registro o
libro de acciones o partes sociales a sus socios o accionis-
tas, inscriban a personas físicas o morales que no com-
prueben haber retenido y enterado, en el caso de que así
proceda, el impuesto sobre la renta causado por el enaje-
nante de tales acciones o partes sociales, o haber recibido
copia del dictamen respectivo y, en su caso, copia de la de-
claración en la que conste el pago del impuesto correspon-
diente. 

... 

XV. La sociedad que administre o los propietarios de los
inmuebles afectos al servicio turístico de tiempo comparti-
do prestado por residentes en el extranjero, cuando sean
partes relacionadas en los términos de los artículos 106 y
215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, hasta por el
monto de las contribuciones que se omitan.

... 

Artículo 26-A. Los contribuyentes obligados al pago del
impuesto sobre la renta en los términos del Título IV, Ca-
pítulo II, Secciones I, II y III de la Ley del Impuesto so -
bre la Renta, serán responsables por las contribuciones
que se hubieran causado en relación con sus actividades
empresariales hasta por un monto que no exceda del va-
lor de los activos afectos a dicha actividad, y siempre que
cumplan con todas las obligaciones a que se refieren los
artículos 133, 134 o 139, según sea el caso, del ordena-
miento antes citado. 

Artículo 27. Las personas morales, así como las personas
físicas que deban presentar declaraciones periódicas o que
estén obligadas a expedir comprobantes por las actividades
que realicen, deberán solicitar su inscripción en el registro
federal de contribuyentes del Servicio de Administración
Tributaria, proporcionar la información relacionada con su
identidad, su domicilio y en general sobre su situación fis-
cal, mediante los avisos que se establecen en el Reglamen-
to de este Código. Asimismo, las personas a que se refiere
este párrafo estarán obligadas a manifestar al registro fede-
ral de contribuyentes su domicilio fiscal; en el caso de
cambio de domicilio fiscal, deberán presentar el aviso co-
rrespondiente, dentro del mes siguiente al día en que tenga
lugar dicho cambio. No se considerará como domicilio fis-
cal el manifestado en el aviso a que se refiere este párrafo
cuando en el mismo no se verifique alguno de los supues-
tos establecidos en el artículo 10 de este Código. 

Asimismo, deberán solicitar su inscripción en el registro
federal de contribuyentes y presentar los avisos que señale
el Reglamento de este Código, los socios y accionistas de
las personas morales a que se refiere el párrafo anterior,
salvo los miembros de las personas morales con fines no
lucrativos a que se refiere el Título III de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, así como las personas que hubiesen
adquirido sus acciones a través de mercados reconocidos o
de amplia bursatilidad y dichas acciones se consideren co-
locadas entre el gran público inversionista, siempre que, en
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este último supuesto, el socio o accionista no hubiere soli-
citado su registro en el libro de socios y accionistas. 

... 

Cuarto párrafo (Se deroga) 

... 

Las personas físicas y las morales, residentes en el extran-
jero sin establecimiento permanente en el país, que no se
ubiquen en los supuestos previstos en el presente artículo,
podrán solicitar su inscripción en el registro federal de con-
tribuyentes, proporcionando su número de identificación
fiscal, cuando tengan obligación de contar con éste en el
país en que residan, así como la información a que se re-
fiere el primer párrafo de este artículo, en los términos y
para los fines que establezca el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas de carácter general, sin que di-
cha inscripción les otorgue la posibilidad de solicitar la de-
volución de contribuciones. 

... 

Igualmente, los fedatarios públicos deberán presentar
anualmente un aviso en el que informen las operaciones
consignadas en escritura pública, respecto de enajenación y
adquisición de bienes inmuebles, así como de la constitu-
ción de sociedades. 

Dicho aviso deberá contener la información necesaria para
identificar a los contratantes, a las sociedades que se cons-
tituyan, el número de escritura pública que le corresponda
a cada operación y la fecha de firma de la citada escritura,
el valor de avalúo de cada bien enajenado, el monto de la
contraprestación pactada y de los impuestos que en los tér-
minos de las disposiciones fiscales deban cubrirse. 

... 

Tratándose de establecimientos, sucursales, locales, pues-
tos fijos o semifijos, para la realización de actividades em-
presariales, de lugares en donde se almacenen mercancías
o de locales que se utilicen como establecimiento para el
desempeño de servicios personales independientes, los
contribuyentes deberán presentar aviso de apertura o cierre
de dichos lugares en la forma que al efecto apruebe el Ser-
vicio de Administración Tributaria y conservar en los lu-
gares citados el aviso de apertura, debiendo exhibirlo a las
autoridades fiscales cuando éstas lo soliciten. 

La solicitud o los avisos a que se refiere el primer párrafo
de este artículo que se presenten en forma extemporánea,
surtirán sus efectos a partir de la fecha en que sean presen-
tados. Tratándose del aviso de cambio de domicilio fiscal,
éste no surtirá efectos cuando en el nuevo domicilio mani-
festado por el contribuyente no se le localice o cuando di-
cho domicilio no exista. 

Artículo 28. ... 

IV. Llevarán un control de sus inventarios de mercancías,
materias primas, productos en proceso y productos termi-
nados, según se trate, el cual consistirá en un registro que
permita identificar por unidades, por productos, por con-
cepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos
inventarios, así como las existencias al inicio y al final de
cada ejercicio, de tales inventarios. Dentro del concepto se
deberá indicar si se trata de devoluciones, enajenaciones,
donaciones, destrucciones, entre otros. 

V. Tratándose de personas que enajenen gasolina, diesel,
gas natural para combustión automotriz o gas licuado de
petróleo para combustión automotriz, en establecimientos
abiertos al público en general, deberán contar con contro-
les volumétricos y mantenerlos en todo momento en ope-
ración. Dichos controles formarán parte de la contabilidad
del contribuyente. Para tales efectos, el control volumétri-
co deberá llevarse con los equipos que al efecto autorice el
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de
carácter general.

... 

En los casos en los que las demás disposiciones de este Có-
digo hagan referencia a la contabilidad, se entenderá que la
misma se integra por los sistemas y registros contables a
que se refiere la fracción I de este artículo, por los papeles
de trabajo, registros, cuentas especiales, libros y registros
sociales señalados en el párrafo precedente, por los equipos
y sistemas electrónicos de registro fiscal y sus registros,
por las máquinas registradoras de comprobación fiscal y
sus registros, cuando se esté obligado a llevar dichas má-
quinas, así como por la documentación comprobatoria de
los asientos respectivos y los comprobantes de haber cum-
plido con las disposiciones fiscales. 

Artículo 29. ....... 

Los contribuyentes con local fijo están obligados a regis-
trar el valor de los actos o actividades que realicen con el
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público en general, así como a expedir los comprobantes
respectivos conforme a lo dispuesto en este Código y en su
Reglamento. Cuando el adquirente de los bienes o el usua-
rio del servicio solicite comprobante que reúna los requisi-
tos para efectuar deducciones o acreditamientos de contri-
buciones, deberán expedir dichos comprobantes además de
los señalados en este párrafo. 

Párrafo séptimo (Se deroga) 

El comprobante que se expida deberá señalar en forma ex-
presa si el pago de la contraprestación que ampara se hace
en una sola exhibición o en parcialidades. Cuando la con-
traprestación se pague en una sola exhibición, en el com-
probante que al efecto se expida se deberá indicar el im-
porte total de la operación y, cuando así proceda en
términos de las disposiciones fiscales, el monto de los im-
puestos que se trasladan. Si la contraprestación se paga en
parcialidades, en el comprobante se deberá indicar, además
del importe total de la operación, que el pago se realizará
en parcialidades y, en su caso, el monto de la parcialidad
que se cubre en ese momento y el monto que por concepto
de impuestos se trasladan en dicha parcialidad. 

Cuando el pago de la contraprestación se haga en parciali -
dades, los contribuyentes deberán expedir un comprobante
por cada una de esas parcialidades, el cual deberá contener
los requisitos previstos en las fracciones I, II, III y IV del
artículo 29-A de este Código, anotando el importe y núme-
ro de la parcialidad que ampara, la forma como se realizó
el pago, el monto de los impuestos trasladados cuando así
proceda y, en su caso, el número y fecha del comprobante
que se hubiese expedido por el valor total de la operación
de que se trate. 

Las personas físicas y morales que cuenten con un certifi-
cado de firma electrónica avanzada vigente, podrán emitir
los comprobantes de las operaciones que realicen median-
te documentos digitales que cuenten con sello digital. 

Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refiere el
párrafo anterior deberán cumplir con las obligaciones si-
guientes: 

I. Incorporar en los comprobantes electrónicos que expidan
los datos establecidos en las fracciones I, III, IV, V, VI y
VII del artículo 29-A de este Código. 

Tratándose de operaciones que se realicen con el público
en general, los comprobantes electrónicos deberán conte-

ner el valor de la operación sin que se haga la separación
expresa entre el valor de la contraprestación pactada y el
monto de los impuestos que se trasladen y reunir los requi-
sitos a que se refieren las fracciones I y III del artículo 29-
A de este Código. 

II. Asignar un número de folio correspondiente a cada
comprobante electrónico que expidan conforme a lo si-
guiente: 

a) Deberán establecer un sistema electrónico de emisión de
folios y proporcionar al Servicio de Administración Tribu-
taria los elementos para integrar dicho sistema. Cuando el
sistema no sea autoverificable deberán comunicar al Servi-
cio de Administración Tributaria periódicamente, de con-
formidad con las reglas de carácter general que al efecto
emita dicho órgano, los elementos para poder verificar el
sistema. 

b) Deberán proporcionar mensualmente, a través de me-
dios electrónicos, al Servicio de Administración Tributaria
la información correspondiente a los folios utilizados en el
mes inmediato anterior a aquel en que se proporcione la in-
formación, de conformidad con las reglas de carácter ge-
neral que al efecto emita dicho órgano. 

III. Proporcionar a sus clientes en documento impreso el
comprobante electrónico cuando así les sea solicitado. Los
contribuyentes deberán conservar en su contabilidad los
comprobantes electrónicos que emitan. El registro en su
contabilidad deberá ser simultáneo al momento de la emi-
sión del comprobante electrónico.

En todo caso, los comprobantes electrónicos deberán cum-
plir con los requisitos que las leyes fiscales establezcan pa-
ra el control de los pagos, ya sea en una sola exhibición o
en parcialidades. 

Los contribuyentes podrán optar por el uso de uno o más
sellos digitales que se utilizarán exclusivamente para la
emisión de los comprobantes mediante documentos digita-
les. El sello digital es el sello electrónico que permite acre-
ditar la autoría de los comprobantes electrónicos que emi-
tan las personas físicas y morales. Los sellos digitales
quedan sujetos a la misma regulación aplicable al uso de
una firma electrónica avanzada. 

Los contribuyentes podrán tramitar la obtención de un cer-
tificado de sello digital para ser utilizado por todos sus es-
tablecimientos, o bien, tramitar la obtención de un certifi-
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cado por cada establecimiento. En este último caso, el Ser-
vicio de Administración Tributaria establecerá los requisi-
tos de control e identificación a que se sujetará el uso del
sello digital. 

Para los efectos de este artículo, se entiende por pago el ac-
to por virtud del cual el deudor cumple o extingue bajo
cualquier título alguna obligación. 

Artículo 29-A. ... 

IX. Tratándose de comprobantes que amparen la enajena-
ción de ganado, la reproducción del hierro de marcar de di-
cho ganado, siempre que se trate de aquél que deba ser
marcado.

Los contribuyentes que realicen operaciones con el públi-
co en general, respecto de dichas operaciones deberán ex-
pedir comprobantes simplificados en los términos que se-
ñale el Reglamento de este Código. Dichos contribuyentes
quedarán liberados de esta obligación cuando las operacio-
nes con el público en general se realicen con un monedero
electrónico que reúna los requisitos de control que para tal
efecto establezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas de carácter general. 

Los contribuyentes que perciban todos sus ingresos me-
diante transferencias electrónicas de fondos o mediante
cheques nominativos para abono en cuenta del contribu-
yente, salvo los percibidos del público en general, podrán
expedir comprobantes que, sin reunir todos los requisitos a
que se refiere este artículo y el artículo 29 de este Código,
permitan identificar el bien o servicio de que se trate, el
precio o la contraprestación pactada y señalar en forma ex-
presa y por separado los impuestos que se trasladan, de-
biendo estar, además, debidamente foliados. 

Artículo 29-C. Las personas que conforme a las disposi-
ciones fiscales estén obligadas a llevar contabilidad y que
efectúen el pago de adquisiciones de bienes, del uso o go-
ce temporal de bienes, o de la prestación de servicios, me-
diante cheque nominativo para abono en cuenta del benefi -
ciario o mediante traspasos de cuenta en instituciones de
crédito o casas de bolsa, podrán optar por considerar como
comprobante fiscal para los efectos de las deducciones o
acreditamientos autorizados en las leyes fiscales, el origi-
nal del estado de cuenta en el que conste el pago realizado,
siempre que se cumpla lo siguiente: 

I. Consignen en el cheque la clave del Registro Federal de
Contribuyentes de la persona a favor de quien se libre el
cheque. Se presume, salvo prueba en contrario, que se
cumplió con este requisito, cuando en el estado de cuenta
que al efecto expida la institución de crédito o casa de bol-
sa se señale dicha clave del beneficiario del cheque. 

II. Cuenten con el documento expedido por el enajenante,
el prestador del servicio o el otorgante del uso o goce tem-
poral de los bienes, que permita identificar el bien o servi-
cio de que se trate y el precio o contraprestación, y siempre
que contengan en forma expresa y por separado los im-
puestos que se trasladan. 

III. Registren en la contabilidad, de conformidad con el Re-
glamento de este Código, la operación que ampare el che-
que librado o el traspaso de cuenta. 

IV. Vinculen la operación registrada en el estado de cuenta
directamente con la adquisición del bien, con el uso o go-
ce, o con la prestación del servicio de que se trate y con la
operación registrada en la contabilidad, en los términos del
artículo 26 del Reglamento de este Código. 

V. Conserven el original del estado de cuenta respectivo,
durante el plazo que establece el artículo 30 de este Có-
digo.

El original del estado de cuenta que al efecto expida la ins-
titución de crédito o casa de bolsa deberá contener la clave
del Registro Federal de Contribuyentes de quien enajene
los bienes, otorgue su uso o goce, o preste el servicio. 

Los contribuyentes que opten por aplicar lo dispuesto en
este artículo, además de los requisitos establecidos en el
mismo, deberán cumplir con los requisitos que en materia
de documentación, cheques y estados de cuenta, establezca
el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas
de carácter general. 

Quienes opten por aplicar lo dispuesto en este artículo, de-
berán permitir a los visitadores, en el ejercicio de sus fa-
cultades de comprobación, consultar a través de medios
electrónicos la información relativa a los estados de cuen-
ta de que se trate, directamente en las instituciones de cré-
dito o casas de bolsa, que hubiesen emitido dichos estados
de cuenta. 

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados834



Lo dispuesto en este artículo no será aplicable tratándose
del pago de bienes, uso o goce, o servicios, por los que se
deban retener impuestos en los términos de las disposicio-
nes fiscales ni en los casos en los que se trasladen impues-
tos distintos al impuesto al valor agregado. Lo dispuesto en
este artículo se aplicará sin perjuicio de las demás obliga-
ciones que en materia de contabilidad deban cumplir los
contribuyentes. 

Ante el incumplimiento de cualesquiera de los requisitos
establecidos en este artículo, el estado de cuenta no será
considerado como comprobante fiscal para los efectos de
las deducciones o acreditamientos autorizados en las leyes
fiscales. 

Artículo 30. ... 

La documentación a que se refiere el párrafo anterior de es-
te artículo y la contabilidad, deberán conservarse durante
un plazo de cinco años, contado a partir de la fecha en la
que se presentaron o debieron haberse presentado las de-
claraciones con ellas relacionadas. Tratándose de la conta-
bilidad y de la documentación correspondiente a actos cu-
yos efectos fiscales se prolonguen en el tiempo, el plazo de
referencia comenzará a computarse a partir del día en el
que se presente la declaración fiscal del último ejercicio en
que se hayan producido dichos efectos. Cuando se trate de
la documentación correspondiente a aquellos conceptos
respecto de los cuales se hubiera promovido algún recurso
o juicio, el plazo para conservarla se computará a partir de
la fecha en la que quede firme la resolución que les ponga
fin. Tratándose de las actas constitutivas de las personas
morales, de los contratos de asociación en participación, de
las actas en las que se haga constar el aumento o la dismi-
nución del capital social, la fusión o la escisión de socie-
dades, de las constancias que emitan o reciban las personas
morales en los términos de la Ley del Impuesto sobre la
Renta al distribuir dividendos o utilidades, de la informa-
ción necesaria para determinar los ajustes a que se refieren
los artículos 24 y 25 de la ley citada, así como de las de-
claraciones de pagos provisionales y del ejercicio, de las
contribuciones federales, dicha documentación deberá con-
servarse por todo el tiempo en el que subsista la sociedad o
contrato de que se trate. 

Los documentos con firma electrónica avanzada o sello di-
gital, deberán conservarse en los términos que establezca el
Reglamento de este Código. 

Las personas que dictaminen sus estados financieros por
contador público autorizado en los términos del artículo 52
de este Código, podrán microfilmar o grabar en discos óp-
ticos o en cualquier otro medio que autorice el Servicio de
Administración Tributaria, mediante reglas de carácter ge-
neral, la parte de su contabilidad que señale el reglamento,
en cuyo caso, los microfilms, discos ópticos y cualquier
otro medio que autorice dicho Servicio, mediante reglas de
carácter general tendrán el mismo valor que los originales,
siempre que cumplan con los requisitos que al respecto es-
tablezca el citado Reglamento; tratándose de personas mo-
rales, el presidente del consejo de administración o en su
defecto la persona física que la dirija, serán directamente
responsables de su cumplimiento. Asimismo, el propio
Servicio de Administración Tributaria podrá autorizar me-
diante disposiciones de carácter general procedimientos
que faciliten a los contribuyentes el cumplimiento de las
obligaciones a que se refiere este artículo. 

... 

Los contribuyentes con establecimientos, sucursales, loca-
les, puestos fijos o semifijos en la vía pública, deberán te-
ner a disposición de las autoridades fiscales en dichos lu-
gares y, en su caso, en el lugar en donde almacenen las
mercancías, su cédula de identificación fiscal expedida por
el Servicio de Administración Tributaria o la solicitud de
inscripción en el registro federal de contribuyentes o co-
pia certificada de cualesquiera de dichos documentos, así
como los comprobantes que amparen la legal posesión o
propiedad de las mercancías que tengan en esos lugares. 

... 

Artículo 31. Las personas deberán presentar las solicitudes
en materia de registro federal de contribuyentes, declara-
ciones avisos o informes, en documentos digitales con fir-
ma electrónica avanzada a través de los medios y formatos
electrónicos que señale el Servicio de Administración Tri-
butaria mediante reglas de carácter general, enviándolos a
las autoridades correspondientes o a las oficinas autoriza-
das, según sea el caso, debiendo cumplir los requisitos que
se establezcan en dichas reglas para tal efecto y, en su ca-
so, pagar mediante transferencia electrónica de fondos.
Cuando las disposiciones fiscales establezcan que se acom-
pañe un documento distinto a escrituras o poderes notaria-
les, y éste no sea digitalizado, la solicitud o el aviso se po-
drá presentar en medios impresos. 
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Los contribuyentes podrán cumplir con la obligación a que
se refiere el párrafo anterior, en las oficinas de asistencia al
contribuyente del Servicio de Administración Tributaria,
proporcionando la información necesaria a fin de que sea
enviada por medios electrónicos a las direcciones electró-
nicas correspondientes y, en su caso, ordenando la transfe-
rencia electrónica de fondos. 

Los contribuyentes personas físicas que realicen activida-
des empresariales y que en el ejercicio inmediato anterior
hubiesen obtenido ingresos inferiores a $1,500,000.00, así
como las personas físicas que no realicen actividades em-
presariales y que hubiesen obtenido en dicho ejercicio in-
gresos inferiores a $300,000.00, en lugar de presentar las
solicitudes, declaraciones, avisos, informes o documentos,
en los términos del párrafo primero de este artículo podrán
presentarlos en las oficinas autorizadas que al efecto seña-
le el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas
de carácter general. Los contribuyentes mencionados debe-
rán utilizar para la presentación de sus declaraciones una
tarjeta electrónica, la cual sustituirá a la firma electrónica
avanzada. Estos contribuyentes también podrán acudir a
las oficinas de asistencia al contribuyente a que se refiere
el párrafo anterior, cuando se trate del cumplimiento de
obligaciones que no impliquen el pago de contribuciones u
opten por realizar el pago mediante transferencia electróni-
ca. Los datos de identificación de los contribuyentes se
proporcionarán mediante la tarjeta electrónica que distribu-
ya el Servicio de Administración Tributaria. Cuando se
ejerza la opción prevista en este párrafo, no se aplicará la
limitante establecida en el último párrafo del articulo 6o.
de este Código. Los contribuyentes a que se refiere este pá-
rrafo, podrán optar por presentar las solicitudes, declara-
ciones, avisos, informes o documentos, conforme al primer
párrafo de este artículo. 

Para los efectos del párrafo anterior, el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, mediante reglas de carácter general,
podrá autorizar a las organizaciones que agrupen a los con-
tribuyentes para que a nombre de dichos contribuyentes
presenten las declaraciones, avisos, solicitudes y demás
documentos que exijan las disposiciones fiscales. 

Cuando las personas deban entregar constancias, así como
cuando los contribuyentes a que se refiere el tercer párrafo
de este artículo deban presentar ante las autoridades fisca-
les solicitudes, declaraciones, avisos o informes en docu-
mentos no digitales, de conformidad con las reglas genera-
les que al efecto emita el Servicio de Administración

Tributaria, lo harán utilizando las formas y en las oficinas
que al efecto autorice dicho organismo. 

En los casos en que las formas para la presentación de las
declaraciones y expedición de constancias, que prevengan
las disposiciones fiscales, no hubieran sido aprobadas y
publicadas en el Diario Oficial de la Federación por las au-
toridades fiscales a más tardar un mes antes de la fecha en
que el contribuyente esté obligado a utilizarlas, los obliga-
dos a presentarlas deberán utilizar las últimas formas pu-
blicadas por la citada dependencia y, si no existiera forma
publicada, las formularán en escrito que contenga su nom-
bre, denominación o razón social, domicilio y clave del Re-
gistro Federal de Contribuyentes, así como el ejercicio y
los datos relativos a la obligación que pretendan cumplir;
en el caso de que se trate de la obligación de pago, se de-
berá señalar además el monto del mismo. 

Los formatos electrónicos a que se refiere el primer párra-
fo de este artículo, se darán a conocer en la página electró-
nica del Servicio de Administración Tributaria. 

Los contribuyentes que tengan obligación de presentar de-
claraciones periódicas de conformidad con las leyes fisca-
les respectivas, continuarán haciéndolo en tanto no presen-
ten los avisos que correspondan para los efectos del
registro federal de contribuyentes. Tratándose de las decla-
raciones de pago provisional o mensual, los contribuyentes
deberán presentar dichas declaraciones siempre que haya
cantidad a pagar, saldo a favor o cuando no resulte canti-
dad a pagar con motivo de la aplicación de créditos, com-
pensaciones o estímulos. Cuando no exista impuesto a pa-
gar ni saldo a favor por alguna de las obligaciones que
deban cumplir, en declaraciones normales o complementa-
rias, los contribuyentes deberán informar a las autoridades
fiscales las razones por las cuales no se realiza el pago. En
el Reglamento de este Código se podrán establecer reglas
para liberar, total o parcialmente, a los contribuyentes a que
se refiere el tercer párrafo de este artículo del cumplimien-
to de esta última obligación. 

Los representantes, sea cual fuere el nombre con que se les
designe, de personas no residentes en el país, con cuya in-
tervención éstas efectúen actividades por las que deban pa-
garse contribuciones, están obligados a formular y presen-
tar a nombre de sus representadas, las declaraciones, avisos
y demás documentos que señalen las disposiciones fisca-
les, en los términos del párrafo primero de este artículo. 
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Los contribuyentes a que se refiere el tercer párrafo de es-
te artículo, podrán enviar las solicitudes, declaraciones,
avisos, informes, constancias o documentos, que exijan las
disposiciones fiscales, por medio del servicio postal en pie-
za certificada en los casos en que el propio Servicio de Ad-
ministración Tributaria lo autorice, conforme a las reglas
generales que al efecto expida; en este último caso se ten-
drá como fecha de presentación la del día en el que se ha-
ga la entrega a las oficinas de correos. 

En las oficinas a que se refiere este artículo, se recibirán las
declaraciones, avisos, solicitudes y demás documentos tal
y como se exhiban, sin hacer observaciones ni objeciones.
Únicamente se podrá rechazar la presentación cuando de-
ban presentarse a través de medios electrónicos o cuando
no contengan el nombre, denominación o razón social del
contribuyente, su clave de registro federal de contribuyen-
tes, su domicilio fiscal o no contengan firma o tratándose
de declaraciones, éstas contengan errores aritméticos. En
este último caso, las oficinas podrán cobrar las contribu-
ciones que resulten de corregir los errores aritméticos y sus
accesorios. 

Cuando por diferentes contribuciones se deba presentar
una misma declaración o aviso y se omita hacerlo por al-
guna de ellas, se tendrá por no presentada la declaración o
aviso por la contribución omitida. 

Las personas obligadas a presentar solicitud de inscripción
o avisos en los términos de las disposiciones fiscales, po-
drán presentar su solicitud o avisos complementarios, com-
pletando o sustituyendo los datos de la solicitud o aviso
original, siempre que los mismos se presenten dentro de los
plazos previstos en las disposiciones fiscales. 

Cuando las disposiciones fiscales no señalen plazo para la
presentación de declaraciones, se tendrá por establecido el
de quince días siguientes a la realización del hecho de que
se trate. 

El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas
de carácter general, podrá facilitar la recepción de pagos de
impuestos mediante la autorización de instrucciones antici-
padas de pagos. 

A petición del contribuyente, el Servicio de Administra-
ción Tributaria emitirá una constancia en la que se señalen
las declaraciones presentadas por el citado contribuyente
en el ejercicio de que se trate y la fecha de presentación de
las mismas. Dicha constancia únicamente tendrá carácter

informativo y en ella no se prejuzgará sobre el correcto
cumplimiento de las obligaciones a su cargo. Para ello, el
Servicio de Administración Tributaria contará con un pla-
zo de 20 días contados a partir de que sea enviada la soli-
citud correspondiente en documento digital con firma elec-
trónica avanzada, a la dirección electrónica que señale el
citado Servicio mediante reglas de carácter general y siem-
pre que se hubieran pagado los derechos que al efecto se
establezcan en la ley de la materia. 

Artículo 32. Las declaraciones que presenten los contribu-
yentes serán definitivas y sólo se podrán modificar por el
propio contribuyente hasta en tres ocasiones, siempre que
no se haya iniciado el ejercicio de las facultades de com-
probación. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el contribu-
yente podrá modificar en más de tres ocasiones las decla-
raciones correspondientes, aún cuando se hayan iniciado
las facultades de comprobación, en los siguientes casos: 

... 

Artículo 32-A. ... 

Los contribuyentes a que se refiere este artículo deberán
presentar dentro de los plazos autorizados el dictamen for-
mulado por contador público registrado, incluyendo la in-
formación y documentación, de acuerdo con lo dispuesto
en el Reglamento de este Código, dentro de los primeros
10 días del mes de junio del año inmediato posterior a la
terminación del ejercicio fiscal de que se trate. 

El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas
de carácter general, podrá señalar períodos para la presen-
tación del dictamen por grupos de contribuyentes, toman-
do en consideración el número del registro otorgado por las
autoridades al contador público que realice el dictamen co-
rrespondiente. 

En el caso de que en el dictamen se determinen diferencias
de impuestos a pagar, estas deberán enterarse mediante de-
claración complementaria en las oficinas autorizadas a más
tardar en la fecha en que se presente el dictamen. 

Los contribuyentes personas morales que dictaminen sus
estados financieros por contador público registrado, podrán
optar por efectuar sus pagos mensuales definitivos y aque-
llos que tengan el carácter de provisionales, considerando
para ello el período comprendido del día 28 de un mes al
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día 27 del inmediato siguiente, salvo tratándose de los me-
ses de diciembre y enero, en cuyo caso, el pago abarcará
del 26 de noviembre al 31 de diciembre del mismo año, y
del 1o. de enero al 27 del mismo mes y año, respectiva-
mente. Quienes ejerzan esta opción la deberán aplicar por
años de calendario completos y por un período no menor
de 5 años. 

Artículo 32-B. ... 

III. ... 

Cuando las instituciones de crédito realicen cobros a los
contribuyentes por los servicios que les proporcionen para
la presentación de las declaraciones en los términos esta-
blecidos en el artículo 31 de este Código, la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público no deberá efectuar la retribu-
ción a que se refiere el párrafo anterior. 

IV. Proporcionar, en los términos de la Ley de Instituciones
de Crédito y por conducto de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, la información de los depósitos, servi-
cios, fideicomisos o cualquier tipo de operaciones, que so-
liciten las autoridades fiscales a través del mismo
conducto. 

... 

VI. (Se deroga) 

VII. Expedir los estados de cuenta a que se refiere el artí -
culo 29-C de este Código, con los requisitos que al efecto
emita el Servicio de Administración Tributaria mediante
reglas de carácter general.

Artículo 32-D. La Administración Pública Federal, Cen-
tralizada y Paraestatal, así como la Procuraduría General
de la República, en ningún caso contratarán adquisiciones,
arrendamientos, servicios u obra pública, con los contribu-
yentes que no se encuentren al corriente en el cumplimien-
to de sus obligaciones fiscales, de conformidad con las dis-
posiciones de este Código y las leyes tributarias, salvo que
dichos contribuyentes celebren convenio con las autorida-
des fiscales para cubrir a plazos, ya sea con pago diferido
o en parcialidades, los adeudos fiscales que tengan a su
cargo, con los recursos que obtengan por la enajenación,
arrendamiento, servicios u obra pública que se pretendan
contratar. Para estos efectos, en el convenio se establecerá
que las dependencias antes citadas retengan una parte de la

contraprestación para ser enterada al fisco federal para el
pago de los adeudos correspondientes. 

Igual obligación tendrán las entidades federativas cuando
realicen dichas contrataciones con cargo total o parcial a
fondos federales. 

Artículo 32-E. Las casas de bolsa deberán expedir los es-
tados de cuenta a que se refiere el artículo 29-C de este Có-
digo, con los requisitos que al efecto emita el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas de carácter ge-
neral. 

Artículo 33. ... 

I. ... 

b) Mantener oficinas en diversos lugares del territorio na-
cional que se ocuparán de orientar y auxiliar a los contri -
buyentes en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales,
incluso las que se realicen a través de medios electrónicos,
poniendo a su disposición el equipo para ello. 

c) Elaborar los formularios de declaración de manera que
puedan ser llenados fácilmente por los contribuyentes y
distribuirlos o difundirlos con oportunidad, así como infor-
mar de las fechas y de los lugares de presentación de los
que se consideren de mayor importancia. 

... 

g) Publicar anualmente las resoluciones dictadas por las
autoridades fiscales que establezcan disposiciones de ca-
rácter general agrupándolas de manera que faciliten su co-
nocimiento por parte de los contribuyentes; se podrán pu-
blicar aisladamente aquellas disposiciones cuyos efectos se
limitan a períodos inferiores a un año. Las resoluciones que
se emitan conforme a este inciso y que se refieran a sujeto,
objeto, base, tasa o tarifa, no generarán obligaciones o car-
gas adicionales a las establecidas en las propias leyes fis-
cales.

... 

Los servicios de asistencia al contribuyente a que se refie-
re esta fracción, también deberán difundirse a través de la
página electrónica que al efecto establezca el Servicio de
Administración Tributaria. En dicha página también se da-
rán a conocer la totalidad de los trámites fiscales y aduane-
ros. 
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Artículo 34. ... 

Las autoridades fiscales no resolverán las consultas efec-
tuadas por los particulares cuando las mismas versen sobre
la interpretación o aplicación directa de la Constitución o
de una jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la
Federación. En estos casos, no procederá la negativa ficta
a que se refiere el primer párrafo del artículo 37 de este Có-
digo. 

... 

El Servicio de Administración Tributaria publicará men-
sualmente un extracto de las principales resoluciones favo-
rables a los contribuyentes a que se refiere este artículo, de-
biendo cumplir con lo dispuesto en el artículo 69 de este
Código. 

Artículo 34-A. Las autoridades fiscales podrán resolver las
consultas que formulen los interesados relativas a la meto-
dología utilizada en la determinación de los precios o mon-
tos de las contraprestaciones, en operaciones con partes re-
lacionadas, en los términos del artículo 215 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, siempre que el contribuyente pre-
sente la información, datos y documentación, necesarios
para la emisión de la resolución correspondiente. Estas re-
soluciones podrán derivar de un acuerdo con las autorida-
des competentes de un país con el que se tenga un tratado
para evitar la doble tributación. 

... 

Artículo 38. Los actos administrativos que se deban noti-
ficar deberán tener, por lo menos, los siguientes requisitos: 

I. Constar por escrito en documento impreso o digital. 

Tratándose de actos administrativos que consten en docu-
mentos digitales y deban ser notificados personalmente,
deberán transmitirse codificados a los destinatarios. 

II. Señalar la autoridad que lo emite. 

III. Estar fundado, motivado y expresar la resolución, ob-
jeto o propósito de que se trate. 

IV. Ostentar la firma del funcionario competente y, en su
caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya
dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que

va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan
su identificación. En el caso de resoluciones administrati-
vas que consten en documentos digitales, deberán contener
la firma electrónica avanzada del funcionario competente,
la que tendrá el mismo valor que la firma autógrafa.

Si se trata de resoluciones administrativas que determinen
la responsabilidad solidaria se señalará, además, la causa
legal de la responsabilidad. 

Artículo 41-A. Las autoridades fiscales podrán solicitar a
los contribuyentes, responsables solidarios o terceros, da-
tos, informes o documentos adicionales, que consideren
necesarios para aclarar la información asentada en las de-
claraciones de pago provisional, del ejercicio y comple-
mentarias, así como en los avisos de compensación corres-
pondientes, siempre que se soliciten en un plazo no mayor
de tres meses siguientes a la presentación de las citadas de-
claraciones y avisos. Las personas antes mencionadas de-
berán proporcionar la información solicitada dentro de los
quince días siguientes a la fecha en la que surta efectos la
notificación de la solicitud correspondiente. 

... 

Artículo 42. ... 

V. Practicar visitas domiciliarias a los contribuyentes, a fin
de verificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales en
materia de la expedición de comprobantes fiscales y de la
presentación de solicitudes o avisos en materia del registro
federal de contribuyentes, así como para solicitar la exhi-
bición de los comprobantes que amparen la legal propiedad
o posesión de las mercancías, y verificar que los envases o
recipientes que contengan bebidas alcohólicas cuenten con
el marbete o precinto correspondiente o, en su caso, que los
envases que contenían dichas bebidas hayan sido destrui-
dos, de conformidad con el procedimiento previsto en el
artículo 49 de este Código.

... 

Artículo 43. ... 

III. Tratándose de las visitas domiciliarias a que se refiere
el artículo 44 de este Código, las órdenes de visita deberán
contener impreso el nombre del visitado.

... 
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Artículo 44. ... 

II. ... 

En este caso, los visitadores al citar al visitado o a su re-
presentante, podrán hacer una relación de los sistemas, li-
bros, registros y demás documentación que integren la con-
tabilidad. Si el contribuyente presenta aviso de cambio de
domicilio después de recibido el citatorio, la visita podrá
llevarse a cabo en el nuevo domicilio manifestado por el
contribuyente y en el anterior, cuando el visitado conserve
el local de éste, sin que para ello se requiera nueva orden o
ampliación de la orden de visita, haciendo constar tales he-
chos en el acta que levanten, salvo que en el domicilio an-
terior se verifique alguno de los supuestos establecidos en
el artículo 10 de este Código, caso en el cual la visita se
continuará en el domicilio anterior.

... 

Artículo 46. ... 

IV. ... 

Tratándose de visitas relacionadas con el ejercicio de las
facultades a que se refieren los artículos 215 y 216 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, deberán transcurrir cuan-
do menos tres meses entre la fecha de la última acta parcial
y el acta final. Este plazo podrá ampliarse por una sola vez
por un plazo de dos meses a solicitud del contribuyente.

... 

Concluida la visita en el domicilio fiscal, para iniciar otra
a la misma persona, se requerirá nueva orden, inclusive
cuando las facultades de comprobación sean para el mismo
ejercicio y por las mismas contribuciones o aprovecha-
mientos. 

Artículo 46-A. Las autoridades fiscales deberán concluir
la visita que se desarrolle en el domicilio fiscal de los con-
tribuyentes o la revisión de la contabilidad de los mismos
que se efectúe en las oficinas de las propias autoridades,
dentro de un plazo máximo de seis meses contados a partir
de que se le notifique a los contribuyentes el inicio de las
facultades de comprobación, salvo tratándose de: 

I. Contribuyentes que integran el sistema financiero, así co-
mo de aquéllos que consoliden para efectos fiscales de con-

formidad con el Título II, Capítulo VI de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta. En estos casos, el plazo será de un
año contado a partir de la fecha en la que se le notifique a
los contribuyentes el inicio de las facultades de comproba-
ción. 

II. Contribuyentes respecto de los cuales la autoridad fiscal
o aduanera solicite información a autoridades fiscales o
aduaneras de otro país o esté ejerciendo sus facultades pa-
ra verificar el cumplimiento de las obligaciones estableci-
das en los artículos 86, fracción XII, 215 y 216 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta o cuando la autoridad aduane-
ra esté llevando a cabo la verificación de origen a exporta-
dores o productores de otros países de conformidad con los
tratados internacionales celebrados por México. En estos
casos, el plazo será de cinco años contados a partir de la fe-
cha en la que se le notifique a los contribuyentes el inicio
de las facultades de comprobación.

Los plazos señalados en el primer párrafo y en la fracción
I, de este artículo, podrá ampliarse por períodos iguales
hasta por dos ocasiones, siempre que el oficio mediante el
cual se notifique la prórroga correspondiente haya sido ex-
pedido, en la primera ocasión por la autoridad o autorida-
des fiscales que ordenaron la visita o la revisión y, en la se-
gunda, por el superior jerárquico de la autoridad o
autoridades fiscales que ordenaron la citada visita o revi-
sión, salvo cuando el contribuyente durante el desarrollo de
la visita domiciliaria o de la revisión de la contabilidad,
cambie de domicilio fiscal, supuesto en el que serán las au-
toridades fiscales que correspondan a su nuevo domicilio
las que expedirán, en su caso, los oficios de las prórrogas
correspondientes. En su caso, dicho plazo se entenderá pro-
rrogado hasta que transcurra el término a que se refiere el
segundo párrafo de la fracción IV del artículo 46 de este
Código. 

... 

Artículo 47. Las autoridades fiscales deberán concluir an-
ticipadamente las visitas en los domicilios fiscales que ha-
yan ordenado, cuando el visitado se encuentre obligado a
dictaminar sus estados financieros por contador público
autorizado o cuando el contribuyente hubiere presentado,
dentro del plazo a que se refiere el párrafo quinto del artí -
culo 32-A de este Código, aviso ante el Servicio de Admi-
nistración Tributaria manifestando su deseo de optar por
presentar sus estados financieros dictaminados por conta-
dor público autorizado y siempre que dicho aviso haya sur-
tido efectos de conformidad con el Reglamento de este
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Código. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable
cuando a juicio de las autoridades fiscales la información
proporcionada en los términos del artículo 52-A de este
Código, no sea suficiente para conocer la situación fiscal
del contribuyente ni cuando en el dictamen exista absten-
ción de opinión, opinión negativa o salvedades. 

... 

Artículo 48. ... 

VI. El oficio de observaciones a que se refiere la fracción
IV de este artículo se notificará cumpliendo con lo señala-
do en la fracción I de este artículo y en el lugar especifica-
do en esta última fracción citada. El contribuyente o el res-
ponsable solidario, contará con un plazo de veinte días,
contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la
notificación del oficio de observaciones, para presentar los
documentos, libros o registros que desvirtúen los hechos u
omisiones asentados en el mismo, así como para optar por
corregir su situación fiscal. Cuando se trate de más de un
ejercicio revisado o cuando la revisión abarque además de
uno o varios ejercicios revisados, fracciones de otro ejerci-
cio, se ampliará el plazo por quince días más, siempre que
el contribuyente presente aviso dentro del plazo inicial de
veinte días. 

... 

El plazo que se señala en el primero y segundo párrafos de
esta fracción es independiente del que se establece en el ar-
tículo 46-A de este Código. 

VII. Tratándose de la revisión a que se refiere la fracción
IV de este artículo, cuando ésta se relacione con el ejerci-
cio de las facultades a que se refieren los artículos 215 y
216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el plazo a que
se refiere la fracción anterior, será de tres meses, pudiendo
ampliarse por una sola vez por un plazo de dos meses a so-
licitud del contribuyente. 

... 

IX. Cuando el contribuyente no corrija totalmente su situa-
ción fiscal conforme al oficio de observaciones o no des-
virtúe los hechos u omisiones consignados en dicho docu-
mento, se emitirá la resolución que determine las
contribuciones o aprovechamientos omitidos, la cual se no-

tificará al contribuyente cumpliendo con lo señalado en la
fracción I de este artículo y en el lugar especificado en di-
cha fracción.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, se con-
sidera como parte de la documentación o información que
pueden solicitar las autoridades fiscales, la relativa a las
cuentas bancarias del contribuyente. 

Artículo 49. ... 

VI. Si con motivo de la visita domiciliaria a que se refiere
este artículo, las autoridades conocieron incumplimientos a
las disposiciones fiscales, se procederá a la formulación de
la resolución correspondiente. Previamente se deberá con-
ceder al contribuyente un plazo de tres días hábiles para
desvirtuar la comisión de la infracción presentando las
pruebas y formulando los alegatos correspondientes. Si se
observa que el visitado no se encuentra inscrito en dicho
registro, la autoridad requerirá los datos necesarios para su
inscripción, sin perjuicio de las sanciones y demás conse-
cuencias legales derivadas de dicha omisión.

Artículo 50. ... 

Segundo párrafo (Se deroga) 

... 

Siempre se podrá volver a determinar contribuciones o
aprovechamientos omitidos correspondientes al mismo
ejercicio, cuando se comprueben hechos diferentes. 

Artículo 51. Las autoridades fiscales que al ejercer las fa-
cultades de comprobación a que se refiere el artículo 48 de
este Código, conozcan de hechos u omisiones que entrañen
incumplimiento de las disposiciones fiscales, determinarán
las contribuciones o aprovechamientos omitidos mediante
resolución. En dicha resolución deberán señalarse los pla-
zos en que la misma puede ser impugnada en el recurso ad-
ministrativo y en el juicio contencioso administrativo. 

... 

Artículo 52. ... 

I. ... 

a) ... 
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Las personas a que se refiere el párrafo anterior, también
deberán contar con certificación expedida por la agrupa-
ción profesional autorizada para ello y con experiencia mí-
nima de tres años participando en la elaboración de dictá-
menes fiscales, de conformidad con el Reglamento de este
Código. 

... 

IV. Que el dictamen se presente a través de los medios elec-
trónicos de conformidad con las reglas de carácter general
que al efecto emita el Servicio de Administración Tributa-
ria.

... 

Los contribuyentes que dictaminen sus estados financieros
por contador público registrado, podrán optar por presentar
su declaración del ejercicio en el formato simplificado que
al efecto establezca el Servicio de Administración Tributa-
ria. 

Artículo 52-A. Cuando las autoridades fiscales en el ejer-
cicio de sus facultades de comprobación revisen el dicta-
men y demás información a que se refiere este artículo y el
Reglamento de este Código, estarán a lo siguiente: 

I. Primeramente se requerirá al contador público que haya
formulado el dictamen lo siguiente: 

a) Cualquier información que conforme a este Código y a
su Reglamento debiera estar incluida en los estados finan-
cieros dictaminados para efectos fiscales. 

b) La exhibición de los papeles de trabajo elaborados con
motivo de la auditoría practicada, los cuales, en todo caso,
se entiende que son propiedad del contador público. 

c) La información que se considere pertinente para cercio-
rarse del cumplimiento de las obligaciones fiscales del con-
tribuyente. 

La autoridad fiscal podrá requerir la información directa-
mente al contribuyente cuando el dictamen se haya presen-
tado con abstención de opinión, opinión negativa o con sal-
vedades, que tengan implicaciones fiscales. 

La información, exhibición de documentos y papeles de
trabajo, a que se refiere esta fracción, se solicitará al con-

tador público por escrito, debiendo notificar copia de la
misma al contribuyente. 

II. Habiéndose requerido al contador público que haya for-
mulado el dictamen la información y los documentos a que
se refiere la fracción anterior, después de haberlos recibido
o si éstos no fueran suficientes a juicio de las autoridades
fiscales para observar la situación fiscal del contribuyente
o si éstos no se presentaron en tiempo, dichas autoridades
podrá requerir directamente al contribuyente la informa-
ción y documentos a que se refiere el inciso c) de la frac-
ción anterior; dicho requerimiento se hará por escrito, de-
biendo notificar copia de la misma al contador público. 

III. Las autoridades fiscales podrán, en cualquier tiempo,
solicitar a los terceros relacionados con el contribuyente o
responsables solidarios, la información y documentación
para verificar si son ciertos los datos consignados en el dic-
tamen y en los demás documentos, en cuyo caso, la solici-
tud respectiva se hará por escrito, notificando copia de la
misma al contribuyente. 

IV. Si una vez cumplido el orden establecido en las frac-
ciones que anteceden, a juicio de las autoridades fiscales
no fuera suficiente la información y documentación para
observar la situación fiscal del contribuyente, se podrá
practicar visita domiciliaria en los términos de este Có-
digo.

La visita domiciliaria o el requerimiento de información
que se realice a un contribuyente que dictamine sus estados
financieros en los términos de este Código, cuyo único pro-
pósito sea el obtener información relacionada con un terce-
ro no se considerará revisión de dictamen y respecto de ella
no se aplicará el orden establecido en este artículo. 

Tratándose de pagos provisionales o mensuales, sólo se
aplicará el orden establecido en este artículo respecto de
aquéllos comprendidos en los períodos por los cuales ya se
hubiera presentado el dictamen. 

Artículo 53-A. Cuando las autoridades fiscales revisen el
dictamen y demás información a que se refiere el artículo
52 de este Código, y soliciten al contador público registra-
do que lo hubiera formulado información o documenta-
ción, la misma se deberá presentar en los siguientes plazos: 

I. Seis días, tratándose de papeles de trabajo elaborados
con motivo del dictamen realizado. Cuando el contador
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público registrado tenga su domicilio fuera de la localidad
en que se ubica la autoridad solicitante, el plazo será de
quince días. 

II. Quince días, tratándose de otra documentación o infor-
mación relacionada con el dictamen, que esté en poder del
contribuyente.

Artículo 55. Las autoridades fiscales podrán determinar
presuntivamente la utilidad fiscal de los contribuyentes, o
el remanente distribuible de las personas que tributan con-
forme al Título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta,
sus ingresos y el valor de los actos, actividades o activos,
por los que deban pagar contribuciones, cuando: 

... 

V. No se tengan en operación las máquinas registradoras de
comprobación fiscal o bien, los equipos y sistemas electró-
nicos de registro fiscal que hubieran autorizado las autori-
dades fiscales, los destruyan, alteren o impidan darles el
propósito para el que fueron instalados. 

... 

Artículo 56. Para los efectos de la determinación presunti-
va a que se refiere el artículo anterior, las autoridades fis-
cales calcularán los ingresos brutos de los contribuyentes,
el valor de los actos, actividades o activos sobre los que
proceda el pago de contribuciones, para el ejercicio de que
se trate, indistintamente con cualquiera de los siguientes
procedimientos: 

... 

Artículo 59. ... 

VII. (Se deroga)

... 

Artículo 62. Para comprobar los ingresos, así como el va-
lor de los actos o actividades de los contribuyentes, las au-
toridades fiscales presumirán, salvo prueba en contrario,
que la información o documentos de terceros relacionados
con el contribuyente, corresponden a operaciones realiza-
das por éste, cuando: 

... 

Artículo 66. ... 

I. ...

Octavo párrafo (Se deroga) 

Noveno párrafo (Se deroga) 

Décimo párrafo (Se deroga) 

Décimo primer párrafo (Se deroga) 

Décimo segundo párrafo (Se deroga) 

... 

No procederá la autorización a que se refiere este artículo
tratándose de: 

a) Contribuciones retenidas, trasladadas o recaudadas. 

b) Contribuciones y aprovechamientos que se causen con
motivo de la importación y exportación de bienes o servi-
cios. 

c) Contribuciones que debieron pagarse en el año calenda-
rio en curso, o en los seis meses anteriores al mes en el que
se solicite la autorización, excepto en los casos de aporta-
ciones de seguridad social. 

... 

La autoridad fiscal podrá determinar y cobrar el saldo in-
soluto de las diferencias que resulten por la presentación de
declaraciones, en las cuales, sin tener derecho al pago en
parcialidades, los contribuyentes hagan uso en forma inde-
bida de dicho pago en parcialidades, entendiéndose como
uso indebido cuando se solicite cubrir las contribuciones y
aprovechamientos que se causen con motivo de la importa-
ción y exportación de bienes o servicios, contribuciones
que se causaron en el año de calendario en curso o en los
seis meses anteriores al en que se solicite la autorización,
cuando se trate de contribuciones retenidas, trasladadas o
recaudadas, así como cuando, procediendo el pago en par-
cialidades, no se otorgue la autorización correspondiente. 

Artículo 67. Las facultades de las autoridades fiscales pa-
ra determinar las contribuciones o aprovechamientos omi-
tidos y sus accesorios, así como para imponer sanciones
por infracciones a las disposiciones fiscales, se extinguen
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en el plazo de cinco años contados a partir del día siguien-
te a aquél en que: 

I. Se presentó la declaración del ejercicio, cuando se tenga
obligación de hacerlo. Tratándose de contribuciones que se
causen por períodos mensuales, el plazo se computará a
partir de la fecha en que debió haberse presentado la infor-
mación que sobre estos impuestos se solicite en la declara-
ción del ejercicio del impuesto sobre la renta. En estos ca-
sos las facultades se extinguirán por años de calendario
completos, incluyendo aquellas facultades relacionadas
con la exigibilidad de obligaciones distintas de la de pre-
sentar la declaración del ejercicio. No obstante lo anterior,
cuando se presenten declaraciones complementarias el pla-
zo empezará a computarse a partir del día siguiente a aquél
en que se presentan, por lo que hace a los conceptos modi-
ficados en relación a la última declaración de esa misma
contribución en el ejercicio. 

... 

IV. Se levante el acta de incumplimiento de la obligación
garantizada, en un plazo que no excederá de cuatro meses,
contados a partir del día siguiente al de la exigibilidad de
las fianzas a favor de la Federación constituidas para ga-
rantizar el interés fiscal, la cual será notificada a la afian-
zadora.

El plazo a que se refiere este artículo será de diez años,
cuando el contribuyente no haya presentado su solicitud en
el Registro Federal de Contribuyentes, no lleve contabili-
dad o no la conserve durante el plazo que establece este
Código, así como por los ejercicios en que no presente al-
guna declaración del ejercicio, estando obligado a presen-
tarlas, o no se presente en la declaración del impuesto so-
bre la renta la información que respecto del impuesto al
valor agregado o del impuesto especial sobre producción y
servicios se solicite en dicha declaración; en este último
caso, el plazo de diez años se computará a partir del día si-
guiente a aquél en el que se debió haber presentado la de-
claración señalada. En los casos en los que posteriormente
el contribuyente en forma espontánea presente la declara-
ción omitida y cuando ésta no sea requerida, el plazo será
de cinco años, sin que en ningún caso este plazo de cinco
años, sumado al tiempo transcurrido entre la fecha en la
que debió presentarse la declaración omitida y la fecha en
la que se presentó espontáneamente, exceda de diez años.

Para los efectos de este artículo las declaraciones del ejer-
cicio no comprenden las de pagos provisionales. 

... 

El plazo señalado en este artículo no está sujeto a interrup-
ción y sólo se suspenderá cuando se ejerzan las facultades
de comprobación de las autoridades fiscales a que se refie-
ren las fracciones II, III y IV del artículo 42 de este Códi-
go; cuando se interponga algún recurso administrativo o
juicio; o cuando las autoridades fiscales no puedan iniciar
el ejercicio de sus facultades de comprobación en virtud de
que el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fis-
cal sin haber presentado el aviso de cambio correspondien-
te o cuando hubiere señalado de manera incorrecta su do-
micilio fiscal. En estos dos últimos casos, se reiniciará el
cómputo del plazo de caducidad a partir de la fecha en la
que se localice al contribuyente. Asimismo, el plazo a que
hace referencia este artículo se suspenderá en los casos de
huelga, a partir de que se suspenda temporalmente el tra-
bajo y hasta que termine la huelga y en el de fallecimiento
del contribuyente, hasta en tanto se designe al representan-
te legal de la sucesión. Igualmente se suspenderá el plazo a
que se refiere este artículo, respecto de la sociedad que te-
niendo el carácter de controladora consolide su resultado
fiscal en los términos de lo dispuesto por la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, cuando las autoridades fiscales ejer-
zan sus facultades de comprobación respecto de alguna de
las sociedades que tengan el carácter de controlada de di-
cha sociedad controladora. 

... 

Artículo 69. ... 

La reserva a que se refiere el párrafo anterior no será apli -
cable tratándose de las investigaciones sobre conductas
previstas en el artículo 400-Bis del Código Penal Federal,
que realice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Cuando las autoridades fiscales ejerzan las facultades a que
se refiere el artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, la información relativa a la identidad de los terceros
independientes en operaciones comparables y la informa-
ción de los comparables utilizados para motivar la resolu-
ción, sólo podrá ser revelada a los tribunales ante los que,
en su caso, se impugne el acto de autoridad, sin perjuicio
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de lo establecido en los artículos 46, fracción IV y 48, frac-
ción VII de este Código. 

... 

Artículo 70. ... 

Las multas que este Capítulo establece en por cientos o en
cantidades determinadas entre una mínima y otra máxima,
que se deban aplicar a los contribuyentes cuyos ingresos en
el ejercicio inmediato anterior al en que se aplica la multa
no hayan excedido de $1,500,000.00, se considerarán re-
ducidas en un 50%, salvo que en el precepto en que se es-
tablezcan se señale expresamente una multa menor para es-
tos contribuyentes. 

... 

Cuando la inflación observada acumulada desde la fecha
en que se actualizaron por última vez las cantidades conte-
nidas en este Capítulo exceda del 10%, las mismas se ac-
tualizarán a partir del mes de enero siguiente al en que ello
ocurra. Para estos efectos, el factor de actualización se ob-
tendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consu-
midor del mes anterior al más reciente del período entre el
citado Índice correspondiente al mes anterior al más anti-
guo de dicho período. 

Para determinar el monto de las cantidades establecidas en
este Capítulo, se considerarán, inclusive, las fracciones de
peso; no obstante lo anterior, dicho monto se ajustará para
que las que contengan cantidades que incluyan cantidades
de 1 a 5 pesos se ajusten a la decena inmediata anterior y
las que contengan cantidades de 5.1 a 9.9 pesos, se ajusten
a la decena inmediata superior. 

Artículo 73. ... 

III. La omisión haya sido subsanada por el contribuyente
con posterioridad a la fecha en que presente ante las auto-
ridades fiscales el dictamen de los estados financieros de
dicho contribuyente formulado por contador público, res-
pecto de aquellas contribuciones omitidas que hubieren si-
do observadas en el dictamen.

... 

Artículo 75. ... 

V. Cuando por un acto o una omisión se infrinjan diversas
disposiciones fiscales de carácter formal a las que corres-
pondan varias multas, sólo se aplicará la que corresponda a
la infracción cuya multa sea mayor. 

Asimismo, cuando por un acto o una omisión se infrinjan
diversas disposiciones fiscales que establezcan obligacio-
nes formales y se omita total o parcialmente el pago de
contribuciones, a las que correspondan varias multas, sólo
se aplicará la que corresponda a la infracción cuya multa
sea mayor.

... 

Artículo 76. ... 

II. Del 55% al 100% de las contribuciones omitidas, actua-
lizadas, en los demás casos.

... 

Cuando se declaren pérdidas fiscales mayores a las real-
mente sufridas, la multa será del 30% al 40% de la dife-
rencia que resulte entre la pérdida declarada y la que real-
mente corresponda, siempre que el contribuyente la
hubiere disminuido total o parcialmente de su utilidad fis-
cal. En caso de que aún no se hubiere tenido oportunidad
de disminuirla, no se impondrá multa alguna. En el su-
puesto de que la diferencia mencionada no se hubiere dis-
minuido habiendo tenido la oportunidad de hacerlo, no se
impondrá la multa a que se refiere este párrafo, hasta por el
monto de la diferencia que no se disminuyó. Lo dispuesto
para los dos últimos supuestos se condicionará a la presen-
tación de la declaración complementaria que corrija la pér-
dida declarada. 

Tratándose de la omisión en el pago de contribuciones de-
bido al incumplimiento de las obligaciones previstas en los
artículos 106, octavo párrafo y 215 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, las multas serán un 50% menores de lo pre-
visto en las fracciones I y II de este artículo. En el caso de
pérdidas, cuando se incumpla con lo previsto en los citados
artículos, la multa será del 15% al 20% de la diferencia que
resulte cuando las pérdidas fiscales declaradas sean mayo-
res a las realmente sufridas. Lo previsto en este párrafo se-
rá aplicable, siempre que se haya cumplido con las obliga-
ciones previstas en los artículos 86, fracción XII y 133
fracción XI de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
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Cuando la infracción consista en no registrar o registrar in-
correctamente las deudas para los efectos del cálculo del
ajuste anual por inflación acumulable a que hace referencia
el artículo 46 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la
multa será de 1 a 3% del monto de las deudas no registra-
das. 

Artículo 79. ... 

VIII. No asentar o asentar incorrectamente en las escrituras
públicas en que hagan constar actas constitutivas y demás
actas de asamblea de personas morales cuyos socios o ac-
cionistas deban solicitar su inscripción en el registro fede-
ral de contribuyentes, la clave correspondiente a cada socio
o accionista, conforme al octavo párrafo del artículo 27 de
este Código, cuando los socios o accionistas concurran a la
constitución de la sociedad o a la protocolización del acta
respectiva. 

... 

Artículo 80. ... 

II. De $2,183.00 a $4,367.00, a la comprendida en la frac-
ción III, salvo tratándose de contribuyentes que tributen
conforme al Título IV, Capítulo II, Sección III de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, cuyos ingresos en el ejercicio in-
mediato anterior no hayan excedido de $1,500,000.00, su-
puestos en los que la multa será de $728.00 a $1,456.00.

... 

Artículo 81. ... 

V. No presentar la declaración informativa de las enajena-
ciones de máquinas registradoras de comprobación fiscal,
equipos y sistemas electrónicos de registro fiscal a que se
refiere el artículo 29, penúltimo párrafo de este Código,
dentro del plazo previsto en dicho precepto, o no presen-
tarla conforme lo establece el mismo. 

... 

VII. No presentar la información manifestando las razones
por las cuales no se determina impuesto a pagar o saldo a
favor, por alguna de las obligaciones que los contribuyen-
tes deban cumplir de conformidad con lo dispuesto por el
artículo 31, octavo párrafo de este Código. 

... 

IX. No proporcionar la información a que se refiere el ar-
tículo 20, penúltimo párrafo de este Código, en los plazos
que establecen las disposiciones fiscales. 

... 

XI. No incluir a todas las sociedades controladas en la so-
licitud de autorización para determinar el resultado fiscal
consolidado que presente la sociedad controladora en tér-
minos del artículo 65, fracción I de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, o no incorporar a la consolidación fiscal a to-
das las sociedades controladas en los términos del párrafo
cuarto del artículo 70 de dicha Ley, cuando los activos de
las sociedades controladas no incluidas o no incorporadas,
representen en el valor total de los activos del grupo que
consolide por cientos inferiores a los que establecen los ci-
tados preceptos. 

XII. No presentar los avisos de incorporación o desincor-
poración al régimen de consolidación fiscal en términos de
los artículos 70, ultimo párrafo y 71, primer párrafo, de la
Ley del Impuesto sobre la Renta o presentarlos en forma
extemporánea. 

XIII. No proporcionar la información de las personas a las
que les hubiera otorgado donativos, de conformidad con
los artículos 86 fracción IX inciso b), 101, fracción VI, in-
ciso b) y 133, fracción VII de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, según sea el caso. 

XIV. No proporcionar la información de las operaciones
efectuadas en el año de calendario anterior, a través de fi -
deicomisos por los que se realicen actividades empresaria-
les, de conformidad con el artículo 86, fracción XVI de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, según sea el caso. 

XV. No proporcionar la información sobre las inversiones
que mantengan en acciones de empresas promovidas en el
ejercicio inmediato anterior, así como la proporción que re-
presentan dichas inversiones en el total de sus activos, de
conformidad con el artículo 50, último párrafo de la Ley
del Impuesto sobre la Renta. 

... 

XVII. No presentar la declaración informativa de las ope-
raciones efectuadas con partes relacionadas residentes en
el extranjero durante el año de calendario inmediato ante-

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados846



rior, de conformidad con los artículos 86, fracción XIII,
133, fracción X de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o
presentarla incompleta o con errores. 

XVIII. No proporcionar la información a que se refiere el
artículo 19, fracciones II, tercer párrafo, XIII y XV de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

XIX. No proporcionar la información a que se refiere el ar-
tículo 19, fracciones X y XVI de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios. 

XX. No presentar el aviso a que se refiere el último párra-
fo del artículo 9o. de este Código. 

XXI. No registrarse de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 19, fracciones XI y XIV de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios. 

XXII. No proporcionar la información relativa del interés
real pagado por el contribuyente en el ejercicio de que se tra-
te por créditos hipotecarios, en los términos de la fracción IV
del artículo 176 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

... 

XXIV. No proporcionar la constancia a que se refiere la
fracción II del artículo 59 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta. 

XXV. No dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 28,
fracción V del Código Fiscal de la Federación.

Artículo 82. ... 

VII. De $500.00 a $5,000.00, para la establecida en la frac-
ción VII. 

... 

XX. De $3,000.00 a $6,000.00, para la establecida en la
fracción XX. 

... 

XXII. De $3,000.00 a $6,000.00, por cada informe no pro-
porcionado a los contribuyentes, para la establecida en la
fracción XXII. 

... 

XXIV. De $3,000.00 a $6,000.00, por cada constancia no
proporcionada, para la establecida en la fracción XXIV. 

XXV. De $20,000.00 a $35,000.00 para la establecida en la
fracción XXV. En el caso de reincidencia, la sanción con-
sistirá en la clausura del establecimiento del contribuyente,
por un plazo de 3 a 15 días. Para determinar dicho plazo,
las autoridades fiscales tomarán en consideración lo pre-
visto por el artículo 75 de este Código.

Artículo 83. ... 

XI. No cumplir con los requisitos señalados por los artícu-
los 31, fracción I y 176, fracción III de la Ley del Impues-
to sobre la Renta y expedir los comprobantes correspon-
dientes, tratándose de personas autorizadas para recibir
donativos deducibles. 

... 

XIII. No tener en operación o no registrar el valor de los
actos o actividades con el público en general en las máqui-
nas registradoras de comprobación fiscal, o en los equipos
y sistemas electrónicos de registro fiscal autorizados por
las autoridades fiscales, cuando se esté obligado a ello en
los términos de las disposiciones fiscales. 

... 

XV. No identificar en contabilidad las operaciones con par-
tes relacionadas residentes en el extranjero, en los términos
de lo dispuesto por el artículo 86, fracción XII de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Artículo 84. ... 

IV. De $8,357.00 a $47,752.00, a la señalada en la fracción
VII, salvo tratándose de contribuyentes que tributen con-
forme al Título IV, Capítulo II, Sección III, de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, cuyos ingresos en el ejercicio in-
mediato anterior no hayan excedido de $1,500,000.00, su-
puestos en los que la multa será de $868.00 a $1,736.00. En
el caso de reincidencia, las autoridades fiscales podrán,
además, clausurar preventivamente el establecimiento del
contribuyente por un plazo de 3 a 15 días. Para determinar
dicho plazo, las autoridades fiscales tomarán en considera-
ción lo previsto por el artículo 75 de este Código. 

... 
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VI. De $8,679.00 a $49,596.00, a la señalada en la fracción
IX cuando se trate de la primera infracción, salvo tratándo-
se de contribuyentes que tributen conforme al Título IV,
Capítulo II, Sección III de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, cuyos ingresos en el ejercicio inmediato anterior no
hayan excedido de $1,500,000.00, supuestos en los que la
multa será de $868.00 a $1,736.00 por la primera infrac-
ción. En el caso de reincidencia, la sanción consistirá en la
clausura preventiva del establecimiento del contribuyente
por un plazo de 3 a 15 días. Para determinar dicho plazo,
las autoridades fiscales tomarán en consideración lo pre-
visto por el artículo 75 de este Código. 

... 

XIII. De $1,000.00 a $3,000.00 a la señalada en la fracción
XV, por cada operación no identificada en contabilidad.

Artículo 84-A. ... 

VII. No expedir los estados de cuenta a que se refiere el ar-
tículo 32-B de este Código. 

VIII. (Se deroga)

Artículo 84-B. ... 

VII. De $50.00 a $100.00, por cada estado de cuenta no
emitido en términos del artículo 32-B de este Código, a la
señalada en la fracción VII.

... 

Artículo 84-G. ... 

Asimismo, se considera infracción en las que pueden incu-
rrir las casas de bolsa, el no proporcionar la información a
que se refiere el artículo 60 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, respecto de los contribuyentes que enajenen accio-
nes con su intermediación. 

Artículo 84-H. A la casa de bolsa que cometa la infracción
a que se refiere el primer párrafo del artículo 84-G de este
Código se le impondrá una multa de $50.00 a $100.00 por
cada traspaso asentado en un estado de cuenta que no cum-
pla los requisitos a que se refiere el artículo 32-E de este
Código. 

A la casa de bolsa que cometa la infracción a que se refie-
re el segundo párrafo del artículo 84-G de este Código, se

le impondrá una multa de $3,000.00 a $6,000.00 por cada
informe no proporcionado. 

Artículo 86-A. Son infracciones relacionadas con la obli-
gación de adherir marbetes o precintar los envases o reci-
pientes que contengan bebidas alcohólicas, de cerciorarse
al adquirirlos de que dichos envases o recipientes cuenten
con el marbete o precinto correspondiente, así como de
destruir los envases que contenían bebidas alcohólicas, en
los términos de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, las siguientes: 

... 

III. Poseer, por cualquier título, bebidas alcohólicas cuyos
envases o recipientes carezcan del marbete o precinto co-
rrespondiente, así como no cerciorarse de que las citadas
bebidas cuentan con el marbete o precinto correspondiente
al momento de adquirirlas, salvo en los casos en que de
conformidad con las disposiciones fiscales no se tenga
obligación de adherirlos, ambas en términos de lo dispues-
to en el artículo 19, fracción V de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios. 

IV. No destruir los envases vacíos que contenían bebidas
alcohólicas cuando se esté obligado a ello.

Artículo 86-B. ... 

IV. De $24.00 a $60.00, a la comprendida en la fracción IV,
por cada envase vacío no destruido.

... 

Artículo 86-E. ... 

Asimismo, son infracciones de los productores o envasa-
dores de bebidas alcohólicas, no llevar los controles físico
o volumétrico a que se refieren las fracciones X y XVI del
artículo 19 de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios o llevarlos en forma distinta a lo que esta-
blecen dichas fracciones. 

Artículo 87. ... 

V. Revelar a terceros, en contravención a lo dispuesto por
el artículo 69 de este código, la información que las insti-
tuciones que componen el sistema financiero hayan pro-
porcionado a las autoridades fiscales.
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Artículo 92. ... 

En los delitos fiscales el monto de las cantidades para ubi-
carlo en los límites mínimo y máximo que correspondan
será el que esté establecido al momento de efectuar la con-
ducta delictuosa. 

Artículo 109. ... 

I. Consigne en las declaraciones que presente para los efec-
tos fiscales, deducciones falsas o ingresos acumulables me-
nores a los realmente obtenidos o determinados conforme
a las leyes. En la misma forma será sancionada aquella per-
sona física que realice en un ejercicio fiscal erogaciones
superiores a los ingresos declarados en el propio ejercicio
y no compruebe a la autoridad fiscal el origen de la discre-
pancia en los plazos y conforme al procedimiento señalado
en el artículo 107 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

... 

Artículo 111. ... 

V. Sea responsable de omitir la presentación por más de
tres meses, de la declaración informativa de las inversiones
que hubiere realizado o mantenga en territorios considera-
dos como regímenes fiscales preferentes, a que se refiere el
artículo 214 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o pre-
sentarla sin incluir la totalidad de sus inversiones. 

... 

VII. No cuente con los controles volumétricos de gasolina,
diesel, gas natural para combustión automotriz o gas licua-
do de petróleo para combustión automotriz, según sea el
caso, a que hace referencia la fracción V del artículo 28 de
este Código, los altere, los destruya o bien, enajene com-
bustibles que no fueron adquiridos legalmente.

... 

Artículo 114-B. Se impondrá sanción de uno a seis años de
prisión, al servidor público que revele a terceros, en con-
travención a lo dispuesto por el artículo 69 de este código,
la información que las instituciones que componen el siste-
ma financiero hayan proporcionado a las autoridades fisca-
les. 

Artículo 115-Bis. Se impondrá sanción de seis a diez años
de prisión al comercializador o transportista, de gasolina o
diesel que tenga en su poder dichos combustibles, cuando
éstos no contengan los trazadores o las demás especifica-
ciones que Petróleos Mexicanos o sus organismos subsi-
diarios utilicen para la identificación de los productos men-
cionados. 

Tratándose de gasolina o diesel que estén sujetos a especi-
ficaciones de identificación para su comercialización ex-
clusiva en zonas geográficas limitadas, también se aplicará
la pena mencionada al comercializador o transportista, que
tenga en su poder los combustibles mencionados, fuera de
las zonas geográficas limitadas. 

Artículo 124. ... 

II. Que sean resoluciones dictadas en recurso administrati-
vo o en cumplimiento de sentencias.

... 

Artículo 125. El interesado podrá optar por impugnar un
acto a través del recurso de revocación o promover, direc-
tamente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal
de Justicia Fiscal y Administrativa. Deberá intentar la mis-
ma vía elegida si pretende impugnar un acto administrati -
vo que sea antecedente o consecuente de otro; en el caso de
resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas en
recursos administrativos, el contribuyente podrá impugnar
dicho acto, por una sola vez, a través de la misma vía. 

... 

Artículo 130. En el recurso de revocación se admitirá toda
clase de pruebas, excepto la testimonial y la de confesión
de las autoridades mediante absolución de posiciones. No
se considerará comprendida en esta prohibición la petición
de informes a las autoridades fiscales, respecto de hechos
que consten en sus expedientes o de documentos agregados
a ellos. 

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre
que no se haya dictado la resolución del recurso. 

Harán prueba plena la confesión expresa del recurrente, las
presunciones legales que no admitan prueba en contrario,
así como los hechos legalmente afirmados por autoridad en
documentos públicos, incluyendo los digitales; pero, si en
los documentos públicos citados se contienen declaraciones
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de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los
documentos sólo prueban plenamente que, ante la autori-
dad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o ma-
nifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o
manifestado. 

Cuando se trate de documentos digitales con firma electró-
nica distinta a una firma electrónica avanzada o sello digital,
para su valoración, se estará a lo dispuesto por el artículo
210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Las demás pruebas quedarán a la prudente apreciación de
la autoridad. 

Si por el enlace de las pruebas rendidas y de las presuncio-
nes formadas, las autoridades adquieren convicción distin-
ta acerca de los hechos materia del recurso, podrán valorar
las pruebas sin sujetarse a lo dispuesto en este artículo, de-
biendo en ese caso fundar razonadamente esta parte de su
resolución. 

Para el trámite, desahogo y valoración de las pruebas ofre-
cidas y admitidas, será aplicable lo dispuesto en el Título
VI, Capítulo VII de este Código. 

Artículo 132. ... 

La resolución expresará con claridad los actos que se mo-
difiquen y, si la modificación es parcial, se indicará el mon-
to del crédito fiscal correspondiente. Asimismo, en dicha
resolución deberán señalarse los plazos en que la misma
puede ser impugnada en el juicio contencioso administrati-
vo. 

Artículo 133. ... 

Último párrafo (Se deroga) 

Artículo 133-A. Las autoridades demandadas y cuales-
quiera otra autoridad relacionada, están obligadas a cum-
plir las resoluciones dictadas en el recurso de revocación,
conforme a lo siguiente: 

I. En los casos en los que la resolución deje sin efectos el
acto impugnado y ésta se funde en alguna de las siguientes
causales: 

a) Por incompetencia, la autoridad competente podrá ini-
ciar el procedimiento o dictar una nueva resolución, sin
violar lo resuelto en el recurso, siempre que no hayan ca-

ducado sus facultades. Este efecto se producirá aun en el
caso de que la resolución deje sin efectos el acto impugna-
do. 

b) Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución
impugnada, ésta se puede reponer subsanando el vicio que
produjo su revocación; en el caso de revocación por vicios
del procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el
acto viciado y a partir del mismo. 

En ambos casos, la autoridad demandada cuenta con un
plazo perentorio de cuatro meses para reponer el procedi-
miento y dictar una nueva resolución definitiva, aún cuan-
do hayan transcurrido los plazos señalados en los artículos
46-A y 67 de este Código. 

En el caso previsto en el párrafo anterior, cuando sea nece-
sario realizar un acto de autoridad en el extranjero o solici-
tar información a terceros para corroborar datos relaciona-
dos con las operaciones efectuadas con los contribuyentes
en el plazo de cuatro meses no se contará el tiempo trans-
currido entre la petición de la información o de la realiza-
ción del acto correspondiente y aquél en el que se propor-
cione dicha información o se realice el acto. Transcurrido
dicho plazo sin dictar la resolución definitiva, la autoridad
no podrá reiniciar un procedimiento o dictar una nueva re-
solución sobre los mismos hechos que dieron lugar a la re-
solución impugnada en el recurso, salvo en los casos en los
que el particular, con motivo de la resolución del recurso,
tenga derecho a una resolución definitiva que le confiera
una prestación, le confirme un derecho o le abra la posibi-
lidad de obtenerlo. 

Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar
el procedimiento o para dictar una nueva resolución en re-
lación con dicho procedimiento, podrá abstenerse de repo-
nerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo la re-
vocación de la resolución impugnada o lo indemnice por
los daños y perjuicios causados.

Los efectos que establece esta fracción se producirán sin
que sea necesario que la resolución del recurso lo establez-
ca y aun cuando la misma revoque el acto impugnado sin
señalar efectos. 

c) Cuando la resolución impugnada esté viciada en cuanto
al fondo, la autoridad no podrá dictar una nueva resolución
sobre los mismos hechos, salvo que la resolución le señale
efectos que le permitan volver a dictar el acto. En ningún
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caso el nuevo acto administrativo puede perjudicar más al
actor que la resolución impugnada ni puede dictarse des-
pués de haber transcurrido cuatro meses, aplicando en lo
conducente lo establecido en el segundo párrafo siguiente
al inciso b) que antecede. 

Para los efectos de este inciso, no se entenderá que el per-
juicio se incrementa cuando se trate de recursos en contra
de resoluciones que determinen obligaciones de pago que
se aumenten con actualización por el simple transcurso del
tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o
con alguna tasa de interés o recargos.

Cuando se interponga un medio de impugnación, se sus-
penderá el efecto de la resolución hasta que se dicte la sen-
tencia que ponga fin a la controversia. 

Los plazos para cumplimiento de la resolución que esta-
blece este artículo, empezarán a correr a partir del día há-
bil siguiente a aquél en el haya quedado firme la resolución
para el obligado a cumplirla. 

Artículo 134. ... 

I. Personalmente o por correo certificado o electrónico, con
acuse de recibo, cuando se trate de citatorios, requerimien-
tos, solicitudes de informes o documentos y de actos admi-
nistrativos que puedan ser recurridos. 

En el caso de notificaciones por correo electrónico, el acu-
se de recibo consistirá en el documento digital con firma
electrónica que transmita el destinatario al abrir el docu-
mento digital que le hubiera sido enviado. Para los efectos
de este párrafo, se entenderá como firma electrónica del
particular notificado, la que se genere al utilizar la clave
que el Servicio de Administración Tributaria le proporcio-
ne para abrir el documento digital que le hubiera sido en-
viado.

... 

Artículo 139. Las notificaciones por estrados se harán fi-
jando durante quince días consecutivos el documento que
se pretenda notificar en un sitio abierto al público de las
oficinas de la autoridad que efectúe la notificación y publi-
cando el documento citado, durante el mismo plazo, en la
página electrónica que al efecto establezcan las autoridades
fiscales. La autoridad dejará constancia de ello en el expe-

diente respectivo. En estos casos, se tendrá como fecha de
notificación la del décimo sexto día siguiente a aquél en
que se hubiera fijado o publicado el documento. 

Artículo 140. Las notificaciones por edictos se harán me-
diante publicaciones durante tres días consecutivos en el
Diario Oficial de la Federación o durante quince días con-
secutivos en la página electrónica que al efecto establezcan
las autoridades fiscales, y contendrán un resumen de los
actos que se notifican. 

Se tendrá como fecha de notificación la de la última publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación o en la página
a que hace referencia el párrafo anterior, según sea el caso. 

Artículo 141. ... 

III. ... 

Para los efectos fiscales, en el caso de que la póliza de fian-
za se exhiba en documento digital, deberá contener la fir-
ma electrónica avanzada o el sello digital de la afianzado-
ra.

... 

Artículo 146. ... 

Asimismo, se interrumpirá el plazo a que se refiere este ar-
ticulo cuando el contribuyente hubiera desocupado su do-
micilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio co-
rrespondiente o cuando hubiere señalado de manera
incorrecta su domicilio fiscal. 

... 

Artículo 150. ... 

Asimismo, se pagarán por concepto de gastos de ejecución,
los extraordinarios en que se incurra con motivo del proce-
dimiento administrativo de ejecución, incluyendo los que
en su caso deriven de los embargos señalados en los artí -
culos 41, fracción II y 141, fracción V, de este Código, que
comprenderán los de transporte de los bienes embargados,
de avalúos, de impresión y publicación de convocatorias y
edictos, de investigaciones, de inscripciones, de cancela-
ciones o de solicitudes de información, en el registro pú-
blico que corresponda, los erogados por la obtención del
certificado de liberación de gravámenes, los honorarios de
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los depositarios y de los peritos, así como los honorarios de
las personas que contraten los interventores, salvo cuando
dichos depositarios renuncien expresamente al cobro de ta-
les honorarios, los devengados por concepto de escritura-
ción y las contribuciones que origine la transmisión de do-
minio de los bienes inmuebles que son aceptados por la
Federación en dación en pago en los términos de lo previs-
to por el artículo 191 de este Código, y las contribuciones
que se paguen por la Federación para liberar de cualquier
gravamen, bienes que sean objeto de remate. 

... 

Los ingresos recaudados por concepto de gastos de ejecu-
ción, se destinarán al establecimiento de un fondo revol-
vente para gastos de cobranza, para programas de fomento
con el público en general del cumplimiento de las obliga-
ciones fiscales, para financiar los programas de formación
de funcionarios fiscales, salvo que por Ley estén destina-
dos a otros fines. El destino de estos ingresos será con in-
dependencia del presupuesto que tengan asignado las auto-
ridades fiscales federales. 

... 

Artículo 153. Los bienes o negociaciones embargados se
podrán dejar bajo la guarda del o de los depositarios que se
hicieren necesarios. Los jefes de las oficinas ejecutoras, ba-
jo su responsabilidad, nombrarán y removerán libremente
a los depositarios, quienes desempeñarán su cargo confor-
me a las disposiciones legales. Cuando se efectúe la remo-
ción del depositario, éste deberá poner a disposición de la
autoridad ejecutora los bienes que fueron objeto de la de-
positaría, pudiendo ésta realizar la sustracción de los bien-
es para depositarlos en almacenes bajo su resguardo o en-
tregarlos al nuevo depositario. 

... 

Artículo 155. La persona con quien se entienda la diligen-
cia de embargo, tendrá derecho a señalar los bienes en que
éste se deba trabar, siempre que los mismos sean de fácil
realización o venta, sujetándose al orden siguiente: 

... 

IV. Bienes inmuebles. En este caso, el deudor o la persona
con quien se entienda la diligencia deberá manifestar, bajo
protesta de decir verdad, si dichos bienes reportan cual-

quier gravamen real, embargo anterior, se encuentran en
copropiedad o pertenecen a sociedad conyugal alguna.

... 

Artículo 156. ... 

El ejecutor deberá señalar, invariablemente, bienes que se-
an de fácil realización o venta. En el caso de bienes in-
muebles, el ejecutor solicitará al deudor o a la persona con
quien se entienda la diligencia que manifieste bajo protes-
ta de decir verdad si dichos bienes reportan cualquier gra-
vamen real, embargo anterior, se encuentran en copropie-
dad o pertenecen a sociedad conyugal alguna. Para estos
efectos, el deudor o la persona con quien se entienda la di-
ligencia deberá acreditar fehacientemente dichos hechos
dentro de los 15 días siguientes a aquél en que se inició la
diligencia correspondiente, haciéndose constar esta situa-
ción en el acta que se levante o bien, su negativa. 

Artículo 174. Salvo los casos que este Código autoriza, to-
da enajenación se hará en subasta pública que se llevará a
cabo a través de medios electrónicos. 

La autoridad podrá ordenar que los bienes embargados se
vendan en lotes o piezas sueltas. 

Artículo 176. El remate deberá ser convocado al día si-
guiente de haber quedado firme el avalúo, para que tenga
verificativo dentro de los treinta días siguientes. La convo-
catoria se hará cuando menos diez días antes del inicio del
período señalado para el remate y la misma se mantendrá
en los lugares o medios en que se haya fijado o dado a co-
nocer hasta la conclusión del remate. 

La convocatoria se fijará en el sitio visible y usual de la ofi-
cina ejecutora y en los lugares públicos que se juzgue con-
veniente. Además, la convocatoria se dará a conocer en la
página electrónica de las autoridades fiscales. En la convo-
catoria se darán a conocer los bienes objeto del remate, el
valor que servirá de base para su enajenación, así como los
requisitos que deberán cumplir los postores para concurrir
al mismo. 

Artículo 177. Los acreedores que aparezcan del certifica-
do de gravámenes correspondiente a los últimos diez años,
el cual deberá obtenerse oportunamente, serán notificados
personalmente del período de remate señalado en la con-
vocatoria y, en caso de no ser factible hacerlo por alguna de
las causas a que se refiere la fracción IV del artículo 134 de
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este Código, se tendrán como notificados de la fecha en
que se efectuará el remate, en aquélla en que la convocato-
ria se haya fijado en sitio visible en la oficina ejecutora,
siempre que en dicha convocatoria se exprese el nombre de
los acreedores. 

Los acreedores a que alude el párrafo anterior podrán hacer
las observaciones que estimen del caso, pudiendo enviarlas
en documento digital que contenga firma electrónica avan-
zada a la dirección electrónica que expresamente se señale
en la convocatoria, debiendo señalar su dirección de correo
electrónico. Dichas observaciones serán resueltas por la
autoridad ejecutora y la resolución se hará del conocimien-
to del acreedor. 

Artículo 181. Las posturas deberán enviarse en documen-
to digital con firma electrónica avanzada, a la dirección
electrónica que se señale en la convocatoria para el rema-
te. El Servicio de Administración Tributaria mandará los
mensajes que confirmen la recepción de las posturas. Di-
chos mensajes tendrán las características que a través de re-
glas de carácter general emita el citado órgano. Para inter-
venir en una subasta será necesario que el postor, antes de
enviar su postura, realice una transferencia electrónica de
fondos equivalente cuando menos al diez por ciento del va-
lor fijado a los bienes en la convocatoria. Esta transferen-
cia deberá hacerse de conformidad con las reglas de carác-
ter general que para tal efecto expida el Servicio de
Administración Tributaria y su importe se considerará co-
mo depósito para los efectos del siguiente párrafo y de los
artículos 184, 185 y 186 de este Código. 

El importe de los depósitos que se constituyen de acuerdo
con lo que establece el presente artículo, servirá de garan-
tía para el cumplimiento de las obligaciones que contraigan
los postores por las adjudicaciones que se les hagan de los
bienes rematados. Después de fincado el remate se devol-
verán a los postores los fondos transferidos electrónica-
mente, excepto los que correspondan al admitido, cuyo va-
lor continuará como garantía del cumplimiento de su
obligación y, en su caso, como parte del precio de venta. 

El Servicio de Administración Tributaria, a través de reglas
de carácter general, podrá establecer facilidades adminis-
trativas para que en sustitución de la firma electrónica
avanzada, se empleen otros medios de identificación elec-
trónica. 

Artículo 182. El documento digital en que se haga la pos-
tura, deberá contener los siguientes datos: 

I. Cuando se trate de personas físicas, el nombre, la nacio-
nalidad y el domicilio del postor y, en su caso, la clave del
registro federal de contribuyentes; tratándose de socieda-
des, el nombre o razón social, la fecha de constitución, la
clave del registro federal de contribuyentes en su caso y el
domicilio social. 

II. La cantidad que se ofrezca. 

III. El número de cuenta bancaria y nombre de la institu-
ción de crédito en la que se reintegrarán, en su caso, las
cantidades que se hubieran dado en depósito. 

IV. La dirección de correo electrónico. 

V. El monto y número de la transferencia electrónica de
fondos que haya realizado.

Si las posturas no cumplen los requisitos a que se refieren
las fracciones anteriores y los que se señalen en la convo-
catoria, el Servicio de Administración Tributaria no las ca-
lificará como posturas legales, situación que se hará del co-
nocimiento del interesado. 

Artículo 183. En la página electrónica de subastas del Ser-
vicio de Administración Tributaria, se especificará el perí-
odo correspondiente a cada remate, el registro de los pos-
tores y las posturas que se reciban, así como la fecha y hora
de su recepción. 

Cada subasta tendrá una duración de 8 días que empezará
a partir de las 12:00 horas del primer día y concluirá a las
12:00 horas del octavo día. En dicho período los postores
presentarán sus posturas y podrán mejorar las propuestas. 

Si dentro de los veinte minutos previos al vencimiento del
plazo de remate se recibe una postura que mejore las ante-
riores, el remate no se cerrará conforme al término men-
cionado en el párrafo precedente, en este caso y a partir de
las 12:00 horas del día de que se trate, el Servicio de Ad-
ministración Tributaria concederá plazos sucesivos de 5
minutos cada uno, hasta que la última postura no sea me-
jorada. Una vez transcurrido el último plazo sin que se re-
ciba una mejor postura se tendrá por concluido el remate. 

El Servicio de Administración Tributaria fincará el remate
a favor de quien haya hecho la mejor postura. Cuando exis-
tan varios postores que hayan ofrecido una suma igual y di-
cha suma sea la postura mas alta, se aceptará la primera
postura que se haya recibido. 
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Una vez fincado el remate se comunicará el resultado del
mismo a través de medios electrónicos a los postores que
hubieren participado en él, remitiendo el acta que al efecto
se levante. 

Artículo 185. Fincado el remate de bienes muebles se apli-
cará el depósito constituido. Dentro de los tres días si-
guientes a la fecha del remate, el postor deberá enterar me-
diante transferencia electrónica de fondos efectuada
conforme a las reglas de carácter general que al efecto ex-
pida el Servicio de Administración Tributaria, el saldo de
la cantidad ofrecida de contado en su postura o la que re-
sulte de las mejoras. 

... 

Artículo 186. Fincado el remate de bienes inmuebles o ne-
gociaciones se aplicará el depósito constituido. Dentro de
los diez días siguientes a la fecha del remate, el postor en-
terará mediante transferencia electrónica de fondos confor-
me a las reglas de carácter general que al efecto expida el
Servicio de Administración Tributaria, el saldo de la canti-
dad ofrecida de contado en su postura o la que resulte de
las mejoras. 

... 

Artículo 191. Cuando no se hubiere fincado el remate en
la primera almoneda, se fijará nueva fecha para que, dentro
de los quince días siguientes, se lleve a cabo una segunda
almoneda, cuya convocatoria se hará en los términos del
artículo 176 de este Código. 

... 

Si tampoco se fincare el remate en la segunda almoneda, la
autoridad podrá enajenar el bien fuera de remate directa-
mente o encomendar dicha enajenación a empresas o insti-
tuciones dedicadas a la compraventa o subasta de bienes,
sin que sea necesario que la citada autoridad se adjudique
el bien de que se trate. 

La autoridad podrá aceptar el bien en pago o adjudicárse-
lo; en estos casos, se suspenderán provisionalmente todos
los actos tendientes al cobro del crédito fiscal, así como la
causación de recargos y la actualización de los accesorios.
Para tales efectos, dicha autoridad considerará que el bien
fue enajenado en un 50% del valor de avalúo y, en su caso,
podrá donarlo para obras o servicios públicos, o a institu-
ciones asistenciales o de beneficencia autorizadas confor-

me a las leyes de la materia. De no formalizarse la acepta-
ción del bien en pago o la adjudicación por causas imputa-
bles al ejecutado o si la formalización fuera revocada por
causas imputables al ejecutado, quedarán sin efectos tanto
la aceptación del bien o la adjudicación como la suspensión
en la causación de recargos y en la actualización de los ac-
cesorios. 

La aceptación del bien en pago o la adjudicación a que ha-
ce referencia el párrafo anterior se tendrá por formalizada: 

I. En el caso de bienes muebles, una vez que el embargo
quede firme y las autoridades fiscales puedan disponer fí -
sicamente del bien. 

II. En el caso de bienes inmuebles, una vez que el jefe de
la oficina ejecutora firme el acta de adjudicación corres-
pondiente.

El acta de adjudicación debidamente firmada por el jefe de
la oficina ejecutora tendrá el carácter de escritura pública y
será el documento público que se considerará como testi-
monio de escritura para los efectos de inscripción en el Re-
gistro Público de la Propiedad. En el caso de que no se pue-
da inscribir el acta de adjudicación en el Registro Público de
la Propiedad que corresponda por causas imputables al eje-
cutado, se revocará la formalización de la dación en pago. 

El valor de los ingresos obtenidos por la aceptación del
bien en pago o la adjudicación se registrará, para los efec-
tos de la Ley de Ingresos de la Federación, hasta el mo-
mento en el que los bienes de que se trate sean enajenados.
En el caso de que el bien de que se trate sea enajenado en
un valor distinto del valor de adjudicación, se considerará
para los efectos del registro el valor en el que dicho bien se
hubiese enajenado. 

El registro a que se refiere el párrafo anterior se realizará
disminuyendo de las cantidades a que alude dicho párrafo,
según corresponda, los gastos de administración, manteni-
miento y enajenación y las erogaciones extraordinarias en
que hubiesen incurrido las autoridades fiscales, durante el
período comprendido desde su aceptación y hasta su enaje-
nación y los montos que en los términos de este artículo se
destinen a los fondos de administración, mantenimiento y
enajenación de bienes aceptados en dación en pago y de
contingencia para reclamaciones. En tanto se realiza el re-
gistro del ingreso, la aceptación del bien en pago o la adju-
dicación se registrará en las cuentas de orden de las autori-
dades fiscales. 
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De los ingresos obtenidos en el ejercicio de que se trate por
la enajenación de bienes aceptados en pago, o adjudicados
se destinará el 5% al fondo de administración, manteni-
miento y enajenación de dichos bienes que se constituya en
la Tesorería de la Federación, de conformidad con las re-
glas generales que al efecto emita la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público. 

Asimismo, el 7.5% de los ingresos obtenidos por la enaje-
nación de dichos bienes en el ejercicio de que se trate, se
destinarán al fondo de contingencia constituido en la Teso-
rería de la Federación y servirá para hacer frente a las re-
clamaciones que sean procedentes, presentadas por los
compradores, por pasivos ocultos, fiscales o de cualquier
otra índole, por activos inexistentes o asuntos en litigio, de
conformidad con las reglas que para tales efectos emita la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Los bienes aceptados en pago o adjudicados por las autori-
dades fiscales de conformidad con lo dispuesto en este ar-
tículo, serán considerados, para todos los efectos legales,
como bienes del dominio privado de la nación, hasta en
tanto sean destinados o donados para obras o servicios pú-
blicos en los términos de este artículo. 

Artículo 192. .......... 

III. Se trate de bienes que habiendo salido a remate en pri-
mera almoneda, no se hubieran presentado posturas lega-
les.

Artículo 196. En el caso de que existan excedentes en la
adjudicación a que se refiere el artículo 191 de este Códi-
go, éstos se entregarán al deudor o al tercero que éste de-
signe por escrito hasta que se lleve a cabo la enajenación
del bien de que se trate, salvo que medie orden de autori-
dad competente; en el caso de que la enajenación no se ve-
rifique dentro de los 24 meses siguientes a aquél en el que
se firmó el acta de adjudicación correspondiente, los exce-
dentes, descontadas las erogaciones o gastos que se hubie-
ren tenido que realizar por pasivos o cargas adquiridas con
anterioridad a la adjudicación, se entregarán al deudor o al
tercero que éste designe por escrito hasta el último mes del
plazo antes citado. 

........... 

Artículo 198. .......... 

III. El Servicio de Administración Tributaria será parte en
los juicios en los que se controviertan actos de autoridades
federativas coordinadas, emitidos con fundamento en con-
venios o en acuerdos en materia de coordinación en ingre-
sos federales.

........... 

Artículo 208. ....... 

I. El nombre del demandante y su domicilio para recibir
notificaciones en el territorio nacional.

......... 

En el supuesto de que no se señale domicilio para recibir
notificaciones del demandante o se desconozca el domici-
lio del tercero, las notificaciones relativas se efectuarán por
lista autorizada, que se fijará en el sitio visible de la Sala
Regional que corresponda. 

Artículo 208-Bis. (Se deroga) 

Artículo 209. ......... 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del
demandante o cuando no hubiera podido obtenerlas a pesar
de tratarse de documentos que legalmente se encuentren a
su disposición, éste deberá señalar el archivo o lugar en
que se encuentra para que a su costa se mande expedir co-
pia de ellos o se requiera su remisión cuando ésta sea le-
galmente posible. Para este efecto, deberá identificar con
toda precisión los documentos y, tratándose de los que pue-
da tener a su disposición, bastará con que acompañe copia
de la solicitud debidamente presentada por lo menos cinco
días antes de la interposición de la demanda. Se entiende
que el demandante tiene a su disposición los documentos,
cuando legalmente pueda obtener copia autorizada de los
originales o de las constancias. 

.......... 

En la hipótesis de que las pruebas documentales que se
ofrezcan no pertenezcan al expediente administrativo del
cual emana el acto impugnado y no obren en poder del de-
mandante, éste deberá señalar el archivo o lugar en que se
encuentren, para que se requiera su remisión, cuando esto
sea legalmente posible. 

......... 
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Artículo 211. ........ 

Deberá adjuntar a su escrito, el documento en que se acre-
dite su personalidad cuando no gestione en nombre propio,
las pruebas documentales que ofrezca y el cuestionario pa-
ra los peritos. Son aplicables, en lo conducente, los cuatro
últimos párrafos del artículo 209. 

Artículo 214. ........ 

I. Copias de la misma y de los documentos que acompañe
para el demandante y para el tercero señalado en la de-
manda. Cuando el demandante lo solicite, acompañará el
expediente administrativo. Éste será el que contenga toda
la documentación relacionada con el procedimiento que
dio lugar a la resolución impugnada; dicha documentación
será la que corresponda al inicio del procedimiento, los ac-
tos jurídicos posteriores y a la resolución impugnada. No
se incluirá en el expediente administrativo que se envíe, la
información que la ley señale como información reservada
o gubernamental confidencial. 

Para los efectos de este Título, no se considerará expedien-
te administrativo, los documentos antecedentes de una re-
solución en la que las leyes no establecen un procedimien-
to administrativo previo. 

Si no se acompaña el expediente administrativo o los do-
cumentos a que se refiere el párrafo anterior, se tendrán por
ciertos los hechos afirmados por el actor que formen parte
del procedimiento o instancia.

........... 

Para los efectos de este artículo será aplicable, en lo con-
ducente, los cuatro últimos párrafos del artículo 209. 

.......... 

CAPÍTULO V-BIS 

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

Artículo 216-A. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa dictará la suspensión de los efectos de la re-
solución impugnada y en general las medidas cautelares
necesarias, que impidan que su ejecución pueda dejar el li-
tigio sin materia o causar un daño irreparable al actor, sal-
vo en los casos en que se siga perjuicio al interés social o
se contravengan disposiciones de orden público. 

En los demás casos que conozca el Tribunal, éste podrá
dictar las medidas cautelares cuando las pida el actor pero
deberá motivar cuidadosamente las medidas adoptadas; pa-
ra ello, el particular justificará en su petición las razones
por las cuales dichas medidas son indispensables. 

En materia de suspensión, a falta de disposición expresa se
aplicará supletoriamente la Ley de Amparo. 

Artículo 216-B. El Tribunal podrá decretar medidas caute-
lares positivas, entre otros casos, cuando, tratándose de si-
tuaciones jurídicas duraderas, se produzcan daños substan-
ciales al actor o una lesión importante del derecho que
pretende, por el simple transcurso del tiempo. 

Artículo 216-C. En los casos en los que las medidas cau-
telares puedan causar daños a un tercero, el Tribunal las
ordenará, siempre que el actor otorgue garantía bastante
para reparar mediante indemnización el daño y los perjui-
cios que con aquéllas pudieran causarse si no obtiene sen-
tencia favorable en el juicio. Si no es cuantificable la in-
demnización respectiva, el Tribunal fijará discrecio-
nalmente el importe de la garantía. 

Las medidas cautelares podrán quedar sin efecto si el ter-
cero da, a su vez, caución bastante para indemnizar los da-
ños y perjuicios que pudieran causarse por subsistir las me-
didas cautelares previstas. 

Por su parte, la autoridad puede obligarse a resarcir los da-
ños y perjuicios que se pudieran causar al particular; en cu-
yo caso, el Tribunal, considerando cuidadosamente las cir-
cunstancias del caso, puede no dictar las medidas
cautelares. En este caso, si la sentencia definitiva es con-
traria a la autoridad, el Tribunal debe condenarla a pagar la
indemnización administrativa correspondiente. 

Artículo 216-D. Las medidas cautelares deberán pedirse al
Tribunal, pudiendo hacerlo desde la presentación de la de-
manda o inclusive con anterioridad, cuando las circunstan-
cias así lo ameriten. 

El incidente de petición de medidas cautelares podrá pro-
moverse hasta que se dicte sentencia o resolución firme de
la Sala Regional, de la Sala Superior o del Poder Judicial
de la Federación, en su caso. Mientras no se dicte la mis-
ma, la Sala Regional que hubiere conocido del incidente,
podrá modificar o revocar la resolución que haya decreta-
do o negado las medidas cautelares, cuando ocurra un he-
cho superveniente que lo justifique. 
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Artículo 216-E. El Magistrado Instructor podrá ordenar
una medida cautelar previa, cuando considere que los da-
ños que puedan causarse sean inminentes. En los casos en
que se pueda causar una afectación patrimonial, el Magis-
trado podrá exigir una garantía para responder de los daños
y perjuicios que se causen con la medida cautelar. 

Cuando se otorgue la medida cautelar previa a solicitud del
particular sin mediar demanda, la misma dejará de tener
efectos y se procederá al cobro de la garantía otorgada, si
la demanda no se presenta dentro del termino previsto en el
artículo 207 de este ordenamiento. 

Artículo 216-F. Cuando se impugne una resolución cuya
ejecución implique el cobro de un crédito fiscal, se sus-
penderá el procedimiento administrativo de ejecución,
siempre que se solicite directamente por el actor ante la au-
toridad ejecutora y se garantice el interés fiscal en los tér-
minos del artículo 144 de este Código o en los de la Ley de
Amparo, a elección del actor. 

Los particulares podrán promover el incidente a que se re-
fiere este Capítulo, si la autoridad ejecutora niega la sus-
pensión, rechaza la garantía ofrecida o reinicia la ejecu-
ción, ante el Magistrado Instructor de la Sala Regional que
conozca del asunto, acompañando copia de los documentos
en que se haga constar el ofrecimiento y, en su caso, otor-
gamiento de la garantía, así como de la solicitud de sus-
pensión presentada ante la ejecutora y, si la hubiere, la do-
cumentación en la que conste la negativa de la suspensión,
el rechazo de la garantía o el reinicio de la ejecución. 

Con los mismos trámites del incidente previstos en el pá-
rrafo anterior, las autoridades podrán impugnar el otorga-
miento de la suspensión cuando no se ajuste a la Ley. 

Artículo 216-G. En el acuerdo que admita el incidente de
petición de medidas cautelares, el Magistrado Instructor
ordenará correr traslado a quien se impute el acto adminis-
trativo o los hechos objeto de la controversia, pidiéndole
un informe que deberá rendir en un plazo de tres días. Si no
se rinde el informe o si éste no se refiere específicamente a
los hechos que le impute el promovente, dichos hechos se
tendrán por ciertos. En el acuerdo a que se refiere este pá-
rrafo, el Magistrado Instructor resolverá sobre las medidas
cautelares previas que se le hayan solicitado. 

Dentro del plazo de cinco días contados a partir de que ha-
ya recibido el informe o de que haya vencido el término pa-
ra presentarlo, la Sala dictará resolución definitiva en la

que decrete o niegue las medidas cautelares solicitadas, de-
cida, en su caso, sobre la admisión de la garantía ofrecida,
la cual deberá otorgarse dentro de un plazo de cinco días.
Cuando no se otorgare la garantía dentro del plazo señala-
do, las medidas cautelares dejarán de tener efecto. 

Si el obligado por las medidas cautelares no da cumpli-
miento a éstas o la autoridad no admite la garantía, la Sala
declarará, en su caso, la nulidad de las actuaciones realiza-
das con violación a dichas medidas e impondrá al renuen-
te una multa por el monto equivalente de uno a tres tantos
del salario mínimo general del área geográfica correspon-
diente al Distrito Federal, elevado al mes, tomando en
cuenta la gravedad del incumplimiento, el sueldo del servi-
dor público de que se trate, su nivel jerárquico, así como
las consecuencias que el no acatamiento de la suspensión
hubiere ocasionado cuando el afectado lo señale. En este
caso, el solicitante tendrá derecho a una indemnización por
daños y perjuicios, la que, en su caso, correrá a cargo de la
unidad administrativa en la que preste sus servicios el ser-
vidor público. 

Artículo 227. (Se deroga) 

Artículo 228. (Se deroga) 

Artículo 230. En los juicios ante el Tribunal Federal de
Justicia Fiscal y Administrativa, el actor que pretende se
reconozca o se haga efectivo un derecho subjetivo, deberá
probar los hechos de los que deriva su derecho y la viola-
ción del mismo, cuando ésta consista en hechos positivos y
el demandado, los de sus excepciones. 

............ 

Artículo 234. La valoración de las pruebas se hará de
acuerdo con las siguientes disposiciones: 

I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes, las
presunciones legales que no admitan prueba en contrario,
así como los hechos legalmente afirmados por autoridad en
documentos públicos, incluyendo los digitales; pero, si en
los documentos públicos citados se contienen declaracio-
nes de verdad o manifestaciones de hechos de particulares,
los documentos sólo prueban plenamente que, ante la auto-
ridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o ma-
nifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o
manifestado. 
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Tratándose de actos de comprobación de las autoridades
administrativas, se entenderán como legalmente afirmados
los hechos que constan en las actas respectivas. 

II. El valor de las pruebas pericial y testimonial, así como
el de las demás pruebas quedará a la prudente apreciación
de la Sala.

Cuando se trate de documentos digitales con firma electró-
nica distinta a una firma electrónica avanzada o sello digi-
tal, para su valoración, se estará a lo dispuesto por el artí-
culo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Cuando por el enlace de las pruebas rendidas y de las pre-
sunciones formadas, la Sala adquiera convicción distinta
acerca de los hechos materia del litigio, podrá valorar las
pruebas sin sujetarse a lo dispuesto en las fracciones ante-
riores, debiendo fundar razonadamente esta parte de su
sentencia. 

Artículo 239. .............. 

Párrafo segundo (Se deroga) 

Párrafo tercero (Se deroga) 

........... 

Artículo 239-B. Las autoridades demandadas y cuales-
quiera otra autoridad relacionada, están obligadas a cum-
plir las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa, conforme a lo siguiente: 

I. En los casos en los que la sentencia declare la nulidad y
ésta se funde en alguna de las siguientes causales: 

a) Tratándose de la incompetencia, la autoridad competen-
te podrá iniciar el procedimiento o dictar una nueva reso-
lución, sin violar lo resuelto por la sentencia, siempre que
no hayan caducado sus facultades. Este efecto se produci-
rá aun en el caso de que la sentencia declare la nulidad en
forma lisa y llana. 

b) Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución
impugnada, ésta se puede reponer subsanando el vicio que
produjo la nulidad; en el caso de nulidad por vicios del pro-
cedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el acto vi-
ciado y a partir del mismo. 

En ambos casos, la autoridad demandada cuenta con un
plazo perentorio de cuatro meses para reponer el procedi-
miento y dictar una nueva resolución definitiva, aun cuan-
do hayan transcurrido los plazos señalados en los artículos
46-A y 67 de este Código. 

En el caso previsto en el párrafo anterior, cuando sea nece-
sario realizar un acto de autoridad en el extranjero o solici-
tar información a terceros para corroborar datos relaciona-
dos con las operaciones efectuadas con los contribuyentes,
en el plazo de cuatro meses no se contará el tiempo trans-
currido entre la petición de la información o de la realiza-
ción del acto correspondiente y aquél en el que se propor-
cione dicha información o se realice el acto. Transcurrido
dicho plazo sin dictar la resolución definitiva, la autoridad
no podrá reiniciar un procedimiento o dictar una nueva re-
solución sobre los mismos hechos que dieron lugar a la re-
solución impugnada en juicio, salvo en los casos en los que
el particular, con motivo de la sentencia, tenga derecho a
una resolución definitiva que le confiera una prestación, le
confirme un derecho o le abra la posibilidad de obtenerlo. 

Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar
el procedimiento o para dictar una nueva resolución en re-
lación con dicho procedimiento, podrá abstenerse de repo-
nerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo la nu-
lidad de la resolución impugnada o lo indemnice por los
daños y perjuicios causados. 

Los efectos que establece esta fracción se producirán sin
que sea necesario que la sentencia lo establezca, aun y
cuando la misma declare una nulidad lisa y llana. 

c) Cuando la resolución impugnada esté viciada en cuanto
al fondo y la sentencia declare la nulidad con fundamento
en la fracción IV del artículo 238 de este Código, la auto-
ridad no podrá dictar una nueva resolución sobre los mis-
mos hechos, salvo que la sentencia le señale efectos que le
permitan volver a dictar el acto. En ningún caso el nuevo
acto administrativo puede perjudicar más al actor que la re-
solución impugnada ni puede dictarse después de haber
transcurrido cuatro meses, aplicando en lo conducente lo
establecido en el segundo párrafo siguiente al inciso b) que
antecede. 

Para los efectos de este inciso, no se entenderá que el per-
juicio se incrementa cuando se trate de juicios en contra de
resoluciones que determinen obligaciones de pago que se
aumenten con actualización por el simple transcurso del
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tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o
con alguna tasa de interés o recargos. 

d) Cuando prospere el desvío de poder, la autoridad queda
impedida para dictar una nueva resolución sobre los mis-
mos hechos que dieron lugar a la resolución impugnada,
salvo que la sentencia ordene la reposición del acto admi-
nistrativo anulado, en cuyo caso, éste deberá reponerse en
el plazo que señale la sentencia. 

II. En los casos de condena, la sentencia deberá precisar la
forma y los plazos en los que la autoridad o el tercero cum-
plirán con la obligación respectiva.

Cuando se interponga el juicio de amparo o el recurso de
revisión, se suspenderá el efecto de la sentencia hasta que
se dicte la resolución que ponga fin a la controversia, sal-
vo que el tercero perjudicado garantice los daños y perjui-
cios que la suspensión pueda ocasionar o la autoridad se
obligue a la indemnización correspondiente; en ambos ca-
sos, la Sala resolverá sobre el efecto suspensivo siguiendo
las reglas del Capítulo V-BIS del Título VI de este Código. 

Los plazos para el cumplimiento de sentencia que estable-
ce este artículo, empezarán a correr a partir del día hábil si-
guiente a aquél en el que haya quedado firme la sentencia
para el obligado a cumplirla. 

Cuando haya quedado firme una sentencia, la secretaría
que corresponda certificará tal circunstancia y la fecha en
la que causó estado. El Magistrado Instructor o el Presi-
dente de Sección o del Tribunal, en su caso, ordenará se no-
tifique a las partes la mencionada certificación. 

Artículo 239-C. La parte afectada podrá ocurrir en queja,
por una sola vez, por incumplimiento de sentencia firme,
ante el Pleno, Sección o Sala, que dictó la sentencia, en los
siguientes casos: 

I. Contra los actos de ejecución que pretendan cumplir con
la resolución anulada. 

II. Cuando la sentencia le confiera a un particular una pres-
tación, le confirme un derecho o le abra la posibilidad de
obtenerlo y la autoridad omita dar cumplimiento a la mis-
ma, habiendo transcurrido el plazo previsto en este Código. 

III. Si la resolución impugnada está viciada en cuanto al
fondo o por desvío de poder y la nueva resolución repite in-
debidamente la anulada. 

IV. Cuando se trate de los casos señalados en las fracciones
II y III de este artículo, la sentencia señale efectos y la nue-
va resolución incurra en exceso o en defecto en su cumpli -
miento.

Si existe resolución definitiva y el Pleno, Sección o Sala,
consideran que la queja es improcedente y hay interés jurí-
dico, se instruirá como juicio y se resolverá por el mismo
órgano que la estimó improcedente, permitiendo en este
caso, la presentación de una demanda en un plazo de quin-
ce días. 

Artículo 239-D. La queja se interpondrá por escrito dentro
de los mismos plazos que este Código señala para presen-
tar la demanda. En el supuesto previsto en la fracción II del
artículo 239-C de este Código, el quejoso podrá interponer
su queja en cualquier tiempo, salvo que haya prescrito su
derecho. 

En dicho escrito, según sea el caso, se: 

I. Acompañarán las constancias de los actos de ejecución
efectuados en cumplimiento de la resolución anulada o de-
clarada inexistente. 

II. Denunciará la omisión en el cumplimiento de la senten-
cia de que se trate o la emisión de la resolución dictada so-
bre los mismos hechos que la anulada. 

III. Expresarán las razones por las que se considera que
hubo exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia
del Tribunal. 

IV. Acompañarán copia del escrito de queja y, en su caso,
las constancias a que se refiere la fracción I de este artícu-
lo.

El Magistrado Instructor o el Presidente de Sección o del
Tribunal, en su caso, pedirá un informe a la autoridad a
quien se impute el incumplimiento de la sentencia, el cual
deberá rendirse dentro del plazo de cinco días, en el que, en
su caso, se justificará el acto o la omisión que provocó la
queja. Vencido dicho plazo, con informe o sin él, se dará
cuenta al Pleno, Sección o Sala que corresponda, los que
resolverán dentro de los cinco días. 

Durante el trámite de la queja se suspenderá el procedi-
miento administrativo de ejecución, si se solicita ante la
autoridad ejecutora y se garantiza el interés fiscal en los
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términos del artículo 144 de este Código o de la Ley de
Amparo, a elección del quejoso. En los casos en que no
exista un crédito fiscal, el quejoso podrá solicitar las medi-
das cautelares contenidas en el Capítulo V-BIS del Título
VI de este Código. 

Artículo 239-E. El Pleno, Sección o Sala, según sea el ca-
so, resolverá la queja conforme a lo siguiente: 

I. Cuando se trate de los actos de ejecución de una resolu-
ción previamente declarada nula, se decretará la nulidad de
dichos actos. En este caso, se podrá imponer al funcionario
responsable una multa entre $3,000.00 y $7,000.00. 

II. Si se resuelve que hubo omisión total en el cumpli-
miento de la sentencia, se concederán al funcionario res-
ponsable veinte días para que dé cumplimiento al fallo y se
le podrá imponer una multa entre $3,000.00 y $7,000.00. 

III. En el caso de que haya repetición de la resolución anu-
lada, la Sala, Sección o Pleno, dejará sin efectos la resolu-
ción que provoca la queja y notificará al funcionario res-
ponsable, ordenándole que se abstenga de incurrir en
nuevas repeticiones y podrá imponerle una multa entre
$3,000.00 y $7,000.00. 

IV. Si resuelve que hubo exceso o defecto en el cumpli-
miento de la sentencia, podrá: 

a) Cuando las circunstancias lo permitan y en sustitución
de la autoridad responsable, modificar la resolución im-
pugnada o la que provocó la queja, según convenga o bien,
dictar una nueva que sustituya a esta última. 

b) Si lo anterior no es posible, conceder al funcionario res-
ponsable veinte días para que dé cumplimiento al fallo. 

En los supuestos previstos en esta fracción, se podrá impo-
ner una multa al funcionario responsable entre $500.00 a
$5,000.00.

La resolución a que se refiere este artículo se notificará
también al superior del funcionario responsable. 

Para imponer las multas a que se refiere este artículo se de-
berá tomar la gravedad del incumplimiento, el sueldo del
servidor público de que se trate, su nivel jerárquico, así co-
mo las consecuencias que el incumplimiento de la senten-
cia hubiere ocasionado, cuando el quejoso las señale. 

Las cantidades señaladas en este artículo se ajustarán de
conformidad con las reglas establecidas en el artículo 70 de
este Código. 

Artículo 239-F. La parte que estime contradictoria, ambi-
gua u obscura una sentencia definitiva del Tribunal Federal
de Justicia Fiscal y Administrativa, podrá promover, por
una sola vez, su aclaración dentro de los diez días siguien-
tes a aquél en el que surta efectos su notificación. 

La instancia deberá señalar la parte de la sentencia cuya
aclaración se solicita e interponerse ante la Sala o Sección
que dictó la sentencia, la que deberá resolver en un plazo
de cinco días siguientes a la fecha en la que fue interpues-
to, sin que pueda variar la sustancia de la sentencia. La
aclaración no admite recurso alguno y se reputará parte de
la sentencia recurrida y su interposición interrumpe el tér-
mino para su impugnación. 

Artículo 248. Las sentencias definitivas y las resoluciones
del Pleno, de las Secciones de la Sala Superior o de las Sa-
las Regionales, que decreten o nieguen sobreseimientos,
podrán impugnarse por la autoridad a través de la unidad
administrativa encargada de su defensa jurídica, interpo-
niendo el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de
Circuito competente en la sede del Pleno, Sección o Sala
Regional, respectivamente, mediante escrito que se presen-
te ante ésta, dentro de los quince días siguientes a aquél en
el que surta sus efectos la notificación respectiva, siempre
que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Cuando trascienda a otros asuntos de idénticas o simila-
res características, lo que se podrá acreditar con otra reso-
lución o con los actos de algún procedimiento administra-
tivo concluido antes de la interposición del recurso,
siempre que sobre la materia de la litis no se haya fijado ju-
risprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

II. Cuando la sentencia haya declarado la nulidad, en los si-
guientes supuestos: 

a) Incompetencia en los términos de la fracción I del artí-
culo 238 de este Código. 

b) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las
defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo. 

III. Cuando la resolución o sentencia se hubiese dictado
con apoyo en una jurisprudencia del Tribunal Federal de
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Justicia Fiscal y Administrativa o de los Tribunales Cole-
giados de Circuito o cuando la autoridad considere que en
la resolución o sentencia se dejó de aplicar la referida ju-
risprudencia o una de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación. 

IV. Sea una resolución en materia de aportaciones de segu-
ridad social, cuando el asunto verse sobre la determinación
de los sujetos obligados, de conceptos que integren la base
de cotización o sobre el grado de riesgo de las empresas pa-
ra los efectos del seguro de riesgos del trabajo, o sobre la
base que se deberán pagar las pensiones a favor de los tra-
bajadores del Estado, miembros del Ejército, de la Fuerza
Aérea y de la Armada Nacional o de sus familiares o dere-
chohabientes.

En los juicios que versen sobre resoluciones de las autori-
dades fiscales de las Entidades Federativas coordinadas en
ingresos federales, el recurso sólo podrá ser interpuesto por
el Servicio de Administración Tributaria. 

El Tribunal Colegiado de Circuito examinará, previamente
al estudio del fondo, si en el caso se han justificado los su-
puestos a que se refieren las fracciones anteriores, si consi-
dera que dichos requisitos no se han satisfecho, desechará
el recurso. 

Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente de-
berá exhibir una copia del mismo para el expediente y una
para cada una de las partes que hubiesen intervenido en el
juicio contencioso administrativo, a las que se les deberá
emplazar para que, dentro del término de quince días, com-
parezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito que co-
nozca de la revisión a defender sus derechos. 

En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que
obtuvo resolución favorable a sus intereses puede adherir-
se a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del pla-
zo de quince días contados a partir de la fecha en la que se
le notifique la admisión del recurso, expresando los agra-
vios correspondientes; en este caso la adhesión al recurso
sigue la suerte procesal de este. 

Este recurso de revisión debe tramitarse en los términos
previstos en la Ley de Amparo en cuanto a la regulación
del recurso de revisión en amparo. 

Artículo 253. ... 

Ultimo párrafo (Se deroga) 

Artículo 264. El Servicio de Administración Tributaria to-
mará en cuenta la jurisprudencia sustentada por las Seccio-
nes o el Pleno del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, salvo que ésta contravenga la jurisprudencia
del Poder Judicial Federal, pero podrá apartarse de la mis-
ma, siempre que en su resolución exprese las razones por
las que se aparta. 

Cuando una resolución de las impugnables ante el Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa viole la Juris-
prudencia de este último, la parte afectada, en su demanda,
podrá expresar en la misma, con independencia de otros
conceptos de impugnación, la referida violación. De resul-
tar fundada la violación de la jurisprudencia del Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se anulará la re-
solución impugnada correspondiente, a menos que deba
subsistir por otros motivos y fundamentos, los cuales de-
berán expresarse en la sentencia. 

Disposiciones Transitorias del Código Fiscal 
de la Federación 

Artículo Segundo. En relación con las modificaciones a
que se refiere el Artículo Primero de este Decreto, se esta-
rá a lo siguiente: 

I. El presente Decreto entrará en vigor el 1o. de enero de
2003. 

II. Los servicios de certificación que proporcionará el Ser-
vicio de Administración Tributaria, así como el trámite de
comparecencia personal para los efectos previstos en el ar-
tículo 17-D del Código Fiscal de la Federación, se podrán
tramitar ante el órgano mencionado a partir del mes de ma-
yo del 2003. 

III. Lo dispuesto en el artículo 18 del Código Fiscal de la
Federación, entrará en vigor hasta que el Servicio de Ad-
ministración Tributaria establezca las promociones que se
deberán presentar por medios electrónicos y en documento
impreso. 

IV. Las cantidades contenidas en los artículos 20, 22-B, 31,
70, 80, fracción II, y 84 fracciones IV y VI del Código Fis-
cal de la Federación, se entienden actualizadas a la fecha de
publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la
Federación. 

V. En las solicitudes de devolución presentadas con ante-
rioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, en las que
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el contribuyente no hubiese manifestado su número de
cuenta bancaria para transferencias electrónicas del contri-
buyente en la institución financiera de que se trate debida-
mente integrado de conformidad con las disposiciones del
Banco de México y, por ende, las autoridades fiscales no
puedan realizar la devolución de que se trate mediante abo-
no en cuenta del contribuyente, dicha devolución podrá
efectuarse mediante cheque nominativo. Cuando el monto
de la devolución no exceda de $10,000.00 las autoridades
fiscales podrán realizarla en efectivo. En estos casos, se
considerará que la devolución está a disposición del contri-
buyente cuando se le notifique la autorización de la devo-
lución respectiva. 

VI. Lo dispuesto en el artículo 23 del Código Fiscal de la
Federación entrará en vigor el 1o. de enero de 2005. 

Durante los ejercicios de 2003 y 2004, se estará a lo si-
guiente: 

Los contribuyentes obligados a pagar mediante declaración
podrán optar por compensar las cantidades que tengan a su
favor contra las que estén obligados a pagar por adeudo
propio, siempre que ambas deriven de impuestos federales
distintos de los que se causen con motivo de la importa-
ción, siempre que los administre la misma autoridad y no
tengan destino específico, incluyendo sus accesorios. Al
efecto, bastará que presente para ello el aviso de compen-
sación correspondiente, dentro de los cinco días siguientes
a aquél en el que la misma se haya efectuado, acompañado
de la documentación que al efecto se solicite en la forma
oficial correspondiente. 

No se podrán compensar las cantidades cuya devolución se
haya solicitado o cuando haya prescrito la obligación para
devolverlas. 

Las autoridades fiscales podrán compensar de oficio las
cantidades que los contribuyentes tengan derecho a recibir
de las autoridades fiscales por cualquier concepto, en los
términos de lo dispuesto en el artículo 22 del Código Fis-
cal de la Federación, aun en el caso de que la devolución
hubiera sido o no solicitada, contra las cantidades que los
contribuyentes estén obligados a pagar por adeudos pro-
pios o por retención a terceros cuando éstos hayan queda-
do firmes por cualquier causa. En este caso, se notificará
personalmente al contribuyente la resolución que determi-
ne la compensación. 

Se entenderá que es una misma contribución si se trata del
mismo impuesto, aportación de seguridad social, contribu-
ción de mejoras o derecho. 

VII. Para los efectos del artículo 26 de este Código, son
responsables solidarios los asociados, respecto de las con-
tribuciones que se hubieran causado hasta antes de la en-
trada en vigor de la presente Ley, en relación con las acti-
vidades realizadas por el asociante mediante la asociación
en participación, cuando tenían tal calidad, en la parte del
interés fiscal que no alcance a ser garantizada por los bien-
es de la misma, siempre que la asociación en participación
incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los
incisos a), b) y c) de la fracción III del citado artículo, sin
que la responsabilidad exceda de la aportación hecha a la
asociación en participación durante el período o a la fecha
de que se trate. 

VIII. El asociante de las asociaciones en participación, que
hasta antes de la entrada en vigor de la presente Ley hayan
obtenido el registro correspondiente ante el Registro Fede-
ral de Contribuyentes en los términos del cuarto párrafo del
artículo 27 del Código Fiscal de la Federación, deberán so-
licitar al citado registro, en un plazo de 2 meses, contados
a partir de la entrada en vigor de la citada Ley, la modifi-
cación de dicho registro, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables. 

IX. Para los efectos del artículo 28, fracción VI del Código
Fiscal de la Federación, los contribuyentes contarán con un
plazo de seis meses contados a partir de la entrada en vigor
de la presente Ley para incorporar los equipos de control
volumétrico a que se refiere el precepto citado. 

X. Para los efectos del artículo 29 de la Ley del Servicio de
Tesorería de la Federación, el plazo a que se refiere dicho
artículo será de 24 meses contados a partir de que se con-
sidere formalizada la aceptación en pago de conformidad
con dicho ordenamiento. Las disposiciones a que se refie-
re el artículo 191 del Código Fiscal de la Federación rela-
tivas a los fondos de administración, mantenimiento y en-
ajenación y de contingencia para reclamaciones, serán
aplicables a la dación en pago a que hace mención la Ley
del Servicio de Tesorería de la Federación. 

XI. Durante el período comprendido entre el 1o. de enero
y el 31 de agosto de 2003, los contribuyentes para los efec-
tos de presentar las declaraciones a que estén obligados, es-
tarán a lo siguiente: 
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a) Los contribuyentes que durante el ejercicio fiscal de
2002 estuvieron inscritos en el Servicio de Presentación
Electrónica de Declaraciones del Servicio de Administra-
ción Tributaria o estuvieron obligados a dictaminarse para
los efectos fiscales u optaron por dictaminarse por el ejer-
cicio fiscal de 2001, deberán utilizar, en sustitución de la
firma electrónica avanzada, la firma electrónica certificada
por el Servicio de Administración Tributaria para tales
efectos. 

b) Los demás contribuyentes podrán utilizar otros medios
de identificación electrónica que el Servicio de Adminis-
tración Tributaria autorice a través de reglas de carácter ge-
neral. 

XII. El Servicio de Administración Tributaria, a través de
reglas de carácter general, podrá autorizar la presentación
de las declaraciones correspondientes al ejercicio fiscal de
2002 y anteriores, mediante formas oficiales aprobadas. 

XIII. Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 32-A
del Código Fiscal de la Federación entrará en vigor el 1o.
de enero de 2004. 

XIV. Los contribuyentes que tributen en los términos del
Capítulo VII del Título II de la Ley del Impuesto sobre la
Renta y que se encuentren obligados a dictaminar sus esta-
dos financieros por contador público autorizado, no estarán
obligados a presentar durante el ejercicio fiscal de 2002 el
dictamen correspondiente. 

XV. Las dependencias y entidades a que hace referencia el
artículo 32-D del Código Fiscal de la Federación, también
podrán contratar adquisiciones, arrendamientos, servicios
u obra pública con los contribuyentes que antes de la en-
trada en vigor del presente Decreto hubiesen celebrado con
las autoridades fiscales convenio para cubrir a plazos, ya
sea con pago diferido o en parcialidades, los adeudos fis-
cales que tengan a su cargo, siempre que dichos contribu-
yentes estén al corriente en el cumplimiento de sus obliga-
ciones fiscales. 

XVI. Para los efectos de lo dispuesto por las fracciones I y
II del artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación, los
plazos con que cuenta la autoridad fiscal, incluidas las pró-
rrogas correspondientes, para concluir las visitas que se
desarrollen en el domicilio fiscal de los contribuyentes o
las revisiones de la contabilidad de los mismos que se efec-
túen en las oficinas de las propias autoridades, iniciadas

con anterioridad al 1o. de enero de 2003, comenzaran a
contar a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

XVII. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 50 del
Código Fiscal de la Federación, el plazo con que cuenta la
autoridad fiscal para emitir la resolución que corresponda
respecto de las visitas domiciliarias concluidas con ante-
rioridad al 1o. de enero de 2003 y sobre las cuales la auto-
ridad fiscal, conforme al precepto citado vigente hasta el
31 de diciembre de 2002, no contaba con un plazo deter-
minado para emitirla, comenzara a contar a partir de la en-
trada en vigor de la presente Ley. 

XVIII. Para los efectos del segundo párrafo del inciso a) de
la fracción I del artículo 52 del Código Fiscal de la Fede-
ración, los contadores públicos registrados ante las autori-
dades fiscales, así como aquéllos que soliciten su registro,
contarán con un plazo de 2 años contados a partir de la en-
trada en vigor de la presente Ley para obtener y presentar,
ante las autoridades fiscales, la certificación expedida por
la agrupación profesional autorizada para ello a que se re-
fiere el citado artículo; de no hacerlo, se les tendrá por can-
celado el registro correspondiente. 

XIX. Los contribuyentes que con anterioridad a la entrada
en vigor de la presente Ley hubieran obtenido autorización
por las autoridades fiscales para efectuar el pago a plazos
de las contribuciones omitidas y sus accesorios, de confor-
midad con las disposiciones fiscales aplicables, estarán a lo
siguiente: 

En el caso de que el contribuyente cubra, en tiempo y mon-
to, las primeras doce parcialidades, la tasa de recargos que
se hubiera establecido para el crédito, se reducirá en un
10% para los efectos de calcular las parcialidades restantes.
El contribuyente perderá este beneficio si posteriormente
incumple, en tiempo o en monto, el pago de alguna de las
parcialidades restantes. En este caso, el Servicio de Admi-
nistración Tributaria modificará, al término del semestre
correspondiente, el monto a pagar en Unidades de Inver-
sión de las parcialidades restantes. 

Los contribuyentes que cubran en tiempo y monto la totali-
dad de las parcialidades convenidas, recibirán una bonifica-
ción del 5% calculada sobre el saldo del adeudo inicial ac-
tualizado desde el mes correspondiente a la autorización del
pago en parcialidades y hasta el mes en el que se liquide la
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última de ellas, siempre que el número de parcialidades au-
torizadas y pagadas sea igual o superior a veinticuatro. 

Cuando el número de parcialidades autorizadas sea supe-
rior a veinticuatro, los contribuyentes recibirán una bonifi-
cación equivalente a la diferencia entre el monto de los re-
cargos pagados efectivamente en las primeras veinticuatro
parcialidades, más los pendientes de pago por el plazo au-
torizado, y el monto de los recargos que se hubieren deter-
minado y pagado en el mismo período, tomando en consi-
deración una reducción del 25% de la tasa establecida para
tales efectos, sin considerar la reducción de la tasa a que se
refiere el octavo párrafo de la fracción I del artículo 66 del
Código Fiscal de la Federación, vigente hasta antes de la
entrada en vigor de la presente Ley ni la bonificación esta-
blecida en el párrafo anterior. La diferencia de los montos
señalados se expresará en unidades de inversión vigentes al
momento del pago. Esta bonificación en ningún caso dará
derecho a devolución, compensación o acreditamiento al-
guno. 

La bonificación a que se refiere el párrafo anterior proce-
derá cuando los contribuyentes hubieran cubierto en tiem-
po y en monto las primeras veinticuatro parcialidades. Pa-
ra estos efectos, se podrán reducir las parcialidades
subsecuentes en la proporción que representen, dentro del
total de las que faltan por liquidar, el monto total de la bo-
nificación correspondiente a las primeras veinticuatro par-
cialidades. La bonificación que se derive del descuento de
los recargos por las parcialidades restantes, se hará me-
diante la reducción del número de parcialidades y hasta el
momento en el que esta última bonificación sea igual al
monto del saldo del adeudo denominado en unidades de
inversión. Este beneficio se perderá si posteriormente se
incumple, por más de dos meses, el pago de alguna de las
parcialidades restantes. También procederá la citada boni-
ficación cuando se opte por pagar la totalidad del saldo del
adeudo después de haber pagado las primeras veinticuatro
parcialidades, en cuyo caso, se disminuirá la primera boni-
ficación del mencionado saldo. 

XX. Las personas físicas y morales, que tengan créditos
fiscales por impuestos trasladados, retenidos o recaudados,
generados con anterioridad a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, podrán solicitar autorización para pagar a plazos
dichas contribuciones, siempre y cuando: 

a) Garanticen el interés fiscal mediante billete de depósito,
prenda o hipoteca, obligación solidaria asumida por terce-
ro que compruebe su idoneidad y solvencia o mediante em-

bargo en la vía administrativa de inmuebles libres de gra-
vámenes o de afectaciones agrarias y urbanísticas. 

b) Efectúen el pago de una cantidad equivalente al 20% de
la totalidad del adeudo que corresponda a la primera par-
cialidad, considerando las contribuciones omitidas actuali-
zadas, los recargos generados, hasta la fecha de pago y, en
su caso, las sanciones que se le hubieren determinado. 

La autorización a que se refiere esta fracción, en ningún ca-
so excederá de 24 parcialidades. 

XXI. Para los efectos del artículo 67 del Código Fiscal de
la Federación, los plazos contenidos en dicho precepto, res-
pecto de los impuestos cuyos ejercicios fiscales sean men-
suales, correspondientes a los ejercicios anteriores a la en-
trada en vigor de la presente Ley, se computarán a partir del
día siguiente a aquél en que se presentó o debió haberse
presentado la declaración del ejercicio o la última declara-
ción mensual del año de calendario inmediato anterior a la
entrada en vigor de dicha Ley. En estos casos, las faculta-
des se extinguirán por años de calendario completos, in-
cluyendo aquellas facultades relacionadas con la exigibili-
dad de obligaciones distintas de la de presentar la
declaración del ejercicio. No obstante lo anterior, cuando
se presenten declaraciones complementarias el plazo em-
pezará a computarse a partir del día siguiente a aquél en el
que se presenten, por lo que hace a los conceptos modifi-
cados en relación a la última declaración de esa misma
contribución en el ejercicio. 

XXII. Lo dispuesto en el segundo párrafo de la fracción III
del artículo 141 del Código Fiscal de la Federación, entra-
rá en vigor el 1o. de septiembre de 2003. 

XXIII. Durante el año de 2003, las autoridades fiscales po-
drán efectuar los remates previstos en la Sección IV del
Capítulo III del Título V del Código Fiscal de la Federa-
ción, de conformidad con las disposiciones vigentes hasta
el 31 de diciembre de 2002. 

XXIV. Los ingresos que se obtengan desde la entrada en
vigor de la presente Ley y hasta el 31 de diciembre de
2003, por la enajenación de bienes que hayan sido adjudi-
cados al fisco federal por concepto de dación en pago, se
destinarán primordialmente para la constitución de los fon-
dos de administración, mantenimiento y enajenación y de
contingencia para reclamaciones, a que hace referencia el
artículo 191 del Código Fiscal de la Federación. 
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XXV. Los bienes que hayan sido aceptados en pago o ad-
judicados, con anterioridad a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, que aun estén bajo custodia de las autoridades
fiscales, podrán ser enajenados fuera de remate como si
nunca hubiesen sido aceptados en pago o adjudicados, do-
nados o destruidos, directamente por el Servicio de Admi-
nistración Tributaria o por las terceras personas que dicho
Servicio designe de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 191 del Código Fiscal de la Federación. Lo anterior,
en ningún momento afectará los derechos de los contribu-
yentes. 

XXVI. Lo dispuesto en la fracción I del artículo 214 del
Código Fiscal de la Federación relativo al expediente ad-
ministrativo entrará en vigor el 1o. de julio de 2003. 

XXVII. En tanto entren en vigor las disposiciones del de-
recho federal común relativas a la firma electrónica avan-
zada, en materia de medios electrónicos y digitales a que se
refiere el Código Fiscal de la Federación, se aplicarán los
conceptos siguientes: 

Certificado: Todo mensaje de datos u otro registro que con-
firme el vínculo entre un firmante y los datos de creación
de firma electrónica. 

Datos de creación de firma: Son los datos únicos, como có-
digos o claves criptográficas privadas, que el firmante ge-
nera de manera secreta y utiliza para crear su Firma Elec-
trónica a fin de lograr el vínculo entre dicha firma
electrónica y el firmante. 

Firma Electrónica: Los datos en forma electrónica consig-
nados en un mensaje de datos, o adjuntados o lógicamente
asociados al mismo por cualquier tecnología, que son utili -
zados para identificar al firmante en relación con el men-
saje de datos e indicar que el firmante aprueba la informa-
ción contenida en el mensaje de datos, y que produce los
mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa, siendo ad-
misible como prueba en juicio. 

Firma Electrónica Avanzada: Aquella firma electrónica
que cuente con un certificado expedido por el Servicio de
Administración Tributaria o por un prestador de servicios
de certificación autorizado. 

Firmante: La persona que posee los datos de la creación de
la firma y que actúa en nombre propio o de la persona a la
que representa. 

Documento digital: Todo mensaje de datos que contiene in-
formación o escritura generada, enviada, recibida o archi-
vada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra
tecnología. 

Prestador de Servicios de Certificación: La persona o insti-
tución pública que preste servicios relacionados con firmas
electrónicas y que expide los certificados, en su caso. 

Titular del Certificado: Se entenderá a la persona a cuyo fa-
vor fue expedido el certificado. 

XXVIII. Durante el ejercicio de 2003, el uso de la firma
electrónica avanzada será optativo para los contribuyentes.
En tanto los contribuyentes obtienen el certificado de firma
electrónica avanzada, en el ejercicio fiscal de 2003, debe-
rán continuar utilizando ante el Servicio de Administración
Tributaria las firmas electrónicas que ante el mismo Servi-
cio han venido utilizando, o las que generen conforme a las
reglas de carácter general que dicho órgano emitió para la
presentación de declaraciones y dictámenes, según sea el
caso.

SALA DE COMISIONES. H. CAMARA DE DIPUTA -
DOS, MEXICO, D. F., A TRECE DE DICIEMBRE DE
2002.— Diputados: Enrique Alonso Aguilar Borrego (rú-
brica), Francisco Agundis Arias, Manuel Añorve Baños
(rúbrica), Miguel Arizpe Jiménez (rúbrica), Julio Caste-
llanos Ramírez (rúbrica), Florentino Castro López (rúbri -
ca), Jorge Alejandro Chávez Presa, Enrique Octavio de la
Madrid Cordero (rúbrica), Francisco de Jesús de Silva
Ruiz (rúbrica), Abelardo Escobar Prieto (rúbrica), Rober-
to Javier Fuentes Domínguez (rúbrica), Francisco Javier
García Cabeza de Vaca (rúbrica), Miroslava García Suá-
rez (rúbrica), Julián Hernández Santillán, Diego Alonso
Hinojosa Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez (rúbri -
ca), Oscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica), Rosalinda
López Hernández (rúbrica), José Antonio Magallanes Ro-
dríguez, José Manuel Minjares Jiménez, César Alejandro
Monraz Sustaita (rúbrica), Humberto Muñoz Vargas (rú-
brica), José Narro Céspedes, Luis Alberto Pazos de la To -
rre (rúbrica), Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha
Díaz (rúbrica), Arturo San Miguel Cantú, Reyes Antonio
Silva Beltrán (rúbrica), José Luis Ugalde Montes, José
Francisco Yunes Zorrilla (rúbrica), Hugo Adriel Zepeda
Berrelleza (rúbrica). 

Es de segunda lectura.
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Para fundamentar el dictamen de conformidad con el ar-
tículo 108, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
ofrece el uso de la palabra al diputado Fernando Pérez
Noriega a nombre de la comisión.

El diputado Fernando Pérez Noriega:

Con permiso de la Presidencia:

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, presenta ante
esta honorable Asamblea, el dictamen de Código Fiscal de
la Federación, fruto del esfuerzo realizado durante más de
18 meses y que hemos consensado con todas las fuerzas
políticas que conforman esta Cámara de Diputados. Las re-
formas, adiciones y derogaciones al Código Fiscal de la
Federación que en este acto se comentan, son el resultado
de muchas horas y días de esfuerzo nutridos en amplios in-
tercambios de opinión realizados en grupos de trabajo, co-
mo lo fueron el escuchar a distinguidos especialistas priva-
dos, a representantes de los principales centros e institutos
de investigación y enseñanza superior del país, así como
cámaras, asociaciones y organizaciones como fueron el
Instituto Mexicano de Contadores Públicos, el Consejo
Coordinador Empresarial, la Barra Mexicana de Abogados
y la NADE, con la finalidad de conocer sus propuestas y de
tener un amplio universo de opinión calificada y confiable.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público siempre tuvo
en consideración el objetivo de hacer los cambios necesa-
rios para clarificar las obligaciones de las personas físicas
y morales que tienen para contribuir con los gastos públi-
cos, cuya importancia es mayúscula para que se puedan al-
canzar las metas de desarrollo económico que se desean en
el país.

Desde este momento decimos con toda claridad que es so-
lamente un primer paso el que hemos dado, falta mucho
por hacer en materia de seguridad jurídica tributaria y so-
bre todo para poder alcanzar los elementales principios de
justicia en materia tributaria, de proporcionalidad y equi-
dad, de legalidad, de reserva de ley y el de capacidad con-
tributiva, pero estamos satisfechos de lo que hemos podido
incluir, por una parte en defensa del contribuyente y por la

otra para un ejercicio eficaz de la facultad recaudadora del
Fisco Federal.

Es indispensable que el Código Fiscal de la Federación
contenga disposiciones en forma clara y precisa, en el que
se situé la relación tributaria como aquella de naturaleza
obligacional en donde el Estado puede constreñir del pago
de un crédito fiscal al contribuyente. La vinculación entre
los sujetos la dan los supuestos previstos en la ley como he-
chos generadores del crédito fiscal.

Si la ley no establece estos hechos como generadores del
crédito fiscal, no existirá la vinculación tributaria entre el
Estado y el particular y en ese caso no se podrá exigir el pa-
go que pretende. Por tanto, no debemos olvidar que quien
detenta el poder tributario es el Poder Legislativo, único
que puede emitir leyes de carácter fiscal y no así el Ejecu-
tivo, quien sólo detenta la competencia tributaria del cobro
del tributo. Por ello, en los esfuerzos por lograr la mencio-
nada eficiencia hemos sido contundentes en no aceptar la
propuesta planteada por el Ejecutivo en varios conceptos,
mismos que fueron desechados, por ejemplo en materia de
delitos fiscales, como lo fue la fracción VI del artículo 109
del Código Fiscal de la Federación, en el que se planteaba
un tipo penal abierto.

Sostenemos enfáticamente que debemos trabajar por el
abatimiento de todo aquello que reste seguridad jurídica
para los contribuyentes y que podrían interpretarse como
prácticas disfrazadas de un terrorismo fiscal que de ningu-
na manera queremos que hay en nuestra nación.

El Código Fiscal debe observarse como el instrumento ju-
rídico elemental que recoge los medios para que el contri-
buyente pueda hacer valer sus derechos y cumplir con sus
obligaciones y a la autoridad fiscal, para hacer cumplir la
ley. Por eso y en atención a otorgar una mayor certidumbre
jurídica, hemos incluido y precisado elementos de juicio
para redefinir reglas claras y precisas.

Por otra parte, en el México de hoy, dados los avances tec-
nológicos a nivel mundial estamos conscientes de que no
podemos quedarnos a la expectativa y por eso los incorpo-
ramos, ya que las ventajas que nos proporcionan son mu-
chas y una de ellas es que el trabajo se realice en una for-
ma más eficiente. El Código Fiscal de esa forma se
convierte así en un código de vanguardia.
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Estos son sólo algunos ejemplos de los beneficios que lo-
gramos dejar plasmados en el Código Fiscal de la Federa-
ción y de los cuales estamos convencidos que el contribu-
yente sabrá apreciar cuando cumpla con sus obligaciones
fiscales, que al mismo tiempo se exige que la autoridad ha-
cendaria realice su trabajo de fiscalización con irrestricto
apego a la ley.

Finalmente, una política fiscal efectiva y promotora nece-
sita que las leyes fiscales se caractericen por su permanen-
cia, simplicidad, precisión, legitimidad, equidad, transpa-
rencia y eficiencia y por lo tanto, sean estímulo de
competitividad e inversión.

Por lo anterior, con estas reformas al Código Fiscal de la
Federación, cumplimos en la medida de nuestra capacidad
con los contribuyentes en la defensa de sus derechos.

Por todo lo anterior, la comisión le pide a todos ustedes su
voto a favor del dictamen.

Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Pérez Noriega.

Está a discusión en lo general...

No habiendo quien haga uso de la palabra, en lo general,
para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General, se pregunta a la Asamblea si se va a
reservar algún artículo para discutirlo en lo particular.

El diputado José Manuel Minjarez Jiménez
(desde su curul): 

Señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sí, diputado Minjarez.

El diputado José Manuel Minjarez Jiménez 
(desde su curul): 

Artículo 52-A, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Artículo 52-A, bien.

La diputada Rosalinda López Hernández 
(desde su curul): 

Señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

La diputada Rosalinda.

La diputada Rosalinda López Hernández
(desde su curul):

El artículo 20 y el artículo 22 B.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Muy bien, diputada.

Le ruego, señor Secretario, consultar a la Asamblea si se
encuentra suficientemente discutido el dictamen en lo ge-
neral.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea, si considera suficientemente discutido el dictamen en
lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Suficientemente discutido.

Informamos a la Asamblea que han sido reservados para su
discusión y votación en lo particular el artículo 52-A, por
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el señor diputado Minjarez y el 20 y 22-B por la diputada
Rosalinda López.

Le ruego a la Secretaría abrir el sistema electrónico hasta
por 10 minutos, para recabar la votación en lo general y en
lo particular de los artículos no reservados.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos para proceder
a la votación del dictamen en lo general y en lo particular
de los artículos no impugnados.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Se informa a la Presidencia que se emitieron 343 votos en
pro, 0 en contra, dos abstenciones.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos
no impugnados por 343 votos.

Esta Presidencia informa a los señores diputados que han
sido reservados el artículo 20 y 22-B por la diputada Rosa-
linda López Hernández y que la reserva que había presen-
tado el diputado José Manuel Minjarez Jiménez, sobre el
artículo 52-A, ha sido retirada.

En tal virtud, le rogamos a la diputada Rosalinda López
Hernández, hacer uso de la palabra para exponer sus plan-
teamientos en torno a los dos artículos. ¿Está usted de
acuerdo, diputada, de una vez?

La diputada Rosalinda López Hernández

Sí. Con el permiso de la Presidencia.

Esta reserva ha sido comentada con la Comisión de Ha-
cienda y tiene que ver, simple y sencillamente, con la ade-
cuación de los límites que aprobamos en la Ley del Im-

puesto Sobre la Renta del artículo 133 relativo al régimen
de pequeños contribuyentes.

El Código Fiscal menciona una cifra de 1 millón y medio,
en los artículos 20 y 22-B y en el 31. La observación que
hacemos y que ha sido aceptada por la Comisión de Ha-
cienda, es correlacionarlo con lo que votamos hace unos
días, por lo que deben de quedar los límites en 1 millón
750. 

Asimismo hay una fe de erratas en el artículo 31 relaciona-
do con lo mismo, solamente es actualizar los límites. 

Es cuanto.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.

Perdón, esto de hecho no es una propuesta de modificación
sino una fe de erratas. La diputada Rosalinda es integrante
de la comisión, consulto si habría algún comentario adicio-
nal sobre la fe de erratas.

Es una fe de erratas sobre los tres artículos en los términos
que la plantea la diputada Rosalinda, de tal suerte que no se
modifican los artículos, ¿verdad?

Sí, diputado Chávez Presa.

El diputado Jorge Alejandro Chávez Presa
(desde su curul): 

Señor Presidente, consideramos que lo que está apuntando
la diputada Rosalinda López Hernández es de atenderse y
de acuerdo a los criterios que seguimos en la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Señor Secretario le ruego dar lectura a la fe de erratas que
ha presentado la diputada Rosalinda López Hernández a
los artículos 20, 22-B y 31.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Fe de erratas, dice:

Dice: 1 millón 500 mil, debe decir: 1 millón 750 mil.
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Artículo 22-B, dice: 1 millón 500 mil, debe decir: 1 millón
750 mil.

Artículo 31 dice: 1 millón 500 mil, debe decir: 1 millón
750 mil.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Correcto.

Le ruego, señor Secretario, consultar a la Asamblea si exis-
te algún orador en pro o en contra...

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se consulta a los compañeros diputados si existen oradores
en pro o en contra.

No hay oradores en pro o en contra, Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego consultar si se encuentran suficientemente discu-
tidos los artículos 20, 22-B y 31.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se considera suficientemente discutidos los artículos
reservados.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico de vo-
tación hasta por 10 minutos para proceder a la votación en
lo particular de los artículos 20, 22-B y 31 con la fe de erra-
tas que ha sido puntualizada por la Secretaría.

Diputado Minjarez.

El diputado José Manuel Minjarez Jiménez 
(desde su curul):

Nada más con una duda, señor Presidente, evidentemente
hice la reserva del artículo 52-A se entendería no votado en
los términos del dictamen en la votación en lo general…

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Vamos a votarlo en lo particular, señor diputado.

El diputado José Manuel Minjarez Jiménez 
(desde su curul): 

¿No sería dentro del paquete que se está sometiendo en es-
te momento?

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sí claro.

El diputado José Manuel Minjarez Jiménez 
(desde su curul):

Sí claro, nada más escuché a los dos. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Lo que pasa es que estaba refiriendo que eran el 20, el 22-
B y el 31 con la fe de erratas que había formulado la comi-
sión y el 52-A en los términos del dictamen.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico hasta por 10 minutos, para
proceder a la votación en lo particular de la fe de erratas y
del artículo 52-A en los términos del dictamen.

(Votación.)
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Se informa a la Presidencia que se emitieron 286 votos en
pro, cero en contra, tres abstenciones.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobados en lo particular los artículos 20, 22-B y 31
con las modificaciones que fueron presentadas con la fe
de erratas de la comisión y el 52-A en los términos del
dictamen.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones del Código Fiscal de la Federación.
Pasa al Senado de la República para los efectos consti-
tucionales procedentes.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Precisando el trámite del acuerdo derivado de la votación
del proyecto de decreto por el que se expide la Ley Gene-
ral de Desarrollo Forestal Sustentable y se reforma y adi-
ciona la Ley General del Equilibrio Ecológico y la de Pro-
tección al Ambiente; la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal y la Ley de Premios, Estímulos y Recom-
pensas Civiles, su turno fue al Ejecutivo para los efectos
constitucionales procedentes.
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